[bookmark: _Toc366755199]ACTA Nº 2-20

JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL. - San José, a las ocho horas del tres de febrero de dos mil veinte.
Sesión ordinaria con asistencia de los másteres Carlos Montero Zúñiga, Miguel Ovares Chavarría y Mauricio Villalta Fallas, de las licenciadas Ingrid Moya Aguilar y Ana Lucrecia Ruiz Rojas y del licenciado Arnoldo Hernández Solano.
[bookmark: _Toc30689890][bookmark: _Toc31290725]ARTÍCULO I
Documento N°10-2020

Interpone la servidora Lisbeth Carit Paniagua, Abogada de la oficina Defensa Civil de la Víctima, recurso de reconsideración, contra lo resuelto por el Consejo Superior, en la sesión N° 105-19, celebrada el 03 de diciembre de 2019, artículo XXXVIII. En el que se acordó: “(…) 1.) Tener por rendido el informe N° PJ-DGH-AP-5321-2019 del 12 de noviembre de 2019, suscrito por la máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora interina, la licenciada Olga Guerrero Córdoba, Subdirectora interina, el licenciado Carlos Lizano Alfaro, Jefe interino de Administración de Personal y la licenciada Leda Córdoba Montero, Coordinadora interina de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, todos de Gestión Humana, referente a la valoración médica de la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez, realizado a la licenciada Lisbeth Carit Paniagua, Abogada de la Oficina Defensa Civil de la Víctima del Primer Circuito Judicial de San José, en el que se concluye que no se encuentra inválida. 2.) En razón del Informe sobre el resultado de la valoración médica practicada a la licenciada Lisbeth Carit Paniagua, Abogada de la oficina Defensa Civil de la Víctima, se traslada a la Fiscalía General de la República para que valore su reubicación (…)”.
I.- Alega la recurrente, en resumen: 
Que no le fue puesto en conocimiento ni por la Dirección de Gestión Humana ni por la Comisión de Invalidez de la CCSS, el informe por el cual le rechazaron su petición inicial, lo que es una clara violación al debido proceso e información. Que en dicho informe se omitieron las notas médicas suscritas por los Médicos del Centro Nacional de Rehabilitación, y por el cual fue enviada al Servicio de Algología, según lo demuestra la prueba que adjunta. Además, se omitió la Epicrisis del Dr. Joao Baptista, presentada a la Sección de Jubilaciones, en la cual refirió que el dolor es muy “incapacitante” y le es difícil continuar con su trabajo regular. Siendo que la situación no tiende a mejorar, más bien ha sido progresiva en detrimento. Temiendo que toda esta situación de stress en alguna manera aumente el riesgo de una recaída de su cáncer. Por lo que solicita ser nuevamente valorada por Medicina del Trabajo de Medicina Legal, además sean valorados los dictámenes y epicrisis que se le han extendido.
Sobre el particular, se le hace ver a la recurrente que no es posible acceder a su petición, que como se le indicó en acuerdos pasados donde el Consejo Superior ya se refirió a su solicitud. Siendo que conforme lo establece la legislación vigente, el ente encargado de definir si una persona debe ser incapacitada permanentemente o no, es la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense del Seguro Social (art. 227 LOPJ). En ese sentido, mediante informe N° PJ-DGH-AP-5321-2019 del 12 de noviembre de 2019, suscrito por la máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora interina, la licenciada Olga Guerrero Córdoba, Subdirectora interina, el licenciado Carlos Lizano Alfaro, Jefe interino de Administración de Personal y la licenciada Leda Córdoba Montero, Coordinadora interina de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, todos de la Dirección de Gestión Humana, se remitió la valoración médica de la Comisión de cita, realizado a la recurrente Carit Paniagua, en el que se concluyó que no se encuentra inválida. Se observa de dicho informe, que el día el 8 de noviembre de 2019, la Dirección de Calificación de la Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social, remitió el expediente de la recurrente, donde hace mención en la parte denominada “Hoja de criterio de Comisión”, lo siguiente: “(…)Conforme al resultado de la valoración médica realizada la señora Lisbeth Carit Paniagua y en concordancia con la cita del reglamento anterior, se infiere que a la fecha de la práctica médica, la servidora no presenta como mínimo, la pérdida de las dos terceras partes de su capacidad para el ejercicio de su cargo, situación que se pone en conocimiento del órgano superior en apego al “Procedimiento para la atención, trámite y cobro de la valoración médica por incapacidad, con derecho a jubilación o pensión(…)”. Lo anterior, fundamentándose en el Reglamento para la Evaluación y Calificación del Estado de la Invalidez en el Régimen de Invalidez Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social, que  en el Capítulo I indica: “Se considera persona inválida el asegurado que, por alteración o debilitamiento de su estado físico o mental, perdiera dos terceras partes o más de su capacidad de desempeño que su profesión, de su actividad habitual o en otra compatible con su capacidad residual y que, por tal motivo, no pudiere obtener una remuneración o ingreso suficiente, todo a juicio de la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez”. (Énfasis agregado).”. Así las cosas, se estima contrario a lo referido por la recurrente, que su valoración sí se hizo de una forma integral, por los médicos expertos en el tema; razón por la cual, este Consejo no encuentra elementos que hagan cambiar lo resuelto en la sesión recurrida. 
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Debido a que esta Junta Administradora no tiene competencia para refutar el dictamen emitido por la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez,se acordó: 1.) Rechazar el recurso de Reconsideración presentado por la servidora Lisbeth Carit Paniagua y mantener incólume lo acordado por el Consejo Superior en la sesión N° 105-19, celebrada el 03 de diciembre de 2019, artículo XXXVIII.2) Hacer este acuerdo de conocimiento de la recurrente al medio señalado para recibir notificaciones.
[bookmark: _Toc31290728]ARTÍCULO II
Documento N° 11-2020
La máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, mediante oficio N° 204-DE-2020 del 17 de enero de 2020, remitió el oficio N° 011-SC-2020 del 14 de enero en curso, suscrito por la máster Floribel Campos Solano, Jefa del Departamento de Financiero Contable, en donde remite el “Informe de los Estados Financieros del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial al 31 de diciembre de 2019”, que literalmente indica:
“Asunto: Informe de los Estados Financieros del Fondo de Jubilaciones y Pensiones al 31-12-2019. 
Estimada señora: 
Adjunto se remite el informe trimestral de los estados financieros del Fondo de Jubilaciones y Pensiones al 31 de diciembre 2019, dicho documento se presenta en dos formatos, el primero de ellos comprende como tal el Estado Financiero y se encuentra elaborado en formato Excel, el segundo comprende las Políticas Contables del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y está hecho en formato PDF. 
El estado financiero se encuentra conformado por los siguientes balances: 
1. Balance de Comprobación. 
2. Estado de Cambios en Activos Netos Disponibles para Beneficios 
3. Estado de Activos Netos Disponibles para Beneficios 
El documento de Políticas Contables del Fondo comprende aquellas reseñas históricas, aspectos generales, ciclos contables sobre aportes, inversiones, cuentas por cobrar, cuentas por pagar, reconocimiento de tiempo servido, préstamos, activos intangibles, cuentas de orden y otras condiciones. 
Por otra parte, se indica que dicho informe fue remitido a la Superintendencia de Pensiones mediante correo electrónico, y se envió para su publicación en la página oficial del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.”





- 0 -

se acordó:1.) Tener por rendido el informe N° 204-DE-2020, de la Dirección Ejecutiva, donde hace de conocimiento el oficio N° 011-SC-2020 del 14 de enero de 2020, suscrito por la máster Floribel Campos Solano, jefa del DepartamentoFinanciero Contable, en donde remite el “Informe de los Estados Financieros del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial al 31 de diciembre de 2019”. 2.)  Tomar nota delos estados financieros del Fondo conformados por Balance de Comprobación, Estado de Cambios en Activos Netos Disponibles para Beneficios y Estado de Activos Netos Disponibles para Beneficios; así como, de las Políticas Contables. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento las Asociaciones y Sindicatos de Empleados Judiciales acreditadas en la Secretaría General de la Corte. 4.)Publicar en la página web del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, los estados financieros al 31 de diciembre de 2019.5.) Solicitar al Departamento Financiero Contable que comunique la presente información a las personas Jubiladas y Pensionadas del Poder Judicial.
[bookmark: _Toc31290730]ARTÍCULOIII
Documento N° 12-2020
[bookmark: _Hlk31698904]El MPM. Oslean Mora Valdez, Jefe del Proceso de Inversiones del Departamento Financiero Contable, mediante correo electrónico del 28 de enero del 2020, remitió la siguiente información:
“…en cumplimiento del acuerdo del Comité de Inversiones de la pasada sesión del 20 de enero del 2020, me permito remitir el detalle de recursos que al corte del mes de diciembre 2019 se mantenían por concepto de comisión de administración (5/1000) de la Junta Administradora del FJPPJ, conforme se aprecia a continuación:


[image: cid:image005.png@01D5D600.A50722B0]


Lo anterior, para someter a conocimiento de la Junta Administradora del FJPPJ para lo que a bien estime resolver. 

(…)”
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Se acordó: 1.) Tomar nota de lo comunicado por el MPM. Oslean Mora Valdez, Jefe del Proceso de Inversiones del Departamento Financiero Contable, donde informa el detalle de recursos que al corte del mes de diciembre 2019 se mantienen por concepto de comisión de administración (5/1000) de la Junta Administradora del FJPPJ. 2.) Solicitar al Departamento Financiero Contable que amplíe los datos del informe indicando el monto de los intereses que ha generado los recursos al corte de 31 de enero de 2020.
[bookmark: _Toc31290732]ARTÍCULO IV
Documento N° 13-2020

Mediante oficio N° 274-DE-2020 del 22 de enero de 2020, la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, remitió el oficio N° 25-TI-2020 del 21 de enero 2020, suscrito por la máster Floribel Campos Solano, Jefa del Departamento Financiero Contable, mediante el cual remitió el “Informe del análisis comparativo de títulos valores entre los registros del Poder Judicial y el ente custodio”, correspondiente al 31 de diciembre de 2019, que literalmente indica:
“En atención a lo dispuesto por el Consejo Superior, en sesiones N° 33-14 del 10 de abril de 2014, artículo XCIX y N° 53-14 del 10 de junio de 2014, artículo XCIV, se remite el análisis comparativo de títulos valores entre los estados de cuenta suministrados por los entes bancarios, con respecto a los registros que se llevan en este Macroproceso Financiero Contable, relativo a las cuentas del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, así como las cuentas Administrativas de este Poder Judicial, con corte al 31 de diciembre de 2019, de lo cual es importante indicar: 
· Como se mencionó en informes anteriores, a partir del mes de mayo de 2019 el Custodio del Banco de Costa Rica (BCR), en atención a solicitudes de la Superintendencia modificó el formato y contenido del estado de cuenta que remite mes a mes, donde refleja las inversiones realizadas por el Poder Judicial y que custodia dicho Banco en Dólares, Colones y UDES, el cual es insumo para realizar la conciliación. 
· La situación anterior ha implicado que:
· El Poder Judicial realice la conciliación de manera distinta de cómo se venía realizando, por cuanto se requiere manipular los datos del estado de cuenta remitidos por el Custodio para lograr conciliarlos con los datos generados en los reportes del Sistema de Inversiones del Poder Judicial.
· Para algunas de las operaciones no ha sido posible conciliar los cupones uno a uno, por cuanto el estado de cuenta del Custodio los agrupa por fecha de vencimiento, al respecto se está solicitando al BCR corregir dicha situación.
· Algunas operaciones no fue posible conciliarse por cuanto no se mostraban en el estado de cuenta del Custodio, situación que se reporta al BCR, en la última respuesta brindada por dicha Entidad ésta indica que fue remitido para su atención al Área de Tecnología de esa Entidad Bancaria, se continuará con el seguimiento a fin de que se corrija en su totalidad.
· Las demás diferencias presentadas en las conciliaciones de los meses anteriores (de junio a noviembre de 2019), fueron comunicadas al BCR mediante oficios N° 696-TI-2019, 787-TI-2019, 809-TI-2019, 914-TI-2019 y 965-TI-2019, de los cuales el BCR atendió en primero con oficio BCR-CEV-139-2019 de fecha 10 de octubre 2019 y el oficio N° 809-TI-2019 con oficio N° BCR-CEV-173-2019 de fecha 25 de noviembre de 2019, recibido mediante correo electrónico del 15 de octubre de 2019 y 25 de noviembre de 2019 respectivamente, no obstante, a la fecha no se cuenta con respuesta de los restantes. 
· Adicionalmente, con oficio N° 26-TI-2020 se remite consulta al Custodio respecto a las diferencias presentadas en el mes de diciembre de 2019.
Así las cosas, se procedió a extraer del estado de cuenta la información correspondiente a los principales de los Títulos Valores y sus cupones en dólares, colones y UDES los cuales se revisaron y coinciden con los registros del Poder Judicial, a excepción de las situaciones descritas anteriormente, las cuales están siendo presentadas al BCR para su atención y corrección. 
Adicionalmente se informa que, en los estados de cuenta suministrados por el Custodio del Banco de Costa Rica, se incluye el cálculo de tasas variables, con la tasa del cupón anterior, la cual no se actualiza mensualmente, como ocurre en el Sistema de Carteras de Inversión (SCI) del Poder Judicial; no obstante, al efectuar la cancelación de vencimientos se verifica el monto correspondiente.

(…)”
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Se acordó: 1.) Tener por recibido el oficio N° 274-DE-2020 del 22 de enero de 2020, suscrito por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva referente al “Informe del análisis comparativo de títulos valores entre los registros del Poder Judicial y el ente custodio”, correspondiente al 31 de diciembre de 2019. 2.) Tomar nota de los resultados del análisis comparativo de instrumentos al que se arribó en este informe. 3.)  Se toma nota que, en los estados de cuenta, el monto de los cupones de los títulos valores de tasa variable, que se mantiene en el Banco de Costa Rica, se presentan desactualizados, mientras que en el sistema de inversiones del Macroproceso Financiero Contable, los montos de los cupones son calculados de acuerdo con las variaciones de la tasa básica pasiva.4.)Solicitar a la Dirección Ejecutiva que se continúe con el seguimiento de las solicitudes realizadas al ente custodio para depurar las diferencias presentadas en el informe. 5.)Solicitar al puesto de bolsa del Banco Costa Rica que comunique a esta Junta Administradora cual es el plazo mínimo para poder actualizar y depurar las diferencias presentadas en el informe supracitado.6.) Hacer el presente acuerdo de conocimiento del BCR Custodio y del Departamento Financiero Contable.
La Dirección Ejecutiva tomará nota para los fines correspondientes.
[bookmark: _Toc31290734]ARTÍCULOV
Documento N° 14-2020
La máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, mediante oficio N° 327-DE-2020 del 28 de enero de 2020, remitió lo siguiente:
“Para conocimiento del Consejo Superior, me permito remitir Informe Anual de Cartera de Inversión del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, con datos al 31 de diciembre de 2019, suscrito por el MPM Oslean Mora Valdez, jefe del Proceso de Inversiones de la Unidad de Gestión Portafolios del Departamento Financiero Contable.
“Cabe aclarar que este informe se rinde en calidad de final, con motivo del traslado del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial a la Junta Administradora.”
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Se acordó:1.) Tener por rendido el oficio N° 327-DE-2020 del 28 de enero de 2020, remitido por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva. 2.) Tomar nota de los resultados reflejados en el “Informe Anual de Cartera de Inversión del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, con datos al 31 de diciembre de 2019”, en donde indica que la cartera de inversión tuvo un desempeño eficiente y satisfactorio, en un año con condiciones de alta incertidumbre como las importantes variaciones en inflación, cambios repentinos en tendencias del tipo de cambio, la situación fiscal del país y los rendimientos a la baja.3.) Trasladar el presente acuerdo a los comités de Inversiones y Riesgos para el respectivo estudio de las recomendaciones emitidas en el informe supracitado. 4.)Hacer este acuerdo de conocimiento de las asociaciones gremiales del Poder Judicial.
La Dirección ejecutiva tomará nota para los fines correspondientes.
[bookmark: _Toc31290737]ARTÍCULOVI
Documento N° 15-2020
Antecedente:
En sesión de Consejo Superior N° 2-2020 del 9 de enero de 2020, artículo XXVI, ese órgano tomó el acuerdo que literalmente dice:
“(…)

Se acordó: 1.) Tomar nota de la comunicación presentada por el licenciado Roberth García González, Auditor Judicial, en oficio N° 1536-51-SAFJP-2019 de 19 de diciembre de 2019, en la que informa que la Auditoría del Poder Judicial no tiene la facultad de fiscalizar, advertir o asesorar a la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 2.) Trasladar el oficio supra a la Dirección Jurídica, para que, en el plazo de 5 días hábiles contados a partir de la comunicación de este acuerdo, rinda criterio jurídico ante este Consejo acerca de lo manifestado por la Auditoría. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Administración del Consejo Superior y de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

(…)”
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El máster Rodrigo Campos Hidalgo, Director Jurídico y la licenciada Silvia Calvo Solano, Subdirectora Jurídica interina, mediante oficio N° DJ-C-33-2020 del 24 de enero de 2020, remitió lo siguiente:
[bookmark: _Hlk30667680][bookmark: _Hlk30663161]“En sesión N° 02-2020 celebrada el 9 de enero de 2020 por el Consejo Superior se acordó: 1.) Tomar nota de la comunicación presentada por el licenciado Roberth García González, Auditor Judicial, en oficio N° 1536-51-SAFJP-2019 de 19 de diciembre de 2019, en la que informa que la Auditoría del Poder Judicial no tiene la facultad de fiscalizar, advertir o asesorar a la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 2.) Trasladar el oficio supra a la Dirección Jurídica, para que, en el plazo de 5 días hábiles contados a partir de la comunicación de este acuerdo, rinda criterio jurídico ante este Consejo acerca de lo manifestado por la Auditoría.

Atendiendo esta Dirección de lo solicitado,  previo a analizar la renuencia por la Auditoria Judicial en brindarle asesoría a la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, considera imperativo clarificar la naturaleza jurídica de la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial así como sus alcances legales y atribuciones, a efecto de determinar si la Auditoria Judicial se encuentra facultada o no para realizar las labores que indica en el oficio supra relacionado.

[bookmark: _Hlk30665202]En ese sentido estipula la Reforma del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, contenida en la Ley 7333, Ley Orgánica del Poder Judicial, de 5 de mayo de 1993 y sus reformas en lo que nos es de interés lo siguiente: 

“Artículo 239- Se crea la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial como un órgano del Poder Judicial, que contará con completa independencia funcional, técnica y administrativa, para ejercer las facultades y atribuciones que le otorga la ley.
Le corresponde a la Junta:
a) Administrar el Fondo de Pensiones y Jubilaciones de los Empleados del Poder Judicial.
b) Estudiar, conocer y resolver las solicitudes de jubilación y pensión que se le presenten.
c) Recaudar las cotizaciones que corresponden al Fondo y ejercer las acciones de cobro necesarias.
d) Atender las solicitudes de reingreso a labores remunerativas de jubilados inválidos.
e) Realizar los estudios actuariales con la periodicidad establecida en la normativa emitida al efecto por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (Conassif) y la Superintendencia de Pensiones (Supén).
f) Invertir los recursos del Fondo, de conformidad con la ley y con la normativa que al efecto dicte el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero y la Superintendencia de Pensiones.
g) Cumplir con la legislación y la normativa que dicten tanto el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero como la Superintendencia de Pensiones.
h) Dictar las normas para el nombramiento, la suspensión, la remoción y la sanción del personal; así como aprobar el plan anual operativo, el presupuesto de operación, sus modificaciones y su liquidación anual.
i) Todas las demás atribuciones que le asignen la ley y sus reglamentos.
Con base en el resultado de los estudios actuariales, y con autorización de la Superintendencia de Pensiones, la Junta Administrativa podrá modificar los parámetros iniciales establecidos en esta ley respecto de los requisitos de elegibilidad, el perfil de beneficios, así como los aportes y las cotizaciones de los servidores judiciales y de las jubilaciones y las pensiones previstos en la ley, siempre que esto sea necesario para garantizar el equilibrio actuarial del Régimen.
La Junta contará con personalidad jurídica instrumental para ejercer las atribuciones que la ley le asigna, así como para ejercer la representación judicial y extrajudicial del Fondo.
Se financiará con una comisión por gastos administrativos que surgirá de deducir un cinco por mil de los sueldos que devenguen los servidores judiciales, así como de las jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo. Con estos recursos se pagarán las dietas de los miembros de la Junta Administrativa, los salarios de su personal y, en general, sus gastos administrativos. Los recursos ociosos serán invertidos de conformidad con lo previsto en el artículo 237 de esta ley.
Artículo 240 bis- La Junta Administradora, bajo su responsabilidad, invertirá los recursos acumulados del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en las mejores condiciones de mercado, de manera tal que prevalezcan los criterios de seguridad, liquidez y rentabilidad.” (las negrillas nos son del original).

Y es que al otorgar el numeral transcrito la naturaleza de personalidad jurídica instrumental a la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en relación con las potestades otorgadas en el numeral 239, ello implica que esta tiene cierta independencia respecto del Poder Judicial, lo cual es un beneficio en favor del administrado, en este caso de las personas que son partícipes de dicho fondo, por cuanto este Poder no puede interferir en los tareas propias de la Junta, constituyendo una garantía de primer orden en cuanto a la realización objetiva de las labores a la Junta  Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial le fueron encomendadas por nuestro ordenamiento jurídico. 

Con la creación de un órgano con personalidad jurídica instrumental, se crea una persona jurídica en sentido lato, con un régimen jurídico propio de un ente desconcentrado, con capacidad contractual, independencia financiera y patrimonio propio, tal y como se infiere de los artículos del 239 y 240 transcritos, siendo precisamente esta capacidad de gestión financiera y de contratación una de las mayores características de las atribuciones que otorga la personalidad jurídica instrumental. 

En este orden de ideas la Procuraduría General de la República al referirse a la figura de la personería jurídica instrumental indicó en el dictamen C-171-96 del 18 de octubre de 1996, que 

“En efecto, en esas circunstancias, la personalidad jurídica tiene como objeto atribuir al organismo autonomía presupuestaria y, por ende, la capacidad de gestionar determinados fondos en forma independiente del presupuesto central, para flexibilizar la gestión de determinados recursos públicos. Aspecto que la doctrina conoce como 'personificación presupuestaria'. El carácter limitado de esa personalidad justifica la integración del órgano a otra Administración y el carácter limitado de sus poderes en torno a los fines asignados. El ámbito de acción es la gestión financiera autónoma que le permite realizar directamente los contratos que requiera para el cumplimiento de sus fines.”

En ese mismo orden de ideas, mediante dictamen C-152-2002 de 12 de junio de 2002 también la Procuraduría General de la República indicó en lo que nos interesa y que es aplicable al cuestionamiento que nos ocupa, lo siguiente:

“La personificación presupuestaria impide considerar la organización como un centro autónomo de derechos y deberes. Los entes, en razón de su personalidad, no están sometidos a una relación de jerarquía o de sumisión orgánica, sino a una relación de tutela, de confianza, incompatible, repetimos, con la dependencia jerárquica. Es la personalidad jurídica lo que permite, normalmente, que el ente no se integre a la organización ministerial y posea, al contrario, autonomía orgánica. Además, por su personalidad, el ente goza de un patrimonio propio, independientemente de cómo éste se constituya o se integre. La titularidad de un patrimonio implica una autonomía patrimonial y, por ende, la autonomía de gestión. Esa autonomía no es sino un corolario de la autonomía administrativa que posee el ente y que es de principio. Conforme con esa autonomía patrimonial, el ente podrá realizar todos los actos y contratos necesarios que impliquen gestión de dicho patrimonio. Por el contrario, la personificación presupuestaria tiene como objeto permitir la titularidad de un presupuesto y una ejecución presupuestaria autónoma, de manera tal que sea la nueva persona que tome las decisiones fundamentales en materia presupuestaria, así como que esta ejecución resulte liberada de los controles aplicables a la ejecución de la Ley de Presupuesto. Desde ese punto de vista, la autonomía presupuestaria es plena: la personalidad se otorga para "librarse" de disposiciones aplicables a la gestión de los fondos del Gobierno Central y en ese sentido, los fondos separados tendrán un régimen jurídico diferente, en lo que concierne a su gestión y disposición. En consecuencia, habrá muchas disposiciones y controles referidos al presupuesto del Estado que no podrán ser aplicados a la gestión financiera de ese nuevo ente. Este encontrará limitados sus poderes en orden a los fines asignados, pero conservará una gestión financiera autónoma, sólo sujetable a las disposiciones expresamente establecidas por la ley al respecto, por lo que, en principio, podrá realizar directamente los contratos que requiera para el cumplimiento de sus fines. En ese sentido, es claro que los fondos asignados no pueden ser destinados sino para el cumplimiento de los fines previstos legalmente.” (las negrillas no son del original)

En ese sentido hacemos nuestras las palabras de la Honorable Sala Constitucional que desde vieja data dejó en claro que: 

“… resulta válido a la luz del Derecho de la Constitución conferir a un órgano desconcentrado, personalidad jurídica instrumental para efectos de manejar su propio presupuesto y así llevar a cabo en forma más eficiente la función pública que está llamado a desempeñar. Precisamente esa personificación presupuestaria le permite administrar sus recursos con independencia del Presupuesto del ente público al que pertenece, si bien continúa subordinado a éste en todos los aspectos no propios de la función que le fue dada por desconcentrados y de los derivados de su personalidad jurídica instrumental… ". Sala Constitucional, resolución N. 11657-2001 de 14:43 hrs. del 14 de noviembre de 2001. 

Por lo que se concluye que la personalidad jurídica instrumental implica personaría presupuestaria que faculta a quién la detente a administrar su propio presupuesto y recursos, de manera independiente al presupuesto del ente Público al cual pertenece, permitiendo con ello determinar el uso de los mismos siempre y cuando se apegue a la finalidad para la que fue creado, lo cual le da una mayor agilidad para la consecución de sus objetivos. Dicho, en otros términos: 

“Pese a la heterodoxia de la figura, la misma parece obedecer a principios importantes tales como los de eficacia, eficiencia, celeridad y agilidad en la actuación administrativa, puesto que, muchas veces la organización administrativa del ente público mayo (Estado) es muy rígida y entrabada.  También median otras razones como la atribución de ciertas competencias exclusivas y técnicas a un órgano especializado que guarde cierta independencia e imparcialidad políticas respecto del resto de los órganos de la Administración Central.  Estos órganos-persona, regularmente, están adscritos a la Administración Central y asumen la veste del órgano desconcentrado en grado máximo.  Se les otorga, por virtud de ley (artículo 121, inciso 20, C.P.), personalidad jurídica instrumental y no sustancial para un sector determinado de actividad y manejo de fondos.  Desde este punto de vista, el órgano persona, por razones de rapidez y celeridad administrativa puede contratar ágilmente recursos materiales y humanos para cumplir con sus competencias.” (ver Jinesta Lobo, Ernesto, Tratado de Derecho Administrativo, Tomo I, Parte General, pág. 105) (las negrillas no son del original).

[bookmark: _Toc29236916]Teniendo entonces en claro las facultades administrativas y financieras que detenta la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, conviene traer a colación que el licenciado Roberth García González, Auditor Judicial, en oficio N° 1536-51-SAFJP-2019 de 19 de diciembre de 2019, remitió lo siguiente:

[bookmark: _Toc22826640]“En relación con el acuerdo tomado por el Consejo Superior en la sesión N° 94-19, del 29 de octubre del 2019, artículo XXX, inciso 4 de la parte dispositiva que señala: “La Auditoría, se mantendrá vigilante del uso de los recursos públicos y demás actuaciones de la Junta conforme a las competencias que la ley da a ese órgano fiscalizador y asesor.”, me permito indicar lo siguiente:

Mediante oficio DFOE-PG-0436, del 10 de agosto de 2018, la Contraloría General de la República emitió criterio sobre las competencias de la Auditoría Interna respecto de la nueva Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, sobre la facultad de fiscalizar, advertir o asesorar a este nuevo órgano. A continuación, se transcriben las conclusiones correspondientes, en lo que interesa:

IV. CONCLUSIONES:  
 
1) La Auditoría interna del Poder Judicialno tiene la facultad de fiscalizar, advertir o asesorar a la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, por cuanto escapa de su ámbito de actuación institucional de conformidad con los artículos 7 y 21 de la LGCI; además por el hecho de haberse depositado la administración del Fondo en un órgano desconcentrado como la Junta, fuera del ámbito de jerarquía del Poder Judicial.
 
2) En relación a las labores de supervisión y regulación del Fondo y de la Junta Administrativa, el artículo 241 de la Ley 9544 reserva tales facultades a la Superintendencia de Pensiones (Supén) y al Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (Conassif), respectivamente, por lo cual no se contempló la participación de la Auditoría del Poder Judicial. 
 
3) La Ley General de Control Interno, Nro, 8292, establece que el Sistema de Fiscalización Superior de la Hacienda Pública está compuesto por una serie de órganos, entre los que se contemplan la administración activa y la auditoría interna de las instituciones. Al tener el jerarca limitadas sus competencias respecto de la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial como órgano desconcentrado, hace que falte uno de los componentes orgánicos del sistema de control interno (SCI), viéndose impracticable el deber, junto a los titulares subordinados, de cumplir con el artículo 10 de la LGCI, esto es, establecer, mantener, perfeccionar y evaluar el SCI institucional respecto de la Junta.  
 
4) Cualquier conflicto derivado de una fiscalización, advertencia o asesoría ejercida por la Auditoría del Poder Judicial en los temas propios del ámbito de competencia de la Junta, no podría ser solventado por el máximo jerarca, quedando el proceso de fiscalización y cumplimiento del sistema de control interno truncado, por cuanto cualquier revisión ulterior de disposiciones giradas por la Auditoría Judicial a la Junta, no podrían ser decididas por el jerarca, al tener limitadas sus competencias de frente a un órgano desconcentrado.

En virtud de lo anterior, siendo vinculante para la Auditoría Interna el criterio de la Contraloría General de la República no resulta atendible lo dispuesto en el inciso 4 del acuerdo de cita. 

Por otra parte, conforme lo establecido en el artículo 23 de la Ley General de Control Interno, los “Lineamientos generales para el análisis de presuntos Hechos Irregulares” recientemente emitidos por la Contraloría General de la República, la relevancia de abordar el riesgo de corrupción y fraude en el Poder Judicial, esta Auditoría se encuentra reorganizando las actividades que realizan los profesionales que integran la Sección de Auditoría del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, en resguardo de una adecuada administración de los recursos, en procura de coadyuvar en los asuntos de interés institucional y de la Nación.” (las negrillas no son del original).

Por lo que para tener una mayor comprensión de lo invocado se transcriben los artículos 7, 10, 21 y 23 de la Ley General de Control Interno:

“Artículo 7º-Obligatoriedad de disponer de un sistema de control interno. Los entes y órganos sujetos a esta Ley dispondrán de sistemas de control interno, los cuales deberán ser aplicables, completos, razonables, integrados y congruentes con sus competencias y atribuciones institucionales. Además, deberán proporcionar seguridad en el cumplimiento de esas atribuciones y competencias; todo conforme al primer párrafo del artículo 3 de la presente Ley.

Artículo 10.-Responsabilidad por el sistema de control interno. Serán responsabilidad del jerarca y del titular subordinadoestablecer, mantener, perfeccionar y evaluar el sistema de control interno institucional. Asimismo, será responsabilidad de la administración activa realizar las acciones necesarias para garantizar su efectivo funcionamiento.

Artículo 21.-Concepto funcional de auditoría interna. La auditoría interna es la actividad independiente, objetiva y asesora, que proporciona seguridad al ente u órgano, puesto que se crea para validar y mejorar sus operaciones. Contribuye a que se alcancen los objetivos institucionales, mediante la práctica de un enfoque sistémico y profesional para evaluar y mejorar la efectividad de la administración del riesgo, del control y de los procesos de dirección en las entidades y los órganos sujetos a esta Ley. Dentro de una organización, la auditoría interna proporciona a la ciudadanía una garantía razonable de que la actuación del jerarca y la del resto, de la administración se ejecuta conforme al marco legal y técnico y a las prácticas sanas.

Artículo 23.-Organización. La auditoría interna se organizará y funcionará conforme lo disponga el auditor interno, de conformidad con las disposiciones, normas, políticas y directrices que emita la Contraloría General de la República, las cuales serán de acatamiento obligatorio.

Cada auditoría interna dispondrá de un reglamento de organización y funcionamiento, acorde con la normativa que rige su actividad. Dicho reglamento deberá ser aprobado por la Contraloría General de la República, publicarse en el diario oficial y divulgarse en el ámbito institucional.” (las negrillas no son del original)

Ahora bien,  haciendo un análisis tanto de la naturaleza jurídica de la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y por ende de las funciones legales de la misma en asocio con los numerales supra relacionados de la Ley General de Control Interno, fundamentalmente con los artículos 10 y 21 de ese cuerpo normativo, es dable concluir que efectivamente la Auditoria Judicial no se encuentra facultadapara prestar sus servicios a la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, por cuanto es legalmente improcedente.

[bookmark: _Hlk30667930][bookmark: _Hlk30667774]Considera esta Dirección que no sólo no es posible por razones de legalidad que la Auditoria Judicial no pueda fiscalizar, advertir o asesorar a la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, sino también por razones de conveniencia para ambas entidades; por cuanto de lo contrario a futuro bien podría interpretarse que no existe por parte de la Auditoria Judicial la imparcialidad que caracteriza todos sus actos, llevando a posibles cuestionamientos de “conflictos de intereses”. 

De tal manera, que en resguardo no solo del principio de legalidad, como se indicara, sino también en aras de la transparencia y credibilidad que caracterizan al Poder Judicial y concomitantemente a la Junta Administrativa de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial es que se reitera que al contar la Junta  Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial con personificación presupuestaria o personalidad jurídica instrumental, es decir  tiene su propio presupuesto, diferente del presupuesto del ente público al que pertenece, bien puede disponer de ellos para conformar su propia auditoría, conforme lo concibe la Ley General de Control Interno.

A mayor abundamiento puede verificarse como órganos de similar naturaleza como la Comisión Nacional de Emergencias, el Consejo Nacional de Vialidad, o el Consejo Seguridad Vial cuentan con su propia Auditoría. En este último caso, según la respectiva página https://www.csv.go.cr/web/guest/organigrama,  se advierte de la siguiente manera:

[image: ]

Inclusive es de advertir que el Reglamento de Gobierno Corporativo de la Superintendencia de Pensiones establece la necesidad de una Auditoría Interna en los órganos y entes sujetos a su supervisión de la siguiente manera:

“Líneas de Defensa: Áreas o funciones organizacionales que contribuyen a la gestión y control de los riesgos de la entidad. Se reconocen tres "Líneas de Defensa":

La primera línea de defensa será la responsable de la gestión diaria de los riesgos, enfocada en identificar, evaluar y reportar cada exposición, en consideración del Apetito de Riesgo aprobado y sus políticas, procedimientos y controles. Generalmente se asocia a las líneas de negocio o a las actividades sustantivas de la entidad. La segunda línea de defensa complementa a la primera por medio del seguimiento y reporte a las instancias respectivas.  Generalmente incluye la unidad de riesgos y la unidad o función de cumplimiento. La tercera línea consiste en una función o unidad de Auditoría Interna independiente y efectiva, que proporcione al Órgano de Dirección información sobre la calidad del proceso de gestión del riesgo, esto por medio de sus revisiones y vinculándolos con la cultura, la estrategia, los planes de negocio y las políticas de la entidad”.

“Órgano de Control: Instancia interna constituida por ley, reglamento o por disposición del Órgano de Dirección, responsable de proporcionar una evaluación independiente y objetiva sobre el ámbito de su competencia, así como encargada de asegurar el cumplimiento de las disposiciones legales y estatutarias por parte de la entidad.  Son Órganos de Control:  la auditoría interna o equivalente, la unidad o función de cumplimiento y la oficialía de cumplimiento, entre otros...”

[bookmark: _Hlk30665416]En mérito de lo expuesto se concluye que con base en los artículos invocados de la Reforma del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, contenida en la Ley 7333, Ley Orgánica del Poder Judicial, de 5 de mayo de 1993 y sus reformas, referente a la Junta Administrativa de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y la Ley General de Control Interno,  tanto por razones de legalidad como por razones de conveniencia, la Auditoria Judicial no se encuentra facultada a fiscalizar, advertir o asesorar a la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

En este orden de ideas, se advierte que una de las primeras decisiones que debería adoptar la Junta es la implementación de medidas para el nombramiento de una Auditoria Interna a la mayor brevedad. 

De esta manera se deja rendido el criterio legal solicitado para lo que corresponda. 

	Advertencias:
· El presente criterio se funda en un razonamiento técnico jurídico con base en la aplicación del ordenamiento jurídico administrativo y el supletorio aplicable a la materia, cualquier valoración de oportunidad y conveniencia que sea necesario realizar, es competencia de las unidades decisoras y ejecutoras correspondientes.
· Cualquier traslado del presente criterio a terceros no involucrados en los procesos de análisis y toma de decisiones con respecto al objeto de este, deberá ser realizado previa despersonalización de cualquier dato sensible que se haya consignado en dicho documento. 
· No se advierte incompatibilidad o conflicto ético para la emisión del presente criterio, en tanto que los temas indicados no inciden en los derechos subjetivos de los suscribientes, ni hay vínculos de ningún tipo con la persona sobre la cual gira el análisis del informe.
· El presente criterio se emite con base a la consulta realizada, por lo que es responsabilidad de la unidad requirente precisar y delimitar la o las consultas formuladas a esta Dirección.



(…)”
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Se acordó: 1.) Tomar nota del oficio N° DJ-C-33-2020 del 24 de enero de 2020, remitido por el máster Rodrigo Campos Hidalgo, Director Jurídico, en donde concluye que, por razones de legalidad y conveniencia,la Auditoria Judicial no se encuentra facultada a fiscalizar, advertir o asesorar a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Superintendencia de Pensiones. 3.)Trasladar el oficio N° DJ-C-33-2020 al Comité de Auditoría de esta Junta Administradora del Fondo para su análisis respectivo.
[bookmark: _Toc31290741][bookmark: _Toc366755207]ARTÍCULOVII
Documento N° 16-2020
Antecedentes:
En la sesión de Consejo Superior N° 60-19 celebrada el 4 de julio de 2019, artículo XVII, tuvieron por rendido el informe N° DJ-AJ-207-2019 del 20 de junio de 2019 de la Dirección Jurídica. Asimismo, se hizo ese acuerdo de conocimiento de la Comisión de Acceso a la Justicia y Género, para que estableciera los mecanismos para su divulgación, respecto a los derechos a personas de una población en condición de vulnerabilidad como la LGTBI, cuyos derechos se tutelan en el Derecho Internacional de los Derechos Humanos, la Constitución Política y que a su vez, se reafirman mediante los compromisos concretos asumidos por este Poder de la República para garantizar la no discriminación de esta población. 
Posteriormente, ese órgano en la sesión N° 78-2019 celebrada el 05 de setiembre del 2019, artículo XXIX, conoció recurso encontra del oficio 2283-AP-2019, interpuesto ante la Dirección de Gestión Humana por la licenciada Mayra Centeno Mejía, en su condición de abogada apoderada especial judicial de la señora Clare Goddman Goddchild, compañera sentimental de la exservidora Grettel Román Torres, por medio del cual se le deniega la pretensión de pensión.
En ese momento, el citado cuerpo colegiado solicitó a la Dirección Jurídica un criterio respecto a la pretensión de la gestionante.
Asimismo, el Consejo Superior en la sesión N° 86-19 celebrada el 3 de octubre de 2019, artículo XIX, acordó lo siguiente:
“(…)

En razón que la norma no hace ningún tipo de distinción respecto de la condición u orientación sexual de la persona que sea compañero o compañera de un servidor judicial fallecido que gestione una pensión, en aplicación del principio pro-persona, se acordó por mayoría: acoger el criterio emitido por la Dirección Jurídica, en su oficio número DJ-C-411-2019 del 25 de setiembre de 2019, en consecuencia: 1.) Acoger el Recurso planteado por la licenciada Mayra Centeno Mejía, en condición de abogada apoderada especial judicial de la señora Clare Goodman Goodchild, en contra del oficio 2283-AP-2019, de la Dirección de Gestión Humana. 2.) Deberá la Dirección de Gestión Humana, a la brevedad, dar trámite a la solicitud de pensión a favor de la señora Clare Goodman Goodchild; en el cual deberá acreditar el cumplimiento de las condiciones y requisitos establecidos en el criterio jurídico de cita. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Secretaría Técnica de Género y de la Subcomisión de Acceso a la Justicia.

La integrante Castillo Vargas, se abstiene de votar.

El integrante Hernández Alfaro vota por que el Consejo no conozca los asuntos referentes a la Administración del Fondo, debido a que considera que el Consejo Superior perdió la competencia para administrar el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Ya que las atribuciones que otorgó el transitorio 1° de la ley N° 9544 del 24 de abril de 2018, era mientras se cumplía el plazo máximo de seis meses a partir de su publicación, el cual venció el pasado 21 de noviembre de 2018. Y que la norma no previó una extensión del plazo. Asimismo, que el acuerdo de Corte Plena es una decisión de tipo administrativo y que ese Órgano no tiene competencia para darle una interpretación auténtica a la ley. 

La Dirección de Gestión Humana tomará nota para lo que corresponda.”







- 0 -

Finalmente, en sesión N° 106-19 celebrada el 5 de diciembre de 2019, artículo XCIII, el Consejo Superior conoció el oficio número 042CP-2019 del 31 de octubre de 2019, emitido por la Dirección de Gestión Humana, en donde remitió el informe de pensión para distribuir beneficio, referente a la solicitud presentada por la señora Clare Goodman Goodchild.
En ese momento, la integrante Castillo Vargas, manifestóque en razón a que la causante Grettel Rita De Los Roman Torres, en vida fue familiar en cuarto grado de consanguinidad, solicita inhibirse de conocer este asunto.
Debido a lo anterior, tramitaron la inhibitoria ante la Dirección Jurídica, finalizado el proceso, aceptaron lo planteado por la integrante Castillo Vargas y designaron a la integrante suplente Laura Chaves Lavagni.

- 0 -

En razón de lo anterior, mediante oficio N° 042CP-2019 31 de octubre del 2019, la licenciada Maureen Siles Mata, a la sazón Sub Directora interina de Gestión Humana, remitió lo siguiente:
		Informe de Pensión para Distribuir Beneficios




	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

					Solicitud de Pensión que formula CLARE GOODMAN GOODCHILD, cédula Nº 08-0090-0073, en calidad de Compañera, de quien en vida fue funcionario(a) judicial GRETTEL RITA DE LOS ROMAN TORRES, cédula Nº02-0350-0442.




	

		Lugar para notificaciones




	

			Domicilio: NO INDICA



	

		Teléfono: 2441-4586



	

		Celular: 8840-8100



	

		Fax: NO INDICA



	

		Correo Electrónico: notificacionescenteno@gmail.com



	




	










	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

		DOCUMENTOS APORTADOS




	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

		Declaración Jurada para solicitar la pensión/Solicitud de pensión.
Certificado de declaración de defunción emitido por el Tribunal Supremo de Elecciones.
Copia de la Cédula de Grettel Román Torres (Fallecida Activa)
Copia de la Cédula de Clare Goodman Goodchild (Compañera de convivencia)
Declaración Jurada


	




	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

		DATOS DEL CAUSANTE




	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

		Tipo de Identificación: Física

	Identificación: 02-0350-0442

	Nombre:  GRETTEL RITA DE LOS ROMAN TORRES

	Fecha de defunción: 15/02/2016

	Condición: Exservidora Judicial
Tiempo Servido: 17 años, 0 meses y 2 días.



	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

		 MONTO DE LA JUBILACIÓN



	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

				¢331,010.80
	Equivalente al 56.68% del salario promedio mensual de los 24 mejores salarios.









	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

		 MONTO DE LA PENSIÓN



	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

		En este caso y de conformidad con lo que establece el artículo 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, les corresponde a los beneficiarios de la pensión del (la) señor(a) GRETTEL RITA DE LOS ROMAN TORRES, la tercera parte del último salario devengado, tal y como se muestra en el cuadro adjunto.



	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

				 ¢249,662.26 
	Tercera parte del último salario devengado.









	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

		NORMA LEGAL Y FÓRMULA APLICADA



	
	
	

			Cálculo realizado de conformidad con lo que establece la Ley Orgánica del Poder Judicial 7333 y sus Reformas (Ley Actual).

	La fórmula aplicada es: Sólo cónyuge o compañero







	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

		PORCENTAJES Y MONTOS PROPUESTOS POR EL DEPARTAMENTO DE GESTIÓN HUMANA PARA EL O LOS BENEFICIARIOS



	
	
	

			Número Identificación
	Nombre Completo
	Parentesco
	% Sugerido
	Monto Sugerido

	08-0090-0073
	CLARE GOODMAN GOODCHILD
	Compañera
	100.00
	¢331,010.80

	TOTAL
	¢331,010.80






	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

		CONSIDERACIONES RELEVANTES



	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

		Se acordó por mayoría: acoger el criterio emitido por la Dirección Jurídica, en su oficio número DJ-C-411-2019 del 25 de setiembre de 2019, en consecuencia: 1.) Acoger el Recurso planteado por la licenciada Mayra Centeno Mejía, en condición de abogada apoderada especial judicial de la señora Clare Goodman Goodchild, en contra del oficio 2283-AP-2019, de la Dirección de Gestión Humana. 2.) Deberá la Dirección de Gestión Humana, a la brevedad, dar trámite a la solicitud de pensión a favor de la señora Clare Goodman Goodchild; en el cual deberá acreditar el cumplimiento de las condiciones y requisitos establecidos en el criterio jurídico de cita.
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Esta Junta Administradora analizó los antecedentes de la gestión presentada por la señoraClare Goodman Goodchild, así como la ley aplicable al momento que se presentó el hecho generador en el año 2016, bajo esta premisa, es preciso realizar una consulta jurídica, debido a que en el momento en que el Consejo Superior tomó el acuerdo de la sesión N° 86-19 celebrada el 3 de octubre de 2019, artículo XIX, otorgando el beneficio de pensión a favor de la señora Clare Goodman Goodchild, en nuestra legislación no estaba tipificado la unión entre personas del mismo sexo, tomando en consideración que el derecho a una pensión, radica bajo las figuras de matrimonio y unión de hecho, por lo anterior, se acuerda lo siguiente:1.)En razón de que aún se encuentra el plazo perentorio de la resolución de la Sala Constitucional referente alos 18 meses para que se regule en nuestro ordenamiento jurídico el matrimonio entre personas del mismo sexo, se dispone que de previo a conocer el presente informe, se contrateasesoría legal para que estudie el caso en particular, tomando en cuenta lo emitido por la Dirección Jurídica del Poder Judicial en el criterio N° DJ-C-411-2019 del 25 de setiembre de 2019, así como el acuerdo adoptado por el Consejo Superior en la sesión N° 86-19 celebrada el 3 de octubre de 2019, artículo XIX, con la finalidad de que recomiende a esta Junta Administradora lo que corresponda.2.) Asimismo, la asesoría legal que se contrate deberá emitir un criterio indicando en diferentes supuestos, cuál sería la fecha exacta de rige del derecho de pensión para las posibles personas gestionantes.3.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la señoraClare Goodman Goodchild.

[bookmark: _Toc31290743]ARTÍCULOVIII
Documento N° 17-2020
Antecedentes:
En sesión de Consejo Superior N° 93-18 celebrada el 25 de octubre de 2018, artículo XIII, en lo conducente, se ordenó a la Dirección de Gestión Humana, remitir a la Dirección Jurídica, la información y documentación pertinente sobre el asunto del señor Armando Fuentes Quesada, a efecto de que esa dirección realizara un estudio detallado, con base en las indicaciones que se señalaron en aquel momento, sobre el recálculo de la jubilación, a fin de subsanar y sustentar adecuadamente el caso.
Además, en sesión N° 109-2019 del 17 de diciembre de 2019, artículo VII, el Consejo Superior conoció el criterio jurídico N° DJ-C-530-2019,en ese momento el citado órgano acordó lo siguiente:
“(…)

Se acordó:1) Tener por rendido el informe DJ-C-530-2019 presentado por la Dirección Jurídica, fechado 13 de noviembre del 2019. 2)Acatar la recomendación de la Dirección Jurídica, en consecuencia: Remitir el presente acuerdo a la Corte Plena a fin de que ordene el inicio al procedimiento de nulidad absoluta, evidente y manifiesta, del acuerdo número XV de la sesión N° 81-18 de 14 de setiembre de 2018. 3) Hacer este acuerdo de conocimiento del licenciado Fuentes Quesada. 

(…)”




- 0 -
Finalmente, en sesión de Corte Plena N° 2-2020 del 13 de enero del 2020, artículo XXX, conocieron el acuerdo del Consejo Superior N° 109-2019 del 17 de diciembre de 2019, artículo VII y designó como órgano instructor a la licenciada Ginnet Durán Corrales.

- 0 - 

El licenciado Armando Fuentes Quesada, Juez de la República, mediante nota del 20 de enero de 2020, remitió la siguiente solicitud:
“(…)
El suscrito, Armando Fuentes Quesada, mayor, cédula 2-266-179, casado dos veces, vecino de San Ramón, Alajuela, juez de la República con respeto manifiesto: 
I.- He leído la copia de la recomendación del Departamento Jurídico del Poder Judicial, el que con muy buen tino indicó que mi pensión se había fijado partiendo de una premisa equivocada, cual lo era el que me hubiera pensionado por haber cumplido con los requisitos de ley ,siendo que en las primeros oficios yo había indicado , que me había pensionado de forma total y permanente , siendo que la pensión debe ser con un 100% de salario según convenciones laborales de Costa Rica y el mundo libre entero en donde exista una democracia. Así el oficio 1283-39-SAFJP-2008 debía anularse y volverse a fijar el monto de la pensión tomando en cuenta las convenciones colectivas cuando a un trabajador se pensiona en forma total y permanente. Gestión Humana hace el cálculo y siendo que el escrito 1283-39-SAFJP-2008 debe anularse y en su defecto fijarlo con el monto que ganaba el suscrito cuando solicité acogerme a la pensión se debió calcularse en el año 2017, en ese 100% de Ley. 
2.- Yo me acogí a la pensión, considerando que había completado 27 años , seis meses y 15 días, y que los 10 últimos años que trabajé eran suficientes para mi pensión, pero esos 10 años no fueron tomados en cuenta para nada, debiendo buscar trabajo porque el Poder Judicial no resolvía y el dinero que guardé se había acabado y tenía que buscar trabajo para mantener a la familia y desde febrero del 2018, empecé a trabajar nuevamente, he estado esperando una resolución que me dé la razón respecto a el porqué me pensioné y recibir una pensión justa para vivir el último tercio de mi vida. 
3.- Solicito muy respetuosamente de acuerdo al oficio N° 100-2020, con fecha San José, 8 de enero del 2020. Sí en este momento puedo activar mi jubilación con el 100 % del salario, y que el monto que reciba por mes sea el último que recibí cuando me jubile en el 2017. 
Agradeciendo de antemano su valiosa colaboración se despide de ustedes 
(…)”
- 0 -
Se acordó:1.) De conformidad con el criterio jurídico N° DJ-C-530-2019, emitido por el máster Rodrigo Campos Hidalgo, Director Jurídico, conocido por el Consejo Superior en la sesión N° 109-2019 del 17 de diciembre de 2019, artículo VII, se rechaza lo solicitado por el licenciado Armando Fuentes Quesada, por cuanto no procede el recálculo de su jubilación.2.) Estar a la espera de lo que resuelva la Corte Plena de conformidad con lo acordado en la sesión N° 2-2020 del 13 de enero del 2020, artículo XXX, en donde designó a la licenciada Ginnet Durán Corrales, Asesora Jurídica 1 de la Dirección Jurídica, como órgano instructor en el procedimiento de nulidad absoluta, evidente y manifiesta, del acuerdo número XV de la sesión N° 81-18 de 14 de setiembre de 2018 del Consejo Superior.3.)Informarle al licenciado Armando Fuentes Quesada, que, en caso de que solicite reactivar su derecho de jubilación, se le otorgará el montoque le correspondía antes de incorporarse nuevamente como servidor activo. 4.) Hacer este acuerdo de conocimiento del licenciado Fuentes Quesada.

[bookmark: _Toc31290746]ARTÍCULOIX
Documento N° 18-2020
Antecedente:
En sesión de Consejo Superior N° 63-19 celebrada el 16 de julio de 2019, artículo XLIV, tomaron el siguiente acuerdo:
“(…)

Se acordó: 1.) Tener por recibido el informe N° DJ-2350-2019 del 15 de julio de 2019, suscrito por la licenciada Ana Patricia Álvarez Mondragón, Subdirectora Jurídica interina. 2.) Trasladar el presente acuerdo a la Dirección de Gestión Humana, para que proceda de forma inmediata y a la brevedad, en realizar los reajustes correspondientes, a favor jubilado Judicial Fabián Adolfo Gutiérrez Villalobos, y con ello dar el debido cumplimiento a lo establecido por la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, en la que dictó la resolución número 2019-000198, confirmando la sentencia recurrida, concediendo de esa forma lo resuelto por el Juzgado de Seguridad Social del Primer Circuito Judicial de San José, bajo la causa 14-001800-1102-LA. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Procuraduría General de la República. 4.) Notifíquese el presente acuerdo al señor Gutiérrez Villalobos.

(…)”
- 0 -   

La máster Roxana Arrieta Meléndez, la licenciada Olga Guerrero Córdoba, el licenciado Carlos Lizano Alfaro y la licenciada la Leda Córdoba Montero, por su orden, Directora, Subdirectora, Jefe de Administración de Personal y Coordinadora de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, todos de la Dirección de Gestión Humana, remitieron el oficio N° PJ-DGH-AP-5996-AP-2020 del 23 de diciembre de 2019, que literalmente indica: 
“Se recibe en fecha 13 de junio 2019, gestión de parte del jubilado judicial, licenciado Fabián Gutiérrez Villalobos, solicitud formal para que la Unidad de Jubilaciones y Pensiones de la Dirección de Gestión Humana, proceda con la ejecución de la sentencia del expediente 14-001800-1102-LA, promovido por el actor citado en contra del Estado y con motivo del reclamo para el reajuste de su monto de jubilación por concepto de Índice de Competitividad Salarial, esto en razón del reajuste que se aprobará en el componente salarial citado, esto a partir del 01 de enero 2013.

I. Antecedentes.

El reclamo se presentó ante el Juzgado de Seguridad Social del Primer Circuito Judicial de San José, el cual por medio de sentencia de primera instancia No. 1148, declaró la demanda parcialmente con lugar y concedió al actor el reajuste de su jubilación a partir del primer semestre 2013. Además, le reconoce las diferencias por aguinaldo, intereses e indexación sobre las sumas a liquidar en razón del reajuste concedido.

Ante la sentencia de primera instancia, la Procuraduría General de la República en representación del estado, interpone ante el Tribunal de Trabajo, Sección Primera, del Segundo Circuito Judicial de San José, las excepciones de prescripción y falta de derecho, solicitando se declare sin lugar la demanda en todos sus extremos.

Acto seguido, por medio de sentencia de segunda instancia No. 127, el Tribunal de Trabajo, Sección Primera, el órgano colegiado no determina en la demanda omisiones que pudieran causar nulidades o indefensión en el proceso, confirmando así la sentencia de primera instancia recurrida por el demandado.

Consecuentemente, la Procuraduría eleva el reclamo ante la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, aduciendo los mismos motivos de la defensa en segunda instancia, sin embargo, el alto Tribunal, por resolución 2019-000198 confirma la sentencia recurrida, agotando así las instancias correspondientes y obligando con esto a la Administración a cumplir con la liquidación de los conceptos otorgados en la sentencia de primera instancia.

II. Tramite de la sentencia.

Por haber adquirido firmeza el fallo, el licenciado Fabián Gutiérrez Villalobos presenta ante la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, copia certificada de las sentencias confirmadas, expedida por la servidora Maureen Fernández García, Coordinadora a.i. del Juzgado de Seguridad Social.

Conforme al procedimiento establecido en la sentencia de primera instancia, se procede a la determinación de la suma mensual por la cual deberá reajustarse el monto de jubilación del actor, esto a partir del 01 de enero 2013, misma que se establece en ¢9,165.16 (Nueve mil ciento sesenta y cinco colones con 16/100) mensuales en bruto. Es importante indicar que el monto anterior se debe incrementar con los ajustes por concepto de variación de costo de vida, esto conforme a los porcentajes decretados para cada semestre desde el año 2013.

Luego del proceso anterior, se registran los ajustes correspondientes en el Sistema SIGA Fondo de Jubilaciones y Pensiones, logrando la cancelación de las diferencias resultantes en la primera quincena de septiembre 2019, movimiento por el cual desde el 16 del mismo mes el monto de jubilación del exservidor se encuentra actualizado conforme la sentencia y cancelado al día.

III. Determinación de intereses e indexación.

Dentro de los conceptos reconocidos al licenciado Gutiérrez Villalobos en sentencia, se aprueba a su favor la liquidación de los intereses sobre las diferencias a cancelar, así la indexación de las mimas, razón por la cual se le detallan al Consejo Superior los montos a liquidar por ambos conceptos.

Detalle de intereses por período:

	Periodo
	Monto bruto
	Interés resultante
	
	Periodo
	Monto bruto
	Interés resultante

	II-12-2012
	2,138.54
	903.99
	
	I-09-2014
	5,067.75
	1,612.78

	I-01-2013
	4,666.90
	1,956.61
	
	II-09-2014
	5,067.75
	1,597.89

	II-01-2013
	4,666.90
	1,941.17
	
	I-10-2014
	5,067.75
	1,583.00

	I-02-2013
	4,666.90
	1,928.02
	
	II-10-2014
	5,067.75
	1,567.12

	II-02-2013
	4,666.90
	1,917.07
	
	I-11-2014
	5,067.75
	1,552.24

	I-03-2013
	4,666.90
	1,904.84
	
	II-11-2014
	5,067.75
	1,537.35

	II-03-2013
	4,666.90
	1,892.19
	
	I-12-2014
	5,067.75
	1,522.46

	I-04-2013
	4,666.90
	1,880.36
	
	II-12-2014
	5,067.75
	1,506.59

	II-04-2013
	4,666.90
	1,868.98
	
	I-01-2015
	5,115.39
	1,505.73

	I-05-2013
	4,666.90
	1,857.61
	
	II-01-2015
	5,115.39
	1,489.70

	II-05-2013
	4,666.90
	1,845.48
	
	I-02-2015
	5,115.39
	1,475.06

	I-06-2013
	4,666.90
	1,834.10
	
	II-02-2015
	5,115.39
	1,462.50

	II-06-2013
	4,666.90
	1,822.72
	
	I-03-2015
	5,115.39
	1,448.01

	I-07-2013
	4,818.11
	1,870.07
	
	II-03-2015
	5,115.39
	1,432.55

	II-07-2013
	4,818.11
	1,858.75
	
	I-04-2015
	5,115.39
	1,418.05

	I-08-2013
	4,818.11
	1,848.21
	
	II-04-2015
	5,115.39
	1,403.56

	II-08-2013
	4,818.11
	1,836.97
	
	I-05-2015
	5,115.39
	1,389.75

	I-09-2013
	4,818.11
	1,826.43
	
	II-05-2015
	5,115.39
	1,375.20

	II-09-2013
	4,818.11
	1,815.89
	
	I-06-2015
	5,115.39
	1,361.56

	I-10-2013
	4,818.11
	1,805.35
	
	II-06-2015
	5,115.39
	1,348.24

	II-10-2013
	4,818.11
	1,794.10
	
	I-07-2015
	5,119.49
	1,335.98

	I-11-2013
	4,818.11
	1,783.56
	
	II-07-2015
	5,119.49
	1,321.76

	II-11-2013
	4,818.11
	1,773.03
	
	I-08-2015
	5,119.49
	1,308.43

	I-12-2013
	4,818.11
	1,762.49
	
	II-08-2015
	5,119.49
	1,294.51

	II-12-2013
	4,818.11
	1,751.24
	
	I-09-2015
	5,119.49
	1,281.50

	I-01-2014
	4,866.29
	1,758.11
	
	II-09-2015
	5,119.49
	1,268.48

	II-01-2014
	4,866.29
	1,746.75
	
	I-10-2015
	5,119.49
	1,255.47

	I-02-2014
	4,866.29
	1,736.11
	
	II-10-2015
	5,119.49
	1,242.36

	II-02-2014
	4,866.29
	1,726.88
	
	I-11-2015
	5,119.49
	1,230.63

	I-03-2014
	4,866.29
	1,716.24
	
	II-11-2015
	5,119.49
	1,218.90

	II-03-2014
	4,866.29
	1,702.68
	
	I-12-2015
	5,119.49
	1,207.16

	I-04-2014
	4,866.29
	1,689.50
	
	II-12-2015
	5,119.49
	1,194.65

	II-04-2014
	4,866.29
	1,676.33
	
	I-01-2016
	5,119.49
	1,182.92

	I-05-2014
	4,866.29
	1,663.15
	
	II-01-2016
	5,119.49
	1,170.40

	II-05-2014
	4,866.29
	1,648.48
	
	I-02-2016
	5,119.49
	1,158.67

	I-06-2014
	4,866.29
	1,634.59
	
	II-02-2016
	5,119.49
	1,147.72

	II-06-2014
	4,866.29
	1,620.70
	
	I-03-2016
	5,119.49
	1,135.99

	I-07-2014
	5,067.75
	1,673.32
	
	II-03-2016
	5,119.49
	1,123.47

	II-07-2014
	5,067.75
	1,657.89
	
	I-04-2016
	5,119.49
	1,111.74

	I-08-2014
	5,067.75
	1,643.43
	
	II-04-2016
	5,119.49
	1,100.01

	II-08-2014
	5,067.75
	1,627.66
	
	I-05-2016
	5,119.49
	1,088.28

	Periodo
	Monto bruto
	Interés resultante
	
	Periodo
	Monto bruto
	Interés resultante

	II-05-2016
	5,119.49
	1,075.76
	
	I-02-2018
	5,277.63
	558.22

	I-06-2016
	5,119.49
	1,064.03
	
	II-02-2018
	5,277.63
	545.45

	II-06-2016
	5,119.49
	1,052.30
	
	I-03-2018
	5,277.63
	530.72

	I-07-2016
	5,119.49
	1,040.57
	
	II-03-2018
	5,277.63
	515.00

	II-07-2016
	5,119.49
	1,028.05
	
	I-04-2018
	5,277.63
	500.27

	I-08-2016
	5,119.49
	1,016.32
	
	II-04-2018
	5,277.63
	485.54

	II-08-2016
	5,119.49
	1,003.81
	
	I-05-2018
	5,277.63
	470.80

	I-09-2016
	5,119.49
	992.07
	
	II-05-2018
	5,277.63
	455.58

	II-09-2016
	5,119.49
	980.34
	
	I-06-2018
	5,277.63
	441.60

	I-10-2016
	5,119.49
	968.61
	
	II-06-2018
	5,277.63
	427.61

	II-10-2016
	5,119.49
	956.10
	
	I-07-2018
	5,307.71
	415.98

	I-11-2016
	5,119.49
	944.36
	
	II-07-2018
	5,307.71
	400.97

	II-11-2016
	5,119.49
	932.63
	
	I-08-2018
	5,307.71
	386.91

	I-12-2016
	5,119.49
	920.90
	
	II-08-2018
	5,307.71
	371.91

	II-12-2016
	5,119.49
	908.38
	
	I-09-2018
	5,307.71
	357.84

	I-01-2017
	5,158.39
	903.19
	
	II-09-2018
	5,307.71
	343.77

	II-01-2017
	5,158.39
	890.23
	
	I-10-2018
	5,307.71
	329.71

	I-02-2017
	5,158.39
	878.09
	
	II-10-2018
	5,307.71
	314.71

	II-02-2017
	5,158.39
	867.57
	
	I-11-2018
	5,307.71
	300.64

	I-03-2017
	5,158.39
	855.42
	
	II-11-2018
	5,307.71
	286.58

	II-03-2017
	5,158.39
	842.47
	
	I-12-2018
	5,307.71
	272.51

	I-04-2017
	5,158.39
	830.33
	
	II-12-2018
	5,307.71
	257.51

	II-04-2017
	5,158.39
	818.18
	
	I-01-2019
	5,386.80
	246.54

	I-05-2017
	5,158.39
	806.04
	
	II-01-2019
	5,386.80
	229.62

	II-05-2017
	5,158.39
	793.08
	
	I-02-2019
	5,386.80
	213.75

	I-06-2017
	5,158.39
	780.60
	
	II-02-2019
	5,386.80
	199.99

	II-06-2017
	5,158.39
	766.41
	
	I-03-2019
	5,386.80
	184.13

	I-07-2017
	5,197.08
	757.65
	
	II-03-2019
	5,386.80
	167.20

	II-07-2017
	5,197.08
	742.18
	
	I-04-2019
	5,386.80
	151.33

	I-08-2017
	5,197.08
	727.67
	
	II-04-2019
	5,386.80
	135.46

	II-08-2017
	5,197.08
	712.19
	
	I-05-2019
	5,386.80
	119.59

	I-09-2017
	5,197.08
	697.68
	
	II-05-2019
	5,386.80
	102.67

	II-09-2017
	5,197.08
	683.18
	
	I-06-2019
	5,386.80
	86.80

	I-10-2017
	5,197.08
	668.67
	
	II-06-2019
	5,386.80
	72.25

	II-10-2017
	5,197.08
	653.19
	
	I-07-2019
	5,438.52
	58.91

	I-11-2017
	5,197.08
	638.68
	
	II-07-2019
	5,438.52
	43.95

	II-11-2017
	5,197.08
	624.17
	
	I-08-2019
	5,438.52
	29.92

	I-12-2017
	5,197.08
	609.67
	
	II-08-2019
	5,438.52
	14.96

	II-12-2017
	5,197.08
	594.19
	
	
	
	Final

	I-01-2018
	5,277.63
	588.67
	
	
	
	

	II-01-2018
	5,277.63
	572.95
	
	
	
	



Detalle de sumas por concepto de indexación:

	Fecha de Inicio
	Fecha Final
	Diferencia en bruto
	Monto indexación
	
	Fecha de Inicio
	Fecha Final
	Diferencia en bruto
	Monto indexación

	01/12/2012
	31/12/2012
	2,138.54
	492.27
	
	01/05/2015
	31/05/2015
	10,230.78
	1,100.49

	01/01/2013
	31/01/2013
	9,333.80
	2,116.48
	
	01/06/2015
	30/06/2015
	10,230.78
	1,100.49

	01/02/2013
	28/02/2013
	9,333.80
	1,968.43
	
	01/07/2015
	31/07/2015
	10,238.98
	1,052.82

	01/03/2013
	31/03/2013
	9,333.80
	1,854.31
	
	01/08/2015
	31/08/2015
	10,238.98
	1,052.82

	01/04/2013
	30/04/2013
	9,333.80
	1,842.01
	
	01/09/2015
	30/09/2015
	10,238.98
	1,052.82

	01/05/2013
	31/05/2013
	9,333.80
	1,761.02
	
	01/10/2015
	31/10/2015
	10,238.98
	1,052.82

	01/06/2013
	30/06/2013
	9,333.80
	1,758.80
	
	01/11/2015
	30/11/2015
	10,238.98
	1,052.82

	01/07/2013
	31/07/2013
	9,636.22
	1,813.50
	
	01/12/2015
	31/12/2015
	10,238.98
	1,052.82

	01/08/2013
	31/08/2013
	9,636.22
	1,774.70
	
	01/01/2016
	31/01/2016
	10,238.98
	1,031.40

	01/09/2013
	30/09/2013
	9,636.22
	1,769.00
	
	01/02/2016
	28/02/2016
	10,238.98
	209.00

	01/10/2013
	31/10/2013
	9,636.22
	1,754.19
	
	01/03/2016
	31/03/2016
	10,238.98
	955.28

	01/11/2013
	30/11/2013
	9,636.22
	1,754.19
	
	01/04/2016
	30/04/2016
	10,238.98
	955.28

	01/12/2013
	31/12/2013
	9,636.22
	1,734.86
	
	01/05/2016
	31/05/2016
	10,238.98
	945.22

	01/01/2014
	31/01/2014
	9,732.58
	1,693.93
	
	01/06/2016
	30/06/2016
	10,238.98
	924.01

	01/02/2014
	28/02/2014
	9,732.58
	1,608.87
	
	01/07/2016
	31/07/2016
	10,238.98
	924.01

	01/03/2014
	31/03/2014
	9,732.58
	1,534.51
	
	01/08/2016
	31/08/2016
	10,238.98
	821.15

	01/04/2014
	30/04/2014
	9,732.58
	1,465.08
	
	01/09/2016
	30/09/2016
	10,238.98
	817.83

	01/05/2014
	31/05/2014
	9,732.58
	1,338.87
	
	01/10/2016
	31/10/2016
	10,238.98
	817.83

	01/06/2014
	30/06/2014
	9,732.58
	1,280.50
	
	01/11/2016
	30/11/2016
	10,238.98
	817.83

	01/07/2014
	31/07/2014
	10,135.50
	1,290.09
	
	01/12/2016
	31/12/2016
	10,238.98
	817.83

	01/08/2014
	31/08/2014
	10,135.50
	1,187.06
	
	01/01/2017
	31/01/2017
	10,316.78
	780.77

	01/09/2014
	30/09/2014
	10,135.50
	1,149.82
	
	01/02/2017
	28/02/2017
	10,316.78
	717.87

	01/10/2014
	31/10/2014
	10,135.50
	1,149.82
	
	01/03/2017
	31/03/2017
	10,316.78
	673.91

	01/11/2014
	30/11/2014
	10,135.50
	1,149.82
	
	01/04/2017
	30/04/2017
	10,316.78
	673.91

	01/12/2014
	31/12/2014
	10,135.50
	1,111.58
	
	01/05/2017
	31/05/2017
	10,316.78
	657.44

	01/01/2015
	31/01/2015
	10,230.78
	1,122.03
	
	01/06/2017
	30/06/2017
	10,316.78
	633.35

	01/02/2015
	28/02/2015
	10,230.78
	1,117.49
	
	01/07/2017
	31/07/2017
	10,394.16
	629.29

	01/03/2015
	31/03/2015
	10,230.78
	1,117.49
	
	01/08/2017
	31/08/2017
	10,394.16
	594.12

	01/04/2015
	30/04/2015
	10,230.78
	1,100.49
	
	01/09/2017
	30/09/2017
	10,394.16
	594.12



	Fecha de Inicio
	Fecha Final
	Diferencia en bruto
	Monto indexación

	01/10/2017
	31/10/2017
	10,394.16
	566.72

	01/11/2017
	30/11/2017
	10,394.16
	505.68

	01/12/2017
	31/12/2017
	10,394.16
	488.27

	01/01/2018
	31/01/2018
	10,555.26
	444.14

	01/02/2018
	28/02/2018
	10,555.26
	399.23

	01/03/2018
	31/03/2018
	10,555.26
	376.27

	01/04/2018
	30/04/2018
	10,555.26
	376.27

	01/05/2018
	31/05/2018
	10,555.26
	376.27

	01/06/2018
	30/06/2018
	10,555.26
	376.27

	01/07/2018
	31/07/2018
	10,615.42
	358.66

	01/08/2018
	31/08/2018
	10,615.42
	328.02

	01/09/2018
	30/09/2018
	10,615.42
	328.02

	01/10/2018
	31/10/2018
	10,615.42
	304.00

	01/11/2018
	30/11/2018
	10,615.42
	263.74

	01/12/2018
	31/12/2018
	10,615.42
	218.24

	01/01/2019
	31/01/2019
	10,773.60
	198.45

	01/02/2019
	28/02/2019
	10,773.60
	192.97

	01/03/2019
	31/03/2019
	10,773.60
	184.20

	01/04/2019
	30/04/2019
	10,773.60
	184.20

	01/05/2019
	31/05/2019
	10,773.60
	123.18

	01/06/2019
	30/06/2019
	10,773.60
	107.95

	01/07/2019
	31/07/2019
	10,877.04
	79.40

	01/08/2019
	31/08/2019
	10,877.04
	0.00



Conforme a las tablas mostradas, se establece que corresponde cancelar al jubilado judicial Fabián Gutiérrez Villalobos por concepto de intereses legales la suma líquida de ¢172,382.90 (Ciento setenta y dos mil trescientos ochenta y dos colones con 90/100) y por concepto de indexación el monto bruto de ¢74,100.71 (Setenta y cuatro mil cien colones con 71/100), monto al cual deberán aplicarse las correspondientes deducciones de ley.

Lo anterior se hace del conocimiento del Consejo Superior para la aprobación respectiva.

(…)”
- 0 -

Se acordó: 1.) Tener por rendido el oficio N° PJ-DGH-AP-5996-AP-2020 del 23 de diciembre de 2019, suscrito por la máster Roxana Arrieta Meléndez, la licenciada Olga Guerrero Córdoba, el licenciado Carlos Lizano Alfaro y la licenciadaLeda Córdoba Montero, por su orden, Directora, Subdirectora, Jefe de Administración de Personal y Coordinadora de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, todos de la Dirección de Gestión Humana. 2.)Con base en los cálculos indicados por la Dirección de Gestión Humana, autorizar al Departamento Financiero Contable para que realice el pago correspondiente de los montos adeudados. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento deljubilado judicial, licenciado Fabián Gutiérrez Villalobos.
[bookmark: _Toc31290749]ARTÍCULO X
Documento N° 19-2020
El doctor Álvaro Ramos Chaves, Superintendente de Pensiones, mediante oficio N° SP-96-2020 del 21 de enero de 2020, remitió la siguiente gestión:
“Por medio del oficio SP-99-2019 de 25 de enero de 2019, se le comunicó a su representada lo siguiente:
… se le informó que su representada debe cancelar a la Superintendencia de Pensiones un monto de 1.186.087,00 colones, por concepto de supervisión del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, correspondiente a julio del 2019.
Asimismo, en el oficio antes citado, se le indicó que dicho cobro sería debitado el 31 de julio de 2019, para lo cual se le requirió remitir la Orden de Domiciliación en que se faculta a esta Superintendencia a efectuar débitos en la cuenta cliente de su representada.
Al haber transcurrido el plazo para que el Poder Judicial efectuara el pago de la supervisión, sin que esto se hiciera efectivo, me permito citar lo que establecen los artículos 21 y 22 del Reglamento para regular la participación de los sujetos fiscalizados en el financiamiento del presupuesto de las superintendencias:
Artículo 21:
´...Mensualmente, cada Superintendencia, a través del Banco Central de Costa Rica, procederá a realizar el débito correspondiente...
En el caso que no existan fondos, se notificará a la entidad, concediéndole un plazo de quince días hábiles para que comunique a la respectiva Superintendencia la disponibilidad de fondos y solicite la aplicación del respectivo débito para pagar el monto de la contribución y los intereses adeudados. Si al término de dicho plazo el sujeto fiscalizado o emisor se mantiene en mora, la Superintendencia que sea del caso certificará el adeudo y lo remitirá a la Oficina de Cobros del Ministerio de Hacienda, de conformidad con lo que establece el artículo 169 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios´
Artículo 22:
...De conformidad con el artículo 57 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, sin necesidad de actuación alguna de las Superintendencias o del Banco Central de Costa Rica (BCCR), los pagos efectuados fuera del plazo establecido causarán la obligación de pagar un interés equivalente a la tasa de interés equivalente a la tasa de interés aplicable por la Dirección General de Tributación del Ministerio Hacienda a los tributos bajo su administración.
De conformidad con la normativa aplicable en estos casos, se le otorga un plazo de quince días hábiles, posteriores al recibo de este comunicado, para que cancele el monto adeudado por concepto de supervisión. En caso contrario, se estará remitiendo la certificación de la suma adeudada al Ministerio de Hacienda, según lo establece el artículo 21 supra citado.
Con el oficio N°.3564 del 7 de agosto de 2019, suscrito por la Directora Ejecutiva del Poder Judicial, Ana Eugenia Romero Jenkins, se nos informó que en el artículo XX de la sesión celebrada por el Consejo Superior del Poder Judicial el 21 de marzo de 2019, este acordó rechazar el cobro por supervisión que esta Superintendencia realizó para julio de 2019, por el monto de ¢1.186.087.00. En dicho acuerdo se indica:  
[bookmark: _Hlk30366386]Conforme lo indicado en el oficio N° 1144-DE-2019 del 11 de marzo de 2019 suscrito por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, donde remitió de conocimiento a este Consejo Superior el criterio jurídico N° DJ-3896-18 del 14 de diciembre de 2018, suscrito por el máster Rodrigo Campos Aguilar, Director Jurídico, en el que indica: “actualmente el Ministerio de Hacienda interpuso un Proceso Monitorio en contra del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, tramitado mediante el expediente No. 18-003030-1765-CJ-2. En dicho proceso se discute el cobro por concepto de impuestos -servicios de supervisión- por el período de enero a noviembre del año dos mil diecisiete y de enero a febrero del dos mil dieciocho e intereses que corren hasta el veintidós de marzo del año en curso”, asimismo, según el criterio N° DJ-392-19 de 14 de febrero de 2019, en el que la Dirección Jurídica manifiesta que la Procuraduría General de la República presentó oposición a la demanda interpuesta por el Departamento de Cobros Judiciales del Ministerio de Hacienda, en razón de lo expuesto, por mayoríase acuerda lo siguiente: 1.) De conformidad con el acuerdo adoptado por la Corte Plena en sesión N° 53-18 celebrada el 19 de noviembre de 2018, artículo XXI, se acoger los criterios jurídicos supra, en consecuencia, deberá la Dirección Ejecutiva continuar con el rechazo de los cobros reclamados por la Superintendencia de Pensiones, hasta tanto se cuente con una sentencia en firme que dictamine su cancelación, lo anterior bajo el amparo del Principio Pro Fondo y con el fin evitar una afectación a los intereses económicos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones de este Poder de la República. 2.) La Dirección Ejecutiva y el Departamento Financiero Contable, tomarán nota de lo resuelto para el trámite correspondiente.
De igual manera, en oficio N°.4536-DE-2019 de 27 de setiembre de 2019, la señora Ana Eugenia Romero se refiere como sigue al cobro final de 2018, el cual fue comunicado por esta Superintendencia por medio del oficio SP-933-2019, de la misma fecha: 
En atención al contenido del oficio SP-933-2019 de 27 de setiembre en curso, dirigido al doctor Fernando Cruz Castro, Presidente de la Corte, suscrito por el licenciado José Ezequiel Arias González, Jefe área de Comunicación y Servicios de esa dependencia, me permito hacer de su conocimiento, que el Consejo Superior en sesión celebrada el 21 de marzo de 2019, artículo XX, acordó, sobre dicho tema: ´De conformidad con el acuerdo adoptado por la Corte Plena en sesión N° 53-18 celebrada el 19 de noviembre de 2018, artículo XXI, se acoger los criterios jurídicos supra, en consecuencia, deberá la Dirección Ejecutiva continuar con el rechazo de los cobros reclamados por la Superintendencia de Pensiones, hasta tanto se cuente con una sentencia en firme que dictamine su cancelación, lo anterior bajo el amparo del Principio Pro Fondo y con el fin evitar una afectación a los intereses económicos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones de este Poder de la República.´
En cumplimiento de lo anterior, se rechaza el cobro final del 2018 pretendido, por concepto de supervisión del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
Se desprende de lo anterior que, por disposición del Consejo Superior, la Dirección Ejecutiva del Poder Judicial está rechazando los cobros por supervisión planteados por esta Superintendencia (los cuales, desde el 22 de mayo de 2018, fecha en que entró en vigor la reforma a la Ley Orgánica del Poder Judicial introducida con la Ley N°9544, se hacen con fundamento no solo en los artículos 174 y 175 de la Ley Reguladora del Mercado de Valores, sino también en el artículo 241 de la Ley Orgánica del Poder Judicial), y se reserva su pago hasta que no se cuente con una sentencia firme en el Proceso Monitorio que se tramita bajo el expediente N°18-003030-1765-CJ-2, el cual fue presentado por la Oficina de Cobros del Ministerio de Hacienda contra del Poder Judicial.  
Conviene aclarar que, en el Proceso Monitorio mencionado en el acuerdo del Consejo Superior, se encuentran en discusión cobros realizados con fundamento en los artículos 174 y 175 de la Ley Reguladora del Mercado de Valores, siguiendo la metodología de cálculo prevista en el párrafo primero del artículo 11 del Reglamento para regular la participación de los sujetos fiscalizados en el financiamiento del presupuesto de las superintendencias, Decreto Ejecutivo N°38292-H de 1 de enero de 2015, que dispone: 
Artículo 11.-Cálculo de la contribución a cargo de los fondos creados por leyes especiales o convenciones colectivas. 
Tratándose de fondos creados por leyes especiales o convenciones colectivas cuyos administradores no perciban retribución alguna por su administración, se tomará como base de cálculo de la contribución los gastos anuales, directos e indirectos, en que se haya incurrido con motivo de la administración de los fondos.  
[…]
Por su parte, en el caso de los cobros realizados a partir del 22 de mayo de 2018, además de los artículos 174 y 175 de la Ley Reguladora del Mercado de Valores, esta Superintendencia fundamenta sus requerimientos en el artículo 241 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y sigue la metodología prevista en el párrafo segundo del citado artículo 11, según el cual: 
[bookmark: _Hlk30365868]Artículo 11.-Cálculo de la contribución a cargo de los fondos creados por leyes especiales o convenciones colectivas. 
[…]
Para los fondos creados por leyes especiales o convenciones colectivas cuyos administradores perciban una retribución por su gestión, se tomará como base de cálculo de la contribución, los ingresos anuales que haya recibido la entidad administradora con motivo de la administración de los fondos.
[…]  [Lo resaltado no es del original]. 
Lo anterior, porque en el artículo 239 de la Ley Orgánica del Poder Judicial se dispuso que, a los sueldos de los servidores judiciales, así como a las jubilaciones y pensiones, se les deducirá un cinco por mil por concepto de comisión por la administración del Fondo; en otras palabras, a la entidad administradora del Fondo se le asignó un ingreso para que pueda cumplir con los deberes que le impuso el legislador.  
En vista de lo expuesto, tratándose de los cobros realizados a partir del 22 de mayo de 2018, la instrucción dada a la Dirección Ejecutiva del Poder Judicial, además de confundir el alcance de lo que se discute en el Proceso Monitorio, resulta contraria a los artículos 174 y 175 de la Ley Reguladora del Mercado de Valores, y al artículo 241 de la Ley Orgánica de ese Poder. 
Por otro lado, para este órgano de supervisión es importante aclarar lo siguiente en relación con los artículos 174, 175 y 241 mencionados, los cuales fueron reformados por medio de la Ley que reforma Ley Reguladora del Mercado de Valores, Ley Orgánica del Poder Judicial, Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica, Código Penal, Código de Comercio, Ley Reguladora del Mercado de Seguros, Régimen Privado de Pensiones Complementarias, N°.9746, como sigue:  
Artículo 174- Financiamiento
El presupuesto de la Superintendencia General de Entidades Financieras (Sugef), la Superintendencia General de Valores (Sugeval), la Superintendencia de Pensiones (Supén) y la Superintendencia General de Seguros (Sugese) será financiado en un cincuenta por ciento (50%) con recursos provenientes del Banco Central de Costa Rica y en un cincuenta por ciento (50%) mediante contribuciones obligatorias de los sujetos fiscalizados. Para estos efectos, se entenderá que el presupuesto de cada Superintendencia incluye el gasto del Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (Conassif), el cual se asignará anualmente, de manera proporcional, al monto de sus respectivos presupuestos.
Asimismo, el Banco Central será el responsable de que las superintendencias reciban oportunamente los fondos para cubrir su presupuesto.
[…] [Lo resaltado no es del original].
Artículo 175- Contribución de cada sujeto fiscalizado al financiamiento de los gastos de las superintendencias
Cada sujeto supervisado por la Superintendencia General de Entidades Financieras (Sugef), la Superintendencia General de Valores (Sugeval) y la Superintendencia General de Seguros (Sugese) contribuirá, hasta con un máximo del dos por ciento (2%) de sus ingresos brutos anuales, al financiamiento de los gastos efectivos de la respectiva superintendencia. Para las entidades aseguradoras y reaseguradoras supervisadas por la Superintendencia General de Seguros no se tomarán en cuenta, para los efectos de este artículo, los ingresos provenientes de las reaseguradoras.
[bookmark: _Hlk30368614]Cada entidad supervisada por la Superintendencia de Pensiones (Supén) contribuirá hasta con un máximo de un cero coma cero dos por ciento (0,02%) de los activos administrados o de un cero coma cero cero dos por ciento (0,002%) del monto pagado por pensiones, en el caso de aquellas entidades supervisadas que no administren activos. Dentro de estos límites máximos, las superintendencias podrán cobrar a cada sujeto supervisado una contribución marginal superior cuando el perfil de riesgo del supervisado exija un mayor esfuerzo de supervisión. El cálculo del costo de ese esfuerzo adicional se hará con base en el coste de las tareas realizadas y según los procedimientos que se establecerán en el reglamento respectivo.
[…]
Mediante reglamento del Poder Ejecutivo se especificarán los porcentajes de la contribución tanto regulares como los marginales por concepto de esfuerzo superior en la supervisión, según los diversos tipos de sujetos supervisados, dentro de los límites máximos antes indicados, de manera que se cubra el cincuenta por ciento (50%) de los gastos de cada una de las superintendencias. No se impondrá una contribución adicional, cuando un mismo sujeto quede sometido a la supervisión de más de una superintendencia, sino que el sujeto de que se trate contribuirá únicamente al presupuesto de su supervisor natural o principal, conforme a los términos del reglamento.
[bookmark: _Hlk30368130]En caso de mora, el monto de las contribuciones adeudadas devengará la tasa de interés moratoria definida en la Ley N.º 4755, Código de Normas y Procedimientos Tributarios, de 3 de mayo de 1971. [Lo resaltado no es del original].
Artículo 241- La supervisión y la regulación de la Junta Administrativa y del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial estarán a cargo de la Superintendencia de Pensiones (Supén) y del Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (Conassif), respectivamente, de conformidad con las atribuciones que les otorga la ley. La Junta Administradora estará sujeta al cobro por supervisión previsto en los artículos 174 y 175 de la Ley N.º 7732, Ley Reguladora del Mercado de Valores, de 17 de diciembre de 1997.
De acuerdo con los artículos 174 y 175, para las entidades supervisadas por este órgano de supervisión no solo se aprobó un aumento del 20% al 50% en la contribución que deben hacer para cubrir los gastos de la Superintendencia; con esta modificación se varió, también, la base imponible, la cual pasa a ser de hasta un máximo de un cero coma cero dos por ciento (0,02%) de los activos administrados. 
En lo que toca al artículo 241, se eliminó la frase final que dice: “Dicho cobro se calculará sobre los ingresos anuales que haya recibido la Junta Administrativa por la administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.”, esto con el fin de ajustar esta disposición a los cambios mencionados (en particular al cambio en la base imponible).
No obstante, es necesario señalar que la Ley N°.9746 también tiene un Transitorio II que dispone:  
TRANSITORIO II- Plazo para alcanzar el aporte al financiamiento de las entidades supervisadas por la Superintendencia General de Entidades Financieras (Sugef), la Superintendencia General de Valores (Sugeval) y la Superintendencia de Pensiones (Supén).
El incremento en el porcentaje de contribución de las entidades supervisadas por la Supén, la Sugef y la Sugeval, conforme a lo dispuesto en los artículos 174 y 175 de la Ley N.º 7732, Ley Reguladora del Mercado de Valores, de 17 de diciembre de 1997, se alcanzará a razón de un incremento del siete coma cinco (7, 5) puntos porcentuales por año, a partir del presupuesto correspondiente al quinto año inmediatamente siguiente a la entrada en vigencia de esta ley y hasta completar el cincuenta por ciento (50%) dispuesto en los citados artículos; de forma tal que durante los cuatro años siguientes a la entrada en vigencia de esta ley se aplicarán los porcentajes, la metodología y los procedimientos vigentes antes de esta modificación.
Durante la vigencia de este transitorio, el Banco Central de Costa Rica continuará sufragando la diferencia del monto de los gastos para garantizar el correcto y eficiente funcionamiento de las superintendencias.[Lo resaltado no es del original].
De esta forma, el párrafo segundo del Transitorio II de la Ley N°9746 difiere la entrada en vigor de estas reformas y, así, para el aumento en el porcentaje de contribución, dispone que este “… se alcanzará a razón de un incremento del siete coma cinco (7,5) puntos porcentuales por año, a partir del presupuesto correspondiente al quinto año inmediatamente siguiente a la entrada en vigencia de esta ley[footnoteRef:1] y hasta completar el cincuenta por ciento (50%) …”. En lo que toca al cambio en la base imponible, la misma norma señala “… que durante los cuatro años siguientes a la entrada en vigencia de esta ley se aplicarán los porcentajes, la metodología y los procedimientos vigentes antes de esta modificación[footnoteRef:2]”.   [1:  La cual tuvo lugar el 22 de octubre de 2019.]  [2: En ese sentido, antes de la reforma los artículos 174 y 175 disponían: 

ARTÍCULO 174.- Financiamiento. El presupuesto de las superintendencias será financiado en un ochenta por ciento (80%) con recursos provenientes del Banco Central de Costa Rica y en un veinte por ciento (20%) de los gastos efectivamente incurridos, mediante contribuciones obligatorias de los sujetos fiscalizados.

ARTÍCULO 175.- Aparte de cada superintendencia al financiamiento de sus gastos. Cada sujeto fiscalizado por la Superintendencia General de Entidades Financieras, la Superintendencia General de Valores y la Superintendencia de Pensiones contribuirán, hasta con un máximo del dos por ciento (2%) de sus ingresos brutos anuales, al financiamiento de los gastos efectivos de la respectiva Superintendencia. […]
] 

Ahora bien, en lo que se refiere a los cobros objeto de ese oficio, es claro que hasta tanto no entren en vigor las reformas a los artículos 174 y 175 citados, deben aplicarse los porcentajes, la metodología y los procedimientos vigentes antes de esta modificación. Así, en el caso del administrador del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, el artículo 241[footnoteRef:3] debe aplicarse considerando que, durante este período de transición, este continúa obligado a contribuir al presupuesto de esta Superintendencia en un 20% de los gastos efectivamente incurridos por este órgano y hasta con un máximo del dos por ciento (2%) de los ingresos brutos anuales que reciba de conformidad con el artículo 239 de la Ley Orgánica de ese Poder. [3: No debe perderse de vista que la frase: “Dicho cobro se calculará sobre los ingresos anuales que haya recibido la Junta Administrativa por la administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.”, no hacía más que reafirmar la obligación que siempre tuvo el administrador de este Fondo, de cancelar el cobro por supervisión hasta con un máximo del dos por ciento (2%) de sus ingresos brutos anuales, de conformidad con lo que al efecto disponía el artículo de la 175 de la Ley Reguladora del Mercado de Valores.] 

En vista de lo expuesto, se le solicita al Consejo Superior modificar el acuerdo tomado en el artículo XX de la sesión celebrada el 21 de marzo de 2019, de tal forma que se instruya a la señora Directora Ejecutiva del Poder Judicial para que proceda con el pago de las sumas reclamadas por esta Superintendencia por concepto de cobro por supervisión, en particular, las que se han generado o lleguen a generar a partir del 22 de mayo de 2018.”
- 0 -

Se acordó:1.) Esta Junta Administradora está anuente a cancelar los montos que se adeudan a la Superintendencia de Pensiones por concepto de cobro por supervisión, sin embargo, para contar con una mayor claridad, se solicitada al citado órgano nos indique el detalle de los porcentajes, la metodología y los procedimientos vigentes que deben aplicarse, antes de la citada modificación.2.)Asimismo, se solicita a la Superintendencia de Pensiones nos aclare si el cobro por la por supervisión se contabiliza desde el 22 de mayo de 2018, momento en que se publicó la Ley N° 9544 denominada “Reforma del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial” o desde el momento de la Junta Administradora del Fondo de conformó efectivamente, sea el 27 de enero de 2020.
[bookmark: _Toc31290751]ARTÍCULOXI
Documento N° 20-2020
La integrante Ingrid Moya Aguilar, para conocimiento de esta Junta Administradora, remite la información de los contratos vigentes de servicios del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, a saber:
	Contrato
	Servicio
	Vencimiento
	Persona/Empresa Proveedora

	002120
	Contratación Externa de Servicios Profesionales en Actuarial para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial
	Un año prorrogable hasta 4 años. Firmado el 21 de enero 2020 y refrendado 22 de enero 2020. Aún no cuenta con orden de inicio
	MSc. Raúl Hernández González

	027118
	Contrato de Servicio de Asesoría Profesional en Materia Económica, Inversiones, Bursátil y Financiera para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial
	15-06-2022
	MSc. Edi Velásquez Chávez

	176-2014
	Contrato de Servicios de Acceso a los Sistemas de la Bolsa Nacional de Valores y Subsidiarias
	Indefinido
	Cam-X Tecnologies S.A. (Bolsa Nacional de Valores)

	026117
	Contrato de Arrendamiento de Software Informático para el Cálculo y Generación de Reportes de Indicadores de Riesgo Financiero de los Portafolio de Títulos Valores para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial” 

Este contrato lo administra la Dirección de TI, específicamente por medio de la Unidad de Apoyo Administrativo de esa Dirección.
	31-05-2021
	Valmer Costa Rica S.A.

	013118
	Contrato para el Servicio de un Asesor Externo del Comité de Riesgos para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial
	12-03-2022
	MSc. Ronald Arturo Chaves Marín

	077118
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Se acordó:1.)Tomar nota de lo comunicado por la integrante Ingrid Moya Aguilar, referente a los contratos vigentes de servicios del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.2.)En caso de requerirse, se efectuarán las adendas respectivas a los contratos.
El Departamento de Proveeduría tomará nota para los fines correspondientes.

[bookmark: _Toc31290753]ARTÍCULOXII
Documento N° 21-2020
Antecedentes:
En sesión de Consejo Superior, N° 110-19 celebrada el 19 de diciembre del 2019, artículo XXVIII, ese órgano solicitó a la Dirección Jurídica criterio jurídico sobre la gestión que presentaron los servidores y servidoras judiciales, en la que solicitaron que no se aplique al salario escolar, la deducción por concepto de aporte al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, o por concepto de Comisión para la Junta Administradora.

	Posteriormente, en sesión de ese órganoN° 03-2020 celebrada el 14 de enero de 2020, artículo XI, acordaron lo siguiente:
“(…)

Se acordó: 1.-) Tomar nota del oficio DJ-C-3-2020 del 8 de enero de 2020, suscrito por el máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico y el licenciado Roberth Fallas Gamboa, Profesional en Derecho 3B. 2.-) De conformidad con el criterio legal expuesto, se aplicará las deducciones necesarias por concepto de aporte al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, a fin del buen funcionamiento de la Junta Administradora de dicho Fondo, así como la deducción por concepto de aporte a la Junta Administradora para efectos de administración. 3.-) Hacer este acuerdo de conocimiento de las personas gestionantes. Se declara acuerdo firme.”

(…)”
- 0 -

El licenciado Luis Fabricio Wong Álvarez, Juez del Tribunal de Juicio del Tercer Circuito Judicial de Alajuela, mediante nota del 15 de enero de 2020, remitió la siguiente de gestión:
“…acudo ante ustedes respetuosamente para solicitar, que no se aplique al Salario Escolar que se pagará en enero de 2020, ni a ningún otro salario escolar en lo sucesivo, deducción alguna por concepto de aporte al fondo de jubilaciones y pensiones del Poder Judicial, ni tampoco se aplique deducción alguna por concepto de comisión para la Junta Administradora de dicho fondo, así como otras pretensiones que posteriormente desarrollaré.
Sustento mi petición en el siguiente HECHO:
Único: Mediante ley número 9544, del 24 de abril de 2018, se reformó el artículo 236 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, de forma tal que dicho numeral, en su inciso 1) se lee ahora así: “Artículo 236- El Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial tendrá los siguientes ingresos: 1) Un aporte obrero de un trece por ciento (13%) de los sueldos que devenguen los servidores judiciales, así como de las jubilaciones y pensiones a cargo del Fondo, porcentaje que se retendrá del pago periódico correspondiente.” 
Baso mi solicitud en el siguiente FUNDAMENTO JURÍDICO:
Primero. El “salario escolar” no es un sueldo adicional o extraordinario que se nos pague a los servidores y las servidoras judiciales en el mes de enero de cada año.
Segundo. El “salario escolar” se constituye mediante la retención de un porcentaje del sueldo que devengamos mensualmente los servidores y las servidoras judiciales, el cual se acumula y se nos paga el mes de enero de cada año.
Tercero: Los servidores y las servidoras judiciales tenemos derecho a recibir, de manera diferida, la suma que se nos retuvo del sueldo ya devengado, pues es un derecho adquirido que forma parte de nuestro patrimonio.
Cuarto: Los servidores y las servidoras judiciales devengamos nuestro sueldo mensualmente y de éste se retiene el porcentaje que se acumula y que percibimos, como pago diferido y bajo el nombre de “salario escolar”, el mes de enero siguiente.
Quinto: En virtud de que el “salario escolar” no constituye un sueldo extraordinario o adicional que se devengue en enero, sino que éste es el pago que de forma diferida se hace de un porcentaje de aquellos sueldos que ya fueron devengados en el mes respectivo, entonces no es posible calificar el “salario escolar” como “un sueldo que devenguen” los servidores y las servidoras judiciales.
Sexto: Precisamente porque el “salario escolar” no es un “sueldo que devenguen” los servidores y las servidoras judiciales, entonces no está comprendido dentro de los ingresos de los cuales se nutre el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
Séptimo: Como el “salario escolar” no es uno de los ingresos sobre los que pesa la carga pública de aportar dinero para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, entonces no es posible aplicar al referido “salario escolar” que percibimos los servidores y las servidoras judiciales, deducción alguna como aporte para dicho Fondo, ni tampoco por concepto de comisión para la Junta Administradora del mismo.
Octavo: La naturaleza jurídica del “salario escolar” ya fue definida sobradamente por la Sala Constitucional y la Sala Primera, ambas de la Corte Suprema de Justicia, así como por el Tribunal Contencioso Administrativo. Al respecto, pueden consultarse la sentencia número 722-1998, de la Sala Constitucional y el desarrollo que de ésta se hace en la sentencia número 1100-F-S1-2010, de la Sala Primera, de las 14:30 horas del 14 de septiembre de 2010. También puede consultarse la sentencia número 2036-2009, de la Sección Sexta del Tribunal Contencioso Administrativo, de las 8:00 horas del 22 de septiembre de 2009. Es importante destacar que de las resoluciones citadas se evidencia la diferencia que hay entre “devengar un sueldo” (lo cual se da mes a mes, en el caso de los servidores y las servidoras judiciales) y “percibir el salario escolar” (que ocurre en el mes de enero de cada año, en el que se paga de forma diferida lo que para ese momento haya acumulado cada servidor o servidora judicial a raíz del porcentaje que se le retiene del sueldo que devenga mensualmente).
Si bien es cierto, nominalmente ha sido llamado "salario escolar" y tiene una sustancia prestacional laboral, ello no le consolida, per se, como un sueldo o parte de éste. En primer lugar, porque tiene un componente que se origina de una deducción quincenal del salario ordinario de cada trabajador judicial, y en segundo, porque el aporte estatal a éste consiste en un emolumento que el Estado brinda en favor de sus empleados, en su condición de funcionarios públicos.
Conforme el numeral 162 del Código de Trabajo "salario o sueldo es la retribución que el patrono debe de pagar al trabajador en virtud del contrato de trabajo", conforme a la definición legal de orden público (Artículo 14 del Código de Trabajo), el salario lo paga el patrono, y dado que la norma no contempla excepcionalidad alguna, ha de entenderse que lo paga de manera íntegra y absolutamente el empleador o patrono.
Por su parte, el llamado "salario escolar", se integra, por una parte, con deducciones ordinarias que se aplican y retienen del sueldo de cada funcionario judicial, entonces, no es posible que el denominado "salario escolar", es un sueldo en sentido estricto y conforme al dictado de orden público en reseña, dado que el Estado solamente deposita y devuelve las retenciones antedicha.
En lo que respecta al aporte estatal, éste consiste en un reconocimiento, mediante ajuste adicional, para los servidores públicos activos, por concepto de costo de vida; es decir, consiste en un reajuste adicional al sueldo o salario, de parte del Estado como patrono, en favor de sus funcionarios, en razón del costo de vida y que se pague anualmente. 
Ambos factores económicos, ya sea el que se le retiene al trabajador, como el que suministra el Estado, conforman el llamado "salario escolar, sin que allende el nombre, éste llegue a ser salario o sueldo estricto juris, por lo que se encuentra afecto sólo a las deducciones y cargas sociales de ley, porque así lo demarcan los decretos ejecutivos correspondientes de manera expresa
Noveno: Finalmente, en conclusión, la reforma que mediante la Ley número 9544 se efectuó del artículo 236 de la Ley Orgánica del Poder Judicial excluyó definitivamente el “salario escolar” que perciben servidores y servidoras judiciales de los ingresos que nutren el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, lo cual, aunado a los argumentos anteriormente expuestos, queda en evidencia si se compara la redacción actual (transcrita en el Hecho que motiva la presente solicitud), con la que tenía de previo a la reforma. Antes de ser modificado mediante la Ley 9544, el inciso 1) del artículo 236 se leía así: “Artículo 236.- Para atender el pago de las jubilaciones y pensiones, créase un Fondo que será formado con los siguientes ingresos: 1.- El nueve por ciento (9%) de todos los sueldos de los servidores activos, así como de las jubilaciones y pensiones a cargo del Fondo. Este porcentaje se retendrá mensualmente. Por razones de necesidad del Fondo y con base en estudios actuariales, la Corte podrá aumentar este porcentaje hasta un quince por ciento (15%)”. Independientemente de que el “salario escolar” no es un sueldo adicional o extraordinario, se puede apreciar con claridad que la versión anterior de la norma en cuestión no hacía referencia a los “sueldos que devenguen” los servidores y las servidoras judiciales. Entonces, la reforma legal del año 2018, al hacer específica alusión al momento en que se devenga el sueldo, vino a descartar por completo que sobre el “salario escolar” (que ni es sueldo ni se devenga en enero) pese la carga pública de aportar al referido Fondo, ni tampoco la de financiar la Junta que lo administra.
Para acreditar mis alegatos, ofrezco la siguiente PRUEBA:
a. Solicito se examinen las siguientes sentencias: número 722-1998, de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia; número 1100-F-S1-2010, de la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia; y número 2036-2009, de la Sección Sexta del Tribunal Contencioso Administrativo.
	b. Solicito se compare la redacción actualmente vigente del numeral 236 de la Ley Orgánica del Poder Judicial con la que tuvo ese mismo artículo hasta la publicación de la Ley número 9544.
Con base en todo lo anterior, concreto:
Primero. Solicito se declare que sobre el “salario escolar” que percibo como servidor judicial no pesa la carga pública de aportar recursos para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, ni tampoco la de aportar una comisión para la Junta Administradora del mismo. 
Segundo. Asimismo, solicito se giren instrucciones al Departamento de Gestión Humana del Poder Judicial para que no se aplique al “salario escolar” que se pagará en enero de 2020, (en el caso que se me debite, solicito se me reintegre, más sus intereses) ni a los sucesivos pagos del “salario escolar”, deducción alguna por concepto de aporte para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, ni por concepto de comisión para la Junta Administradora de éste. 
Tercero. Además, solicito que los rebajos que se me aplicaron en los años anteriores a mi salario escolar por estos conceptos se me reintegren en forma íntegra.
Cuarto. Así como los intereses correspondientes y la indexación de los mismos. 
Quinto. Solicito se me deposite los montos que ya se me han devengado en mi cuenta del Banco Nacional de Costa Rica, número 200-01-027-015011-0, donde normalmente se me deposita el salario.
(…)”
- 0 -

[bookmark: _Hlk30685566]De conformidad con el criterio legal expuesto por la Dirección Jurídica, mediante oficio N° DJ-C-3-2020 del 8 de enero de 2020, así como lo dispuesto por el Consejo Superior, en sesión N° 03-2020 celebrada el 14 de enero del 2020, artículo XI, se acuerda:1.)Denegar la gestión presentada por el licenciado Luis Fabricio Wong Álvarez, Juez del Tribunal de Juicio del Tercer Circuito Judicial de Alajuela, toda vez que la aplicación de las deducciones  tanto del Fondo de Jubilaciones y Pensiones como el aporte para el funcionamiento de la Junta Administradora del Fondo, deben su aplicación a lo ordenado en los artículo N° 236 y N° 239 de la Ley Orgánica del Poder Judicial,  respectivamente, a pesar de que el Salario Escolar sea una modalidad de pago diferida cada año en enero, no puede decirse que no es salario devengado puesto que forma parte de las remuneraciones totales percibidas por los servidores y servidoras judiciales cada mes. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento del licenciado Wong Álvarez.


[bookmark: _Toc30689983][bookmark: _Toc31290757]ARTÍCULO XIII
Documento N°22-2020
La máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora interina de Gestión Humana licenciada Maureen Siles Mata, Subdirectora interina de Gestión Humana, el licenciado Carlos Lizano Alfaro, Jefe interino de Administración de Personal y la licenciada Leda Córdoba Montero, Coordinadora interina de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, en oficio N° PJ-DGH-AP-5696-2019 recibido el 20 de enero de 2020, remitieron el siguiente informe:
“(…)
I. Asunto.
Informe sobre el resultado de la valoración médica para efectos de jubilación por Incapacidad Absoluta y Permanente, practicada al funcionario Franklin Cambronero Arguedas, a la razón, Investigador 2, en la Unidad Regional de la Fortuna de San Carlos.
II. Antecedentes.
El 15 de marzo de 2019, la Dirección de Gestión Humana traslada el expediente del señor Franklin Cambronero Arguedas a la Dirección de Calificación del Estado de la Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social, en apego al protocolo establecido al efecto.
En fecha 9 de octubre de 2019, don Franklin fue valorado por los galenos de la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez, quienes a su vez el pasado 22 de noviembre de 2019, en sesión N°540-2019, concluyen en lo que interesa lo siguiente:

[image: ]

Finalmente, el 28 de noviembre de 2019, la Dirección de Calificación de la Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social, remite el expediente del señor Cambronero Arguedas, en el cual se encuentra agregada la fórmula denominada “Hoja de criterio de Comisión”.  Se anexa hoja de criterio de Comisión completa.
El Reglamento para la Evaluación y Calificación del Estado de la Invalidez en el Régimen de Invalidez Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social en el Capítulo I indica:
“Se considera persona inválida el asegurado que, por alteración o debilitamiento de su estado físico o mental, perdiera dos terceras partes o más de su capacidad de desempeño que su profesión, de su actividad habitual o en otra compatible con su capacidad residual y que, por tal motivo, no pudiere obtener una remuneración o ingreso suficiente, todo a juicio de la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez”. (Énfasis agregado).
Conforme al resultado de la valoración médica realizada al señor  Cambronero Arguedas y en concordancia con la cita del reglamento anterior, se infiere que a la fecha de la práctica médica, el servidor no presenta como mínimo, la pérdida de las dos terceras partes de su capacidad para el ejercicio de su cargo, situación que se pone en conocimiento del órgano superior en apego al “Procedimiento para la atención, trámite y cobro de la valoración médica por incapacidad, con derecho a jubilación o pensión”.
(…)”


- 0 -  

Se acordó: 1.) Tener por rendido el oficio N° PJ-DGH-AP-5696-2019 recibido el 20 de enero de 2020, suscrito por la máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora interina de Gestión Humana, la licenciada Maureen Siles Mata, Subdirectora interina de Gestión Humana, el licenciado Carlos Lizano Alfaro, Jefe interino de Administración de Personal y la licenciada Leda Córdoba Montero, Coordinadora interina de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, en donde remitieron la hoja de criterio de la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez, correspondiente a la sesión N° 540-2019 celebrada el 22 de noviembre de 2019 en la que se concluye que el servidor Franklin Cambronero Arguedas, Investigador 2, en la Unidad Regional de la Fortuna de San Carlos, no presenta como mínimo, la pérdida de las dos terceras partes de su capacidad para el ejercicio de su cargo. 2.)Manifestarle al Consejo Superior que los dictámenes emitidos por la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez en donde determinen que las personas evaluadas no se encuentran inválidas para ejercer funciones, no deben ser remitidos a esta Junta Administradora, únicamente deben ser remitidos los que informan que una persona servidora judicial se encuentra inválido para ejercer funcionesy sea viable legalmente brindar el beneficio de jubilación. 3.)Solicitar a la Dirección de Gestión Humana que en los casos en donde la citada Comisión Calificadora informe que una persona servidora judicial se encuentra inválida para ejercer funciones, remitan los cálculos de jubilación para conocer las dos gestiones de forma conjunta, con la finalidad de dar celeridad al trámite de la persona interesada.
Hacer este acuerdo de conocimiento del Consejo Superior, de la Dirección de Gestión Humana y de la Secretaría General de la Corte para los fines correspondientes.
[bookmark: _Toc31290759]ARTÍCULO XIV
Documento N° 23-2020
Mediante oficio N° PJ-DGH-AP-312-2020 del 21 de enero de 2020, la máster Roxana Arrieta Meléndez, la licenciada Olga Guerrero Córdoba, el licenciado Carlos Lizano Alfaro y la licenciada la Leda Córdoba Montero, por su orden, Directora, Subdirectora, Jefe de Administración de Personal y Coordinadora de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, todos de la Dirección de Gestión Humana, remitieron lo siguiente:
“(…)

III. Asunto.

[bookmark: _Hlk24440855][bookmark: _Hlk31275602]Informe sobre el resultado de la valoración médica para efectos de jubilación por Incapacidad Absoluta y Permanente, practicada al funcionario Guiselle Arguedas Sibaja, a la razón, Técnica Judicial 1, en Juzgado Contravencional de Menor Cuantía de Atenas.

IV. Antecedentes.

[bookmark: _Hlk2164569]El 5 de abril de 2019, la Dirección de Gestión Humana traslada el expediente de la señora Guiselle Arguedas Sibaja a la Dirección de Calificación del Estado de la Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social, en apego al protocolo establecido al efecto.

En fechas 19 de setiembre de 2019, 16 de octubre de 2019 y 21 de octubre de 2019, doña Guiselle fue valorada por los galenos de la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez, quienes a su vez el pasado 19 de diciembre de 2019, en sesión N°581-2019, concluyen en lo que interesa lo siguiente:

[image: ]

Finalmente, el 10 de enero de 2020, la Dirección de Calificación de la Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social, remite el expediente de la señora Arguedas Sibaja, en el cual se encuentra agregada la fórmula denominada “Hoja de criterio de Comisión”.  Se anexa hoja de criterio de Comisión completa.

El Reglamento para la Evaluación y Calificación del Estado de la Invalidez en el Régimen de Invalidez Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social en el Capítulo I indica:

“Se considera persona inválida el asegurado que, por alteración o debilitamiento de su estado físico o mental, perdiera dos terceras partes o más de su capacidad de desempeño que su profesión, de su actividad habitual o en otra compatible con su capacidad residual y que, por tal motivo, no pudiere obtener una remuneración o ingreso suficiente, todo a juicio de la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez”. (Énfasis agregado).

Conforme al resultado de la valoración médica realizada a la señora Arguedas Sibaja y en concordancia con la cita del reglamento anterior, se infiere que a la fecha de la práctica médica, la servidora no presenta como mínimo, la pérdida de las dos terceras partes de su capacidad para el ejercicio de su cargo, situación que se pone en conocimiento del órgano superior en apego al “Procedimiento para la atención, trámite y cobro de la valoración médica por incapacidad, con derecho a jubilación o pensión”.




(…)”

- 0 -
[bookmark: _GoBack]Se acordó: 1.) Tener por rendido el oficio N° PJ-DGH-AP-312-2020 del 21 de enero de 2020, suscrito por la máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora interina de Gestión Humana, la licenciada Olga Guerrero Córdoba Subdirectora interina de Gestión Humana, el licenciado Carlos Lizano Alfaro, Jefe interino de Administración de Personal y la licenciada Leda Córdoba Montero, Coordinadora interina de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, en donde remitieron la hoja de criterio de la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez, correspondiente a la sesión N° 581-2019 celebrada el 19 de diciembre de 2019 en la que se concluye que la servidora Guiselle Arguedas Sibaja, Técnica Judicial 1 en Juzgado Contravencional de Menor Cuantía de Atenas, no presenta como mínimo, la pérdida de las dos terceras partes de su capacidad para el ejercicio de su cargo. 2.)Manifestarle al Consejo Superior que los dictámenes emitidos por la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez en donde determinen que las personas evaluadas no se encuentran inválidas para ejercer funciones, no deben ser remitidos a esta Junta Administradora, únicamente deben ser remitidos los que informan que una persona servidora judicial se encuentra inválido para ejercer funcionesy sea viable legalmente brindar el beneficio de jubilación.3.)Solicitar a la Dirección de Gestión Humana que en los casos en donde la citada Comisión Calificadora informe que una persona servidora judicial se encuentra inválida para ejercer funciones, remitan los cálculos de jubilación para conocer las dos gestiones de forma conjunta, con la finalidad de dar celeridad al trámite de la persona interesada.
Hacer este acuerdo de conocimiento del Consejo Superior, de la Dirección de Gestión Humana y de la Secretaría General de la Corte para los fines correspondientes.
[bookmark: _Toc30689992][bookmark: _Toc31290762]ARTÍCULOXV
Documento N° 24-2020

La máster Roxana Arrieta Meléndez, la licenciada Olga Guerrero Córdoba y la licenciada Maureen Siles Mata, por su orden, Directora interina, Subdirectora interina de Gestión Humana y Jefa de Subproceso Administración Humana, en oficio Nº PJ-DGH-SAS-0003-2020 del 2 de enero de 2020, comunicaron lo siguiente:
“Reconocimiento de Tiempo Servido en Otras
Instituciones del Estado para efectos de:
JUBILACIÓN
 
1. DETALLE DEL ESTUDIO:

	NOMBRE:
	FRANCISCO MOLINA DI PALMA

	N° CEDULA:
	01-0393-1042

	PUESTO:
	AUXILIAR DE SERVICIOS GENERALES 4

	OFICINA:
	SECCION DE TRANSPORTES ADMINISTRATIVOS

	LUGAR PARA NOTIFICACIONES:
	Tiene asignado en Outlook.

	FECHA DE PRESENTACION DE LA GESTIÓN:
	17/04/1985.

	FECHA EN QUE COMPLETA LA GESTIÓN:
	01/01/1900.

	RESULTADO DE ESTUDIO DE RECONOCIMIENTO DE TIEMPO SERVIDO EN OTRAS INSTITUCIONES DEL ESTADO PARA EFECTOS DE JUBILACIÓN: 
	N° DE RTFJP:
	2019112   

	
	TIEMPO A RECONOCER:
	9 años, 3 meses y 15 días.

	
	MONTO A REINTEGRAR:
	¢66,163.15

	
	INSTITUCIÓN DONDE LABORÓ:
	Municipalidad de Montes de Oca

	RESUMEN RESPUESTA DE LA PERSONA SOLICITANTE A LA COMUNICACIÓN DE LA DEUDA:
	La persona solicitante no manifiesta objeción con el estudio realizado.

	OTRAS CONSIDERACIONES:
	Mediante sesión del Consejo Administrativo del 17 de abril de 1985, artículo XXXIV, se acuerda reconocer dicho tiempo para efectos de anualidades.

	RECOMENDACIONES:
	Aprobar el estudio de Reconocimiento de Tiempo servido en otras instituciones del Estado N° RTFJP:  2019112.




2. ANTECEDENTES DE LA GESTIÓN:

· Mediante sesión del Consejo Administrativo del 17 de abril de 1985, artículo XXXIX, se acuerda reconocer para efectos de anualidades 9 años y 4 meses laborados para la Municipalidad de Montes de Oca.

· En ese sentido se tiene que, el Consejo Superior en sesión N° 59-19 del 03 de junio anterior, articulo LXXX, conoció y aprobó en todos sus extremos el oficio N° GH-317-2019 / DJ-AJ-223-2019 de 2 de julio de 2019, suscrito por la Dirección de Gestión Humana y la Dirección Jurídica, el cual contenía un caso similar al expuesto, donde el tiempo laborado por el servidor se reconoció  únicamente para efectos de jubilación debido a que la norma legal que amparó en su momento el reconocimiento para efecto de anualidades, no contemplaba la posibilidad de cobrar la deuda a valor presente, situación que se pretende con el reconocimiento del señor Carballo Soto. 

3. CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES:

Según el análisis realizado por la Dirección Jurídica, se tiene que la inercia de la administración no puede ir en contra de los derechos laborales adquiridos de buena fe por parte del servidor. Por lo que, el trámite para efectos jubilatorios del señor FRANCISCO MOLINA DI PALMA no se encuentra regido por las disposiciones normativas al día de hoy, sino por las vigentes al momento en que se realizó el reconocimiento de tiempo servido para efectos de anualidades por lo que se considera procedente que, para el cálculo del monto a reintegrar se establezca como base la normativa vigente al momento en que se realizó el reconocimiento para efectos de anualidades.

Tomando en consideración la competencia que aún conserva transitoriamente el Consejo Superior para conocer de los asuntos relacionados con la Administración del Fondo de Pensiones y Jubilaciones, según lo establecido en el Transitorio I de la Ley N° 9544, y en concordancia con el artículo 81 inciso 12) de la Ley Orgánica del Poder Judicial (Ley N° 7333) y lo dispuesto por la Corte Plena en sesión N° 53-18 celebrada el 19 de noviembre de 2018, artículo XXI, se remite el estudio RTFJP nº 2019112 para que ese órgano decida lo que corresponda. 

Cabe indicar que, en caso de aprobarse el estudio, el tiempo total a reconocer para efectos de jubilación es de 9 años, 3 meses y 15 días, tiempo por el cual el servidor deberá reintegrar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial de ¢66,163.15.”

- 0 -

El informe N° DE RTFJP: 2019112 del 17 de enero de 2020, reporta que el monto a reintegrar por el servidor Francisco Molina Di Palma, Auxiliar de Servicios Generales 4 de la Sección de Transportes Administrativos, asciende a la suma de ¢66.163,15 (sesenta y seis mil ciento sesenta y tres colones con quince céntimos), para que se le pueda reconocer 9 años, 3 meses y 15 días, laborados para la Municipalidad de Montes de Oca.

- 0 -

Previamente a resolver lo que corresponda, seacordó: 1.)Solicitar a la Dirección de Gestión Humana que informe a esta Junta Administradora, cuál fórmula fue utilizada para calcular el monto que debería cancelar el servidor Francisco Molina Di Palma, Auxiliar de Servicios Generales 4, debido a que el reconocimiento para anualidades se realizó el 17 de abril de 1985, artículo XXXIV, sin embargo, en ese momento no se gestionó el trámite de reconocimiento de tiempo servido para efectos jubilatorios, sino hasta el año 2019; en ese sentido, esta Junta Administradora interpreta que, en razón de que el gestionante concreta la solicitud para esos efectos en el 2019, debe aplicarse la fórmula vigente en ese año.2.)Hacer este acuerdo de conocimiento del servidor Francisco Molina Di Palma.
[bookmark: _Toc31290765]ARTÍCULOXVI
Documento N°25-2020
Se entra a conocer los borradores de los documentos denominados Propuesta del Código de Gobierno Corporativo, Perfil de Riesgos para el FJPPJ y Declaración de apetito por Riego del FJPPJ para su respectiva aprobación.



[bookmark: _MON_1641904783][bookmark: _MON_1641904805]

- 0 -
Se acordó: 1.)Aprobar los documentos denominados“Código de Gobierno Corporativo”, “Declaración de Apetito de Riesgo” y “Perfil de Riesgo”, todos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.2.)Remitir los documentos anteriores a la Superintendencia de Pensiones para su respectiva revisión y aprobación.
ARTÍCULO XVII

Documento N° 

Debido a que es de suma importancia contar con un portal electrónico para comunicar a todo el colectivo judicial, personas jubiladas y pensionadas la información relevante del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se acuerda: 1.) Solicitar al Departamento de Tecnología de la Información que ubique la página del Fondo de Jubilaciones y Pensiones de forma independiente en el portal general de la página web del Poder Judicial, con la finalidad de que las personas interesadas puedan consultar de forma más explícita la información e informes conocidos por esta Junta Administradora, así como los acuerdos adoptados en las respectivas sesiones. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento del Departamento Financiero Contable.
ARTÍCULO XVIII
Documento N°27-2020
Con la finalidad de iniciar con algunas funciones técnicas para el trámite de resoluciones propias de esta la Junta Administradora, se acuerda: 1.)Solicitar colaboración al Departamento de Proveeduría con la finalidad deque inicie el trámite de contratación administrativa para contratar servicios profesionales, por lo que deberá coordinar la integrante Lucrecia Ruiz Rojas, secretaria de esta Junta, para valorar cuales servicios son prioritarios. 2.)Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección Ejecutiva para los fines correspondientes.
ARTÍCULO XIX
Documento N°28-2020
Con la finalidad de contar con un método de administración contable que permita tener a la mano una suma de dinero determinada para realizar gastos de forma más ágil, de conformidad con las necesidades que se presentan en el funcionamiento de esteórgano, se acordó:Designar a la integrante Ingrid Moya Aguilar, tesorera de esta Junta Administradora, para que realice una propuesta de reglamento de “Caja Chica”, propuesta que deberá presentar en las próximas sesiones. 

ARTÍCULOXX
Documento N°29-2020
En razón de que los integrantes de esta Junta Administradora tienen la necesidad de contar con el equipo de computación adecuado para llevar a cabo las sesiones y resolver los asuntos que se conocen en pleno, se acordó: 1.)Autorizar la compra del equipo de computación necesario para los integrantes de esta Junta que así lo requieran, asimismo, se autoriza la compra de firmas digitales para los mismos. Se deberá coordinar lo necesario con la integrante Ingrid Moya Aguilar, tesorera de esta Junta Administradora. Los citados equipos deberán contar con los seguros correspondientes en caso de alguna eventualidad.2.)Una vez se cuente con el equipo respectivo, solicitar a la Dirección de Tecnología de la Información incorporar los accesos necesarios para que cuenten con la red del Poder Judicial y los programas que se requieran.3.)Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección Ejecutiva.
ARTÍCULO XXI
Documento N°30-2020
	Con la finalidad de conocer el estado actual de los activos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se acuerda:1.) Dar audiencia a los Procesos de Inversiones y Riesgos del Departamento Financiero Contable,para que en la sesión que se celebrará el lunes 10 de febrero de 2020, expongan lo que estimen pertinente. 2.)Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección Ejecutiva.

ARTÍCULO XXII
Documento N° 31-2020
La integrante Ingrid Moya Aguilar, manifiesta que la Superintendencia de Pensiones concedió un espacio el próximo jueves 6 de febrero de 2020, a las 14 horas, para que la Junta Administradora del Fondo pueda evacuar las consultas que estime pertinentes, por lo anterior, se acuerda: 1.) Designar a la integrante Moya Aguilar para que coordine la visita respectiva. 2.)Solicitar a la Jefatura del Departamento Financiero Contable que los servidores José Andrés Lizano Vargas, Oslean Mora Valdez y Luis Guillermo Vásquez Ureña, por su orden, jefe del Proceso de Riesgos, jefe del Proceso de Inversiones y jefe del Subproceso Contable, puedan asistir a la citada reunión.3.)Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección Ejecutiva.

ARTÍCULO XXIII
Documento N°32-2020
	En razón de que se cuenta con la necesidad de tramitar de forma oportuna las gestiones que se hacen de conocimiento de esta Junta Administradora, así como las comunicaciones efectivas de las mismas, se acordó: 1.) Solicitar a la Dirección Ejecutiva y a la Dirección de Tecnología de la Información que coordinen lo pertinente para otorgar los permisos necesarios del Sistema de Correspondencia Electrónica “SICE”,al integrante Miguel Ovares Chavarría y a la integrante Ingrid Moya Aguilar, con la finalidad de que puedan designar a las personas de la Secretaría General de la Corte que colaborarán con las funciones operativas de esta Junta Administradora.2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Secretaría General de la Corte para los fines correspondientes.

ARTÍCULOXXIV
Documento N°33-2020
	Con la finalidad de contar con los datos actualizados de los beneficiarios del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se dispone: Solicitar al Departamento Financiero Contable que remita un informe indicando con cuantas personas jubiladas y pensionadas se cuenta en la actualidad, con corte a enero del 2020.Asimismo, remitan la lista de los contactos de cada una de las personas beneficiarias.
[bookmark: _Toc366755200][bookmark: _Toc474994767][bookmark: _Toc24387012]ARTÍCULOXXV
Documento N°34-2020
Debido a que actualmente se encuentra en desarrollo el proceso para la realización de estudio actuarial del Fondo de Jubilaciones y Pensionesdel Poder Judicial, con corte al 31 de diciembre de 2019, se dispone: En vista de que esta Junta Administradora está integrada por representantes del colectivo judicial, se designa como representantes para integrar el “Equipo Contraparte” del estudio actuarial a los siguientes integrantes:
· Máster Mauricio Villalta Fallas.
· Licenciada Ingrid Moya Aguilar.
· Licenciada Ana Lucrecia Ruiz Rojas.
· Licenciada Arnoldo Hernández Solano.
Hacer el presente acuerdo de conocimiento de la Dirección Ejecutiva para los fines correspondientes.
-o0o-
A las 11:57 horas terminó la sesión.
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Balance de Comprobación

						Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial



						Balance de Comprobación



						Al 31 de Diciembre 2019

				 



						ACTIVO

						Cuentas Corrientes Y De Ahorro 

						Inversiones En Valores De Emisores Nacionales						5,957,124,059

						Cuentas Por Cobrar						556,686,604,591

						Productos Por Cobrar Sobre Inversiones						1,045,244,312

						Préstamos a Afiliados						9,239,702,918

						Aportes Por Cobrar A Los Trabajadores						0

						Aportes Por Cobrar Al Patrono						6,384,865,285

						Aportes Por Cobrar Al Estado						4,667,193,745

						Otros Aportes Por Cobrar						401,687,424

						Mobiliario Y Equipo						211,735,284

						Equipo De Cómputo

						(Depreciación Acumulada)

						Costo de Programas Informáticos-Software						7,618,670

						(Amortización Programas Informáticos)						-7,618,670

						GASTOS

						Pérdidas por Negociación de Instrumentos Financieros						0

						Pérdidas Por Fluctuación Cambiaria						1,133,866,051

						Pérdidas por Variaciones en la Unidad de Referencia						31,291,907

						Gastos Generales						590,729,081

						PASIVO

						Retenciones A Pensionados										931,509,437

						Obligaciones Por Liquidar Empleados										4,165,719

						Obligaciones Transitorias por Liquidar										2,907,741,466

						Retención Por Servicios Recibidos

						Cotización Seguro De Enfermedad Y Maternidad										590,541,733

						Provisión Para Pensiones En Curso De Pago 										574,189,847,648

						PATRIMONIO

						Aportaciones recibidas 										1,432,934,799

						INGRESOS

						Productos Sobre Inversiones De Emisores Nacionales										3,624,853,515

						Intereses Sobre Saldos En Cuentas Bancarias										34,956,227

						Por Negociación de Instrumentos Financieros										0

						Ganancias por Fluctuación Cambiaria										2,484,917,977

						Ganancias por Variaciones en la Unidad de Referencia										148,515,570

						Ingresos sobre Préstamos de Afiliados										0

						Otros Ingresos										60,564







						Sumas Iguales						₡586,350,044,657				₡586,350,044,657







						             Lic. Luis Guillermo Vásquez Ureña 						             MBA. María Antonieta Herrera Charraun

						               Jefe Subproceso Contable 						        Jefa Proceso Presupuestario Contable 

								MBA. Floribel Campos Solano



								Jefa a.i. Macroproceso Financiero Contable

						Realizado por:

						Licda. Yesenia Flores Chacón

						Coordinadora de Unidad 1 a.i.





						Observación: Enlace al Manual de Políticas Contables.
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Cambios Act. Netos Disponibles

				Fondo de Jubilaciones y Pensiones

				Estado de Cambios en los Activos Netos Disponibles

				Por el mes terminado al 31/12/2019

				(En colones sin céntimos)





								SALDO MENSUAL						SALDO ACUMULADO

						NOTAS 

				SALDO INICIAL						1,515,754,202		(1)				4,387,562,557		(2)



				INGRESOS						6,293,303,854						61,277,045,890



				INGRESOS FINANCIEROS				6,293,243,290						61,197,907,209

				Productos sobre Inversiones de Emisores Nacionales		Nota 1		3,624,853,515						41,762,955,537

				Intereses sobre Saldos en Cuentas Corrientes		Nota 2		34,956,227.33						305,719,013

				Por negociación de instrumentos financieros		Nota 3		0						27,092,481

				Ganancias por Fluctuación Cambiaria		Nota 4		2,484,917,977						16,682,561,382

				Ganancias por Variaciones en la Unidad de Referencia		Nota 5		148,515,570						2,419,529,371

				Ingresos sobre Préstamos a Afiliados y Pensionados 		Nota 6		0						49,424.37



				OTROS INGRESOS				60,564						79,138,681



				PLAN DE CONTRIBUCIONES		Nota 7				7,883,442,337						92,740,024,510



				RESERVAS EN FORMACION

				De los trabajadores				3,250,357,069						38,034,051,833

				Del Patrono				3,394,059,616						40,120,250,994

				Del Estado				292,728,858						3,582,108,978

				De los Pensionados				946,296,794						11,003,612,705

				Rendimientos Acumulados				0



				UTILIDAD ( PERDIDA DEL EJERCICIO )				0



				TOTAL ADICIONES						14,176,746,191						154,017,070,400



				SALIDA DE RECURSOS						7,966,261,740						123,842,230,249

				Por Nuevos Pensionados		Nota 8		7,966,261,740						123,842,230,249



				GASTOS						1,755,887,039						28,592,051,092



				GASTOS FINANCIEROS				1,165,157,958						21,795,534,966

				Pérdida por Negociación de Inst. Financ.				0						0

				Pérdida por Negociación de Instrumentos Financieros		Nota 9		0						396,736

				Pérdida por Fluctuación Cambiaria		Nota 10		1,133,866,051						21,276,145,790

				Pérdida por Variaciones en la Unidad de Referencia		Nota 11		31,291,907						518,992,440



				GASTOS GENERALES		Nota 12		590,729,081						6,796,516,126



				TOTAL DE DEDUCCIONES						9,722,148,779						152,434,281,341



				ACTIVOS NETOS DISPONIBLES PARA BENEFICIOS

				FUTUROS AL FINAL DEL PERIODO (3)						5,970,351,615						5,970,351,615





				Observaciones: 

				(1) Saldo inicial mensual: Corresponde al total de activos disponibles para beneficios futuros al final del mes de noviembre 2019.

				(2) Saldo acumulado: Pertenece al total de activos disponibles de beneficios futuros al final del año anterior (Diciembre 2018).

				(3) Activos Netos Disponibles para Beneficios Futuros al Final del Periodo: Corresponde a la suma del saldo inicial mas el total de adiciones, menos el total de deducciones.







				             Lic. Luis Guillermo Vásquez Ureña 						             MBA. María Antonieta Herrera Charraun

				               Jefe Subproceso Contable 						         Jefa Proceso Presupuestario Contable 

						MBA. Floribel Campos Solano



						Jefa a.i. Macroproceso Financiero Contable

				Realizado por:

				Licda. Yesenia Flores Chacón

				Coordinadora de Unidad 1 a.i.



				Observación: Enlace al Manual de Políticas Contables.
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Act. Netos Dispon. Beneficios



				Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial

				Estado de Activos Netos Disponibles para Beneficios

				AL 31/12/2019

				(En colones sin céntimos)

						NOTAS

				DISPONIBILIDADES						5,957,124,059

				Cuentas Corrientes y de Ahorro		Nota 13		5,957,124,059



				INVERSIONES EN VALORES 						556,686,604,591

				EN CURSO DE PAGO

				Inversiones en Valores de Emisores Nacionales 		Nota 14		556,686,604,591



				CUENTAS Y PRODUCTOS POR COBRAR SOBRE INVERSIONES						10,284,947,229

				PROVISION PARA PENSIONES EN CURSO DE PAGO

				Cuentas Por Cobrar		Nota 15		1,045,244,312

				Productos Por Cobrar Sobre Inversiones De Emisores Nacionales 		Nota 16		9,239,702,918



				PRESTAMOS A AFILIADOS Y PENSIONADOS						0

				Préstamos por Cobrar		Nota 17		0

				Productos por Cobrar sobre Préstamos		Nota 15		- 0



				APORTES POR COBRAR						11,665,481,739

				Aportes Por Cobrar A Los Trabajadores		Nota 18		6,384,865,285

				Aportes Por Cobrar Al Patrono		Nota 18		4,667,193,745

				Aportes Por Cobrar Al Estado		Nota 18		401,687,424

				Otros Aportes Por Cobrar		Nota 18		211,735,284



				PROPIEDAD, PLANTA Y EQUIPO						0

				Mobiliario y Equipo				0

				Equipo de Cómputo				0

				(Depreciación Acumulada)				0



				OTROS ACTIVOS						0

				Intangibles		Nota 19		0



				ACTIVO TOTAL						584,594,157,618



				CUENTAS POR PAGAR						3,843,416,622

				Retenciones A Pensionados		Nota 20		931,509,437

				Obligaciones Por Liquidar Empleados y Exempleados		Nota 21		4,165,719

				Obligaciones Transitorias por Liquidar		Nota 22		2,907,741,466



				PROVISIONES						590,541,733

				Cotización Seguro De Enfermedad y Maternidad		Nota 23		590,541,733



				PROVISIONES PARA PENSIONES EN CURSO DE PAGO		Nota 24				574,189,847,648



				PASIVO TOTAL						578,623,806,003.52

										 

				ACTIVOS NETOS DISPONIBLES PARA BENEFICIOS FUTUROS (1)						5,970,351,615



				CUENTAS DE ORDEN		Nota 25				329,328,038



				Observaciones:

				(1) Activos Netos Disponibles para Beneficios Futuros al Final del Periodo: Corresponde al total de activo menos el total de pasivo.





				             Lic. Luis Guillermo Vásquez Ureña 		             MBA. María Antonieta Herrera Charraun

				            Jefe Subproceso Contable 		       Jefa Proceso Presupuestario Contable 

				            MBA. Floribel Campos Solano

				                  Jefa a.i. Macroproceso Financiero Contable



				Realizado por:

				Licda. Yesenia Flores Chacón

				Coordinadora de Unidad 1 a.i.

				Observación: Enlace al Manual de Políticas Contables.
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Nota 1

				Nota 1:

				Productos sobre Inversiones de Emisores Nacionales



				al 31 de Diciembre de 2019

				De acuerdo con lo establecido por la SUPEN, este rubro se encuentra conformado por los intereses devengados del mes producto de las inversiones en títulos valores, la amortización de los descuentos, las comisiones pagadas y primas en títulos valores.





				MENSUAL 



		Cuenta Contable		PRODUCTOS SOBRE INVERSIONES DE VALORES NACIONALES				COLONES				DOLARES				TOTAL



		511.01.		Intereses devengados				3,322,854,872				253,690,677				3,576,545,549

		511.01.		Amortización de descuento				27,329,168				7,679,206				35,008,374

		511.01.		Comisión devengada				(431,203)				(27,973)				(459,176)

		511.01.		Amortización de prima				(133,936,600)				(2,096,382)				(136,032,981)

		511.01.		Otros intereses devengados				0.00				0.00				0.00

		511.01.		Ingresos por Dividendos				0.00				149,791,749				149,791,749

		511.01.		Ingresos por Rendimientos				- 0				- 0				- 0

				TOTAL DE PRODUC. SOBRE INVERS. DE VALORES NACIONALES.				₡3,215,816,237				₡409,037,278				₡3,624,853,515



				ACUMULADO



		Cuenta Contable		PRODUCTOS SOBRE INVERSIONES DE VALORES NACIONALES				COLONES				DOLARES				TOTAL



		511.01.		Intereses devengados				38,104,371,689				3,088,443,445				41,192,815,134

		511.01.		Amortización de descuento				262,320,440				88,995,284				351,315,723

		511.01.		Comisión devengada				(8,056,979)				(692,188)				(8,749,167)

		511.01.		Amortización de prima				(1,598,944,924)				(19,762,527)				(1,618,707,452)

		511.01.		Otros intereses devengados 				0.00				0.00				- 0

		511.01.		Ingresos por Dividendos				0.00				1,840,812,376				1,840,812,376

		511.01.		Ingresos por Rendimientos				5,468,922				- 0				5,468,922

				TOTAL DE PRODUC. SOBRE INVERS. DE VALORES NACIONALES.				₡36,765,159,148				₡4,997,796,389				₡41,762,955,537
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Nota 2

						Nota 2:

						Intereses sobre Saldos en Cuentas Corrientes



						al 31 de Diciembre de 2019



						Como resultado de los saldos que se mantienen en las cuentas corrientes del Banco Nacional de Costa Rica, Banco de Costa Rica y  Banco Popular, al cierre del presente mes los intereses sobre saldos en cuentas corrientes son los siguientes:



						Mensual



				Cuenta Contable		Cuenta Corriente 				Banco				Intereses Ganados en el Periodo



				513.01.00.1.01.01     		1234-0				Banco Nacional de Costa Rica 				912

				513.01.00.1.01.03     		229-32-9				Banco de Costa Rica 				34,417,447

				513.01.00.1.01.04     		18-1019277				Banco Popular y de Desarrollo Comunal 				- 0

				513.01.00.1.01.05     		174961-7				Banco de Costa Rica 				- 0

				513.01.00.2.01.02     		1914-1 $				Banco Popular y de Desarrollo Comunal 				- 0

				513.01.00.2.01.03     		112247-9 $				Banco de Costa Rica 				537,869



						Total								₡34,956,227





						Acumulado



				Cuenta Contable		Cuenta Corriente 				Banco				Intereses Ganados en el Periodo



				513.01.00.1.01.01     		1234-0				Banco Nacional de Costa Rica 				20,621

				513.01.00.1.01.03     		229-32-9				Banco de Costa Rica 				300,173,361

				513.01.00.1.01.04     		18-1019277				Banco Popular y de Desarrollo Comunal 				3,850

				513.01.00.1.01.05     		174961-7				Banco de Costa Rica 				0

				513.01.00.2.01.02     		1914-1 $				Banco Popular y de Desarrollo Comunal 				6

				513.01.00.2.01.03     		112247-9 $				Banco de Costa Rica 				5,521,175





						Total								₡305,719,013





























																								- 0
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Nota 3

				Nota 3:

				Ganancias por Negociación de Instrumentos Financieros



				al 31 de Diciembre de 2019

				Se registra la ganancia generada pruducto del canje de instrumentos del Ministerio de Hacienda realizado por el Porceso de Inversiones.





		Cuenta Contable		Cuenta				Mes				Acumulado

		514.00.00     		Ganancia por Negociación de Instrumentos Financieros				- 0				27,092,481

				Ganancia Total Generada				₡0				₡27,092,481
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Nota 4

				Nota 4:

				Ganancias por Fluctuación Cambiaria



				al 31 de Diciembre de 2019

				Se registra la ganancia generada en las partidas de los estados financieros cuando el tipo de cambio para la valuación de los activos en dólares, emitido por el Banco Central de Costa Rica, experimenta una tendencia al alza, provocando la ganancia en el valor de los rubros que componen estos estados financieros. 



				Es importante señalar que el tipo de cambio utilizado para la valoración de las inversiones en dólares y cuentas relacionadas, así como de los movimientos de las cuentas bancarias en dólares es el tipo de cambio para el sector público no bancario, de conformidad con lo establecido en la Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica (BCCR) en su artículo 89.



		Cuenta Contable		Cuenta				Mes				Acumulado

		517.02.00     		Por Cuentas Corrientes				5,272,952				60,453,006

		517.04.00     		En Inversiones En Valores De Emisores Nacionales $				2,451,818,294				16,466,433,838

		517.07.00     		Por Cuentas Por Cobrar				240,842				5,031,716

		517.08.00     		Por Productos Por Cobrar Sobre Inversion				27,585,889				150,642,822

				Ganancia Total Generada				₡2,484,917,977				₡16,682,561,382
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Nota 5

				Nota 5:

				Ganancias por Variaciones en la Unidad de Referencia



				al 31 de Diciembre de 2019





				Ganancias en virtud de la colocación de recursos a través de Títulos de Unidades de Desarrollo (TUDES) que ofrece el Ministerio de Hacienda a largo plazo.



				Los Tudes, son títulos valores expresados en unidades de desarrollo, éstas unidades corresponden a un índice calculado por la Superintendencia General de Valores, con base a la variación registrada en el Índice de Precios al Consumidor del mes anterior. Al vencimiento de los cupones y del principal se cancelan en colones, por lo que la ganancia o la pérdida en los títulos valores va a depender del comportamiento de la inflación y por ende, de la variación en el valor de la unidad de desarrollo. Mensualmente se realiza el ajuste de las inversiones de acuerdo con el valor de la unidad de desarrollo al final del mes, a fin de que se actualice su valor, reflejando una pérdida o ganancia.





		Cuenta Contable		Cuenta				Mes				Acumulado

		518.00.00		En valores emitidos por el Gobierno				148,515,570				2,419,529,371

				Ganancia Total Generada				₡148,515,570				₡2,419,529,371
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Nota 6

				Nota 6:

				Ingresos sobre Préstamos a Afiliados y Pensionados 



				al 31 de Diciembre de 2019

				Constituye el interés devengado por el crédito otorgado a la Asociación Nacional de Empleados Judiciales (ANEJUD), según contrato suscrito en diciembre de 2008 por ¢1,000,000,000 (sin número de contrato), entre ANEJUD y el Consejo Superior del Poder Judicial, en su condición de administrador de este Fondo. El detalle de los montos se muestran en la nota N° 17 de este informe.



				La totalidad del préstamo de ANEJUD se canceló en febrero de 2019.

		Cuenta Contable		Total de Préstamo				Entidad				Plazo				Tasa actual				Ingreso Por Interes mensual				Ingreso Por Interes Acumulado

																												 

		519.00.00		1,000,000,000				ANEJUD				10 años				8.08%				₡   - 0				₡   49,424
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Nota 7

				Nota 7:

				PLAN DE CONTRIBUCIONES



				al 31 de Diciembre de 2019





				Comprende los aportes realizados  por el Poder Judicial en su calidad de Patrono y Estado, los cuales se aplican sobre los salarios devengados por los servidores judiciales.



				Asimismo, está constituido por la contribución de los empleados, jubilados y pensionados judiciales, a los cuales en la actualidad se les deduce de su salario, jubilación y pensión. 



		Cuenta Contable		Aportes				Porcentajes				Mensual				Acumulado



		311.01.00.1		Trabajadores				13%				3,250,357,069				38,034,051,833

		312.01.00.1		Patrono				14.36%				3,394,059,616				40,120,250,994

		313.01.00.1.00		Estado				1.24%				292,728,858				3,582,108,978

		314.01.00.1.00.00		Jubilados y Pensionados 				13%				877,189,002				10,091,006,463

		314.01.00.1.00.01		Contribución Solidaria				-				69,107,793				912,606,242



				Total Aportes								₡7,883,442,337				₡92,740,024,510



				Notas:   																								 



				1-)  Mediante Acuerdo del Consejo Superior N° 2-2018, art I, se autoriza a disminuir el porcentaje del aporte estatal, a partir del mes de enero 2018 pasando de 1.24% a 0.58%, lo anterior por cuanto el Ministerio de Hacienda recortó del Presupuesto del Poder Judicial la suma de ¢1,200,000,000 (Mil doscientos millones de colones).



				2-) Mediante Acuerdo del Consejo Superior, sesión N°26-2018 del 5/04/2018, en su punto tercer indica:
"[...] modificar el acuerdo tomado en sesión N°2-18 del 11/01/2018, art I, por lo que deberá la Dirección de Gestión Humana registrar como porcentaje del aporte estatal al Fondo de Jubilaciones y Pensiones el definido por la Caja Costarricense del Seguro Social (CCSS)". Según lo definido en este acuerdo el porcentaje regresa al 1.24% establecido en Decreto Ejecutivo N° 39202-MTSS-H en su artículo 2, publicado en la Gaceta N° 170 del martes 01 de setiembre del 2015.



				3-) Mediante la publicación de la Ley 9544, que reforma el Regimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y Acuerdo del Consejo Superior Sesión N°46-18 celebrada el 22/05/2018, art VI, se solicita realizar a partir de esta fecha el incremento al aporte obrero del 11% al 13%, así como el rebajo de la contribución especial, solidaria y redistributiva a las personas jubiladas y pensionadas, conforme el articulo 236 de esta Ley.



				5-) En el Acuerdo del Consejo Superior, sesión N° 4-19 del 17 de enero de 2019 artículo XXXVI se acordó: "Tomar nota de la comunicación de la Dirección de Gestión Humana, en oficio DGH-004-2019 del 10 de enero de 2019, referente a el cambio realizado en el parámetro del aporte estatal al Fondo de Jubilaciones y Pensiones de un 0.58% a  1.24%, fundamentado en los recursos asignados  por el Ministerio de Hacienda en la subpartida 60404, según lo establecido en la Ley de Presupuesto Ordinario y Extraordinario de la República para el Ejercicio Económico del 2019."



				6-) En el aporte de trabajadores incluye el rubro de Reconocimeinto de tiempo servido.
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Nota 8

				Nota 8:

				SALIDA DE RECURSOS



				al 31 de Diciembre de 2019





				Corresponde al traslado de todos los recursos de la cuenta patrimonial “Reserva en Formación” a la cuenta Provisión para Pensiones en Curso de Pago”, por ende todos los recursos generados de los aportes, así como los rendimientos obtenidos por las inversiones se continúan registrando en la Provisión Para Pensiones en Curso de Pago.





								Mensual				Acumulado



				Aportes 				7,814,334,545				91,827,418,268

				Rendimientos 				151,927,196				32,014,811,982



				TOTAL				₡7,966,261,740				₡123,842,230,249





				La variación de los rendimientos de noviembre a diciembre, se debe a la baja del tipo de cambio de ¢ 22.05 (de octubre a noviembre), ya que el portafolio de inversiones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial mantiene invertidos en dólares un monto cercano al 13.55% de su portafolio total, es decir una suma aproximada de $ 131 millones de dólares que justifica un efecto de la variación de un mes a otro. Esto de acuerdo a lo indicado por el Proceso de Inversiones mediante correo electrónico del 8 de enero de 2020.
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Nota 9

				Nota 9:

				Pérdida por Negociación de Instrumentos Financieros



				al 31 de Diciembre de 2019





				Corresponde a gastos asociados a las comisiones producto de compra de divisas para la negociación de Inversiones.



		Cuenta Contable		Cuenta				Mes				Acumulado

		411.00.00		Pérdida por Negociación de Instrumentos Financieros				- 0				396,736

				Pérdida Total Generada				₡0				₡396,736
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Nota 10

				Nota 10:

				Pérdida por Fluctuación Cambiaria



				al 31 de Diciembre de 2019





				Corresponde a la pérdida generada en cuentas corrientes, inversiones y cuentas relacionadas cuando el tipo de cambio para la valuación de los activos en dólares, emitido por el Banco Central de Costa Rica.





		Cuenta Contable		Cuenta				Mes				Acumulado

		416.02.00     		Por Cuentas Corrientes				906,985				114,098,136

		416.04.00     		En Inversiones En Valores De Emisores Nacionales $				1,120,287,511				20,944,969,160

		416.07.00     		Por Cuentas Por Cobrar				971				4,301,350

		416.08.00     		Por Productos Por Cobrar Sobre Inversion				12,670,584				212,777,145

				Pérdida Total Generada				₡1,133,866,051				₡21,276,145,790
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Nota 11

				Nota 11:

				Pérdida por Variaciones en la Unidad de Referencia



				al 31 de Diciembre de 2019





				Pérdida generada por la variación en la unidad de referencia de las Unidades de Desarrollo (UDES), relativa a los recursos invertidos por el Fondo a través de títulos en UDES (TUDES) que ofrece el Ministerio de Hacienda a largo plazo.



				Conforme lo establece el manual de cuentas de SUPEN se registra la pérdida contable producto de la disminución en la unidad de referencia en los rubros de valor facial de las inversiones en TUDES, prima amortizada y el descuento recibido.



		Cuenta Contable		Cuenta				Mes				Acumulado

		417.00.00		En valores emitidos por el Gobierno				31,291,907				518,992,440

				Pérdida Total Generada				₡31,291,907				₡518,992,440
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Nota 12



				Nota 12:

				GASTOS GENERALES



				al 31 de Diciembre de 2019





				Esta cuenta agrupa varias partidas, las cuales se describen a continuación:



		Cuenta Contable		GASTOS GENERALES				MENSUAL				ACUMULADO



		420.05.00     		Servicios Bancarios				172,185				957,895

		420.07.00     		Cotización Seguro De Enfermedad y Maternidad				590,415,675				6,792,635,089

		420.13.00     		Gastos Diversos				141,222				2,923,141



				TOTAL DE GASTOS GENERALES				₡590,729,081				₡6,796,516,126



				Gastos por servicios bancarios:

				Corresponde a gastos por comisiones bancarias cobradas por el Banco Nacional , lo anterior a raíz de conclusión “Convenio Institucional entre el Poder Judicial y la referida Entidad Bancaria”, cuyo objeto consistía en que el Poder Judicial aceptaba realizar una serie de transacciones bancarias con el Banco Nacional, a efecto de recibir un trato preferencial en algunos servicios bancarios, como lo fueron: exoneración del pago de cualquier tipo de comisión (transferencias electrónicas, giros bancarios, emisión de estados de cuenta, transacciones “SINPE”, transferencias entre cuentas del Poder Judicial y el Fondo de Jubilaciones y Pensiones), dichos gatos son del conocimiento de la Dirección Ejecutiva, según oficios DGBI-SML-25-2016, 2232-DE-2016 y 2342-DE-2016.



				Cotización Seguro de Enfermedad y Maternidad: 

				Carga social en la que incurre el Fondo como Patrono, con la Caja Costarricense del Seguro Social, por concepto de Enfermedad y Maternidad, correspondiente al 8.75% sobre las jubilaciones y pensiones canceladas.



				Gastos diversos

				Corresponde a diversos ajustes relacionados principalmente con las inversiones y cuentas relacionadas. 
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Nota 13

				Nota 13:

				Cuentas Corrientes y de Ahorro



				al 31 de Diciembre de 2019





				El saldo en cuentas corrientes bancarias que mantiene el Fondo de Jubilaciones en colones y en dólares americanos son los siguientes:



		Cuenta Contable		CUENTAS CORRIENTES Y DE AHORRO PROV.  PARA PENSIONES EN CURSO DE PAGO				TOTAL ¢				TIPO DE CAMBIO				TOTAL $ 




		112.01.00.1.01.01     		Banco Nacional de C.R. Cta 1234-0				99,911

		112.01.00.1.01.03     		Banco de Costa Rica Cta 229-32-9				5,900,016,277

		112.01.00.1.01.04     		Banco de Costa Rica Cta 174961-7				99,000

		112.01.00.1.01.05     		Banco Popular Cta 1019277-0				99,000

		112.01.00.1.01.06     		Banco Nacional de C.R. 2413-8 				0

		112.01.00.1.01.07     		Banco de Costa Rica 349803-4				109

		112.01.00.1.01.08     		Banco de Costa Rica 349824-7				42

		112.01.00.2.01.01     		Banco de Costa Rica Cta. 112247-9 $				55,789,479				572.95				97,372

		112.01.00.2.01.02     		Banco Nacional de C.R. Cta  601227-7 $				727,142				572.95				1,269

		112.01.00.2.01.03     		Banco Popular Cta 1914-1 $				293,100				572.95				512



				TOTAL EN CUENTAS CORRIENTES Y DE AHORRO				₡5,957,124,059								$99,153



				Nota: 

				Los documentos pendientes de asocies y aprobaciones,  se informaron a los Subprocesos correspondientes para su registro, y así el debido seguimiento.
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Nota 14

				Nota 14:

				Inversiones en Valores de Emisores Nacionales 



				al 31 de Diciembre de 2019





				Dicho rubro resume los diferentes movimientos de inversiones en colones y dólares emitidas por el Gobierno de Costa Rica tales como el Ministerio de Hacienda, Banco Central de Costa Rica, Banco de Costa Rica, el Banco Nacional de Costa Rica, Banco Popular y de Desarrollo Comunal e Instituto Costarricense de Electricidad, considerando el registro de la inversión al costo de adquisición (Valor Facial + Primas – Descuentos). 



		Cuenta Contable		COLONES



		121.00.00		Inv. Valor Facial				478,183,109,816

		121.00.00		Primas 				8,141,033,054

		121.00.00		Descuentos				-4,495,403,155

		121.00.00		Operaciones de Reportos				-



				SALDO INVERSIONES EN COLONES 				₡481,828,739,714





		Cuenta Contable		SALDO DÓLARES								TIPO DE CAMBIO 				SALDO EN COLONES



		121.00.00		Inv. Valor Facial				74,008,024				572.95				42,402,897,322

		121.00.00		Primas 				179,491				572.95				102,839,185

		121.00.00		Descuentos				-602,916				572.95				-345,440,779

		121.00.00		Títulos de Participación				57,068,800				572.95				32,697,569,149



				SALDO INVERSIONES EN DÓLARES (COLONIZADO)				$130,653,399								₡74,857,864,877



				TOTAL GENERAL:				₡556,686,604,591
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Nota 15

				Nota 15:

				CUENTAS POR COBRAR



				al 31 de Diciembre de 2019





				En esta cuenta se registran aquellas partidas que debe recuperar el Fondo y se conforma por los siguientes conceptos:



		Cuenta Contable		Cuentas por Cobrar				Monto



		131.01.00     		Títulos vencidos pendientes de cobro				434,575,316

		131.02.00     		Impuesto Sobre La Renta Por Cobrar 				610,668,996

		131.03.00     		Sumas Pend. De cobrar 				- 0



				Saldo:				₡1,045,244,312





				1)    Títulos y Cupones de inversión vencidos pendientes de cobro, que en virtud de que el cierre de mes corresponde a un día no hábil, las entidades bancarias realizan el pago de estos el día hábil siguiente, para este mes esta cuenta no presenta saldo. Se solicitó al Proceso de Inversiones que es el encargado el seguimiento realizado. En diciembre 2019 se realiza un ajuste remitido por el Proceso de Inversiones por información errónea remitida por la SAFI del Grupo Financiero Improsa relativa al Fondo Inmobiliario Gibraltar (Fondo Cerrado), para el mes de octubre de 2019 y que trajo como consecuencia que el dato trimestral no coincidiera, por lo que los ingresos registrados contablemente durante octubre y noviembre 2019 se encontraran sobrevaluados respecto a la realidad. Se registra el ajuste a períodos anteriores en dólares contra los cupones vencidos pendientes de cobro que serán cancelados económicamente durante el mes de enero 2020, a fin de reflejar contable y financieramente el dato correcto para efectos del Estado Financiero y el cálculo que realiza este Proceso del rendimiento de cartera del FJPPJ que sirve como insumo para toma de decisiones y como variable para el cálculo del reconocimiento de tiempo servido fuera de esta Institución. Para la contabilidad del mes de enero 2020, se realizará el ajuste contable que corresponde para balancear los saldos contables con el auxiliar, conforme el proceso de integración contable que mantiene el Sistema de Carteras de Inversión (SCI) con el Sistema Contable. Esto según correo electrónico del Proceso de Inversiones del 07 de enero de 2020.



				2) Corresponden aquellas sumas que debe recuperar el Régimen por concepto de exención del 8% del impuesto sobre la renta de los títulos valores, que por su situación particular, no es posible cobrarlos inmediatamente con el vencimiento de los cupones. El Subproceso de Ingresos indica lo siguiente con el seguimiento: (1) La Presidencia de la Corte remitió un oficio a Casa Presidencial para los años 2004 y 2005. La Dirección Ejecutiva con oficio 4167-DE-2019 del 11/09/2019 indicó al Director del Despacho de la Presidencia: "Traslado copia de oficio N° 737-TI-2019 de fecha 9 de setiembre en curso, referente a la devolución del impuesto sobre renta de vieja data, a efecto de que se nos informe si se ha tenido algún avance respecto a las conversaciones con el Presidente de la República, encomendadas por el Consejo Superior en sesión N° 84-18 celebrada el 25 de setiembre de 2018, artículo XV". Al respecto, la Presidencia de la Corte en el mes de setiembre de 2019, remite consulta por correo electrónico de fecha a Casa Presidencial el cual cita: "Siguiendo instrucciones superiores y en referencia al oficio adjunto, el cual fue recibido por el Ministerio de la Presidencia el 4 de abril de 2019, me permito consultarle si existe alguna respuesta al respecto." Se mantiene el seguimiento del caso. (2) La Presidencia de la Corte remitió un oficio a Grandes Contribuyentes para lo del periodo 2018. La Dirección Ejecutiva con oficio 4669-DE-2019 del 04 de octubre de 2019 remite a Financiero Contable el acuerdo del Consejo Superior de Sesión 80-19 del 12 de setiembre de 2019, mediante el cual se acordó: "...) Tener por recibido el oficio N° 4040-DE-2019 del 5 de setiembre de 2019, suscrito por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, relacionado con las acciones legales procedentes en relación a la resolución DGCN-133-2019, emitida por la señora Patricia Castillo Vargas, directora de la Dirección de Grandes Contribuyentes Nacionales. 2.)  Deberá el Departamento de Financiero Contable alertar a la Junta Administradora del Fondo de Pensiones del Poder Judicial, en el informe de traspaso de la Comisión del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, sobre la situación expuesta en el criterio jurídico N° DJ-2361-2019 de fecha 3 de setiembre de 2019, suscrito por el máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico..." (3) El Subproceso de Ingresos realizó las gestiones correspondientes para la devolución de los correspondiente de Fondos Inmobiliarios. De lo anterior, se solicitará a dicho Subproceso de Ingresos que es el encargado de dichas cuentas el seguimiento del mismo. El cual indica que, en cuanto al criterio emitido por la firma Facio y Cañas que, con oficio 916-TI/UCC-2018 del 02 de octubre de 2018 se hizo del conocimiento de la Dirección Ejecutiva, de lo cual esa Dirección con oficio 4855-DE-2018 del 10 de octubre de 2018, indicó que se debe estar a espera del resultado del Recurso de Apelación contra la resolución N° DGCN-097-2018 de fecha 31 de mayo de 2018, en la cual se denegó la exención del Impuesto sobre la Renta en los rendimientos generados en operaciones de recompras o reportos realizadas por medio de una bolsa de valores y operaciones con fondos de inversión y fondos inmobiliarios.









				3)  En esta cuenta se registrará las cuentas por cobrar, generadas de la captación de inversiones, por comisiones pagadas de más, intereses moratorios u otros.

















Volver al Estado de Activos Netos Disponibles para Beneficios

#'Act.%20Netos%20Dispon.%20Beneficios'!C16

Nota 16

				Nota 16:



				Productos por cobrar sobre Inversiones de Emisores Nacionales



				al 31 de Diciembre de 2019

				La cuenta se conforma por el registro de:



				·         La parte proporcional de los intereses devengados por las inversiones con cupones en títulos valores, que fueron adquiridos por el Fondo, acreditándose a la contrapartida de “Intereses Devengados”. 



				·         Los intereses que se acumulan al costo de las inversiones del Mercado Primario y Secundario, donde se adquieren títulos valores de primera y segunda mano, con cupones de intereses corridos, los cuales se suman a los desembolsos que realiza el Fondo para la adquisición de esos valores, y que al vencimiento del cupón son reembolsados. 



		Cuenta Contable		Productos por cobrar sobre Inversiones				Monto



		132.01.01     		Sobre Valores Emitidos Por El Banco Central				89,452,528

		132.01.02     		Sobre Valores Emitidos Por El Gobierno				8,197,324,054

		132.01.03     		Sobre Valor. Emit. otras Ent Pub. no Fininancieras				77,647,948

		132.01.04     		Sobre Valores Emitidos Por Bancos Comerciales				167,867,549

		132.01.05     		Sobre Val. Emit. Bcos. Pub. Ley. Especiales				137,011,181

		132.01.06     		Sobre Val. Emit. Bcos. Bancos Privados				570,399,657

		132.01.09   		Sobre operaciones de Reportos				- 0

		132.02.00     		Dividendos por Cobrar				- 0



				Saldo				₡9,239,702,918
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Nota 17

				Nota 17:

				Préstamos por Cobrar



				al 31 de Diciembre de 2019





				Corresponde al saldo del préstamo por la suma de ¢1,000,000,000 concedido a la Asociación Nacional de Empleados Judiciales (ANEJUD) en apego de lo dispuesto en el artículo 238 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, como se detalla:



				SUMAS GIRADAS A:				 MONTO 



				ANEJUD:  Débito No. 2863 de la Cta 174961-7 BCR el 9 de diciembre de 2008  (Autorizado por la Dirección Ejecutiva oficio No.9488-DE-08)				166,244,019

				ANEJUD: Débito No. 20806860 de la Cta 1234-0 BNCR el 9 de diciembre de 2008 (Autorizado por la Dirección Ejecutiva oficio No.9488-DE-08)				410,921,975

				ANEJUD:  Débito No. 379 de la Cta 229-32-9 BCR el 10 de febrero de 2009  (Autorizado por la Dirección Ejecutiva con oficio No. 1123-DE-2009 ).  El desembolso autorizado por esa Dirección Ejecutiva es por ¢422.834.006 de los cuales y a solicitud de ANEJUD con oficio del 10 de febrero de 2009 a Don Walter Jiménez Sorio, Jefe del Departamento Financiero Contable en su oportunidad, se deduce la primera cuota de intereses cancelada por adelantado de ¢6.876.239.  El total girado con el débito No. 379 es ¢415.957.767. 				422,834,006



				TOTAL DE LOS DESEMBOLSOS				₡1,000,000,000



				Menos. Amortizaciones				1,000,000,000



				Saldo del préstamo				₡0



				Mas: Intereses por cobrar



				TOTAL POR COBRAR				₡0





				El contrato para dicho préstamo se firmó en diciembre 2008 (contrato sin número) del cual ya se giró la totalidad de los recursos a esa entidad.

				Para los efectos de este crédito, se establecen intereses corrientes conforme se indica en la cuarta cláusula del contrato que dice:



				Tipo de interés corriente: Intereses iguales o superiores a los que recibiría el Fondo de Jubilaciones del Poder Judicial por inversiones en títulos valores del sector público, revisable semestralmente, según lo establece el artículo 238 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y lo dispuesto por la Corte Plena en sesión celebrada el 15-12-03 artículo XXXIX.
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Nota 18

				Nota 18:

				APORTES POR COBRAR



				al 31 de Diciembre de 2019





				Corresponden a los aporte de los trabajadores, del patrono, del estado y jubilados-Pensionados que se detallan a continuación:



		Cuenta Contable		Nota				Sub-nota				APORTES POR COBRAR				Detalle				Total



		151.00.00     		16.1								Aporte por cobrar a los trabajadores								6,384,865,285

								16.1.1				Aporte Ordinario				51,391

								16.1.2				Aporte Ordinario S .Escolar				2,789,332,888

								16.1.3				Aporte Reconocimiento de tiempo servido				3,595,481,006

		152.00.00     		16.2								Aportes por cobrar al Patrono								4,667,193,745

								16.2.1				Aportes Por Cobrar Poder Jud.-Patrono				1,584,625,695

								16.2.2				Apor. x Cobrar Poder Jud.-Patrono (S.E)				3,082,568,051

		153.00.00     		16.3								Aportes por cobrar al Estado								401,687,424

								16.3.1				Aportes Por Cobrar Poder Jud.-Estado				136,673,171

								16.3.2				Apor. x Cobrar Poder Jud.-Estado (S.E)				265,014,254

		154.00.00     		16.4								Otros aportes por cobrar								211,735,284

								16.4.1				Sumas canceladas de más a Jubilados y Pensionados				82,551,101

								16.4.2				Aportes Reconocimiento de Tiempo Servido Fuera del Poder Judicial (RTSFPJ)				34,454,233

								16.4.3				Otros aportes por cobrar entidades deductoras				1,192,992

								16.4.4				Sumas canceladas de más a Jubilados y Pensionados (Aguinaldo)				93,536,958



												TOTAL 								₡11,665,481,739







				16.1 Aportes por cobrar a los trabajadores

				Este grupo contempla las sumas por cobrar proveniente de la estimación mensual del salario escolar a los servidores activos del Poder Judicial. Adicionalmente, incluye los aportes por cobrar de las obligaciones por reconocimiento de tiempo servido fuera del Poder Judicial aprobado por el Consejo Superior de la Corte Suprema de Justicia, a servidores judiciales activos, para efectos de jubilación.



				16.2 Aportes por cobrar al Patrono 

				Se compone de las sumas pendientes de cobrar por aportes que recibe el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Estado en su calidad de patrono.



				16.3 Aportes por cobrar al Estado 

				Este grupo lo componen las sumas pendientes de cobrar por aportes al Estado que recibe el Fondo de Jubilaciones y Pensiones. 

				16.4 Otros aportes por cobrar

				16.4 .1 Sumas canceladas de más a Jubilados y Pensionados



				• Por fallecimiento: Dineros girados de más a jubilados y pensionados fallecidos, donde la fecha de su defunción no fue conocida oportunamente. Es importante anotar que en estos casos el Macroproceso Financiero Contable realiza como uno de los mecanismos alternativos para la recuperación de las sumas giradas en demasía, una “Acta de autorización de rebajo”, mediante la cual los beneficiarios al Fondo de Socorro Mutuo designados por el jubilado fallecido, autorizan voluntariamente la deducción de ese beneficio, de las sumas pagadas de más por el Fondo de Jubilaciones. Dicha deducción se realiza solo con el consentimiento de los causahabientes, los cuales acceden a honrar las obligaciones del jubilado fallecido. Para los casos en donde el procedimiento no ha resultado factible, se analiza el caso y se eleva a conocimiento de las instancias correspondientes. 



				• Estudios por sumas canceladas de más a jubilados y pensionados: Además se registran las sumas canceladas de más por conceptos diversos, entre los cuales los más relevantes son los montos pagados de más a jubilados que en determinado momento ejercieron un puesto en el Sector Público percibiendo otro sueldo del Estado, de sus bancos, de sus instituciones, de las municipalidades, de las juntas de educación y de las empresas de economía mixta, a los cuales se les suspendió el beneficio del Fondo de Jubilaciones tardíamente, girándoseles recursos en demasía que no les correspondía, de conformidad con lo que reza el artículo 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 





				16.4.2 Aportes Reconocimiento de Tiempo Servido

				Corresponde a las contribuciones por cobrar, como resultado del reconocimiento de tiempo servido fuera del Poder Judicial aprobado por el Consejo Superior de la Corte Suprema de Justicia, a servidores judiciales activos y jubilados o pensionados que asumen la deuda de un ex jubilado, según el artículo 231 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.



				16.4.3 Otros aportes por cobrar a Entidades Deductoras

				Corresponde a cuentas por cobrar a las entidades deductoras por conceptos diversos entre los cuales los más relevantes son producto de:  



				·         La anulación de pagos por concepto de asignaciones por exclusión de beneficiarios del Fondo (fallecimiento, mayoría de edad, matrimonio o cuando el beneficiario se encuentra laborando para otra Institución del Estado mientras recibía el beneficio de su jubilación por parte de este Fondo)



				·         Diferencias en la aplicación de ajustes en los montos de las jubilaciones y pensiones que corresponden a deducciones en planilla que ya han sido giradas a dichas Entidades, cuando el Fondo se entera del suceso.
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Nota 19

				Nota 19:

				INTANGIBLES



				al 31 de Diciembre de 2019



				Detalle				Monto				Amortización				Total

				Sistema inversiones "Internet Systems Development Insyde S.A"				7,618,670				-7,618,670				0.00



				Nota:

				Corresponde al registro de la compra del Sistema de Inversiones a la empresa Internet Systems Development Insyde S.A. con un valor de $14,750.00, valorado al tipo de cambio de la fecha de adquisición del activo (15 de agosto de 2007) de ¢516.52, para un total de ¢7,618,670. A dicho monto se descuenta la amortización acumulada al cierre del presente mes que asciende a ¢7,618,670 para un activo neto de ¢0.00. La vida útil del sistema en mención es de 5 años y considerando que fue registrado en setiembre del 2007 se encuentra depreciado en su totalidad, no obstante, a la fecha de este informe se encuentra en funcionamiento. 

En el periodo comprendido entre el 15 de julio a 12 de diciembre del 2011 la Dirección de Tecnología de Información realizó mejoras al sistema de Inversiones por la suma de ¢1.673.895. Lo anterior, de acuerdo con la información suministrada por la Dirección de Tecnología de la Información, mediante correo electrónico del 27 de abril del 2017 y oficio 1635-DTI-2017, dicho monto se encuentra registrado actualmente en los registros contables del Poder Judicial por igual suma.

Con oficio 425-SC-2015 de 26 de agosto del 2015, se realizó la consulta a la Superintendencia de Pensiones (SUPEN) sobre la forma de registro contable de la información suministrada por la Dirección de Tecnología de Información, en virtud de que, en el Manual de Cuentas para el Régimen de Capitalización Colectiva emitido por dicha Superintendencia, no se observa alguna cuenta contable para el registro de la reevaluación de activos intangibles.

 La SUPEN ante la consulta realizada, indicó lo siguiente:

“[…] conforme lo establecido en las Normas internacionales de Información Financiera (NIIF), se le comunica que no existe forma alguna de atribuir costo a un activo intangible luego del final de su vida útil: aunque esté en operación y generando beneficios, su valor en libros deberá seguir siendo cero…” 
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Nota 20

						Nota 20:



						Retenciones A Pensionados



						al 31 de Diciembre de 2019





						Comprende las retenciones mensuales aplicadas en la planilla de jubilados y pensionados judiciales correspondientes a entidades deductoras, que realiza el Fondo a sus distintos beneficiarios, las cuales en el caso de la retención del impuesto sobre la renta y la cuota obrera por enfermedad y maternidad son honradas hasta el mes siguiente de su aplicación.





				Cuenta Contable		RETENCIONES A JUBILADOS Y PENSIONADOS				TOTAL



				211.01.00.1.00.00     		Impuesto Sobre La Renta				594,129,050						 

				211.02.00.1.00.00     		Caja Costarricense Seguro Social				337,380,388



						TOTAL DE RETENCIONES A JUBILADOS Y PENSIONADOS				931,509,437
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Nota 21

				Nota 21:

				Obligaciones Por Liquidar Empleados y Exempleados



				al 31 de Diciembre de 2019

				En esta cuenta se registran sumas sujetas a devolución por parte del Fondo de Jubilaciones y Pensiones que corresponden a pagos recibidos de más en la cancelación de obligaciones por cobrar por reconocimiento de tiempo servido fuera del Poder Judicial, derivados por el traslado de cuotas que realiza la Caja Costarricense del Seguro Social u otro régimen de pensiones hacia el Fondo de Jubilaciones, las cuales deben abonarse a las cuentas de los servidores judiciales, sin embargo, algunos de esos traslados ingresan cuando ya el servidor ha cancelado la deuda, por lo que se genera un pasivo a favor de éste. 



				OBLIGACIONES POR LIQUIDAR EMPL. Y EXEMPL.				TOTAL



				ONGJ		9,713		3,722,764

				OFCS				137,132

				EAFL				168,690

				OFCS				137,132



				OBLIGACIONES POR LIQUIDAR EMPL. Y EXEMPL.				4,165,719



				Con respecto al caso de ONGJ, se ha dado el seguimiento respectivo y el Subproceso de Ingresos indicó lo siguiente: registrado en febrero 19 producto de devolución de Traslado de cuotas de la CCSS por RTS, cuya deuda fue reversada porque fue dejada según lo ordenado por Consejo Superiorsesión 14-19 artículo LXIV del 19 de febrero de 2019, sin embargo se debe esperar a que ese Consejo defina a cuanto equivale el monto a deducido por ese concepto y analice informe de Gestión Humana en donde se calcula dicho tiempo. Mediante correo electrónico del 2 de julio de 2019 el Subproceso de Ingresos informa: "Con acuerdo del Consejo Superior de sesión 32-19 artículo XII, del 08 de mayo de 2019, se acordó: ": Solicitar criterio a la Dirección Jurídica, respecto a la procedencia de acreditar los recursos trasladados por la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial a nombre de los servidores.” De lo anterior, el Subproceso de Ingresos mantuvo una reunión con la Dirección Jurídica el 3 de octubre de 2019 en la cual acordaron que dicha Dirección remitiría el criterio jurídico. Con correo del 11 de noviembre de 2019 el Subproceso de Ingresos indica que se reiteró a la Dirección Jurídica y se mantiene el seguimiento. Con correo del 06 de enero de 2020 el Subproceso de Ingresos indica que se está a la espera del criterio y se mantiene el seguimiento.







				Con respecto a los otros tres casos, son ingresos diciembre 2019.
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Nota 22

				Nota 22:

				Obligaciones Transitorias por Liquidar



				al 31 de Diciembre de 2019





				En esta se registran sumas transitorias que deben liquidarse oportunamente y se compone de los siguientes rubros:



		Cuenta Contable		Obligaciones Transitorias por Liquidar				Saldo

		216.03.00.1.01.01     		Benef. no retirados y por fallecimiento				52,679,665

		216.03.00.1.02.01     		Sumas en transito por aclarar				142,089,110

		216.03.00.1.03.03     		Instituciones Financieras -Banco de Costa Rica				0

		216.03.00.1.03.04     		Institucione Financieras Banco Popular ¢				498,197

		216.03.00.1.04.01     		Intituciones Gubernamentales-Poder Judicial-¢				0

		216.03.00.1.04.03     		Instituciones Gubernamentales-Caja Costarricense Seguro Social				3,804,819

		216.03.00.1.05.01     		Anejud				148,458

		216.03.00.1.05.03     		Otros-Errores Bancarios				4,611

		216.03.00.1.06.01     		Transitoria de deducción				0

		216.03.00.1.07.01     		* Aporte Junta Administradora FJP				2,107,380,362

		216.03.00.1.07.02     		* Aporte Junta Administradora FJP - Jubilados y Pensionados				600,444,472

		216.03.00.2.02.01     		Sumas en tránsito por aclarar $				459,520

		216.03.00.2.03.04     		Instituciones Financieras-Banco Popular $				232,251



				Total Obligaciones Transitorias por Liquidar				₡2,907,741,466





				* Nota 1: Mediante la publicación de la Ley 9544, se aplica la reforma al capítulo IV, art 239, referente a la comisión por gastos administrativos, la cual indica:      " Surgirá de deducir un cinco por mil de los sueldos de que devengen los servidores judicial, así como de las jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo. Con estos recursos se pagarán las dietas de los miembros de la Junta Administradora, los salarios de su personal y, en general, sus gastos administrativos...", dicho aporte dio inicio a partir del 22/05/2018.



















				Con respecto a las sumas en tránsito por aclarar el monto más significativo de ¢2,766,747 es de meses anterios y se encuentra en análisis por parte del Subproceso de Ingresos, el cual indicó mediante correo electrónico del 9 de setiembre 2019 que la CCSS remitió una serie de informes de inspección y se está en el análisis para identificar los montos si corresponden al FJPPJ, por cuanto informarán cuando culminen. La CCSS el 28-10-2019 según oficio SARCL-691-10-2019 remitió la lista de los informes de inspección relacionados con este rubro, de lo cual con oficio 949-TI-2019 del 04-12-2019, se solicitó a la CCSS los informes faltantes en virtud que los remitidos anteriormente no corresponden. Y el monto de ¢ 18,237.45 corresponde a ingresos mayo 2019. El monto restante corresponde a registros de renta realizados por el Subproceso de Ingresos que son abonos de cuentas por cobrar que no estaban registrados en el sistema por cuanto el sistema de inversiones no estaba cerrado.



				El monto por pagar a la Caja Costarricense del Seguro Social, obedece a:

				o   ¢2,890,336 correspondiente a pagos dobles efectuados por dicha entidad producto de informes de inspección por cuotas canceladas de más y devolución de aportes. Lo anterior fue comunicado a la Dirección Ejecutiva mediante oficio 293-SC-2013 del 5 de julio del 2013, siendo que, dicha Dirección informó mediante oficio 5912-DE-2013 que toma nota de lo anterior. 

				o   ¢2,888 por suma pagada de más por la C.C.S.S en el informe de inspección 1238-00249-2012-I, misma que fue informada a la Dirección Ejecutiva mediante oficio 383-SC-2013 del 4 de septiembre del 2013. Siendo que dicha Dirección mediante oficio 1861-DE/AL-2012 del 16 de setiembre del 2013 informa que se toma de lo informado.

				o   ¢13,749 la cual obedece al caso de la señora MCSV dado que no corresponde la devolución efectuada por la C.C.S.S., en virtud que la Dirección Ejecutiva mediante oficio 555-DE/CA-2012 del 7 de junio del 2013, remitió resolución 3506-2012 del 7 de junio del 2012 en la cual ordena el archivo definitivo de la deuda por no proceder.

				o   ¢843,454 corresponde a la devolución de cuotas obrero-patronales según resolución emitida por la C.C.S.S, mediante Informe de Inspección de dicha entidad No. 1238-00079-2015-I del 26 de enero de 2015.

				o   ¢9.022 corresponde a la devolución de cuotas obrero-patronales según resolución emitida por la C.C.S.S, mediante Informe de Inspección de dicha entidad No. 1238-00274-2015-I del 09 de febrero de 2015.



				o  El monto de ¢ 37,002, el Subproceso de Ingresos indica mediante correo electrónico del 12/08/2019 que se encuentra en proceso de verificar la naturaleza de los recursos, por lo que se encuentra en estudio

				o  El monto de ¢ 8,368 con oficio SARCL-065-01-2019 la CCSS canceló del informe de inspección 1235-00902-2018-I el monto, sin embrago ya había sido cancelado mediante informe de inspección SARCL-0723-2018.
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Nota 23

				Nota 23:

				Cotización Seguro De Enfermedad y Maternidad



				al 31 de Diciembre de 2019





				Este pasivo se conforma por la cuota patronal del 8.75% que el Fondo de Jubilaciones y Pensiones debe pagar mensualmente a la Caja Costarricense de Seguro Social (C.C.S.S.), según lo estipulado en el artículo 62 del Reglamento del Seguro Salud.



		Cuenta Contable		Entidad				Porcentaje				Monto

		234.00.00		Caja Costarricense del Seguro Social				8.75%				¢590,541,733
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Nota 24

				Nota 24:

				PROVISIONES PARA PENSIONES EN CURSO DE PAGO



				al 31 de Diciembre de 2019



				En esta cuenta se registra la totalidad de los recursos acumulados  generados de las actividades del Fondo de Jubilaciones y Pensiones provenientes en su mayoría de los aportes recibidos de las cuotas obrero patronales-estatales, así como de los intereses netos ganados en inversiones, con el fin de atender las obligaciones que se deriven de los beneficios establecidos reglamentariamente para los jubilados y pensionados actuales así como de los nuevos jubilados y pensionados. 





		Cuenta Contable		Nota				Sub-nota				APORTES POR COBRAR				Detalle				Total



		241.01.00     		22.1								Recursos recibido de reservas en formación								1,176,971,514,074

		241.02.00     		22.2								(Menos) Pago plan de beneficios								602,781,666,426

		241.02.00.1.02.03     						22.2.1				Traslados a otros regímenes				869,721,991



												TOTAL 								₡574,189,847,648
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Nota 25

				Nota 25:

				CUENTAS DE ORDEN DEUDORAS Y ACREDORAS



				al 31 de Diciembre de 2019





				En esta cuenta se registran los saldos de las cuentas por cobrar por concepto de reconocimiento de tiempo servido en otras dependencias o instituciones públicas, de aquellos servidores en condición de propietarios que renunciaron al Poder Judicial. 



				Concepto				Monto

				Cuentas por cobrar por reconocimiento de tiempo servido en otras dependencias o instituciones públicas, de aquellos servidores en condición de propietarios que renunciaron al Poder Judicial. 				₡329,328,038







Volver al Estado de Activos Netos Disponibles para Beneficios

#'Act.%20Netos%20Dispon.%20Beneficios'!C53

Microsoft_PowerPoint_Slide.sldx







Estados Financieros





Al 31 de Diciembre 2019


Fondo de Jubilaciones y Pensiones 








image1.png


~ PODER JUDICIAL















PODER JU

13t deDiciomi 201








image1.emf

Estados Financieros


Al 31 de Diciembre 2019


Fondo de Jubilaciones y 


Pensiones 




image2.jpeg

S







image3.png
Suma de MONTO TOTAL Etiquetas de columna|

Euquetas de fia
~<asisizote
208
- Trim.2
may
jn
- Trim3
o
ago
sep
TAms
oct
nov
ac
-2019.
“tim1
e 16251052062
feb 108,820,086 56
mar 10500401322
- Trim.2 318,183,355.92
abr 105,06573673
may 10642073110
fun 106.,696,888.09
- Trim3 325,854,062.88
Ju 105,05821295.
ago 111,448,550.95
£ 108,647.28998
- Trim.4 327,834,297.90
ot 11017927476
nov. 108,701,854 37

dic 108.953.168.77

JUBILADO

8572.5%8.12
28,736,626.31
87,085,751.32
28,909,110.85
20,033,354.15
20,113,286,
88,193,624.25
20.174.521.91
20,344,006.40
20,675,005.04
387,886,872.30
94,508,371.57
46,608,550 60
15.320,051.61
2256076076
95,332,206.50
31,503.418.17
3176303886
32065.749.50
97,837,456.09
214034795
2289865515
2279645299
100,208,837.71
330272862
3044122016
3374031223

Total

neral
14,871.40
971,716,344.68
135,434,891.46
857259.12
125,862.208.34
429,953,507.18
13173257118
163588,063.35.
13462287265
408,377,946.02
13417697049
82,236,390 27
18901458526
173,093,618.60
470,843,401.57
200,110,480 42
124.150,138.17
137,564.773.98
413,516,562.45
136.560,154.90
138,183,760.96
138.762.637.50
423,691,518.97
138,008,560.90
14434721510
14124574207
428,043,135.61
143206,561.08
142.143,008.53
693.481

‘Suma de MONTOTOTAL

25000000000
20000000000

15000000000

EsTADO -
100000000.00 »IUBILA00
nacTvo
5000000000
-=

may jun jul 350 sep oct nov Gic ene b mar sbr may n jul 350 5ep oct nov dic

Tan2  Tam3  Tam4  Tami  Tim2  Tim3  Tame
<as/spo1s 018 s
Ao+ Trimestres = FEGHA = +=




image4.emf
Certificación  017-PI-2020.pdf


Certificación 017-PI-2020.pdf
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

N.° 0017-P1-2020

MPM. OSLEAN MORA VALDEZ, JEFE
PROCESO DE INVERSIONES

MACROPROCESO FINANCIERO CONTABLE, PODER JUDICIAL

CERTIFICA:

Que los recursos econdmicos producto de la aplicacion del rebajo denominado “comision
por gastos administrativos del cinco por mil” segun el articulo N.° 239 de la Ley N.° 9544
que “Reforma el Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial™, con destino
a financiar la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder
Judicial, se acreditan a la Cuenta Platino N.° 229-0000032-9 que mantiene dicho Fondo
en el Banco de Costa Rica, en la cual se reconocen intereses del 5.10% anual sobre saldos
bancarios, siendo que con corte al 31 de diciembre de 2019 se mantiene la suma del
principal por ¢2,707,824,834.66 (Dos mil setecientos siete millones ochocientos

veinticuatro mil ochocientos treinta y cuatro colones con 66/100).

OSLEAN MORA Firmado digitalmente

por OSLEAN MORA

VALDEZ VALDEZ (FIRMA)
Fecha: 2020.01.17
(FI RMA) 13:47:10 -06'00'

ES CONFORME. Extiendo la presente en la ciudad de San
José, a las nueve horas del diecisiete de enero de dos mil

veinte.

OMV/CGS -
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|. INFORMACION GENERAL.

En atencién a lo dispuesto por el Consejo Superior, en sesiones 33-14 del 10 de abril
de 2014, articulo XCIX y 53-14 del 10 de junio de 2014, articulo XCIV, el
Macroproceso Financiero Contable (FICO) realizé el analisis comparativo de titulos
valores del Poder Judicial, con los estados remitidos por los entes bancarios, que
comprende las siguientes cuentas:

Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial
Contaduria Judicial

Fondo de Socorro Mutuo

Fondo de Emergencias

Ingresos sobre Cuentas Corrientes Judiciales

El procedimiento que se realiza consiste en constatar los instrumentos financieros, que
respaldan las inversiones con titulos valores desmaterializados?, asi como los titulos
valores fisicos, relativos a las negociaciones directas efectuadas con recursos
econdémicos de las diferentes carteras que se administran. Lo anterior, contiene la
informacion con corte al 31 de diciembre de 2019.

Al respecto es de indicar que, en el mes de mayo el Custodio del Banco de Costa Rica
(BCR), sin previo aviso cambi6 el formato y contenido del estado de cuenta que remite
mes a mes, donde refleja las inversiones realizadas por el Poder Judicial y que
custodia dicho Banco en Délares, Colones y UDES el cual es insumo para realizar la
conciliacion, siendo que, se analiza el nuevo formato del estado de cuenta y se
determina que no es factible extraer la informacién necesaria para realizar la misma.

Dado lo anterior, mediante oficio N° 508-TI-2019 del 10 de junio de 2019, se solicit6 lo
siguiente al BCR:

[...] de la forma méas atenta se solicita remitir el estado de cuenta con el formato
anteriormente utilizado, o bien se realicen mejoras en el nuevo reporte, a fin de
que esta oficina tenga los insumos necesarios para poder realizar la citada
conciliacién, siendo que, hasta que no se cuente con dicha informacion la
misma no se puede llevar a cabo.

Por lo antes expuesto, de manera respetuosa solicitamos que en futuros casos
se indique previamente a esta Institucion cuando se vayan a realizar cambios
como los comentados, a fin de prever cualquier inconveniente como el que nos
ocupa.”

Por lo que, a solicitud del BCR el 17 de junio de 2019 se efectu6 reunién con
representantes de dicha entidad bancaria con el fin de valorar la posibilidad de que
remitieran en el formato anterior los estados de cuenta, sin embargo, el BCR expone
gue el cambio obedece a un requerimiento de SUGEVAL y que la Institucion realizé
una gran inversion al respecto, por tal razén no es posible realizar cambio al formato o
estructura de dichos estados, por lo que recomiendan acceso a la informacién por

1Son anotaciones en cuenta que carecen de un documento fisico.

| 0
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medio del Web Service, ademas se acordd que se enviaria los estados de cuenta en
formato XML, lo cual fue recibido mediante correo electronico del 09 de julio de 2019
con oficio BCR-CEV-93-2019.

Se coordind con varias personas servidoras de esta Institucién, dentro de los cuales
de la Direccion de Tecnologia de la Informacion (DTI), con el propésito de convertir la
informacién contenida en el archivo de XML de manera que fuese funcional para
realizar la conciliacion, no obstante, no fue factible.

Respecto a la herramienta ofrecida por el BCR (WEB Service), se remitieron a la DTI
los documentos facilitados por dicho banco con el fin de que valoren la posibilidad de
obtener informacion que facilite ejecutar la conciliacion, de lo cual dicha Direccién
indicé mediante correos del 06 y 09 de setiembre de 2019:

“...] En este momento nos encontramos de lleno en los ajustes contables, por lo que este
requerimiento lamentablemente no podria ser atendido este afio, debido a las estrictas
fechas establecidas por Supen para el cumplimiento de los catalogos contables”.

“[...] si es solo el consumir el servicio y generar un reporte plano de la informacién
retornada de los faciales e intereses de los titulos, el tiempo estimado podria ser de 3 a 4
semanas.”

En virtud de la imposibilidad expuesta, se procedié a extraer del estado de cuenta la
informacién correspondiente a los principales de los Titulos Valores en Délares,
Colones y UDES los cuales se revisaron y coinciden con los registros del Poder
Judicial, en excepcién a $10.300.358,57 en inversiones, no adjuntos en el estado de
cuenta.

En cuanto a los cupones de igual forma se realizaron varios intentos con el propésito
de determinar el método mas adecuado para ejecutar la conciliacién de éstos, lo cual
genero la inversion de tiempo y esfuerzo dado la complejidad de la estructura de la
informacion contenida en el estado de cuenta, producto de lo cual se identificd que no
todos los cupones se reflejaban en dicho estado, gue algunos se muestran agrupados
por numero de ISIN y fecha de vencimiento por lo gue no es factible conciliarlos uno a
uno, asi mismo se identific6 que algunos cupones presentan tasas y montos de interés
gue difieren a los registrados por el Poder Judicial.

Dado lo anterior, a continuacion, se presentan los anexos donde se muestra el analisis
realizado:
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I.I. FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL

Andlisis comparativo de Titulos Valores
Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial

Al 31 de diciembre del 2019

| COLONES | DOLARES | UDES |
Notas | LIBROS I BANCOS | LIBROS | BANCOS | LIBROS BANCOS |
Principales €378.711.532.236,97 ¢378.711.532.234,81 $74.032.188,95 $63.731.830,38  108.447.683,93 108.447.683,93
Intereses 196.883.520.880,93 172.705.944.729,22 15.567.865,59 13.305.199,83 2.865.347,05 2.715.898,25
Total registrado [ €575.595.053.117,90 €551.417.476.964,03 $89.600.054,54 $77.037.030,21 _ 111.313.030,98 111.163.582,18 |
Banco Nacional
Diferencias de redondeo 0,19
BCR Custodio
Diferencia en principales 10.300.358,57
Diferencias de redondeo 2,16
Constiltas efectuadas 1 24.177576.151,71 $2.262.665,57 149.448,80
Diferencia por metodologia
Inversiones de otras dependencias
Saldos ajustados [ €575.595.053.117,90 || €575.595.053.117,90 | $89.600.054,54]  $89.600.054,54]  111.313.030,98 | 111.313.030,98 |
Diferencia [ 20,00 |[ 20,00 $0,00 | $0,00 | $0,00 | $0,00 |

Notas:

(1) Mensualmente, se reportan las diferencias a las entidades bancarias y a la Unidad de Inversiones para los ajustes correspondientes. Estas diferencias obedecen principalmente a
cupones que de los cuales el Banco no refleja la informacion en el estado de cuenta. Respecto a la diferencia presentada en délares ($2.262.665,57) se compone de $ 2.263.146,78 de
cupones que no se reflejan en el estado de cuenta y -$481.21 que se encuentran de mas en las operaciones del Banco.

(2) Por metodologia, el Banco y/o Custodio reporta cupones en los estados de cuenta, que el SCI no los reporta por fechas de vencimiento, y/o incluye cupones de los titulos

valores de tasa variable, que se presentan desactualizados en los estados de cuenta.

Para el mes de diciembre de 2019, en el andlisis comparativo de la informacion
brindada por los emisores y ente custodio, con los controles que para los efectos se
llevan de los instrumentos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial,
en forma atenta, se indican las observaciones siguientes:

Operaciones reportadas por el Custodio BCR:

1. Dado el nuevo formato del estado de cuenta se presenta una diferencia
significativa entre el dato del Poder Judicial y la informacion remitida por el
custodio en principales por $10.300.358,57 en virtud de que no se remitio la
informacién y en cupones por la suma de ¢24.177.576.151,71, $2.262.665,57 y
149.448,80 en UDES, las cuales obedece a las siguientes razones:

a. No se incluyeron en el estado de cuenta algunas operaciones y sus
cupones (¢19.484.713.234,90, $2.263.146,78).

b. Se muestran operaciones agrupadas por nimero de ISIN y fecha de
vencimiento y no por operacion de compra conforme lo registra el Poder
Judicial y se detallaba anteriormente por el Custodio.

c. Los montos y tasas de interés de algunos de los cupones difieren a los
registrados por el Poder Judicial y con lo informado anteriormente por el
Custodio (¢4.692.862.916,81, $481,21, UDES 149.448,80).

Por lo cual mediante oficio N° 26-TI1-2020 se remite consulta al BCR al respecto, a fin
de subsanar dichas diferencias.

Es menester citar, que con oficios N° 696-TI-2019, 787-TI-2019, 809-TI-2019, 914-TI-
2019 y 965-TI-2019, se enviaron al BCR las diferencias presentadas en las
conciliaciones de los meses de junio, julio, agosto, setiembre, octubre y noviembre de
2019, de lo cual en correo electrénico de fecha 25 de noviembre de 2019, se recibio
por parte del BCR oficio BCR-CEV-173-2019 de fecha 25 de noviembre de 2019, el
cual cita en lo que interesa respecto a las diferencias presentadas en el mes setiembre
de 2019:

e Con referencia a los 2 casos; en los cuales se evidencia la duplicidad de
cupones Yy faciales, esta situacion se elevé al soporte técnico para su revision y
ajuste. Con respecto al facial de ¢91.000.000,00 que no muestra cupones
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generados, indicado en el caso 1, de igual forma se solicitd a los encargados

del &rea de tecnologia su atencién y solucion.

que para las emisiones cuya tasa sea variabl

En cuanto a los cupones que presentan diferencias en tasa, o que ocurre es

e el sistema calcula los cupones

futuros con relaciébn a la Ultima tasa conocida del cupdn vigente, esto
considerando que la emision es tasa béasica pasiva del inicio de cada periodo.

e Es importante considerar que la atencién de los incidentes reportados a TI
depende de las prioridades institucionales y los ciclos de trabajo definidos por
dicho departamento. Por lo tanto, en el momento que recibamos notificacién de
la implementacion de los cambios les serd comunicado oportunamente.

[ )

En cuanto a los cupones reflejados en el estado de cuenta de forma agrupada,

el sistema SAVE realiza la agrupacion en el estado de cuenta por emision con

el fin de manejar un estandar en la informacié
sugerencia de incluir el campo fecha de venci

n que se presenta. Respecto a la
miento de la operacion, la misma

sera valorada a lo interno y con el departamento de tecnologia

A la fecha de este informe, se esta la espera de la respuesta por parte de la Entidad

Bancaria de los oficios 787-T1-2019, 914-TI-2019

y 965-TI-2019, ademas de la

propuesta para la fecha probable de reunion solicitada.

[.I.I. CUENTAS ADMINISTRADAS PODER JUDICIAL

En el analisis de las cuentas administrativas del mes de diciembre de 2019, no se
anotan observaciones, ya que corresponden a instrumentos emitidos por los mismos

entes financieros.

Macroproceso Financiero Contable
Subproceso de Ingresos
Unidad de Cuentas por Cobrar
Anélis comparativo de Titulos Valores
Cuentas administrativas Poder Judicial
Al 31 de diciembre 2019

Fondo Socorro Mutuo
Colones UDES
28.000,00
701,95

Contaduria Judicial
Libro
¢0,00
¢0,00

Notas
Principales
Intereses

Cta, intereses sobre Cte, Judiciales
Colones UDES
20.612.667,37
1.994.344,28

Fondo de Emergencia
Colones
4.088.875.000,00
117.416.111,51

Total registrado en libros €0,00 ¢28.701,95

€0,00 €22.607.011,65 4.206.291.111,51

Informacién Estados Bancarios
Banco de Costa Rica
Principales
Intereses
Consultas efectuadas
Ajustes por redondeo

28.000,00
700,00

1,95

©4.088.875.000,00
©117.617.155,19
(201.043,68)

20.612.667,37
1.994.344,28

Total informacién Estados Bancarios 28.701,95

v

22.607.011,65 4.206.291.111,51

Diferencia

v

(0,00)

Notas:

(1) Con respecto a la diferencia reflejada en el Fondo de Emergencias (¢201.043,68) se conculté al Proceso de Inversiones.

Operaciones reportadas por el BCR:

Con respecto a la diferencia presentada en el Fondo de Emergencias, por un monto de

¢201.043,68 la misma obedece a un dia de interés
CDP N° 65223498 se realiz6 el 11 de septiembre de

diario por cuanto la compra del
2019 y se ingreso la inversion en

el Sistema de Cartera de Inversiones el 12 de septiembre de 2019, de igual forma el
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Banco debe cancelar el monto de 180 dias de intereses, el Proceso de Inversiones
comunica que la modificacién contable se realizara el dia del vencimiento del CDP.

[I. SEGUIMIENTO Y CONCLUSIONES

En términos generales se considera que los resultados del analisis comparativo de
instrumentos son satisfactorios, con excepciéon de la conciliacién de los cupones que
corresponden a operaciones contenidas en el estado de cuenta remitido por el BCR,
asi como el monto de $10.300.358,57 en inversiones no adjuntos en dicho estado,
siendo que las diferencias mas significativas en el Fondo de Jubilaciones y Pensiones
se debe a:

e Que, a partir del mes de mayo de 2019, el Custodio del Banco de Costa Rica
(BCR), sin previo aviso cambi6 el formato y contenido del estado de cuenta que
remite mes a mes, donde refleja las inversiones realizadas por el Poder Judicial
y que custodia dicho Banco en Doélares, Colones y UDES el cual es insumo
para realizar la conciliacion, siendo que como se expuso en la informacién
general de este informe.

e Por lo que el Poder Judicial realiza la conciliacion de manera distinta de cémo
se venia realizando, por cuanto se requiere manipular los datos del estado de
cuenta remitidos por el Custodio para lograr conciliarlos con los datos
generados en los reportes del sistema de carteras de inversion del Poder
Judicial.

e Que, en algunos cupones que se lograron conciliar, se presentan diferencias
entre el monto del Poder Judicial y el contenido en los estados de cuenta del
BCR.

e Que, de las diferencias citadas en el punto anterior, algunas obedecen a que,
en los estados de cuenta suministrados por el Custodio del Banco de Costa
Rica, se incluye el calculo de tasas variables, con la tasa del cupén anterior, la
cual no se actualiza mensualmente, como ocurre en el sistema de carteras de
inversion (SCI) del Poder Judicial; no obstante, al efectuar la cancelacion de
vencimientos se verifica el monto correspondiente.

e El monto de $10.300.358,57 en principales de inversiones que se encuentran
en el SCI, sin embargo en el estado de cuenta del custodio correspondiente al
mes de diciembre no estan reflejados.

e Las demas diferencias presentadas en las conciliaciones de los meses
anteriores (de junio a noviembre de 2019) fueron comunicadas al BCR
mediante oficios N° 696-TI-2019, 787-TI-2019, 809-TI-2019, 914-TI-2019 y
965-TI-2019, de los cuales el BCR atendi6 el primero con oficio BCR-CEV-139-
2019 de fecha 10 de octubre 2019 y el oficio N° 809-TI-2019 con oficio N°
BCR-CEV-173-2019 de fecha 25 de noviembre de 2019, recibido mediante
correo electrénico del 15 de octubre de 2019 y 25 de noviembre de 2019
respectivamente, no obstante, a la fecha no se cuenta con respuesta de los
restantes.

e Que, respecto a las diferencias presentadas en el mes de diciembre de 2019,
con oficio N° 26-TI-2020 se remite consulta al Lic. Luis Sanchez Pefaranda,
jefe de Custodia de Valores del Banco de Costa Rica, las cuales se detallan, en
resumen:
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» No se incluyeron en el estado de cuenta algunas operaciones y sus
cupones.

» Para algunas de las operaciones no ha sido posible conciliar los
cupones uno a uno, por cuanto el estado de cuenta del custodio los
agrupa por fecha de vencimiento, al respecto se esta solicitando al BCR
corregir dicha situacion.

» Los montos y tasas de interés de algunos de los cupones difieren a los
registrados por el Poder Judicial y con lo informado anteriormente por el
Custodio.

o Respecto a la herramienta ofrecida por el BCR (WEB Service), se remitieron a
la DTI los documentos facilitados por dicho banco con el fin de que valoren la
posibilidad de obtener informacién que facilite ejecutar la conciliacion, a lo cual
dicha Direccion indic6 mediante correos del 06 y 09 de setiembre de 2019 que
para el afio 2019 no puede ser atendido el requerimiento y que el tiempo
estimado para su ejecucion podria ser de 3 a 4 semanas, por lo que se estara
solicitando nuevamente su atencion para el 2020.

Asimismo, como seguimiento se remite comunicacion a las entidades bancarias,
respecto del andlisis comparativo individual de informe presentado por cada ente
emisor y custodio.

Lcda. Kattia Maria Vargas Pérez
Jefa a.i, Subproceso de Ingresos

PIJVV

C: Unidad de Gestion y Desarrollo de la Calidad.
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1 [bookmark: _Toc30429665]
ANTECEDENTES



El 9 de junio de 1939 se crea el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FJPPJ) fecha en que el presidente de la República, León Cortés Castro, aprobó el proyecto de Ley para crear el Régimen de Pensiones del Colectivo Judicial, presentado por el diputado del Congreso Teodoro Picado.  Lo anterior conlleva a incluir el título “De las jubilaciones y pensiones judiciales” a la Ley Orgánica del Poder Judicial (N.° 8 de 1937).



Esta ley fue promulgada el 7 de julio de 1939 mediante el “Reglamento de la Ley de Jubilaciones y Pensiones”. Reformada por la Ley No. 7333 del 5 de mayo de 1993, publicada en el Alcance No. 24 a la Gaceta No. 124 del 1 de julio de 1993.  Contiene además las reformas introducidas por la Ley de Reorganización Judicial, No. 7728 del 15 de diciembre de 1997, publicada en el Alcance 61-A a la Gaceta No. 249 del 26 de diciembre de 1997.



En la actualidad el FJJPJ se encuentra en una etapa de transición donde, con la aprobación de la ley N°. 9544 en mayo de 2018, se reformó el capítulo IX de las Jubilaciones y Pensiones con el que se creó este fondo, con lo cual se estableció la conformación de una Junta Administradora propia como máximo Órgano de Dirección del citado fondo, grupo colegiado que luego de un arduo proceso de selección entrará en funciones el 03 de febrero 2020. 





2 [bookmark: _Toc30429666]SITUACIÓN ACTUAL



El Fondo se encuentra conformado por los siguientes grupos de beneficiarios:



Cuadro N.º 1

Comparativo de Afiliados 

Fondo Jubilaciones y Pensiones – Poder Judicial



		Afiliados

		Beneficiarios[footnoteRef:1] [1:  Vejez 3.051 personas, Invalidez 397 personas, Sobrevivencia 767 personas.] 


		Relación

(personas)

		Relación



		14.030

		4.215

		3.32

		23.10%





Fuente: Estadísticas de la Superintendencia de Pensiones.

*Noviembre 2019.



Para el cierre del 2019 se cuenta con 18,245[footnoteRef:2] afiliados al Fondo, en comparación con el cierre del año 2018, en el cual se contaban con 17,870 personas, lo que representa un aumento en 375 cotizantes, según el siguiente cuadro comparativo: [2:  Información obtenida de las estadísticas de la página web de la Superintendencia de Pensiones.] 










Cuadro N.º 2

Comparativo de Afiliados 

Fondo Jubilaciones y Pensiones – Poder Judicial

		

		Año 2018

		Año 2019*

		Diferencia



		Funcionarios activos

		13,879

		14,030

		+151



		Jubilados

		3,248

		3,448

		+200



		Pensionados

		743

		767

		+24



		Total

		17,870

		18,245

		+375





Fuente: Estadísticas de la Superintendencia de Pensiones

*Noviembre 2019.



En la actualidad el aporte al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se realiza de manera tripartita, recibiendo recursos los trabajadores con un 13%[footnoteRef:3] (porcentaje se aumentó pasando del 11% al 13% en la Reforma Legal del 22 de mayo de 2018), el Patrono con el 14.36%, el Estado con un 1.24%[footnoteRef:4]. De igual manera, los beneficiarios directos del fondo (Jubilados y Pensionados) cotizan con el 13% sobre el beneficio que reciben mensualmente, así mismo en el texto de la Reforma se estableció que los beneficiarios deben realizar un “aporte solidario” (artículo 236 bis) denominado “Contribución especial, solidaria y redistributiva de los pensionados y jubilados”.  [3:  Información según Ley N°. 9544 el pasado 22 de mayo de 2018, reforma del capítulo de las Jubilaciones y Pensiones. ]  [4:  Porcentaje igual al aporte del Estado al IVM, pendiente de ser reconocido el aumento de 0.66% aprobado en 2016.] 




La Dirección Jurídica en criterio jurídico N°. DJ-480-2019 del 15 de febrero del 2019 y conocido en la sesión de Comité de Inversiones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FJPPJ) del 25 de febrero de 2019, que trata el tema de la normativa a aplicar para la administración del FJPPJ, indicó:



 “Es entendido que el ejercicio de la competencia interna de administración se mantiene como atribución propia a un órgano del Poder Judicial, mas (sic) en lo que corresponde al ejercicio de las competencias externas, estas no quedan en una situación de vacatio en cuanto a su aplicación, toda vez que es la competencia de la Junta la que está sometida a una condición – su integración conforme a derecho- mas (sic) no la competencia externa como tal de la SUPEN, la cual no posee no tiene ningún condicionamiento en cuanto a su ejercicio, y por el contrario, se funda además de la Ley 9544, en la ley 7523.” 



Conforme al criterio anteriormente señalado, el acatamiento a la normativa de la Superintendencia, debe estar cumpliéndose en su totalidad, aun cuando no se encuentre conformada y en funciones la Junta Administradora del FJPPJ, conforme a lo definido en la Ley N°. 9544











3 [bookmark: _Toc30429667]ENTORNO ECONÓMICO NACIONAL





A continuación, se muestran varios gráficos que detallan la tendencia de inflación, tipo de cambio y las tasas de interés del año 2019 que tuvieron sus implicaciones en el Fondo de Jubilaciones y Pensiones:



a) [bookmark: _Toc30429668]Inflación: 

El Índice de Precios al Consumidor (IPC), durante este periodo se mantuvo con una tendencia al alza durante los primeros siete meses del año, antes de la entrada en vigencia de la reforma tributaria, en los restantes meses mostró cierta estabilización cerrando el año en 1.52% (acumulada), sin embargo, aún se encuentra por debajo del límite inferior (2%) del rango meta que estableció el BCCR de un 3%1%, según su Programa Macroeconómico para el bienio del 2019-2020. 



Diversos factores han incidido en el desempeño de este indicador, sin embargo, los que mayor influencia tuvieron, fueron el aumento en el precio de los combustibles y las variaciones abruptas del tipo de cambio del dólar, y como se mencionó, la entrada en vigor de la Reforma Tributaria, no obstante, aún está pendiente las proyecciones del BCCR para el 2020, año en que se podrán medir con mayor precisión las implicaciones de la aprobación del plan fiscal. 



Se presentan a continuación los movimientos en la inflación acumulada y mensual:



Cuadro N.º 3

Detalle Inflación Mensual 

-Año 2019-



		Periodo

		Mensual

		Acumulada

		Periodo

		Mensual

		Acumulada



		Enero 2019

		0.05

		0.05

		Julio 2019

		0.73

		1.70



		Febrero 2019

		0.08

		0.13

		Agosto 2019

		-0.10

		1.60



		Marzo 2019

		-0.14

		-0.01

		Setiembre 2019

		-0.10

		1.50



		Abril 2019

		0.56

		0.55

		Octubre 2019

		-0.07

		1.43



		Mayo 2019

		0.14

		0.69

		Noviembre 2019

		0.21

		1.64



		Junio 2019

		0.27

		0.96

		Diciembre 2019

		-0.12

		1.52





Fuente: Información de la página web del Banco Central de Costa Rica.











b) [bookmark: _Toc30429669]Tipo de Cambio: 

Con respecto al tipo de cambio de compra y venta del dólar en función al colón costarricense, a continuación, se muestra el comportamiento de este macroprecio:

Gráfico N.º 1

Tipo de Cambio Monex

Período 2018-2019



[image: ]

Fuente: Elaboración propia con información obtenida del sitio web del BCCR.



Buena parte del año 2018 se caracterizó por estabilidad en el tipo de cambio, es hasta mediados de agosto que el precio del dólar tuvo una repentina tendencia al alza, que alcanzó máximos históricos de ¢628.85, pero que, a finales de 2018 se agotó la fuerza de la escalada y dio inicio a la caída; es así que para el 2019 se acentuó aún más la tendencia a la baja y a mediados de agosto vuelve al nivel que traía justo un año atrás. Estas variaciones se pueden explicar por la presión que tuvo a finales del 2018 el Gobierno Central por captar recursos para cumplir sus compromisos, lo que obligó a subir los niveles de rendimiento del mercado de valores tanto en colones como dólares, en estos últimos se observó nivel de tasas extremadamente altas, por lo que atrajo mucho interés de ahí que se volcara el mercado a comprar divisas presionando el precio.



Situación que tuvo un revés al ser aprobado el plan fiscal y orientó a la baja tanto los niveles de rendimientos, así como el tipo de cambio en el 2019, obteniendo una apreciación de la moneda local del 5.88% durante ese año. 











c) [bookmark: _Toc30429670]Tasas de Interés: 

Las tasas de interés observadas, tomando como referencia la Tasa Básica Pasiva (TBP), en el 2019 la cual mantuvo cierta estabilidad durante el primer trimestre, justo antes que entrara en vigor la reforma tributaria, dio inicio a algunas escaladas bruscas, tocando los niveles más altos de esta tasa de referencia desde el ajuste metodológico de 2016, ya para julio 2019 retomó sus niveles habituales y a partir de ahí algunas disminuciones interesantes cerrando el año en niveles de 5.75%. A continuación, se visualiza mejor el comportamiento en los últimos dos años:



Gráfico N.º 2

Comportamiento Tasa Básica Pasiva

Años 2018-2019



[image: ]

Fuente: Página web del BCCR.





d) [bookmark: _Toc30429671]Rendimientos en Mercado:

Considerando las variaciones macroeconómicas que ha enfrentado el país en los últimos años, como fluctuaciones del tipo de cambio, el crecimiento de la economía que se ha visto desacelerado, el Ministerio de Hacienda con una clara necesidad de ajustar los niveles de tasas, así como el ajuste de los rendimientos de la Fed en Estados Unidos, son elementos que se trasladan al mercado de valores y a las tasas de interes locales.



A continuación se muestra el cambio sufrido a nivel de mercado en las curvas de rendimiento comparando diciembre tanto de 2018 como de 2019:





Gráfico N.º 3

Comparativo Curva de Rendimientos en Colones 

2018 – 2019



[image: ]

Fuente: Elaboración propia con información del Vector de Precios de Valmer. 



Es evidente el fuerte ajuste en rendimientos a la baja en los tipos en colones en todos los tramos de la curva, a partir de esto el Ministerio de Hacienda ha tenido un mayor dinamismo en las negociaciones, como parte del nuevo perfil de deuda que está tratando de implementar. 



A continuación se muestra el comparativo de curvas de rendimientos en dólares:



Gráfico N.º 4

Comparativo Curva de Rendimientos en Dólares 

· 2018 y 2019 -



[image: ]

Fuente: Elaboración propia con información del Vector de Precios de Valmer. 



En el último año la disminución en los rendimientos en dólares es más que notorio, empujados por los ajustes efectuados por la reserva de los Estados Unidos, en nuestro país Hacienda ha dejado de interesearse en las divisas, descinsentivando la colocación en mercado primario de emisiones de esta naturaleza y sustituyendolo por la colocación de “Eurobonos” y financiamientos multilaterales con tasas más accesibles.



4 [bookmark: _Toc30429672]CARTERA DE INVERSIÓN



[bookmark: _Toc30429673]4.1	Portafolio Total:



A lo largo del tiempo, el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial ha acumulado reservas (como se puede visualizar en el siguiente gráfico), desde el año 2015 al 2019, se percibió un incremento en términos de valores faciales de la cartera de inversión, debido a las diferentes colocaciones durante ese plazo. 



Gráfico N.° 5

Crecimiento de Cartera

Periodo 2015 a 2019

[image: ]

Fuente: Sistema de Inversiones del Poder Judicial sobre el FJPPJ.



Para cierre del 2019, el aumento en términos de valor absoluto es de ₡ 42,275,576,340.20, lo que representa un 7.64% comparado con el cierre del año anterior (diciembre 2018), demostrando el crecimiento del Fondo y la constante acumulación de reservas. Lo anterior se explica entre otros factores por la reinversión de flujos, desaceleración en el crecimiento de las obligaciones y el aumento en el aporte obrero definido por la reforma legal aprobada en mayo 2018, si bien es cierto, es importante señalar que pese a la reevaluación de la moneda local (5.88%) que impactó en el último año la porción en divisas extranjeras, se tuvo un crecimiento fuerte y sostenido, gracias a la gestión de la cartera. 

[bookmark: _Toc30429674]4.2	Composición del Portafolio:



Al cierre del 2019 luego de condiciones económicas muy volátiles y de incertidumbre, se obtienen los siguientes resultados en cuanto a la gestión de la cartera:

a) [bookmark: _Toc30429675]Moneda:

Gráfico N.° 6

Distribución de la Cartera por Moneda

- 2019 -

-Datos en Colones-



[image: ]

Fuente: Sistema de Inversiones del Poder Judicial sobre el FJPPJ.



Del anterior gráfico podemos extraer que la mayor concentración de la cartera el 68%, es en colones, moneda en la cual se tienen las obligaciones del Fondo; la porción en dólares ha crecido sustancialmente en los últimos años, para este periodo representa el 14% de los activos, concordante con la estrategia de diversificación con adquisición de Fondos Inmobiliarios, que en su mayoría son emisiones en moneda extranjera. 



Con respecto a los UDES, la tendencia a disminución del valor de respresentación en la cartera se mantiene, se pasó de un 20.52% en el 2018 y al cierre de 2019 se alcanza un 18%, esto no significa que se hayan vendido posiciones sino que relativamente tienen un menor peso dentro del total de cartera, por el aumento del saldo administrado. Todo lo anterior en cumplimiento con la estrategia de inversión definida por los Comités de Inversiones y Riesgos.



Gráfico N.° 7

Distribución de la Cartera de Deuda[footnoteRef:5] [5:  Excluye las inversiones en Fondos Inmobiliarios. ] 


Por Moneda y Fecha de Vencimiento

- 2019 -

-Datos en Colones-



[image: ]

Fuente: Sistema de Inversiones del Poder Judicial sobre el FJPPJ.



Los intrumentos de deuda representan el 93.23% de la totalidad de la cartera, al analizar el gráfico se puede determinar que las inversiones en UDES vencen en su totalidad en el año 2022 lo que representará un flujo importante de recursos para ese año, en dólares, para este corte alcanzan el 7.66% de la cuantía total de la cartera administrada y finalmente en colones existe importantes vencimientos para el 2020 y el 2025. 



Se excluye del gráfico la porción de la cartera en dólares que se encuentra invertida en participaciones de Fondos Inmobiliarios el cual es de 5.91%, estos no tienen una fecha cierta de vencimiento. 

b) [bookmark: _Toc30429676]Emisores:



El FJPPJ tiene autorizados mediante Política de Inversiones, aprobada por Corte Plena, emisores del sector público y del sector privado, segmento en el cual se tiene importantísimo avance durante este año, toda vez que se pasaron de 11 emisores en 2018 a 20 para el 2019 a continuación se detallan los emisores de los instrumentos en cartera de inversión:



Cuadro N.° 4

Distribución de la Cartera por Emisor

- 2019 -

-Datos en Colones-

[image: ]

Fuente: Sistema de Inversiones del Poder Judicial sobre el FJPPJ.



Bajo la estructura aprobada y las condiciones del mercado costarricense, se observa que el 73.75% de la cartera se encuentra invertida en instrumentos del Ministerio de Hacienda, con la entrada en vigencia de la nueva Política de Inversiones y adopción del Reglamento de Gestión de Activos se tuvo un fuerte avance en cuanto a la distribución de la cartera, donde se incluyó emisores privados calificación AAA y AA. 



Por otro lado, también se continuó con el reposicionamiento de Participaciones de Fondos Inmobiliarios, se inició con los fondos Administrados por BCR SAFI e Improsa SAFI a finales del 2017, mientras que a la fecha del presente infome se cuenta cinco sociedades. 



A continuación el detalle de las variaciones en cuanto a emisores entre un periodo y otro: 



Cuadro N.° 5

Comparativo de Distribución de la Cartera por Emisor

- 2019 -

-Datos en Colones-
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Fuente: Sistema de Inversiones del Poder Judicial sobre el FJPPJ.



c) [bookmark: _Toc30429677]Instrumentos Valorados:



La cartera del FJPPJ se encuentra distribuida en dos tipos de instrumentos: los estandarizados (son títulos negociables a través de Bolsa Nacional de Valores -BNV-) y los no estandarizados o de ventanilla, que son negociaciones realizadas directamente con el emisor, los cuales tienen condiciones únicas (fecha de vencimiento, plazo, etc) y que no pueden ser negociados a traves de la BNV. 



Cabe resaltar que, a partir de julio de 2018 se procedió a registrar en el Vector de Precios, servicio brindado por Valmer Costa Rica, la totalidad de instrumentos no estandarizados, por lo cual todo el portafolio se encuentra referenciado a precios sugeridos por el Vector de Precios. A continuación se muestra la distribución de esta cartera en cuanto a tipo de título, donde resalta la posición estandarizada con un 67% del total de la cartera administrada:



Gráfico N.° 8

Distribución de la Cartera 

Según Tipo de Deuda

- 2019 -

-Datos en Colones-
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Fuente: Sistema de Inversiones del Poder Judicial sobre el FJPPJ.



d) [bookmark: _Toc30429678]Tipo de Tasa:



En el mercado costarricense se tienen dos tipos de instrumentos bursátiles de deuda, tasa fija y tasa ajustable. El primero se caracteriza por mantener un flujo constante durante todo el plazo de la colocación, mientras que, en el segundo caso, los flujos de pago son variables conforme a los ajustes del mercado; el interés a pagar normalmente es referenciado a una tasa de interés, por ejemplo: Tasa Básica Pasiva, Tasa Libor, Tasa Prime, entre otras. Seguidamente se muestra la distribución de cartera según estos rubros:



Cuadro N.° 6

Distribución de la Cartera 

Según Tipo de Tasa

- 2019-

-Datos en Colones-

		Tipo de tasa

		Valor Facial

		%



		 Tasa Ajustable 

		 ₡       64,961,503,875.73 

		11.88%



		 Tasa fija 

		 ₡     482,035,341,026.43 

		88.12%



		 Total 

		 ₡     546,996,844,902.16 

		 





Fuente: Sistema de Inversiones del Poder Judicial sobre el FJPPJ.





e) [bookmark: _Toc30429679]Cartera de préstamos:



[bookmark: _Hlk30423515]En la Ley 9544 Reforma del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se definió lo siguiente: 



“[…] La Junta Administradora, bajo su responsabilidad, invertirá los recursos acumulados del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en las mejores condiciones de mercado, de manera tal que prevalezcan los criterios de seguridad, liquidez y rentabilidad. Dicha Junta está autorizada para colocar los recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en las siguientes posibilidades de inversión: a) Hasta un veinticinco por ciento (25%) del Fondo, en operaciones de crédito por intermedio de instituciones bancarias del Estado, cooperativas, cajas de ahorro, asociaciones y sindicatos de servidores, jubilados o pensionados del Poder Judicial, que cuenten con la plataforma que les permita administrar dichos recursos y estén supervisadas y autorizadas por la Superintendencia General de Entidades Financieras (Sugef) …”



De acuerdo con lo anterior, la Junta Administradora que inicia funciones a partir del 3 de febrero de 2020, debe definir la reglamentación correspondiente para la Cartera de Préstamos con recursos del FJPPJ. Al corte del presente informe no se tienen préstamos vigentes. 



f) [bookmark: _Toc30429680]Control de Límites:



Conforme a lo establecido en el Reglamento de Gestión de Activos de la Superintendencia de Pensiones, del ejercicio del control de límites de la cartera de inversiones, en razón al valor de mercado de dicho portafolio, puede apreciarse a continuación el siguiente detalle:



[image: ]

Fuente: Elaboración propia con datos del SCI y Estados Financieros.



5 [bookmark: _Toc30429681]GESTIÓN DE COLOCACIÓN



Los recursos económicos recibidos durante este periodo, fueron susceptibles de colocación a través de mercado bursátil (mediante la plataforma “SIOPEL” de la Bolsa Nacional de Valores), subastas y negociaciones directas con los emisores de instrumentos financieros y bursátiles, a continuación, el detalle de las colocaciones del FJPPJ,  durante el periodo en análisis:



Gráfico N.º 9

Rendimiento Promedio Mensual

Compras en Colones

Año 2019



[image: ]

Fuente: Sistema de Inversiones del Poder Judicial sobre el FJPPJ.



Con respecto a las colocaciones en colones durante el primer semestre se dieron compras al corto plazo, ya para julio, agosto y setiembre se efectuó la adquisición de algunos instrumentos de más largo plazo con el fin de mejorar el perfil de la deuda. Para el cierre del año, se retomó el corto plazo dadas dos condiciones: pago de planillas del año 2020 y la adquisición de instrumentos de emisores del sector privado, lo anterior por la necesidad de reducir la participación en el sector público, y que actualmente estos emisores únicamente ofertan papel de inversión que no supera el año plazo.



En cuanto a los dólares, si bien es cierto han sido pocas las colocaciones en esta moneda en instrumentos de deuda, las inversiones se han efectuado en momentos donde las tasas de interés se consideran altas, a continuación, el detalle: 









Gráfico N.º 10

Rendimiento Promedio - Plazo Promedio

Compras Dólares 

Año 2019



[image: ]

Fuente: Sistema de Inversiones del Poder Judicial sobre el FJPPJ.



Adicionalmente a la cartera de deuda, se cuenta con participaciones de Fondos Inmobiliarios, instrumentos que en su mayoría se encuentran expresados en dólares y representan un instrumento con oportunidad de diversificación, a continuación, el detalle: 

Gráfico N.° 11

Adquisiciones de Participaciones Fondos Inmobiliarios 

Según Emisor

- 2019 -

-Datos en dólares-

[image: ]

Fuente: Sistema de Inversiones del Poder Judicial sobre el FJPPJ.

6 [bookmark: _Toc30429682]RENDIMIENTO DEL PORTAFOLIO



A continuación, se muestran los resultados obtenidos del rendimiento del portafolio:



Cuadro N.º 7

Rendimiento de la Cartera del FJPPJ

Período 2010 – 2019

		Periodo

		Rendimiento

Nominal

		Inflación

		Rendimiento
Real



		Año 2010

		8.49%

		5.82%

		2.52%



		Año 2011

		6.91%

		4.74%

		2.07%



		Año 2012

		7.27%

		4.55%

		2.61%



		Año 2013

		6.48%

		3.68%

		2.70%



		Año 2014

		7.97%

		5.13%

		2.71%



		Año 2015

		5.10%

		-0.81%

		5.95%



		Año 2016

		7.31%

		0.77%

		6.49%



		Año 2017

		7.67%

		2.57%

		4.97%



		Año 2018

		8.52%

		2.03%

		6.36%



		Año 2019

		7.27%

		1.52%

		5.66%



		Promedio 

		7.30%

		3.00%

		4.20%





Fuente: Elaboración propia con los Estados Financieros del Fondo de Jubilaciones y Pensiones 



El rendimiento nominal a diciembre 2019 fue de 7.27% lo que muestra una significativa disminución con respecto al año anterior, de 125 p.b. sobre todo por la mejoría en las condiciones macroeconómicas del país, la aplicación de la Reforma Tributaria, que trajo confianza en el Gobierno lo que se tradujo en un efecto a la baja de las tasas. La inflación acumulada se redujo en 51 p.b entre un año y otro, lo que permitió amortiguar el efecto de la reducción en tasas haciendo que el rendimiento real alcanzado en este periodo se sitúe en 5.66% (únicamente bajó 70 p.b. en comparación con el año anterior). A continuación, se muestran los promedios a 3, 5 y 10 años: 



Cuadro N.º 8

Rendimientos Promedio del FJPPJ

		Periodo

		Rendimiento 
Nominal

		Tasa Básica 
Pasiva

		Inflación

		Rendimiento
Real



		Promedio 3 años

		7.82%

		5.83%

		2.04%

		5.67%



		Promedio 5 años

		7.17%

		5.77%

		1.22%

		5.89%



		Promedio 10 años

		7.30%

		6.78%

		3.00%

		4.20%





Fuente: Elaboración propia con los Estados Financieros del Fondo de Jubilaciones y Pensiones 



De lo anterior, se debe resaltar que los rendimientos a 1, 3 y 5 años han superado la meta actuarial del escenario base (4.50% de rendimiento real) definido en el último estudio actuarial realizado por el Matemático-Actuario Luis Guillermo Fernández Valverde en el  2019. 


7 [bookmark: _Toc30429683]CONCLUSIONES:



· Es importante indicar que la gestión de la cartera de inversiones del FJPPJ durante el periodo 2019 tuvo un desempeño eficiente y satisfactorio, en un año con condiciones de alta incertidumbre como las importantes variaciones en inflación, cambios repentinos en tendencias del tipo de cambio, la situación fiscal del país y los rendimientos a la baja. 



· Se ha velado por el cumplimiento a cabalidad a la Política de Inversión y el Reglamento de Gestión de Activos. 



· Referente a los límites de inversión establecidos por la Superintendencia de Pensiones en el RGA, es destacable que el 25.32% de la cartera se ubica en una clasificación de instrumentos no autorizados, los cuales deben ser gestionados. Así mismo se destaca que el 3.64% del portafolio se encuentra como exceso en el sector público costarricense, el cual debe ajustarse antes de noviembre 2020.



· La cartera tuvo un aumento en términos de valor absoluto de ₡ 42,275,576,340.20, lo que representa un 7.64% comparado con el cierre del año anterior.



· Se continuó con el aumento en la posición en dólares conforme a la estrategia de inversión adoptada y promovida, aúnque a un paso un poco más pausado pasando de niveles en el año 2018 de un 13% a un nivel 14% para el presente corte.



· Se logró un importante avance durante este año en la diversificación del portafolio del FJPPJ, toda vez que se pasó de distribuir la cartera en 11 emisores (durante 2018) a 20 para el 2019.



· La totalidad de la cartera se encuentra valorada a precios de mercado, dado que se registran las operaciones en ventanilla en el vector de precios contratado (Valmer Costa Rica S.A.). 



· Los rendimientos reales a 1, 3 y 5 años han superado la meta actuarial del escenario base (4.50% de rendimiento real) definido en el último estudio actuarial realizado por el Matemático-Actuario Luis Guillermo Fernández Valverde en el año 2019.



· Pese a que la Ley 9544 Reforma del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial autoriza al préstamo de recursos procedentes del FJPPJ, al corte del presente informe no se tienen préstamos autorizados.



8 [bookmark: _Toc30429684]
RECOMENDACIONES:



· Con la conformación de Junta Administradora del FJPPJ, se sugiere realizar la redacción del Reglamento General, establecido en la Ley N° 9544, donde se contemple lo pertinente a las inversiones del Fondo tomando en consideración el nuevo “Reglamento de Gestión de Activos” y demás normativa emitida por la Superintendencia de Pensiones.



· Se recomienda valorar la estructura administrativa necesaria y demás recursos (humanos, tecnológicos, monetarios, entre otros) óptimos para la eventual aplicación de la normativa del CONASSIF en el accionar del FJPPJ, particularmente lo referente al “Reglamento de Gestión de Activos”, el cual impacta directamente en la composición y límites del portafolio de inversiones, así como en su operativa.



· Propiciar la homologación y estandarización de la normativa interna del FJPPJ con respecto a los lineamientos establecidos por el CONASSIF- SUPEN.



· Se recomienda avalar la estructura del Proceso de Inversiones, sus funciones y niveles de autorización necesarios para la ejecución de las actividades propias de la gestión activa de un portafolio de inversiones.



· Se sugiere retomar el plan de trabajo definido por el Proceso de Inversiones para implementar la participación del FJPPJ en Mercados Internacionales.



· Priorizar la designación de los miembros que conforman los Comités de Inversiones y de Riesgos, así como sus facultades y niveles de autorización que permita el correcto accionar de dichos comités.



· La situación económica del país, volatilidades en el tipo de cambio, así como la presión del Ministerio de Hacienda por reducir los niveles de tasas presentes en el mercado local, debido a lo cual, se recomienda valorar la estrategia de posicionamiento de activos del primer semestre de 2020 y las implicaciones de esto con respecto al R.G. A.
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San José, 17 de octubre de 2019

N° 10769-19

Al contestar refiérase a este # de oficio







Señora

MBA. Roxana Arrieta Meléndez 

Directora interina de Gestión Humana

            



Estimada señora:





Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 86-19 celebrada el 3 de octubre de 2019, que literalmente dice:



[bookmark: _Toc20748647]“ARTÍCULO XIX



Documento N° 10793-19 / 12343-19



En la sesión N° 60-19 celebrada el 4 de julio de 2019, artículo XVII, se tuvo por rendido el informe N° DJ-AJ-207-2019 del 20 de junio de 2019 de la Dirección Jurídica. Asimismo, se hizo ese acuerdo de conocimiento de la Comisión de Acceso a la Justicia y Género, para que estableciera los mecanismos para su divulgación, respecto a los derechos a personas de una población en condición de vulnerabilidad como la LGTBI, cuyos derechos se tutelan en el Derecho Internacional de los Derechos Humanos, la Constitución Política y que a su vez, se reafirman mediante los compromisos concretos asumidos por este Poder de la República para garantizar la no discriminación de esta población. 



Asimismo, en la sesión N° 78-2019 celebrada el 05 de setiembre del 2019, artículo XXIX, se tomó el acuerdo que literalmente dice:



“La máster Roxana Arrieta Meléndez, la licenciada Olga Guerrero Córdoba, el licenciado Carlos Lizano Alfaro y la licenciada Leda Córdoba Montero, por su orden Directora y Subdirectora interina de Gestión Humana, Jefe interino de Administración de Personal y Coordinadora interina de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, mediante oficio N° PJ-DGH-AP-3829-AP-2019 del 23 de agosto de 2019, comunicaron lo siguiente:



“Para conocimiento del Consejo Superior, se remite en alzada el recurso de revocatoria contra el oficio 2283-AP-2019, interpuesto ante la Dirección de Gestión Humana por la licenciada Mayra Centeno Mejía, en su condición de abogada apoderada especial judicial de la señora Clare Goddman Goddchild, compañera sentimental de la exservidora Grettel Román Torres, contra el oficio 2283-AP-2019, por medio del cual se le deniega la pretensión de pensión. Señala para notificaciones la dirección: (…).



1. Antecedentes del caso.



En fecha 16 de febrero 2016, la señora Clare Goddman Goddchild presenta solicitud de pensión en calidad de compañera sentimental de la exservidora Grettel Román Torres, cuyo deceso acaeció el 15 de febrero del 2016.



Con oficio 1131-AP-2016, de fecha 6 de abril 2016, la Dirección de Gestión Humana eleva consulta a la Dirección Jurídica del Poder Judicial, a fin de obtener un criterio legal que permita abordar la solicitud de la señora Goddman Goddchild, lo anterior en razón de que su caso es el primero que trata sobre reclamos de pensión para relaciones de parejas del mismo sexo.



Con fecha 5 de setiembre 2016, la Dirección Jurídica remite el oficio DJ-AJ-2321-2016, en cual señala: “comunico que de momento la Dirección Jurídica no puede emitir el criterio legal solicitado, debido a que está en estudio ante la Sala Constitucional, una acción de inconstitucionalidad Nº 13-013032-0007-CO interpuesta contra el artículo 242 del Código de Familia y el artículo 4º, inciso m) de la Ley de la Persona Joven, reformado por Ley Nº 9155, por estimarlos contrarios a los artículos 7º, 28, 33 y 51 de la Constitución, así como 1.1, 8.1, 11, 17, 24 y 25.1 de la Convención Americana de Derechos Humanos, y 1º, 5º, 14, 23 y 26 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. Lo anterior debido a que la decisión que pueda adoptar la Sala Constitucional puede incidir directamente en el pronunciamiento de esta Dirección sobre el tema en consulta”.



Con base en lo indicado por la Dirección Jurídica, por medio de comunicación vía correo electrónico del 5 de setiembre 2016, se le comunica a la señora Clare Goddman Goddchild, que su solicitud queda pendiente de resolución hasta que la Sala Constitucional emita el fallo correspondiente a la acción de inconstitucionalidad Nº 13-013032-0007-CO.



En escrito recibido el 28 de junio 2018, la señora Goddman Goddchild reitera la solicitud de pensión, argumentado en esta oportunidad que además de haber demostrado la convivencia entre ella y la señora Grettel Román Torres, el Juzgado de Trabajo del Primer Circuito Judicial de Alajuela, ha fallado a su favor en cuanto al reclamo de las prestaciones legales, ahorros en la ASOSEJUD y Fondos de Capitalización Laboral, lo anterior conforme al expediente No. 16-000283-0639-LA. Por lo tanto, reclama se apruebe el derecho de pensión a su favor.



Por correo electrónico de fecha 9 de julio 2018, se le informa a la señora Goddman Goddchild a través de su abogada apoderada especial judicial, que la acción de inconstitucionalidad acogida por la Sala Constitucional no ha sido dictaminada, motivo por el cual la gestión se mantiene pendiente.



Ahora bien, por medio del voto 2018-12782, de fecha 8 de agosto de 2018, la Sala Constitucional resuelve la acción de inconstitucional en estudio y la declara con lugar indicando: “se insta a la Asamblea Legislativa, en el uso de la función constitucionalmente asignada, a que en el plazo de 18 meses, adecue el marco jurídico nacional con la finalidad de regular los alcances y efectos derivados de las relaciones de pareja entre personas del mismo sexo, en los términos expuestos en este sentencia.



En consecuencia, se mantiene la vigencia del inciso 6 del numeral 14 del Código de Familia hasta por el citado plazo de 18 meses.”



Consecuentemente, con oficio 2283-AP-2019, de fecha 7 de junio 2019, se le informa a la señora Clare Goddman Goddchild, que no es factible aprobar su solicitud de pensión, en razón de que, conforme a la normativa actual vigente, la relación entre ella y la exservidora Román Torres, no cumple con la condición se poseer aptitud legal para contraer matrimonio y por lo tanto se deniega la gestión de pensión.



1. Normativa vinculada al caso.



Ley Orgánica de Poder Judicial 7333, artículo 232:



“ ARTICULO 232.- En las condiciones establecidas en este Capítulo, el fallecimiento de un servidor judicial, activo o jubilado, da derecho a sus beneficiarios a una pensión que el Consejo fijará prudencialmente, pero que no podrá ser superior a las dos terceras partes de la jubilación que disfrutaba o pudo disfrutar ni inferior a la tercera parte del último sueldo que percibió, salvo cuando se tratare del cónyuge sobreviviente, en cuyo caso el monto de la pensión será igual al monto de la jubilación que venía disfrutando o tenía derecho a disfrutar el exservidor.



Por beneficiarios, se entienden las personas que el servidor o exservidor judicial designe, si se tratare de su cónyuge, de su compañero o compañera de convivencia durante al menos dos años, de sus hijos o de sus padres. Tal designación deberá hacerse por escrito y dirigida al Consejo.



A falta de esa designación o si la última, por cualquier motivo racional, evidentemente no representare los deseos del causante, se tendrá por beneficiarios a la persona o personas dichas y se distribuirá la pensión entre ellas, en la forma en que el Consejo reglamente y que se ajuste, en lo posible, a los presuntos deseos del fallecido y a las necesidades familiares.



…”



Ley 9544, Reforma al Régimen de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, artículo 228:



Artículo 228- Tienen derecho a pensión por sobrevivencia:



[…]



b) El compañero económicamente dependiente al momento del fallecimiento del jubilado, que haya convivido por lo menos tres años previos al deceso y tuvieran ambos aptitud legal para contraer nupcias, conforme la legislación civil.” (Énfasis agregado).



Código de familia.



“Artículo 14.-Es legalmente imposible el matrimonio:



[…]



6) Entre personas del mismo sexo.”



“Artículo 242.- La unión de hecho pública, notoria, única y estable, por más de tres años, entre un hombre y una mujer que posean aptitud legal para contraer matrimonio, surtirá todos los efectos patrimoniales propios del matrimonio formalizado legalmente, al finalizar por cualquier causa”.



1. Criterio de la Dirección de Gestión Humana.



Conforme a los antecedentes expuestos y fundamentados en la normativa actual, considera esta Dirección que las razones jurídicas que impiden reconocer a la señora Clare Goddman Goddchild el beneficio de pensión que solicita, mantienen su vigencia debido a que el voto de la Sala Constitucional estableció un plazo de 18 meses, para que la Asamblea Legislativa modificara el marco legal de regulación para las relaciones de pareja entre personas del mismo sexo, así como los derechos patrimoniales derivados de esas uniones.



En razón de que a esta fecha la Asamblea Legislativa no ha impulsado las reformas legales que se requieren y debido a que el plazo establecido por la Sala Constitucional no ha fenecido, sostiene esta Dirección el argumento de que a esta fecha no es jurídicamente posible conceder un derecho de pensión a favor de la señora Goddman Goddchild, debido a que a diferencia del juez natural, se adolece de la competencia para interpretar la normativa, debiendo apegar sus actos y resoluciones a lo que explícitamente le imponen las leyes.



Por lo anterior, se remite para conocimiento y valoración del Consejo Superior el reclamo presentado por la señora Clare Goddman Goddchild, a fin de que el órgano superior resuelva conforme a mejor criterio y fundamentación lo procedente para este caso.”



- 0 -



Seguidamente, se trascribe el recurso de revocatoria con apelación en subsidio que literalmente dice:



“Recursos Revocatoria y Apelación en Subsidio contra Resolución 2283-AP-2019 SICE: 1310-2016, notificada el 03-07-2019. 



MSc Roxana Arrieta Meléndez, Dirección Gestión Humana 

Superior de la Dirección de Gestión Humana; y 

Subproceso Administración de Personal 

Correo: gh_docuelectro@poder-judicial.go.cr 



Estimada señora: 



[bookmark: _Hlk22204813]En este acto, quien suscribe MAYRA CENTENO MEJIA, en mi condición de abogada apoderada especial judicial de la señora CLARE GODDMAN GODDCHILD, a quien se le notifica en el correo electrónico señalado notificacionescenteno@gmail.com, la resolución número 2283-AP-2019 SIC:1310-2016, de fecha 7 de junio de 2019, dictada por Licenciada Leda Córdoba Montero, Coordinadora a.i. Unidad de Jubilaciones y Pensiones, y el Licenciado Carlos Lizano Alfaro, Jefe a.i. Administración de Personal, en la cual contestan negativamente la solicitud de pensión interpuesta por mi representada el 26 de febrero de 2016, reclamando la pensión en calidad de compañera sentimental de quien en vida se llamó Grettel Román Torres, servidora judicial, cuyo deceso ocurrió el 15 de febrero de 2016, motivos del recurso, por cuanto dicha resolución no contempla razonamiento alguno de esa decisión, únicamente indica en forma literal y en lo que interesa, lo siguiente: 



“En virtud de lo anterior, su solicitud no puede ser atendida en este momento, toda vez que, de acuerdo con la normativa vigente, su persona y la señora Román Torres no contaban con la aptitud legal dispuesta en la norma citada.” 



I.- Debemos entender entonces que la reforma a la Ley Orgánica del Poder Judicial, en su artículo 228 inciso b) mencionado, al indicar dentro del texto “que no tuvieran ambos aptitud legal para contraer nupcias, conforme a la legislación civil.” Es la base para denegar el reclamo. 



II.- Los firmantes de la resolución están interpretando que no puede hacerse dicho trámite, pese a que no existe razonamiento alguno de ningún tipo, al tenor de las disposiciones de Convenios Internacionales, Opinión Consultiva y demás directrices del Consejo Superior de este Poder Judicial, lo cual violenta el derecho de defensa y roza con el principio de legalidad de grado superior incluso a la Constitución de nuestro país, sin embargo, tal respuesta es omisa cuando existe a la fecha suficiente criterio y directrices incluso de Corte Plena, en donde no puede el Poder Judicial desconocer el mismo voto de la Sala Constitucional No.2018-12783 referido, e incluso opiniones de la Dirección Jurídica del Poder Judicial. 



III.- Hago referencia en forma inmediata al oficio DJ-AJ-207-2019 de fecha 20 de junio de 2019, emitido por el MSc Rodrigo Alberto Campos Hidalgo y la Licda. Silvia E. Calvo Solano, Director Jurídico interino y Coordinadora interina del Área de Análisis Jurídico, que al efecto comunicaron en un caso concreto que evidenciaría la violación a normas del ordenamiento jurídico y de convenios internacionales ya mencionados, causando por ello indefensión por violación al Principio de Igualdad y no Discriminación, los cuales considero están siendo violentados con lo resuelto de no atender la solicitud en este momento. 



IV.- Es inaudito que desde el 2016 en este mismo caso se nos dijo, que el razonamiento era que estaba pendiente una Acción de Inconstitucionalidad, y ya la misma fue resuelta. Creemos que la implementación y la interpretación que están dando en el oficio comunicado es restrictiva y violenta también el derecho de acceso a la justicia que reclama la solicitante. 



En la opinión Jurídica de esta institución el análisis es extenso pero merece apuntarlo en lo que concierne, por las referencias que viene señalando el oficio recurrido, ya que el término “su solicitud no puede ser atendida en este momento” toda vez que de acuerdo a la normativa vigente, no contaba la solicitante con aptitud legal dispuesta en la norma citada, es discriminatoria y trato desigual, contrario a la Opinión Consultiva y a las convenios internacionales que antes indique vendría a comentar con esta opinión jurídica del mismo Poder Judicial que dice: 



“Mediante oficio N° DJ-AJ-207-2019 del 20 de junio de 2019, el máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo y la licenciada Silvia E. Calvo Solano, Director Jurídico y Coordinadora interinos del Área de Análisis Jurídico, respectivamente, comunicaron: 



"En relación al oficio No.2377-18 de 5 de marzo del 2018, suscrito por Kenneth Aguilar Hernández, Prosecretario General interino, le remito el informe solicitado por el Consejo Superior. 



I. Antecedentes: 



Mediante el oficio N° 2377-18 de 5 de marzo del 2018, se comunica el acuerdo del Consejo Superior tomado en la sesión N° 12-18 celebrada el 13 de febrero del 2018, artículo LXXIII, que solicita criterio jurídico en relación a la consulta presentada el 2 de febrero del 2018, por la máster Sandra Saborío Artavia, Jueza Coordinadora del Juzgado de Familia del Segundo Circuito Judicial de Alajuela, acerca de la Objeción de Conciencia dentro del Poder Judicial. Al respecto, la señora Sandra Saborío señaló lo siguiente: 



- Con motivo de la Opinión Consultiva OC-24/2017 de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, realizó una reunión con las personas funcionarias del despacho por las dudas e inquietudes que surgieron en razón de la misma y que provocaron un ambiente negativo. 



- Que una de las funcionarias del despacho manifestó de forma expresa, que no iba a recibir ninguna gestión que implicara personas del mismo sexo, tales como las solicitudes de matrimonio de personas del mismo sexo, a pesar de que esta función es propia de su cargo. 



- El argumento de la funcionaria fue que las relaciones de personas del mismo sexo van en contra de sus principios religiosos. 



Por lo anterior, la Jueza Saborío Artavia consulta si el Poder Judicial permite la objeción de conciencia cuando una persona funcionaria judicial se apega a la misma para no realizar gestiones propias de sus funciones, argumentando que va contra sus principios religiosos, de conciencia, morales, sociales o familiares, y de ser así, de qué forma y bajo cuáles parámetros se concede. La interesada hace énfasis en el hecho de que en otros despachos se han hecho solicitudes de matrimonio entre personas del mismo sexo, y si bien, aún no existen directrices que permitan actuaciones judiciales eficaces, es un tema transversal que involucra a todo el sistema judicial. 



II. Fundamento Normativo: 



A continuación, se transcriben las normas que fundamentan el presente criterio jurídico: 



Constitución Política: 



“Artículo 11.- Los funcionarios públicos son simples depositarios de la autoridad y no pueden arrogarse facultades que la ley no les concede. Deben prestar juramento de observar y cumplir esta Constitución y las leyes. La acción para exigirles la responsabilidad penal de sus actos es pública.” 



“Artículo 29.- Todos pueden comunicar sus pensamientos de palabra o por escrito, y publicarlos sin previa censura; pero serán responsables de los abusos que cometan en el ejercicio de este derecho, en los casos y del modo que la ley establezca.” 



“Artículo 33.- Toda persona es igual ante la ley y no podrá practicarse discriminación alguna contraria a la dignidad humana.” 



“Artículo 41.- Ocurriendo a las leyes, todos han de encontrar reparación para las injurias o daños que hayan recibido en su persona, propiedad o intereses morales. Debe hacérseles justicia pronta, cumplida, sin denegación y en estricta conformidad con las leyes.” 



“Artículo 75.- La Religión Católica, Apostólica, Romana es la del Estado, el cual contribuye a su mantenimiento, sin impedir el libre ejercicio en la República de otros cultos que no se opongan a la moral universal ni a las buenas costumbres.” 



“Artículo 154.- El Poder Judicial sólo está sometido a la Constitución y a la ley, y las resoluciones que dicte en los asuntos de su competencia no le imponen otras responsabilidades que las expresamente señaladas por los preceptos legislativos.” 



Declaración Universal de los Derechos Humanos: 



“Artículo 7.- Todos son iguales ante la ley y tienen, sin distinción, derecho a igual protección de la ley. Todos tienen derecho a igual protección contra toda discriminación que infrinja esta Declaración y toda provocación a tal discriminación.” 



“Artículo 18.- Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia, y de religión; este derecho incluye la libertad de cambiar de religión o de creencia, individual o colectivamente, tanto en público como en privado, por la enseñanza, la práctica, el culto y la observancia.” 



Convención Americana de Derechos Humanos: 



“Artículo 12.- Libertad de Conciencia y de Religión. 



1. Toda persona tiene derecho a la libertad de conciencia y de religión. Este derecho implica la libertad de conservar su religión o sus creencias, o de cambiar de religión o de creencias, así como la libertad de profesar y divulgar su religión o sus creencias, individual o colectivamente, tanto en público como en privado. 



2. Nadie puede ser objeto de medidas restrictivas que puedan menoscabar la libertad de conservar su religión o sus creencias o de cambiar de religión o de creencias. 



3. La libertad de manifestar la propia religión y las propias creencias está sujeta únicamente a las limitaciones prescritas por la ley y que sean necesarias para proteger la seguridad, el orden, la salud o la moral públicos o los derechos o libertades de los demás.” (…) 



“Artículo 13.- Libertad de Pensamiento y de Expresión. 



1. Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento y de expresión. Este derecho comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole, sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o artística, o por cualquier otro procedimiento de su elección. 



2. El ejercicio del derecho previsto en el inciso precedente no puede estar sujeto a previa censura sino a responsabilidades ulteriores, las que deben estar expresamente fijadas por la ley y ser necesarias para asegurar: a) el respeto a los derechos o a la reputación de los demás, o b) la protección de la seguridad nacional, el orden público o la salud o moral públicas.” 



Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos: 



“Artículo 18.- 



1. Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia y de religión, este derecho incluye la libertad de tener o adoptar la religión o creencias de su elección, así como la libertad de manifestar su religión o creencias, individual o colectivamente, tanto en público como en privado, mediante el culto, la celebración de los ritos, las prácticas y la enseñanza. 



2. Nadie será objeto de medidas coercitivas que puedan menoscabar su libertad de tener o de adoptar la religión o creencias de su elección. 



3. La libertad de manifestar la propia religión o propias creencias estará sujeta únicamente a las limitaciones prescritas por la ley que sean necesarias para proteger la seguridad, el orden, la salud o la moral públicos, o los derechos y libertades fundamentales de los demás. (…)” 



“Artículo 26.- Todas las personas son iguales ante la ley y tienen derecho sin discriminación a igual protección de la ley. A este respecto, la ley prohibirá toda discriminación y garantizará a todas las personas protección igual y efectiva contra cualquier discriminación por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social.” 



Ley General de la Administración Pública: 



“Artículo 4.- La actividad de los entes públicos deberá estar sujeta en su conjunto a los principios fundamentales del servicio público, para asegurar su continuidad, su eficiencia, su adaptación a todo cambio en el régimen legal o en la necesidad social que satisfacen y la igualdad en el trato de los destinatarios, usuarios o beneficiarios.” 



“Artículo 11.- Principio de Legalidad Administradora. 



1. La Administración Pública actuará sometida al ordenamiento jurídico y sólo podrá realizar aquellos actos o prestar aquellos servicios públicos que autorice dicho ordenamiento, según sea la escala jerárquica de sus fuentes. 



2. Se considerará autorizado el acto regulado expresamente por norma escrita, al menos en cuanto a motivo o contenido, aunque sea en forma imprecisa.” 



Ley Orgánica del Poder Judicial: 



“Artículo 2.- El Poder Judicial sólo está sometido a la Constitución y la ley. Las resoluciones que dicte, en los asuntos de su competencia, no le imponen más responsabilidades que las expresamente señaladas por los preceptos legislativos. 



No obstante, la autoridad superior de la Corte prevalecerá sobre su desempeño, para garantizar que la administración de justicia sea pronta y cumplida.” 



Nota: El énfasis es suplido. 



III. Análisis: 



De los antecedentes del caso en particular, se evidencia que la consulta planteada por la Jueza del Juzgado de Familia del Segundo Circuito Judicial de Alajuela, Sandra Saborío Artavia versa sobre si el Poder Judicial permite la objeción de conciencia cuando una persona funcionaria judicial se apega a la misma, para no realizar gestiones propias de sus funciones; argumentando que va contra sus principios religiosos, de conciencia, morales, sociales o familiares, y de ser así, de qué forma y bajo cuáles parámetros se concede. 



La doctrina ha considerado a la objeción de conciencia como un corolario de la libertad ideológica, religiosa y de culto. Al respecto, se ha señalado que es “…la situación en que se halla la libertad de conciencia cuando alguna de sus modalidades de ejercicio (prima facie) encuentra frente a sí razones opuestas derivadas de una norma imperativa o de la pretensión de un particular.” [1] 



El Derecho Internacional de los Derechos Humanos y la Constitución Política reconocen el derecho a la libertad de conciencia y religión, así como a la libertad de pensamiento (artículos 29 y 75 de la Constitución Política, 18 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, 12 y 13 de la Convención Americana de los Derechos Humanos, 18 del Pacto internacional de Derechos Civiles y Políticos). Además, resguardan el precepto de que nadie puede ser sujeto de discriminación alguna contraria a la dignidad humana y el derecho de acceder a un sistema que garantice la justicia pronta y cumplida (artículos 33 y 41 de la Constitución Política, 7 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, 26 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos). 



Sin embargo, la objeción de conciencia o el derecho a ser eximido del cumplimiento de los deberes constitucionales o legales por resultar ese cumplimiento contrario a las propias convicciones, no se reconoce de manera expresa en nuestra Constitución Política ni en otro cuerpo normativo nacional [2]. La objeción de conciencia ha sido analizada en opiniones jurídicas de la Procuraduría General de la República [3]. También ha sido tratada por la Sala Constitucional en materia de salud y de educación [4]. 



Por otra parte, el Principio de Primacía de la Ley, dispone que todo ejercicio de un poder público debe realizarse acorde a la ley vigente y su jurisdicción, y no a la voluntad de las personas. Además, el principio de Legalidad Administrativa establece que la Administración solo puede realizar aquellos actos y actuaciones autorizadas en el ordenamiento jurídico (Artículo 11 de la Constitución Política y artículo 11 de la Ley General de la Administración Pública). 



En relación a los principios que regulan los servicios públicos, el numeral 4 de la Ley General de la Administración Pública señala con toda claridad que “La actividad de los entes públicos deberá estar sujeta en su conjunto a los principios fundamentales del servicio público, para asegurar su continuidad, su eficiencia, su adaptación a todo cambio en el régimen legal o en la necesidad social que satisfacen y la igualdad en el trato de los destinatarios, usuarios o beneficiarios” (el énfasis es suplido). 



Por su parte, el artículo 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial dispone que “El Poder Judicial sólo está sometido a la Constitución y la ley. Las resoluciones que dicte, en los asuntos de su competencia, no le imponen más responsabilidades que las expresamente señaladas por los preceptos legislativos (…)” (el énfasis es suplido). 



De lo anterior se extrae que, las actuaciones de todos los servidores judiciales se encuentran sujetas a lo que la ley les autoriza y ordena; además, sus actuaciones deben estar sometidas a los principios fundamentales del servicio público, que han de adaptarse a la necesidad social que satisfacen y la igualdad en el trato a los usuarios. 



En materia de derechos humanos de las personas en condición de vulnerabilidad, el Poder Judicial ha asumido una serie de compromisos institucionales que buscan garantizar el respeto de los derechos humanos y fundamentales de las poblaciones como la LGTBI [5]. 



El Consejo Superior ha reiterado la importancia de conocer, estudiar y aplicar la normativa internacional para que las autoridades públicas velen porque sus servicios tutelen de la manera más garante los derechos fundamentales de estas personas. Mediante la Circular No.76-2019 del 16 de mayo de 2019, la Secretaría General de la Corte comunicó el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial en la sesión No.40-19 del 7 de mayo de 2019, artículo XLI, que dispuso se acataran los siguientes instrumentos internacionales: 



“ […] 



7.-Instrumentos Internacionales sobre población LGTBI. 



Declaración Universal de los Derechos Humanos 

Principios de Yogyakarta 

El Pacto de los Derechos Civiles y Políticos 

Declaración sobre Orientación Sexual e Identidad de Género de la ONU 



Opinión Consultiva n°24.” 



Asimismo, la “Política Respetuosa de la Diversidad Sexual” aprobada por Corte Plena en sesión Nº 31-11, celebrada el 19 de setiembre de 2011, artículo XIII, desarrolla las acciones concretas a las que se compromete el Poder Judicial con el fin de garantizar el respeto a los derechos de las personas sexualmente diversas tanto usuarias como funcionarias o servidoras judiciales. A ese efecto, se dispone lo siguiente: 



“El Poder Judicial costarricense se compromete con: 



1. La no discriminación por razón de orientación sexual tanto respecto a los servicios que se brindan a las personas usuarias como en el trato y las oportunidades de quienes laboran en la institución. 



2. Desarrollar todas las medidas de carácter administrativo, normativo, procedimental y operativo que sean necesarias con el fin de garantizar el respeto a los derechos de las personas sexualmente diversas tanto usuarias como funcionarias o servidoras judiciales. 



3. Asegurar los recursos humanos, materiales, financieros y técnicos necesarios, así como la creación de órganos, métodos y procedimientos adecuados para implementar esta política e incorporar criterios de descentralización para que se haga efectiva. 



4. Definir y desarrollar las acciones afirmativas o medidas que se requieran para eliminar las desigualdades en el acceso a la justicia que afectan a las personas sexualmente diversas. 



5. Desarrollar procesos sostenidos de capacitación y sensibilización a las personas servidoras judiciales para lograr un cambio de actitud en la cultura institucional respecto a las personas sexualmente diversas. 



6. Asegurar la prestación de servicios a partir de criterios de eficiencia, agilidad, cortesía y accesibilidad acordes con las demandas y necesidades de las personas sexualmente diversas, que tomen en cuenta sus características específicas y eliminen todas aquellas normas, prácticas y costumbres que tengan un efecto o resultado discriminatorios. 



7. Brindar información veraz, comprensible y accesible sobre los servicios judiciales a las personas sexualmente diversas. 



8. Deberán aplicarse las directrices de no revictimización en los casos en que sean parte personas sexualmente diversas menores de edad”. (Énfasis suplido). 



De igual forma, esta Dirección Jurídica ya se ha pronunciado varias veces sobre las acciones afirmativas que debe emprender el Poder Judicial con el fin de garantizar igualdad a todas las personas que accedan a sus servicios, sin distingo de factores como su orientación sexual. Así, el dictamen N.747-DJ-2018 del 20 de febrero de 2018, señala: 



“Estima esta unidad asesora que con fundamento en los principios, normativas y políticas mencionadas anteriormente, el Poder Judicial está llamado a realizar las acciones afirmativas necesarias para garantizar igualdad en todo tipo de poblaciones, dada la diversidad existente en nuestro país y por consiguiente, no es dable imponer restricciones por motivos de orientación sexual.” (Énfasis suplido). 



Incluso, la Dirección Jurídica ha emitido criterio sobre la aplicabilidad directa de la Opinión Consultiva OC-24/17 de 24 de noviembre de 2017 de la Corte Interamericana de Derechos Humanos para los órganos administrativos y auxiliares de justicia del Poder Judicial. Mediante informe DJ-243-2019 estipuló lo siguiente: sobre la aplicación de la opinión consultiva OC-24/17 de 24 de noviembre de 



“Estima esta unidad asesora que la opinión consultiva de la Corte Interamericana y el derecho convencional obligan al Poder Judicial al reconocimiento para las personas del mismo sexo que se encuentren un unión como proyecto de vida, así como a las que solicitan el reconocimiento de un género auto percibido, de los mismos derechos que actualmente se le otorgan a las parejas heterosexuales en virtud de las diferentes relaciones de empleo público que tiene con sus servidores o de servicio con sus usuarios.” (Énfasis suplido). 



A la luz de todo lo anterior, y del Principio de Progresividad de los Derechos Humanos que vincula a la Administración Pública, esta Dirección Jurídica estima que el Poder Judicial no podría adoptar conductas que pudieran ser consideradas regresivas del reconocimiento o tutela de derechos a personas de una población en condición de vulnerabilidad como la LGTBI, cuyos derechos se tutelan en el Derecho Internacional de los Derechos Humanos, la Constitución Política y que a su vez, se reafirman mediante los compromisos concretos asumidos por la institución para garantizar la no discriminación de esta población, pues parten de un derecho a un trato igualitario frente a la ley, que se interpreta de manera sistémica, conforme a las necesidades sociales y el cambio del tiempo (artículo 4 de la Ley General de la Administración Pública). 



Aunando, es imprescindible recordar que los derechos humanos por su naturaleza no son absolutos y, por ende, sus limitaciones las prescribe la ley y pueden surgir toda vez que sea necesario para proteger los derechos o libertades de los demás (Artículo 12 inciso 3 de la Convención Americana de los Derechos Humanos). Por ello, los derechos humanos y fundamentales como el derecho a la libertad de conciencia o la de culto, se limita cuando su práctica o ejercicio transgrede una disposición legal o deber jurídico o bien, impide el disfrute de otro derecho de igual rango por parte de terceros, como el derecho a la no discriminación y el acceso a la justicia. Sobre esto, la Sala Constitucional ha mantenido en su jurisprudencia que, 



“II. Los derechos fundamentales de cada persona deben coexistir con todos y cada uno de los derechos fundamentales de los demás; por lo que en aras de la convivencia se hace necesario muchas veces un recorte en el ejercicio de esos derechos y libertades, aunque sea únicamente en la medida precisa para que las otras personas los disfruten en iguales condiciones.[6]” (Énfasis suplido). 



En consecuencia, a la luz de la normativa citada y los compromisos institucionales adquiridos, la Dirección Jurídica estima que el Poder Judicial no debería permitir la utilización de la objeción de conciencia como un mecanismo válido para que un funcionario o funcionaria se exima de realizar gestiones propias de sus funciones, por estimar que éstas son contrarias a sus principios religiosos, de conciencia, morales, sociales y/o familiares. Desconocer bajo ese argumento, el mandato legal de su función de conformidad con los fines estatales y los principios del servicio público establecidos mediante la Constitución, la Ley General de la Administración Pública y la Ley Orgánica del Poder Judicial, podría implicar una arbitraria restricción de otros derechos humanos y fundamentales, tales como el acceso a la justicia y la no discriminación. 



Debe recordarse que los servidores públicos somos simples depositarios de la ley y no podemos dejar de cumplir ni el ordenamiento jurídico ni lo resuelto por los órganos jurisdiccionales nacionales e internacionales competentes en la materia y en el entendido de que el ejercicio de la función en el Poder Judicial significa la existencia de una relación de sujeción especial, en donde voluntariamente se acepta el cumplimiento de las regulaciones internas emitidas por los órganos competentes y el ejercicio de la función pública conforme a las mismas. 



Esta Dirección no desconoce la validez de la objeción de conciencia en el marco de determinados supuestos en donde se presenten conflictos serios entre valores del servidor y sus deberes funcionariales, más debe tomarse en consideración que en un juicio de ponderación al confrontar la denominada objeción de conciencia con el derecho de acceso a la justicia o de una adecuada prestación de servicios públicos, la primera debe necesariamente ceder ante los bienes jurídicos tutelados y el cumplimiento de competencias constitucionales por parte de este Poder Judicial. 



Lo anterior en tanto que la objeción de conciencia es un derecho que como todo derecho debe ejercerse dentro de un marco normativo que se abre a la garantía de protección y estímulo de la diversidad cultural, mas no puede ejercerse de manera absoluta, en detrimento, en este caso del derecho de terceros de acceso a la justicia. 



IV. Conclusiones 



De conformidad con todo lo expuesto y con fundamento en los artículos 11, 29, 33, 41, 75, 154 de la Constitución Política, 7 y 18 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, 12 y 13 de la Convención Americana de Derechos Humanos, 18 y 26 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 4 y 11 de la Ley General de la Administración Pública y 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se concluye lo siguiente: 



1. La doctrina ha considerado la objeción de conciencia como un corolario de la libertad ideológica, religiosa y de culto; se manifiesta como una libertad de conciencia, en caso de surgir un conflicto entre una norma imperativa o de la pretensión de un particular, que va en contra de creencias o convicciones personales. 



2. El Derecho Internacional de los Derechos Humanos y la Constitución Política reconocen los derechos mencionados en el presente criterio, a saber, el derecho a la libertad de conciencia y religión, así como a la libertad de pensamiento, a no ser discriminado y el acceso a la justicia pronta y cumplida. 



3. Con fundamento en los principios de Primacía de la Ley y de Legalidad Administrativa, las actuaciones de todos los funcionarios del Poder Judicial se encuentran sujetas a lo que la ley les ordena y autoriza; deben estar sometidas a los principios del servicio público, que han de adaptarse a la necesidad social que satisfacen y la igualdad en el trato de las personas usuarias. 



4. En materia de derechos humanos de las personas en condición de vulnerabilidad, el Poder Judicial ha asumido compromisos institucionales para garantizar el respeto de los derechos de las poblaciones como la LGTBI. Mediante la Circular No.76-2019 se comunicó que en la sesión No.40-19 del 7 de mayo de 2019, artículo XLI, el Consejo Superior dispuso que para atender a esta población, deben aplicarse los instrumentos de derecho internacional de los derechos humanos, a saber, la Declaración Universal de los Derechos Humanos, los Principios de Yogyakarta, el Pacto de los Derechos Civiles y Políticos, la Declaración sobre Orientación Sexual e Identidad de Género de la ONU, y la Opinión Consultiva OC-24/17, 24 de noviembre de 2017 de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Asimismo, mediante la “Política Respetuosa de la Diversidad Sexual”, aprobada por Corte Plena en sesión Nº 31-11, el Poder Judicial se compromete, entre otras cosas, con la no discriminación por razón de orientación sexual respecto a los servicios que se brindan las personas usuarias y a quienes laboran en la institución. 



5. La Dirección Jurídica en los criterios N° 747-DJ-2018 y DJ-243-2019, ha estimado que el Poder Judicial está llamado a realizar acciones afirmativas para garantizar igualdad en todo tipo de poblaciones, dada la diversidad del país. Por ello, no pueden imponerse restricciones por motivo de orientación sexual. Además, que la opinión consultiva y el derecho convencional obligan al Poder Judicial al reconocimiento de los mismos derechos a las personas -tanto servidoras como usuarias- del mismo sexo que se encuentren en unión y también las que solicitan el reconocimiento de un género autopercibido. 



6. A la luz del Principio de Progresividad de los Derechos Humanos que vincula a la Administración Pública, es claro que el Poder Judicial no podría adoptar conductas regresivas del reconocimiento o tutela de derechos a personas de una población en condición de vulnerabilidad como la LGTBI, cuyos derechos se tutelan en el Derecho Internacional de los Derechos Humanos, la Constitución Política y que a su vez, se reafirman mediante los compromisos concretos asumidos por el Poder Judicial para garantizar la no discriminación de esta población. 



7. Por su naturaleza, los derechos humanos no son absolutos y sus limitaciones las prescribe la ley o pueden surgir toda vez que sea necesario para proteger los derechos o libertades de los demás (artículo 12 inciso 3 de la Convención Americana de los Derechos Humanos). Por ello, el límite de derechos como el derecho a la libertad de conciencia o la de culto se encuentra, cuando su práctica o ejercicio transgrede una disposición legal o deber jurídico, o bien, impide el disfrute de otro derecho de igual rango por parte de terceros, como el derecho a la no discriminación y el acceso a la justicia. En este sentido, se ha señalado que los derechos fundamentales de cada persona deben coexistir con todos y cada uno de los derechos fundamentales de los demás, por lo que se hace necesario un recorte en el ejercicio de estos derechos y libertades, en la medida precisa, para que las otras personas los disfruten en iguales condiciones (Sala Constitucional, resolución No.4205-1996). 



8. De acuerdo con el Derecho Internacional de los Derechos Humanos, la Constitución Política, la Ley General de la Administración Pública, la Ley Orgánica del Poder Judicial y los compromisos institucionales adquiridos, la Dirección Jurídica concluye que el Poder Judicial no puede permitir que se utilice la objeción de conciencia como un mecanismo válido para que una persona servidora judicial se exima de realizar labores propias de sus funciones, por valorar que son contrarias a sus principios religiosos, de conciencia, morales, sociales y/o familiares. Desconocer -bajo ese argumento- el deber jurídico de su función de conformidad con los fines estatales y los principios del servicio público, podría implicar una arbitraria restricción a otros derechos humanos y fundamentales de las personas usuarias pertenecientes a la población LGTBI, tales como el acceso a la justicia y a la no discriminación."



De tal suerte, que la fundamentación hecha en la opinión jurídica aquí referida es el sustento legal suficiente para que el criterio comunicado sea revocado y se le dé curso a la solicitud de la usuaria legitimada en realizar el planteamiento, mi representada la Señora Clare Goodman Goodchild…”
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Por mayoría; se acordó: De previo a resolver lo que corresponda, trasladar el presente acuerdo a estudio de la Dirección Jurídica, para que, dentro del plazo de 15 días hábiles, informe a este Consejo lo pertinente. 



La Integrante Castillo Vargas se abstiene en votar. 



El integrante Carlos Montero Zúñiga vota por que el Consejo no conozca los asuntos referentes a la Administración del Fondo, debido a que considera que el Consejo Superior perdió la competencia para administrar el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Ya que las atribuciones que otorgó el transitorio 1 de la ley N° 9544 del 24 de abril de 2018, era mientras se cumplía el plazo máximo de seis meses a partir de su publicación, el cual venció el pasado 21 de noviembre de 2018. Y que la norma no previó una extensión del plazo. Asimismo, que el acuerdo de Corte Plena es una decisión de tipo administrativo y que ese Órgano no tiene competencia para darle una interpretación auténtica a la ley. Se declara acuerdo firme.”
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El máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico interino, en oficio N° DJ-C-411-2019 de 25 de setiembre de 2019, remitió lo siguiente:



“Me refiero al acuerdo de ese Consejo de sesión número 78-19 de fecha 5 de setiembre de 2019, mediante el cual se solicita criterio a esta unidad asesora respecto recurso planteado por la señora Clare Goodman Goodchild, relacionada con el rechazo de pensión de su compañera Grettel Román Torres.



Al respecto esta unidad asesora se permite manifestar lo siguiente:



Sobre el tema objeto de consulta, esta unidad asesora se ha expresado mediante oficio DJ-243-2019, en su Informe sobre la aplicación de la opinión consultiva OC-24/17 de 24 de noviembre de 2017 de la Corte Interamericana de Derechos Humanos a los ámbitos administrativos y auxiliares del Poder Judicial, lo siguiente:



“5.- Sobre la aplicabilidad de la opinión consultiva OC-24/17 de 24 de noviembre de 2017 de la Corte Interamericana de Derechos Humanos: 



[bookmark: _Hlk536526278]Del análisis realizado se advierte que en el caso de la opinión consultiva OC-24/17 de 24 de noviembre de 2017 de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, estamos en presencia de parte de toda una línea jurisprudencial emitida con respecto a las personas gay, lésbicas, transexuales y bisexuales.



No estamos en presencia de consideraciones aisladas de sendas resoluciones sobre el tema y por el contrario, tal y como en su momento señaló la Sala Constitucional, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha reconocido la orientación sexual como una categoría protegida por la Convención Interamericana sobre Derechos Humanos.



En razón de lo anterior, estima esta Dirección Jurídica que lo dispuesto en la indicada opinión consultiva es de aplicación directa por los órganos administrativos y auxiliares de la justicia del Poder Judicial, en tanto que se debe aplicar un control de convencionalidad difuso al caso de análisis.



Estima esta unidad asesora que  la opinión consultiva de la Corte Interamericana y el derecho convencional obligan al Poder Judicial al reconocimiento para las personas del mismo sexo que se encuentren un unión como proyecto de vida, así como a las que solicitan el reconocimiento de un género auto percibido, de los mismos derechos que actualmente se le otorgan a las parejas heterosexuales en virtud de las diferentes relaciones de empleo público que tiene con sus servidores o de servicio con sus usuarios.



Esta Dirección considera que lo dispuesto por la Corte Interamericana es de ejecución directa por las instancias administrativas competentes, en estricta aplicación de lo dispuesto en el caso “Cabrera García y Montiel Flores c/. México” de 26 de noviembre de 2010 y “Gelman c/. Uruguay” de 24 de febrero de 2011, así como la sentencia de supervisión dictada por la Corte en el mismo caso del 20 de marzo de 2013.



En este orden de ideas, no puede obviarse el fundamento de lo resuelto por la Corte Interamericana, en tanto que se parte del reconocimiento de los derechos de las uniones entre personas del mismo sexo, partiendo de un trato desigual en la actualidad, y habida cuenta que la opinión consultiva deviene en una igualdad de trato, en aplicación del principio pro-persona y de la inherente dignidad de la persona humana.  



Resulta aplicable al análisis indicado, lo dispuesto por la Magistrada Hernández en su concurrencia al voto de la Sala Constitucional analizado ut supra al indicar:



“En los propios antecedentes de este asunto, está claro que fue nuestro país (el Estado denominado Costa Rica) el que puso en marcha el mecanismo de la consulta, cuando acudió a la Corte Interamericana de Derechos Humanos en procura de una opinión sobre la legitimidad de la colegiatura obligatoria de los periodistas. Esa circunstancia torna inescapable concluir en que la decisión recaída, contenida en la Opinión Consultiva OC-5-85, obligó a Costa Rica, de manera que no podía mantenerse una colegiatura -obligatoria- para toda persona dedicada a buscar y divulgar información de cualquier índole. En otras palabras, la tesis de “la fuerza moral de la opinión consultiva”, si cabe llamarla así, puede ser sostenida válidamente respecto de otros países -Estados- que ni siquiera se apersonaron o intervinieron en el proceso de consulta. Pero aplicada al propio Estado consultante, la tesis suena un tanto ayuna de consistencia y seriedad, porque vano sería todo el sistema y obviamente el esfuerzo intelectual de análisis realizado por los altos magistrados de la Corte, si la sentencia que se dicta -Opinión Consultiva- la puede archivar aquél lisa y llanamente…”



No es óbice indicar que el dimensionamiento hecho por la Sala Constitucional no puede ser interpretado como impediente de la aplicación directa de la opinión consultiva OC-24/17 de 24 de noviembre de 2017, toda vez que el mismo se refiere propiamente a la institución del matrimonio y sus efectos y se encuentra directamente orientado hacia el Poder Legislativo mediante una sentencia exhortativa.



Por lo anterior, en aplicación de las consideraciones hechas sobre el fondo de lo resuelto tanto por la CIDH como por la mayoría de la Sala Constitucional, no obsta para que se adopten medidas administrativas tendientes al reconocimiento de los derechos de las personas en unión de hecho o convivencia que sean del mismo sexo, en las mismas condiciones que actualmente se reconocen a las personas en dichas situaciones jurídicas en uniones heterosexuales no formalizadas en matrimonio.



Una vez que se aplique plenamente los efectos de la opinión consultiva, sea cumplido el plazo de la sentencia exhortativa, se aplicaría las regulaciones propias del matrimonio, toda vez que el mismo sería en las mismas condiciones para personas heterosexuales o del mismo sexo.



En este sentido, un buen ejemplo es lo dispuesto en el artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en tanto dispone, entre otros, lo siguiente:



“Los servidores judiciales tendrán derecho a licencia con goce de sueldo durante una semana, en los casos de matrimonio del servidor o de fallecimiento del padre, la madre, un hijo, el cónyuge, compañero o compañera de convivencia de por lo menos tres años, un hermano o los suegros que vivieran en su casa” (el destacado es nuestro)



En el mismo sentido, el artículo 228 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en tanto dispone:



“Artículo 228- Tienen derecho a pensión por sobrevivencia: a) El cónyuge sobreviviente del servidor o jubilado fallecido que dependa económicamente del causante, al momento del fallecimiento. b) El compañero económicamente dependiente al momento del fallecimiento del jubilado, que haya convivido por lo menos tres años previos al deceso y tuvieran ambos aptitud legal para contraer nupcias, conforme la legislación civil”. (el destacado es nuestro)



En ambos casos nótese como las normas no hacen referencia a un género específico ni lo subrayado indica la existencia de un matrimonio previo, por lo que vía aplicación interpretativa de las resoluciones que dan base al presente criterio, es viable considerar que las uniones indicadas abarcan, a partir de la opinión consultiva y sus consideraciones, los vínculos entre personas del mismo sexo y no sólo heterosexuales.



Esta unidad asesora se permite indicar que sobre el tema, ya con anterioridad había expresado su criterio sobre la necesidad de aplicación del principio pro-persona en la interpretación de una situación jurídica aplicable a una pareja de personas del mismo sexo que mantenían una convivencia por más de veinte años, de la siguiente manera:



“Me refiero a su correo del día 16 de febrero de 2018, mediante el cual se nos da traslado de solicitud planteada por el Juez xxxx en donde expone lo siguiente: 



“Con base en el artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, y en razón de que mi compañero de convivencia por más veinte años xxxxx cédula xxx, falleció el pasado 7 de febrero, solicito se me conceda la licencia por una semana, dispuesta en el artículo antes mencionado.



Debo indicar que para el momento del fallecimiento de mi pareja me encontraba con permiso sin goce de salario, el cual finaliza el día de hoy, razón por la cual solicito se me extienda mi ingreso a laborar por el plazo de que dura la licencia, para lo cual debería reincorporarme a mis labores el día lunes 26 de febrero.



Adjunto los siguientes documentos, Acta de Defunción original y su respectivo Apostillado, traducción oficial del acta de defunción y del Apostillado, fotocopia de la cédula xxx, Declaración Jurada que hace constar mi relación con xxx por diecisiete años para el año 2014, misma que fue presentada ante el Consejo Superior con el propósito de solicitar un permiso con goce de salario para acompañar a mi pareja en su tratamiento en noviembre de 2014, lo cual fue resuelto por Acta del Consejo Superior 094 del 28 de octubre de 2014,  sin más que agregar se despide atentamente…”



Al respecto, hecho un análisis de la solicitud planteada se permite expresar lo siguiente: El artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en lo que interesa, establece lo siguiente:



“…  Los servidores judiciales tendrán derecho a licencia con goce de sueldo durante una semana, en los casos de matrimonio del servidor o de fallecimiento del padre, la madre, un hijo, el cónyuge, compañero o compañera de convivencia de por lo menos tres años, un hermano o los suegros que vivieran en su casa…”



Como se advierte la norma de cita prevé el derecho como acto reglado, no discrecional de la Administración, a favor de todo aquel servidor que demuestre estar en alguna de las condiciones objetivas citadas anteriormente.



Lo anterior, en tanto que en el caso de la conducta administrativa reglada, no hay márgenes de escogencia si se llega a demostrar el motivo de la decisión administrativa y el mismo es acorde con la norma que se invoca para que la misma se adopte.



En este orden de ideas, el voto No. 16 - 201 3 -IV de las ocho horas del siete de marzo del año dos mil trece de la Sección IV del Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda dispuso:



“…Como se advierte de la norma transcrita, estamos en presencia de un acto reglado y no de carácter discrecional. En este sentido debe tomarse en consideración que cuando estamos en presencia de la discrecionalidad administrativa, uno de los elementos del acto (con excepción del fin), no se encuentra reglado y por consiguiente, el funcionario posee un margen de conducta suficiente como para escoger alguna de varias opciones posibles, siempre limitado por las reglas unívocas de la ciencia o la técnica, o a los principios de justicia, lógica o conveniencia (art 16 LGAP). Con respecto a la diferencia de potestades regladas y discrecionales, se ha indicado lo siguiente: "... la potestad será regladas en la medida en que todos los elementos de la conducta administrativa hayan sido prefijados por la norma jurídica, de tal manera que ante un presupuesto jurídico o de hecho claramente establecido en la norma (motivo), estará dispuesta una decisión o actuación también definida (contenido), con el objetivo de alcanzar un resultado predeterminado por el propio Ordenamiento (fin). Por el contrario, cuando esos elementos no están bien definidos, o lo están de manera imprecisa, puede decirse que hay un margen de elección o de valoración para concretar la conducta específica y en ese sentido, hay discrecionalidad... “González Camacho Oscar, en El Nuevo Proceso Contencioso Administrativo. Página 475. De conformidad con lo anterior, en el caso de los actos reglados, los elementos se encuentran debidamente normados, tanto el motivo como el contenido mismo de la conducta administrativa y por consiguiente, como es la situación concreta de análisis, el operador del derecho sea la persona que recibe la solicitud de prórroga de licencia hecha por la actora, no posee margen alguno ante la constatación del acaecimiento del supuesto de hecho previsto en la norma respectiva…”



Consecuentemente, en el caso de análisis, la demostración de la existencia de uno de los supuestos de la norma en mención por parte de uno de los sujetos a quien la misma se dirige, implica per se el reconocimiento de la respectiva licencia.



Análisis del caso en particular:



En el caso del Juez xxxx se advierte la existencia de una convivencia con su compañero que data de hace más de veinte años, como condición suficiente para que nazca el derecho a su favor.



Al respecto, debe tomarse en consideración que mediante artículo LV de la sesión 94-14 del día 28 de octubre de 2014, el Consejo Superior del Poder Judicial, fundado en el acuerdo tomado por este Consejo en sesión Nº 83-14, celebrada el 18 de setiembre de 2014, artículo XLIX, mediante el cual se acordó adicionar la circular No. 176-2013 denominada “Protocolo sobre el procedimiento para la solicitud y otorgamiento de permisos para cuidar a un familiar enfermo, o que se encuentre recibiendo algún tratamiento médico especial”, publicada en el Boletín Judicial No. 233 del 3 de diciembre de 2013, reconoció de manera expresa la situación jurídica subjetiva del solicitante, de la siguiente manera:



“Se dispuso: 1) Por las especiales circunstancias que motivan la gestión y por tratarse de un tratamiento médico a realizarse en el exterior, se acoge la anterior solicitud y de conformidad con la resolución de la Sala Constitucional Nº 2005-11262 de las 15:00 horas del 24 de agosto del 2005, conceder permiso con goce de salario y sustitución improrrogable, al licenciado xxxxx, Juez del Juzgado xxxx, por el plazo de un mes, del 1 al 30 de noviembre del año en curso, para los fines indicados. 2) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Subcomisión de Diversidad Sexual”. 



De conformidad con lo anterior, mediante un acto administrativo existe un reconocimiento expreso de que el solicitante se encuentra en una situación jurídica que le hace acreedor al derecho que surge con motivo de su convivencia con otro ser humano.



El Lic. xxx tiene una situación jurídica subjetiva que ha sido conocida y reconocida expresamente por el Consejo Superior como válida y suficiente para la adopción de una decisión favorable a sus intereses en el año 2014 y no es posible que se le reste efectos jurídicos con posterioridad, máxime si inclusive, la petición de análisis se encuentra vinculada con el lamentable motivo que dio origen al acuerdo del año indicado.  



Fundado en el principio de confianza legítima y la naturaleza unívoca del indicado reconocimiento, esta unidad asesora estima que se ha incorporado a la esfera jurídica del señor xxx, el reconocimiento pleno de los derechos que emanen de la Administración para cualquier conviviente con otro ser humano.





Es menester inclusive que por la progresividad misma de los derechos y el principio pro homine, el reconocimiento previo de los efectos jurídicos de la relación de convivencia del solicitante, no pueden ni deben ser desconocidos, habida cuenta que se les ha dado una plena acogida en un acto administrativo válido y eficaz previo por parte de la Administración.



No está de más recordar que la Corte Plena en sesión Nº 31-11, celebrada el 19 de setiembre de 2011, artículo XIII, aprobó la “Política Respetuosa de la Diversidad Sexual”, que en lo que interesa, indica:



“2. Desarrollar todas las medidas de carácter administrativo, normativo, procedimental y operativo que sean necesarias con el fin de garantizar el respeto a los derechos de las personas sexualmente diversas tanto usuarias como funcionarias o servidoras judiciales”.



Por consiguiente, no resulta aceptable que en sede administrativa pueda darse el desconocimiento de una relación jurídica subjetiva que como se ha demostrado ha generado conductas administrativas favorables al funcionario y que como tales, reconocen la exigibilidad de la aplicación de la norma en cuestión a su favor. 



Estima esta unidad asesora que con fundamento en los principios, normativas y políticas mencionadas anteriormente, el Poder Judicial está llamado a realizar las acciones afirmativas necesarias para garantizar igualdad en todo tipo de poblaciones, dada la diversidad existente en nuestro país y por consiguiente, no es dable imponer restricciones por motivos de orientación sexual.



Esta unidad asesora no omite manifestar que si bien es del criterio de que la opinión consultiva de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, número 24-2017, debe ser considerada como de plena aplicación directa por todos los funcionarios de nivel jurisdiccional y administrativo, sin necesidad de ley o pronunciamiento en tal sentido, dada la aceptación de un sistema difuso de control de convencionalidad por aquella, es menester que en cuanto a la implementación de la misma, sea conocida la respectiva opinión por las instancias competentes para ordenar su plena adopción a nivel institucional. Para tal efecto, se está realizando el estudio jurídico respectivo a instancias de nivel superior para su análisis y se valore la eventual adopción de las decisiones correspondientes, salvo mejor criterio por parte de las mismas.



No obstante, se aclara, tal y como se ha indicado anteriormente, con los principios, normativa y políticas mencionadas y citadas, el Poder Judicial cuenta con un marco normativo suficiente y adecuado para fundamentar acoger la petición del Lic. xxx, en el marco del respeto absoluto y prevalente de sus derechos fundamentales”.  (dictamen N. 747-DJ-2018 de 20 de febrero de 2018)



Conteste con la posición que suscribió esta Dirección hace casi un año, se estima que las personas del mismo sexo en una unión que cumpla los supuestos normativos tienen un derecho inherente a su condición humana, al respeto básico de su dignidad como servidores públicos y habitantes de la República, que merecen la aplicación del derecho de la Constitución y de la convencionalidad necesaria para la equiparación de sus condiciones para con otros tipos de relaciones jurídicas que no son matrimonio, pero que se les ha optado por otorgarles derechos.



El hecho mismo del reconocimiento de su existencia y validez jurídica mediante actos administrativos previos implica que obviamente dos personas que conviven y habitan como pareja en los supuestos de la norma no están en un estado de antijuricidad, sino que por el contrario, existe de un reconocimiento de su situación jurídica como generadora de derechos y obligaciones. 



Incluso, aplicando el principio de igualdad y confianza legítima, al haber antecedentes administrativos reconociendo que dichas uniones son aptas para generar derechos, mal haría la administración en adoptar una medida contraria a acuerdos adoptados previamente, sin que exista un motivo que pudiera dar validez a tal decisión administrativa.



El principio de progresividad torna imperativo que la administración del Poder Judicial no pueda adoptar conductas administrativas que puedan ser consideradas como regresivas del reconocimiento de derechos realizados previamente a personas integrantes de una colectividad, cuya situación jurídica subjetiva ha sido debidamente reconocida inclusive en políticas de Corte y que el derecho administrativo estima dignas de tutela, en tanto que se tutela en sede contencioso administrativa los intereses jurídicos de grupos, aún y cuando no tengan una representación legal.              



Las anteriores consideraciones se ven reforzadas indudablemente por la opinión consultiva de análisis y ante todo, por los razonamientos subyacentes a la misma, habida cuenta que parten de un derecho a un trato igual frente a la ley que debe ser interpretado de manera sistémica y conforme a las coordenadas en el tiempo y no de una manera estática…” 



A mayor abundamiento respecto del pronunciamiento ya expresado por esta Dirección, debe señalarse que la reforma del artículo 228 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, mediante ley 9544, indica lo siguiente: “Artículo 228- Tienen derecho a pensión por sobrevivencia: ….b) El compañero económicamente dependiente al momento del fallecimiento del jubilado, que haya convivido por lo menos tres años previos al deceso y tuvieran ambos aptitud legal para contraer nupcias, conforme la legislación civil….”



Como se advierte, la norma no hace ningún tipo de distinción respecto de la condición u orientación sexual de la persona que sea compañero o compañera del fallecido, por lo que en una interpretación pro-persona, conforme a la literalidad de la norma, la reclamante lo que debería demostrar es fundamentalmente lo siguiente:



a.- La convivencia por al menos tres años previo al deceso.



b.- La dependencia económica.



c- La aptitud legal para contraer nupcias, entendida ésta no como la aptitud para contraer con la persona que falleció – lo cual pertenece a la autonomía de la voluntad y la norma sabiamente no regula- sino más bien que ambas, sobreviviente y fallecida, no tenían un impedimento previo a la convivencia, en virtud de la existencia de un matrimonio.  Es decir, que ambos se encuentren en libertad de estado.



No es óbice indicar que el Consejo Superior ya presenta antecedentes en donde se ha reconocido derechos a personas en convivencia, sentando valoraciones conformes a las políticas institucionales en materia de diversidad sexual, por lo que no se estima desaplicar las mismas para un caso en particular, en virtud del principio de inderogabilidad singular.



En este sentido, mediante voto 2014-012703 la Sala Constitucional resolvió el derecho de un agremiado del Colegio de Abogados a “…extender a la pareja del recurrente el carné para el ingreso y uso de las instalaciones de esa corporación profesional y, en caso presentar las gestiones concretas, tramitar lo correspondiente para que pueda incluirlo como beneficiario de la póliza de vida y asegurado en las pólizas de los seguros voluntarios…”.



Con lo anterior, se evidencia la existencia de una línea en materia de derechos fundamentales, inclusive previas a la resolución de la CIDH, tendiente a la protección de personas unidas por un vínculo de convivencia, independientemente de su orientación sexual. 



Conclusión:



Esta unidad asesora estima procedente acoger el recurso planteado por la señora Goodman Goodchild en aplicación del control de convencionalidad difuso y el derecho mismo de la Constitución y las políticas del Poder Judicial en materia de derechos humanos.



(…).”
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En razón que la norma no hace ningún tipo de distinción respecto de la condición u orientación sexual de la persona que sea compañero o compañera de un servidor judicial fallecido que gestione una pensión, en aplicación del principio pro-persona, se acordó por mayoría: acoger el criterio emitido por la Dirección Jurídica, en su oficio número DJ-C-411-2019 del 25 de setiembre de 2019, en consecuencia: 1.) Acoger el Recurso planteado por la licenciada Mayra Centeno Mejía, en condición de abogada apoderada especial judicial de la señora Clare Goodman Goodchild, en contra del oficio 2283-AP-2019, de la Dirección de Gestión Humana. 2.) Deberá la Dirección de Gestión Humana, a la brevedad, dar trámite a la solicitud de pensión a favor de la señora Clare Goodman Goodchild; en el cual deberá acreditar el cumplimiento de las condiciones y requisitos establecidos en el criterio jurídico de cita. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Secretaría Técnica de Género y de la Subcomisión de Acceso a la Justicia.



La integrante Castillo Vargas, se abstiene de votar.



El integrante Hernández Alfaro vota por que el Consejo no conozca los asuntos referentes a la Administración del Fondo, debido a que considera que el Consejo Superior perdió la competencia para administrar el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Ya que las atribuciones que otorgó el transitorio 1° de la ley N° 9544 del 24 de abril de 2018, era mientras se cumplía el plazo máximo de seis meses a partir de su publicación, el cual venció el pasado 21 de noviembre de 2018. Y que la norma no previó una extensión del plazo. Asimismo, que el acuerdo de Corte Plena es una decisión de tipo administrativo y que ese Órgano no tiene competencia para darle una interpretación auténtica a la ley. 



La Dirección de Gestión Humana tomará nota para lo que corresponda.”



Atentamente, 









Lic. Eduardo Chacón Monge

Prosecretario General interino

Secretaría General de la Corte





c:         Dirección Jurídica

Diligencias / Refs: (10793-19 / 12343-19) 
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PARA SOLICITAR LA PENSION

De conformidad con el articulo 232 de la Ley Organica del Poder Judicial, solicito la pensién derivada del fallecimiento de
quien en vida fuera:

; oy 4
Nombre (fallecido): 6Y€ ﬂ—e ! 7‘@ Yien lorres .

Cédula de identidad: 2-350- 442
( \ﬁ-ervidor (@) judicial fallecido (a).
() jubilado (a) judicial fallecido (a).

El suscrito (a): Q lave. 600 dman 6‘00d Cl -(d
Cedula de identidad: B - 0090 - OOF3 : e
Sefalo para notificaciones el correo electrénico:  C 1aYeE . 9 0cdman FO @_{ gahoo. com

Teléfonos N°: & 44| 45-86 4 T 8840 - Ll-00° :
PODER JUDICIAL
En calidad de: DIRECCION DE GESTION HUMANA

( ) Cényuge sobreviviente

(Vf Compariera (o) de convivencia EL 26 FEB' 23'8 ..E

() Ex conyuge con pensién alimentaria RECIB IDO
( ) Padre o Madre Y ESCANEADO

() Representante legal de Hijo o hija menor de edad
{ ) Hijo o hija estudiante entre 18 y 25 afios
() Hijo o hija con discapacidad

Asimismo hago constar que:

() Si, presenté solicitud de pensién ante
() Direccién Nacional de Pensiones del Ministerio de Trabajo
() Oficina de Pensiones de la Caja Costarricense del Seguro Social
( ) Junta de Pensiones y Jubilaciones del Magisterio Nacional

( 'b{NO he presentado solicitud de pensién ante ningun otro régimen

{ ) Recibo pensién por parte de
() Direccion Nacional de Pensiones del Ministerio de Trabajo
( ) Oficina de Pensiones de Ia Caja Costarricense del Seguro Sacial
() Junta de Pensiones y Jubilaciones del Magisterio Nacional

(V{ No recibo pensioén de otro régimen de pensiones

Doy fe que la informacién sefialada es cierta, por lo que autorizo al Departamento de Gestién Humana, para realizar las
verificaciones de la informacién que he incluido en esta declaracion. En caso de que los datos no sean fehacientes me

doy por enterado (a) que conlleva a procedimientos administrativos, civiles o penales por infraccién al ordenamiento
juridico vigente.

Con base en lo anterior, aceptando las condiciones y advertido(a) de las penas de perjurio que prevé el articulo 318 del
Cadigo Penal, reitero que los datos suministrados por mi persona son legitimos y verdaderos.

Firmo en é—"“ J—O&'

f‘ldl’ 36 >, de-gb"!’“D delafo_22'6 .
Ll Tt

Firma
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TRIPLICADO . REGISTRO CIVIL

PARA ENTREGAR REPUBLICA DE COSTA RICA No.l 1 2 5 4 0 2 2

N hniie CERTIFICADO DE DECLARACION DE DEFUNCION

1) NOMBRE \'nPELu @mx FALLECIDA: ,/ o PR A
%‘q : . \‘UWLGL Bt i lowve .
i

Nempre o L 1 er. apel 2 do. apellido

CONOCIDO COMO:

8RITT L ROVAN - TORRCE

Nombre L 1 er. apeliido i ‘ 2 do. apellido
2) 5) FECHA DE NACIMIENTO EDAD CUMPLIDA: — 55
A F) A: o5
CcosT: RRINGEIER .. < OF K FEBERE B naos 2 @
a) - NACIONALIDAD i
- En meses

b) - CEDULA O DOC. DE |DENTL)JJ;M3L—' 5 \ b O En s‘emanas ] D
DiA MES ARO En dias

3
) sexo: 1.[[] Homsre 2.WH En horas

=% b 3 B IR

4)UTIMO ESTADO vIL: 1. [ menor 2 €oLTERoi 3.[Jcasapom | & AESIDENCIARABITUAL:
4.[Jviuooa s[_Jovorciaom 6.[_] union b HECHO 7.[_]sEPARADO/A AL

Provincia Canton

. FL BRAEIL DF L. ¥SQUINA ITL AETID
Nombre y apellidos delfla Gitimo/a conyuge ms C‘ﬂrﬂ’:: -. GO CRW % B

REG. AUX: S| LA DEFUNCION NO OCURRIO EN UNA INSTITUCION HOSPITALARIA, DEBE ADJUNTAR EL CERTIFICADO MEDICO Y COPIA, DEJANDO LAS CASILLAS 7a, 7b. 7c¢. y 7d EN BLANGO.

7a) | PARTE CAUSAS DE DEFUNCIO* Intervalo aproximado
CAUSA DIRECTA O INMEDIATA entre la iniciacion

Asiente solo una causa en cada una de las lineas a), - ) y la muerte
b)yc) s
Ancle en a), 1a enfermedad, ; — /LQ 1) (8]

(a)
cicnes inmediatas a la muerte, y no la 1orrna de morir i Debida a, cor'a consecuencia de (b)

como: desfallecimiento dBl corazon, asfixia, astenia,
CAUSAS ANTECEDENTES ] ;j b‘OU L) ).A_& (\'J\ CngLO .u C"\_, Ui
(b)

Causas antecedentes en b) y ¢), o condiciones mor-
Debida a, ! como consecuencia de

bosas si existiera alguna gue produjeron la causa

en a) mancionandose en Gltimo lugar la
causa basica o fundamenta!

u.C\ﬁ4

‘Ollgas condich ; pgms } e:l crikc que con- (e} C ‘ H
: et x
eleymatas 6 SORIAN morbosa us 18 produio Gl w pevvis s | Ao LS N \-
k s
7b) S| LAMUERTE SE DEBIO A FACTORES EXTERNOS SE DEBE ESTABLECER S| FUE: ! D suUICIDIO D HOMICIDIO EI ACCIDENTE
i Describanse los medios usados y en caso de accidente, el tipo, circunstancias y lugar
7c) FECHA DE OPERACION! HALLAZGOS: AUTOPSIA

Dia i Mes © ARo

| | |

1 ]s 2[]no
5 Afo

7d) ASISTENCIA MEDICA EN ESA(S) ; i
ENFEFIMEDAD ES): D st 2KJINO  pesoEe | |
Nombre del E!dIC /a que cerhhca Firma del médico/a l Caodigo
8) MURIO 1N. D su HOG EN OTRO PAK 9) LUGAR DE LA DEFUNCION:
\N?nid‘?el hospital, institucion u !t:h?;a: I.‘,ﬂ. H I Foiness
NACIO MUERTO: N° SEMANAS DE EMBARAZO: i " { [' : ‘
o5 D NO C] : Cantén Distrito
10) FECHA DE Di 5 11) OCUPACION:
MUERTE: gm 4 ia Mes .lknap
2 T z o . -
BEfs 15 SECRFTARY.

12) SEPULTADO EN:

ALAJUFL. CENTRAL  CENTRAL  _ IOCL

Provincia Cantén Distrito Nombre del cementerio
13) DATOS DEL PADRE: 14) DATOS DE LA MADRE:
o
THINA
Nombre Nombre
L -
RCVAN TORRES
1 er. apeliido 2 do. apellido 1 er. apellido 2 do. apellido
Nacionalidad - Cédula o Doc. de Ident. Nacionalidad Cédula o Doc. de Ident.

15) DATOS DE LA PERSONA DECLARANTE:

MARIA MORALES ROMAN Ced 2 0291 1111
Nombre y apellidos de quien declara / Cédula o documento de identidad

, PARICO CALD

Doreccldnue la persona Deciarant?or calles y avanldas No. de casao cualqupr ofo H

2442 0345 < "PRIMA e

X, o
Teléfono Parentesco con la persona fallemda ! Firma de ia persona declarante

16) S| NO SABE FIRMAR, LO HARA OTRA PERSONA A RUEGO:

Nombre y apellidos Céduta o doc, de ident. Firma

17V ANTEF-

’

LA PERSONA REGISTRADORA AUXILIAR SEGUN CASILLA 17Y SE EXPIDE

r

ESTA DEFUNCION QUEDO DEBIDAMENTE DECLARADA ANTE

'

ESTA COPIA COMO COMPROBANTE PARA ENTIERRO.
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cert de def y declaracion jurada.pdf
NUMERO SETENTA Y CUATRO: Ante mi, MAYRA CENTENO MEJIA, notaria pablica con oficina en San José,
calle veintitrés, avenida diez bis, casa veintitrés veinte, comparecen la sefiora CLARE GOODMAN
GOODCHILD, mayor, divorciada, profesora de inglés, cédula de identidad: ocho- cero noventa- cero setenta y
tres, vecina de Brasil de Alajuela, de la Guardia Rural setenta y cinco metros al norte, Y DICE: Que advertida
por la suscrita notaria de las penas con que se castiga el delito de falso testimonio o perjurio, en presencia de
las testigos que ofrece, la sefiorita MARLEN BALDI ROJAS, mayor, soltera, empresaria, cédula de identidad:
dos-cuatrocientos ochenta-ciento sesenta y cuatro, vecina de Alajuela Centro, de la Cruz Roja setenta y cinco
metros al sur, y la sefiorita SARA VIRGINIA CASTILLO VARGAS, mayor, soltera, abogada, vecina de
Desamparados de Alajuela, calle La Espafiolita, quinientos metros sur del Super Yireh, cédula de identidad
ndmero: dos-cuatrocientos tres-cero sesenta y dos, DECLARA BAJO LA FE DEL JURAMENTO, que desde el
mes de diciembre del afio dos mil y hasta su deceso, el quince de febrero de dos mil dieciséis, ella ha convivido
en condicién de pareja con la séﬁorita GRETTEL ROMAN TORRES, cédula de identidad: dos-trescientos
cincuenta-cuatrocientos cuarenta y dos, que esta convivencia ha sido publica y pacifica, permanente, libre, e
ininterrumpida en la casa de habitacion que ambas construyeron, la ha asistido y brindado socorro en todo
momento y solicita al Poder Judicial, se dé inicio a la tramitacién del proceso de liquidacion de sus extremos
“laborales y el de la pensién que correspondia a ella como ex servidora del Poder Judicial sea acordada en su
beneficio, pensién de quien en vida fue Grettel Romén Torres, mayor, soltera, cédula: dos- trescientos
cincuenta- cuatrocientos cuarenta y dos, segun consta del certificado de declaracidn de defuncién nudmero: uno-
cero cinco cinco tres- cero seis ocho-cero uno tres cinco, formulario del Registro Civil, emitido el diez de marzo
del dos mil dieciséis, Seccion Defunciones, Provincia de San José, de lo cual la suscrita notaria también da fe.
Las testigos han sido juramentadas y advertidas por la suscrita notaria, de lo cual doy fe, de las penas con que
el cadigo penal castiga el delito de falso testimonio, juran decir verdad y manifiestan: Que ambas conocen a la
pareja conformada por CLARE GOODMAN GODDCHILD y GRETTEL ROMAN TORRES, y saben quse la
convivencia entre ambas ha sido de aproximadamente diez afios en forma ininterrumpida, encontréandose
ambas conviviendo en Alajuela, El Brasil, en la direccién aqui indicada por Clare, y entre ellas han compartido
desde siempre en forma estable. Expido un primer testimonio. Leido lo escrito a las comparecientes, lo
encuentran conforme, manifiestan que lo aprueban y todas firmamos en San José, a las doce horas del dia
dieciocho de marzo de dos mil dieciséis. CLARE GOODMAN. ILEGIBLE. ILEGIBLE. MAYRA CENTENO M.——-

LO ANTERIOR ES COPIA FIEL Y EXACTA DE LA ESCRITURA NUMERO SETENTA Y CUATRO VISIBLE AL





FOLIO CINCUENTA Y TRES VUELTO Y CINCUENTA Y CUATRO FRENTE DEL TOMO DOCE DE M
PROTOCOLO. CONFRONTADA CON SU ORIGINAL RESULTO CONFORME Y LA EXPIDO COMO UN

PRIMER TESTIMONIO PARA LA INTERESADA, EN EL MISMO ACTO DE FIRMAR LA ESCRITURA MATRIZ -
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Certifica

GUE EN EL REGISTRO DE DEFUNCIONES DE LA PROVINCIA DE SAN JOSE

AL TOMO s GUINIENTOS CINCUENTA Y TRES

FOLIO r SESENTA Y OCHOD

ASTENTD : CIENTO TREINTA Y CINCO

CITA : 1-RBES5E-REE-B1L3E5

DICE QUE : GRETTEL RITA DE 1.0S ANGELES
ROMAN TORRES

CACOMO §ORE R R RN N R R AR R T E NN

BEXOD 1 FEMENINO

NACTIONALIDAD: COSTARRICENSE

CEDULA : E-QE50-0442

EDAD : CINCUENTA Y SEIS AROS

FADRE : ; gy

MADRE : TRINA ROMAN TORRES

MURIO EN : URUCA CENTRAL SAN JOSE

EL. DIA : QUINCE DE FEBRERD DE DOS MIL DIECISEIS

CAUSA DE : SHOCK SEPTICO PROBABLE INFECCION DEL TRACTO URINARID
MUERTE NEUTROFENIA Y FIEBRE CANCER MAMA FT3 Ni Hi

ESTE ES UN REGISTRO ELECTRONICO Y CONTIENE TODA LA INFORMACION DISPONIBLE.
ES CONFORME : DADA EN  SAN JOSE, A LAS DOCE HORAS CON  DIEZ MINUTOS DEL
DIEZ DE MARZO DEL. DOS MIL DIECISEIS
SE AGREGAN Y CANCELAN TIMBRES DE LEY. t:' Jﬂ \) \
CARLOS EDUARDD VALERIN HERRERA, CERT!FTFQ Rfﬁ Q.e(v1\t

NULA 51 NO CONSTAN CANCELADOS LOS DERECHOS Y TIMBRES EN BOLETA ADJUNTA
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                           Secretaría General




San José, 8 de enero de 2020

N° 100-2020

Al contestar refiérase a este # de oficio


Señor


M.Sc. Rodrigo Alberto Campos Hidalgo


Director Jurídico



Estimado señor:


Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 109-19 celebrada el 17 de diciembre de 2019, que literalmente dice:


“ARTÍCULO VII 


Documento N° 4306-18 / 14959-19


En sesión N° 93-18 celebrada el 25 de octubre de 2018, artículo XIII, en lo conducente, se ordenó a la Dirección de Gestión Humana, remitir a la Dirección Jurídica, la información y documentación pertinente sobre el asunto del señor Armando Fuentes Quesada, a efecto de que esa dirección realizara un estudio detallado, con base en las indicaciones que se señalaron en aquel momento, sobre el recálculo de la jubilación, a fin de subsanar y sustentar adecuadamente el caso.


El máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico interino, en  criterio N° DJ-C-530-2019, remitió lo siguiente:


“Me refiero a solicitud de criterio de oficio 11733-2018 de 13 de noviembre de 2018, mediante el cual se hace de conocimiento de esta unidad asesora el acuerdo del Consejo Superior de artículo XIII de sesión número 93-18 de 25 de octubre de 2018.


En dicho acuerdo se dispuso lo siguiente: 


“1) Tomar nota del oficio N° 1283-39-SAFJP-2018 de la Auditoría Judicial, sobre el informe de advertencia relativo al recálculo de jubilación. 2) Ordenar a la Dirección de Gestión Humana, que remita la información pertinente a la Dirección Jurídica, con la documentación soporte correspondiente, a efecto de subsanar y sustentar adecuadamente el caso bajo estudio. Indicarle a la Dirección de Gestión Humana que observe con el debido cuidado las futuras solicitudes de criterio solicitadas por la Dirección Jurídica, brindando información precisa y suficiente. 3) Ordenar a la Dirección Jurídica que realice un estudio sobre el recálculo de la jubilación aprobado en la sesión N°81-18 del 14 de setiembre del 2018, artículo XV, de este Consejo, considerando la información que suministrará Gestión Humana, de conformidad con el nuevo cuadro fáctico jurídico. 4) Solicitarle a la Dirección Jurídica, que en futuros estudios de recálculo de jubilación considere, los dictámenes C-135-2014 y C-360-2014, cuyo escenario presenta una persona que había obtenido el beneficio de forma proporcional, por el cumplimiento de alguno de los requisitos (edad o tiempo de servicio). Además, que verifique todos los actos administrativos declarativos de derecho e información pertinente, para los estudios que realiza. 5) Suspender lo dispuesto en la sesión N° 81-18 del 14 de setiembre del 2018, artículo XV, de este Consejo en cuanto al recálculo por parte de la Dirección de Gestión Humana, a la espera del nuevo criterio que brinde la Dirección Jurídica”.


Al respecto esta unidad asesora se permite expresar lo siguiente:


A) Sobre la interpretación de los dictámenes C-135-2014 y C-360-2014 de la Procuraduría General de la República:


Con el fin de emitir el presente informe esta unidad asesora realizó un análisis de los dictámenes de referencia y en este sentido, de la manera más respetuosa se permite discrepar de la interpretación que del mismo fue realizado en su momento en el oficio N° 1283-39-SAFJP-2018 de la Auditoría Judicial, toda vez que no se advierte que de manera expresa se haya rechazado la posibilidad de recálculo de una jubilación, a no ser que la misma se ordinarie.


De la lectura realizada no advertimos el rechazo expreso a tal posibilidad, que tendría manifiestos vicios de inconstitucionalidad, y, por el contrario, el dictamen C.360-2014 expresamente indica lo siguiente:


“Por consiguiente, según advertimos tanto en el dictamen C-134-2008 de 23 de abril de 2008  y en el propio dictamen C-135-2014 de comentario (coincidiendo con la interpretación contenida en sentencia Nº 750-2011 de las 09:45 hrs. del 14 de setiembre de 2011, Sala Segunda), reiteramos una vez más que la regla de revisión de jubilación por reingreso en el caso del Poder Judicial, con base en la normativa vigente, presupone únicamente el reajuste, adaptación o actualización de las prestaciones suspendidas en función del costo de vida, especialmente en aquellos casos de prestaciones completas u ordinarias adquiridas con base en la edad prescrita y el período de calificación previsto al efecto (art. 224 de la Ley Nº 7333). Y sólo a modo de excepción a aquella regla, en el caso de beneficios jubilatorios proporcionales a los que alude el ordinal 225 Ibídem., en caso de reingreso y posterior cese, sería factible considerar aquel tiempo adicional laborado durante el reingreso y sus salarios cotizados, que no fueron obviamente considerados al momento de reconocerse el derecho jubilatorio; esto a fin de ser tomados en cuenta para reajustar monto de pensión asignable”.


Reiteramos de la manera más respetuosa que la anterior conclusión no tiene la consecuencia limitativa considerada en el acuerdo que da base al presente criterio, toda vez que el dictamen original partió de la presunción teórica de que el servidor se reincorpora para cumplir las condiciones para ordinariar su pensión, mas no se excluye que en el supuesto que la reincorporación no cumpla los respectivos supuestos, no sirva para un recálculo de pensión.    


En todo caso si el Consejo así estima mantener la interpretación particular de ambos dictámenes, en futuros informes serán de aplicación, no sin antes advertir que esta unidad asesora discrepa de la interpretación realizada y que se estima que la misma podría tener vicios de confrontación con el derecho de la Constitución y la norma de la Ley Orgánica del Poder Judicial aplicable. 


B) Sobre la situación de análisis base de la jubilación recalculada en la sesión N. 81-18 de 14 de setiembre de 2018, artículo XV:



No obstante, las consideraciones anteriores, es de advertir que de conformidad con la información contenida en el oficio N° 1283-39-SAFJP-2018 de la Auditoría Judicial, el acto administrativo de la sesión N. 81-18 de 14 de setiembre de 2018, artículo XV, posee un vicio de nulidad, en razón de que para su adopción se parte de un motivo incorrecto e inexistente.


En este sentido, el informe de la Auditoría Judicial señala lo siguiente: 


“El estudio que efectuó la Dirección Jurídica consideró la información suministrada por Gestión Humana mediante oficio N° 1964-AP-2018, donde señaló:


 “…el señor Fuentes Quesada se jubiló por haber cumplido con el requisito de la edad (60 años) el 28 de febrero de 2002, suspende el beneficio a partir del 11 de junio de 2007 y lo reactiva a partir del 21 de diciembre de 2017, a esta fecha don Armando acumula un tiempo servido de 27 años 11 meses y 15 días, por lo que no fue posible ordinariar el beneficio.”


Según determinó esta Auditoría, el dato referente al hecho de que a la persona se le había otorgado la jubilación a los 60 años es erróneo, ya que el beneficio se dio por incapacidad absoluta y permanente (sesiones del 26 de noviembre del 2002, artículo XLIX y del 5 de marzo del 2003, artículo XV), según lo establecido en el artículo 228 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, siendo que no cumplía con el tiempo de servicio, ni la edad…”


De conformidad con lo anterior, cualquier análisis de la aplicación de los criterios de la Procuraduría General de la República al caso de análisis se torna innecesario, dado que la persona fue pensionada por otro motivo diferente al contenido en el oficio de la Dirección de Gestión Humana y que dio base al acuerdo de la sesión N. 81-18 de 14 de setiembre de 2018, artículo XV.


No obstante, es de advertir que el acto de la sesión N. 81-18 de 14 de setiembre de 2018, artículo XV, es un acto creador de derechos subjetivos por lo que necesariamente deberá ser anulado por los mecanismos previstos por la Ley General de la Administración Pública para tal fin y que se describen en la siguiente norma:


“Artículo 173.- 1) Cuando la nulidad absoluta de un acto declaratorio de derechos sea evidente y manifiesta, podrá ser declarada por la Administración en la vía administrativa, sin necesidad de recurrir al contencioso-administrativo de lesividad, previsto en el Código Procesal Contencioso-Administrativo, previo dictamen favorable de la Procuraduría General de la República; este dictamen es obligatorio y vinculante.  Cuando la nulidad absoluta verse sobre actos administrativos directamente relacionados con el proceso presupuestario o la contratación administrativa, la Contraloría General de la República deberá rendir el dictamen. En ambos casos, los dictámenes respectivos deberán pronunciarse expresamente sobre el carácter absoluto, evidente y manifiesto de la nulidad invocada”.


De conformidad con lo anterior, procedería lo siguiente:


a.- La Corte Suprema de Justicia debe ordenar el inicio del procedimiento administrativo ordinario para la nulidad del acto administrativo.


b.- Se deberá realizar el respectivo procedimiento administrativo ordinario


c.- Concluido el procedimiento administrativo ordinario, se enviará el acto final a conocimiento de la Procuraduría General de la República, a efecto de que determine su carácter nulo, evidente y manifiesto.


d.- De tenerse el acto afirmativo de la Procuraduría General de la República se procederá a la anulación del acto administrativo.  


No es óbice, indicar que fue correcto y conveniente lo dispuesto en el acuerdo de artículo XIII de sesión número 93-18 de 25 de octubre de 2018 en el sentido de “Suspender lo dispuesto en la sesión N° 81-18 del 14 de setiembre del 2018, artículo XV, de este Consejo en cuanto al recálculo por parte de la Dirección de Gestión Humana, a la espera del nuevo criterio que brinde la Dirección Jurídica”.


Lo anterior toda vez que ordenar la ejecución de un acto nulo podría generar responsabilidad disciplinaria y en tanto que la anulación del mismo no es facultativa, sino se torna imperativa, dado el evidente vicio de nulidad absoluta que presenta con base en la inexactitud del oficio N° 1964-AP-2018 de la Dirección de Gestión Humana. 


C) Sobre la orden a la Dirección Jurídica para que realice un estudio sobre el recálculo de la jubilación aprobado en la sesión N°81-18 del 14 de setiembre del 2018, artículo XV, de este Consejo, considerando la información que suministrará Gestión Humana, de conformidad con el nuevo cuadro fáctico jurídico: 


Al respecto, con base en las consideraciones anteriores, se torna innecesario proceder a realizar una valoración respecto de la procedencia o no de recálculo de la jubilación indicada, toda vez que nuestra recomendación se orienta en el sentido de la necesaria anulación del respectivo acto administrativo, habida cuenta que fue adoptado con base en un motivo inexistente, dado que la persona cesó sus funciones por incapacidad y no por la aplicación del artículo 225 de la LOPJ, según lo indicó la Auditoría Judicial.


D) Conclusiones:


Con base en las anteriores consideraciones, se puede concluir lo siguiente:


I.   Esta unidad asesora respetuosamente discrepa de la interpretación dada por la Auditoría Judicial en el oficio N° 1283-39-SAFJP-2018 respecto del contenido de los dictámenes C-135-2014 y C-360-2014 de la Procuraduría General de la República. No obstante, si el Consejo así estima mantener la interpretación particular de ambos dictámenes, en futuros informes serán de aplicación, no sin antes advertir que esta unidad asesora discrepa de la interpretación realizada y que se estima que la misma podría tener vicios de confrontación con el derecho de la Constitución y la norma de la Ley Orgánica del Poder Judicial aplicable.


II.   El acto de la sesión N. 81-18 de 14 de setiembre de 2018, artículo XV, es un acto creador de derechos subjetivos por lo que necesariamente deberá ser anulado por vicios en su motivo, mediante los mecanismos previstos por la Ley General de la Administración Pública para tal fin.


III.   Se torna innecesario proceder a realizar una valoración respecto de la procedencia o no de recálculo de la jubilación indicada, toda vez que nuestra recomendación se orienta en el sentido de la necesaria anulación del respectivo acto administrativo de la sesión N. 81-18 de 14 de setiembre de 2018, artículo XV.

Dejamos así evacuada su solicitud de criterio al respecto.”


- 0 –


La máster Dinorah Alvarez Acosta, Directora Ejecutiva interina procede a dar lectura al acuerdo propuesto por la Secretaría General de la Corte.


Seguidamente toma la palabra el integrante Carlos Montero Zuñiga quien indicó:

“Doña Patricia y compañeros, yo no sé si ustedes lo entendieron igual, yo aquí marqué unos párrafos que me llamaron la atención, la Auditoria  no había advertido del caso de don Armando, pero por una información que nos dio Gestión Humana, nosotros consideramos que él se había jubilado por cumplimiento de requisitos, pero la auditoria dice que don Armando fue jubilado por incapacidad absoluta y permanente, ahora viene la Dirección Jurídica después de analizar la situación de don Armando, y nos dice: “Esta unidad asesora respetuosamente discrepa de la interpretación dada por la Auditoría Judicial en el oficio tal  respecto del contenido de los dictámenes de la Procuraduría General de la República. No obstante, si el Consejo así estima mantener la interpretación particular de ambos dictámenes, en futuros informes serán de aplicación, no sin antes advertir que esta unidad asesora discrepa de la interpretación realizada y que se estima que la misma podría tener vicios de confrontación con el derecho de la Constitución y la norma de la Ley Orgánica del Poder Judicial aplicable.


En el punto 2 nos dice; “El acto de la sesión N. 81-18 de 14 de setiembre de 2018, artículo XV, es un acto creador de derechos subjetivos por lo que necesariamente deberá ser anulado por vicios en su motivo, mediante los mecanismos previstos por la Ley General de la Administración Pública para tal fin. 


En el punto 3 nos dice: “Se torna innecesario proceder a realizar una valoración respecto de la procedencia o no de recálculo de la jubilación indicada, toda vez que nuestra recomendación se orienta en el sentido de la necesaria anulación del respectivo acto administrativo de la sesión N. 81-18.


Que es lo que pasa con esto; que como don armando no se jubiló por cumplimiento de requisitos no le corresponde formalmente el recalculo de la jubilación, porque él se jubiló por incapacidad absoluta y permanente; verdad, en el informe que nos rindió la Dirección de Gestión Humana indujo a error al Consejo, en esa sesión 81-18 del año pasado, y nosotros consideramos y tomamos nota que se había jubilado por requisitos cuando en realidad fue por incapacidad absoluta y permanente, que no le corresponde el recalculo. Don Rodrigo lo que nos recomienda aquí es que hay que anular, e iniciar el trámite  de nulidad del acuerdo 81-18 artículo XV.


Entonces a mí me parece, que la propuesta de acuerdo que viene aquí, redactada no es correcta, por lo que personalmente creo dejar el punto uno está bien tener por rendido, pero quitar el punto 2 y el tres y  más bien, iniciar el proceso para anular el acuerdo  81-18 EN EL artículo XV, en vista de que ese acuerdo lo hicimos tomando  como información o como referencia que don armando se había jubilado por cumplimiento de la edad que era 60 años,  cuando en realidad él se jubiló por incapacidad absoluta y permanente, eso cambia radicalmente las condiciones jubilatorias de don Armando, en cuanto a la asignación del monto, en cuanto a sus posibilidades de volver a trabajar. -que tengo entendido está trabajando otra vez- y además este, un eventual recalculo, porque hasta donde recuerdo y si  estoy hablando de la misma persona, don Armando es el juez que esta nombrado en el Tribunal de Golfito y que se le vence el nombramiento o que se le vencía el 30 de noviembre, entonces esos nuevos nombramientos le permitían a una persona que se jubiló por cumplimiento de requisitos pedir un recalculo, en el caso de don Armando pareciera que no aplica, entonces lo que habrá que hacer es revisar y corregir el acuerdo de esa sesión que nos hace referencia la Dirección Jurídica.


Interviene la integrante Castillo  Vargas: Al respecto yo coincido con don Carlos creo que lo que corresponde en este momento es acatar la recomendación de la  dirección Jurídica, y no darle más largas al asunto si no que iniciar el proceso que tiene que conocer Corte Plena para la nulidad absoluta y manifiesta de este acuerdo, debido a que ya creó derechos subjetivos, y no podríamos tomarlo de mutuo propio, entonces más bien  yo sugeriría que en la misma línea que se modifiquen los puntos dos y tres y que se instruya a la Dirección Jurídica para que inicie el procedimiento de nulidad absoluta evidente y manifiesta de este acuerdo que el Consejo por las razones que ya indicó Carlos Montero.


Interviene la Magistrada Patricia Solano, vicepresidenta de la Corte Suprema de justicia indicando: Yo estoy de acuerdo; incluso don Armando a estado participando en concursos para que le den propiedad; lo que conocemos es que él tiene problemas en la voz, entonces él tiene problemas para ejercer el cargo, conversábamos al inicio de la audiencia, o antes de que iniciara la audiencia del día de hoy, precisamente de la herramienta de la oralidad y sus virtudes  y que la institución ha apostado porque los procesos sean orales, de manera que es necesario que se tenga esa destreza para poder ejercer ciertos cargos, y hasta donde recuerdo creo que eso fue uno de los motivos por los cuales a él se le había jubilado, en esto creo que nosotros debemos de copiar este acuerdo al Centro de Gestión y Apoyo de la Administración de Justicia, porque siento que muchos de los problemas que enfrenta desde el Consejo Superior es precisamente los nombramientos que se hacen desde el Centro de Apoyo; de manera que ellos deben de tomar nota de este tipo de situaciones que se nos presentan, a  efectos de que tomen las previsiones, en cuanto a los nombramientos en forma interina de los jueces y juezas de la República. Pero sí, en los términos haríamos la solicitud para variar el acuerdo.


 Toma la palabra el licenciado Carlos Mora Rodriguez, subsecretario general de la Corte indicando lo siguiente:  Buenos días, gracias, estimo que el acuerdo debe ir dirigido a Corte, si lo que van a solicitar es que se inicie el procedimiento de nulidad absoluta evidente y manifiesta, para que la Corte como jerarca máximo sea el que ordene el inicio del procedimiento y proceda a nombrar el órgano director, que generalmente recae en uno de los abogados del área de Asuntos Jurisdiccionales de la Dirección Jurídica.


Puede quedar claro el acuerdo, como el acuerdo no queda firme, en cuanto a la redacción sería en los términos que señaló el integrante Montero, en cuanto a que. lo que se remite por parte de la Dirección de Gestión Humana, los motivos por los cuales en su oportunidad se había acogido a la jubilación don Armando Fuentes, era diferente a la que en efecto se había llevado a cabo, y que ese presupuesto hace variar las consecuencias, ante la posibilidad de recalculo de la jubilación.  


Se acordó: 1) Tener por rendido el informe DJ-C-530-2019 presentado por la Dirección Jurídica, fechado 13 de noviembre del 2019. 2) Acatar la recomendación de la Dirección Jurídica, en consecuencia: Remitir el presente acuerdo a la Corte Plena a fin de que ordene el inicio al procedimiento de nulidad absoluta, evidente y manifiesta, del acuerdo número XV de la sesión N° 81-18 de 14 de setiembre de 2018. 3) Hacer este acuerdo de conocimiento del licenciado Fuentes Quesada. 


La Dirección Jurídica y a la Auditoría Judicial y el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, tomarán nota para lo de su cargo. Se declara acuerdo firme.”

Atentamente, 


Licda. Lisbeth Solis Alvarado

Prosecretaria General interina

Secretaría General de la Corte


c: 
Corte Plena


Auditoría Judicial


Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional

Diligencias / Refs: (4306-18 / 14959-19) 

Iquesadac

Teléfonos: 2295-3007 // 2295-3711
 Correo: secrecorte@poder-judicial.go.cr Fax: (506) 2295-3706 Apdo: 1-1003 San José
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Con fundamento en el analisis de toda la informacién contenida en el expediente
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Hoja de criterio de comisión Cambronero Arguedas Franklin 02-0428-0174.pdf
CAJA COSTARRICENSE DE SEGURO SOCIAL
Direccion de Calificacion de la Invalidez
Teléfono: 2283-0403 Ext 1017/ Fax: 2283-0398

HOJA DE CRITERIO DE COMISION

COMISION CALIFICADORA DEL ESTADO DE INVALIDEZ
SESION N° 540-2019

La Comision en fecha 22 de noviembre del 2019, estudi6 la solicitud de
pension presentada por el asegurado:

Nombre: CAMBRONERO ARGUEDAS FRANKLIN Cédula: 2-0428-0174 Edad: 52 afios

Con fundamento en el analisis de toda la informacion contenida en el expediente
administrativo de tramite de pension por invalidez y atendiendo las enfermedades
que refiere el (la) paciente, la comision acuerda declararlo (a):

Invdlido No InvalidoNe> Continta Invalido Ausente a Cita (s)

Diagnéstico Principal: Espondiloartrosis lumbar leve protrusion discal
L5-S1: A)Lumbalgia crénica sin déficit neurolégico objetivo, ni
limitacién funcional. < 7. %

Diagnéstico Secundario: Hipertensién arterial sin complicaciones.

Observaciones:

) R

\E)ﬂiembro de la Comisi Miembro de la Comision

ra. Edith Vannucchi Diaz Dr. Luis Castro Blanco
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Con fundamento en el analisis de toda la informacion contenida en el expediente
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Hoja de Criterio de Comisión Arguedas Sibaja Giselle 02-0452-0203.pdf
CAJA COSTARRICENSE DE SEGURO SOCIAL
Direccion Calificacion de la Invalidez

Telefono: 22849200.
cosTAmcA Correo electronico: Dir.Calif.Inv @ccss.sa.cr

HOJA DE CRITERIO DE COMISION

COMISION CALIFICADORA DEL ESTADO DE INVALIDEZ
SESION N° 581-2019

La Comision en fecha 19 de diciembre de 2019 estudio la solicitud de pension
presentada por el asegurado:

Nombre: ARGUEDAS SIBAJA GISELLE CC: ARGUEDAS SIBAJA GUISELLE Cédula: 2-
0452-0203 Edad: 50 anos

Con fundamento en el analisis de toda la informacion contenida en el expediente
administrativo de tramite de pensién por invalidez y atendiendo las enfermedades
que refiere el (la) paciente, la comision acuerda declararlo (a):

W 4

Invadlido No Invdlido / Contintia Invdlido Ausente a Cita (s)

Diagnostico Principal: Trastorno de ansiedad paroxistico, sin
seguimiento especializado en la Caja Costarricense de Seguro
Social y sin tratamiento, en respuesta a estresores y conflictos
laborales —+ “I/.©

Diagnostico Secundario: Sindrome de Sjogren / Nédulos tiroideos /
Apnea del suefio / Problemas relacionados con el empleo

Observaciones:

Miembre d€ 1a\€Comisién s /Miembr %’ ision
Dra. Brenda Guf{érrez Gutiérrez SEFWRG -3 ~-Dr. Os€ar lo Sanchez

—
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[bookmark: _Toc527033016]
Presentación



[bookmark: _Hlk527033581]El presente Código de Gobierno Corporativo contiene los lineamientos generales del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial de Costa Rica (FJPPJ), en atención a tendencias internacionales y nacionales, de conformidad con los principios de Gobierno Corporativo y las disposiciones reglamentarias aprobadas por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF) en el nuevo Reglamento de Gobierno Corporativo, el cual entró en vigencia el 07 de junio del 2017, que busca definir el marco de Gobierno Corporativo que debe garantizar la orientación estratégica del  FJPPJ, el control efectivo de la dirección por parte de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones y la rendición de cuentas ante la población beneficiaria, personas interesadas y autoridades del Gobierno de la República y la sociedad costarricense conforme la normativa aplicable. 



Este Código define los fundamentos y directrices generales de la estructura de Gobierno Corporativo del FJPPJ, que deben observar sus órganos de dirección, administración y control, personas beneficiarias; como los involucrados en su gestión y toma de decisiones, en todas sus actuaciones tendientes a procurar el mejor desempeño, basado en el apego a la conducta ética y responsabilidades asignadas de conformidad con la legislación aplicable. 



[bookmark: _Toc488003807][bookmark: _Toc527033017]CAPITULO I



[bookmark: _Toc488003808][bookmark: _Toc527033018]Disposiciones Generales



[bookmark: _Toc488003809][bookmark: _Toc527033019][bookmark: _Hlk488017765]Artículo 1.-Objetivo 



El presente Código de Gobierno Corporativo tiene como objetivo promover la transparencia y eficacia del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial de Costa Rica (FJPPJ) y las responsabilidades de las distintas partes relacionadas, por lo que contiene los lineamientos generales del FJPPJ y siguiendo las disposiciones reglamentarias aprobadas por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF) en el Reglamento de Gobierno Corporativo.



[bookmark: _Toc488003810][bookmark: _Toc527033020]Artículo 2.- Alcance 



[bookmark: _Toc488003812]El presente Código es de aplicación obligatoria para todas las actuaciones y relaciones de las personas integrantes de la Junta Administradora, incluye a todos los comités establecidos por ley o normativa, comités permanentes de apoyo nombrados por la Junta Administradora, personas colaboradoras, beneficiarias y cualquier otra persona involucrada, que por su relación con el FJPPJ, le sea aplicable esta normativa, quienes tienen el deber y la obligación de conocer y respetar este Código, las políticas, los manuales, reglamentos, así como la legislación indicada, lo mismo que denunciar solidariamente, cualquier violación al mismo.



[bookmark: _Toc527033021]Artículo 3.- Definiciones[footnoteRef:1]  [1:  Reglamento de Gobierno Corporativo CONASSIF] 




Para los efectos correspondientes, el Código de Gobierno Corporativo del FJPPJ, toma las siguientes definiciones:



Alta Gerencia: Es la responsable del proceso de planeamiento, organización, dirección y control de los recursos organizacionales para el logro de los objetivos establecidos por el Órgano de Dirección. Según la estructura organizativa de la entidad regulada, incluye a las personas servidoras que, por su función, cargo o posición, intervienen o tienen la posibilidad de intervenir en la toma de decisiones importantes dentro de la entidad. 



Apetito de Riesgo: El nivel y los tipos de riesgos que una entidad regulada está dispuesta a asumir en relación con los fondos administrados, aprobados por el Órgano de Dirección con antelación y dentro de su Capacidad de Riesgo, para alcanzar sus objetivos estratégicos y plan de negocio. 



Capacidad de Riesgo: Nivel máximo de riesgo que una entidad regulada es capaz de asumir en relación con los fondos administrados, considerando su gestión integral de riesgos, medidas de control, limitaciones regulatorias, base de capital u otras variables de acuerdo con sus características. 



Código de Conducta: Conjunto de normas que rigen el comportamiento de la entidad y las personas colaboradoras de ella; y expresan su compromiso con valores éticos y principios como la transparencia, la buena fe de los negocios o actividades, la sujeción a la legislación vigente y a las políticas de la entidad, así como el trato equitativo a las personas beneficiarias del Fondo de Jubilaciones y Pensiones que se encuentren en las mismas condiciones objetivas. Incluye, entre otros, la prohibición explícita del comportamiento que podría dar lugar a riesgos de reputación o actividad impropia o ilegal, como la declaración de información financiera incorrecta. 



Conflictos de intereses: Cualquier acto, omisión o situación de una persona, sea física o jurídica, que pudiere otorgar ventajas o beneficios indebidos, para sí o para terceros, producto de la administración de los fondos o la prestación de servicios relacionados con estos. 



Criterio fundamentado del supervisor: Juicios u opiniones objetivas y técnicas, emitidas por la Supen, con fundamento en sus facultades legales, evidencia, conocimiento y experiencia en la materia evaluada o supervisada. 



Cultura de Riesgo: Normas, actitudes y comportamientos de una entidad relacionados con el riesgo y las decisiones sobre la forma de gestionarlos y controlarlos. 



Declaración de Apetito de Riesgo: La articulación por escrito del nivel y tipos de riesgo que una entidad acepta o evita, con el fin de alcanzar sus objetivos. Incluye medidas cuantitativas expresadas en relación con los ingresos, el capital, medidas de riesgo, liquidez y otras mediciones pertinentes, según proceda. También incluye declaraciones cualitativas para hacer frente a los riesgos de reputación y de conducta, así como de legitimación de capitales y financiamiento al terrorismo, entre otras. 



Entidades autorizadas: Organizaciones sociales autorizadas para administrar los fondos de capitalización laboral y las operadoras de pensiones. 



Entidades reguladas: Entidades supervisadas, con excepción de la Caja Costarricense de Seguro Social. 



Entidades supervisadas: Todas las entidades autorizadas, la Caja Costarricense de Seguro Social en lo relativo al Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte y todas las entidades administradoras de regímenes de pensiones creados por leyes o convenciones colectivas.



Gerente o persona administradora: Persona física que, por su función, cargo o posición ejerza o represente la máxima autoridad administrativa de la entidad regulada. En el caso de los fondos de beneficio definido y los especiales administrados por una operadora, el cargo de persona gerente o administradora puede referirse a la persona con el cargo de director o directora ejecutiva o a cualquier otra nomenclatura de puesto que se relacione con la persona responsable de administrar el fondo. 



Gestión de riesgos: Proceso sistemático de identificar, medir, evaluar, controlar, dar seguimiento e informar, los distintos tipos de riesgos que podrían afectar la consecución de los objetivos de la entidad y los fondos administrados. La gestión de riesgos permite seleccionar entre las posibles alternativas de respuesta a ellos; es decir, evitarlos, reducirlos, compartirlos o aceptarlos. 



Infraestructura tecnológica: Son todos aquellos recursos disponibles en una entidad que, organizados en una disposición particular, permiten enviar, recolectar, manipular, almacenar y procesar datos para convertirlos en información. Está compuesta por hardware, software, bases de datos, telecomunicaciones, personas y procedimientos. 



Líneas de Defensa: Áreas o funciones organizacionales que contribuyen a la gestión y control de los riesgos de la entidad. Se reconocen tres "Líneas de Defensa": 



La primera línea de defensa será la responsable de la gestión diaria de los riesgos, enfocada en identificar, evaluar y reportar cada exposición, en consideración del Apetito de Riesgo aprobado y sus políticas, procedimientos y controles. Generalmente se asocia a las líneas de negocio o a las actividades sustantivas de la entidad. 



La segunda línea de defensa complementa a la primera por medio del seguimiento y reporte a las instancias respectivas. Generalmente incluye la unidad de riesgos y la unidad o función de cumplimiento. 



La tercera línea consiste en una función o unidad de Auditoría Interna independiente y efectiva, que proporcione al Órgano de Dirección información sobre la calidad del proceso de gestión del riesgo, esto por medio de sus revisiones y vinculándolos con la cultura, la estrategia, los planes de negocio y las políticas de la entidad. 



Medidas de mitigación: Conjunto de acciones tomadas por las entidades reguladas para gestionar técnicamente los riesgos que surjan con motivo de la administración de los fondos, de forma que se minimicen las potenciales pérdidas derivadas de su materialización. 



Persona Integrante externa del Comité de Riesgos: Persona independiente no vinculada por relación laboral o contractual, propiedad o gestión a la entidad, al grupo o conglomerado financiero, al grupo de interés económico, o las empresas que prestan servicios a la entidad regulada, o de parentesco, consanguinidad o afinidad con las personas integrantes del Órgano de Dirección, la Alta Gerencia, quien ostente el cargo de dirección de la unidad o función de riesgos y las y los integrantes del Comité de Inversiones de la entidad regulada. 



Órgano de Control: Instancia interna constituida por ley, reglamento o por disposición del Órgano de Dirección, responsable de proporcionar una evaluación independiente y objetiva sobre el ámbito de su competencia, así como encargada de asegurar el cumplimiento de las disposiciones legales y estatutarias por parte de la entidad. Son órganos de control: la auditoría interna o equivalente, la unidad o función de cumplimiento y la oficialía de cumplimiento, entre otros. 



Órgano de Dirección: Máximo órgano colegiado de la entidad responsable de la organización. Corresponde a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.  



Parte Interesada: Órgano interno o externo, o persona física o jurídica con un interés legítimo en el desempeño y actividades de la entidad, en su grupo o conglomerado financiero, en virtud de sus funciones o cargos, o por los intereses o relaciones económicas que mantiene con estos. 



Perfil de Riesgo: Evaluación, en un momento en el tiempo, de la exposición al riesgo. 



Planes de acción: Consiste en un conjunto de medidas correctivas propuestas por la entidad regulada, con el fin de cumplir con los requerimientos comunicados por el supervisor. Estos planes de acción contienen los objetivos, actividades, responsables y fechas de finalización. 



Régimen de capitalización colectiva o de beneficio definido: Sistema de financiamiento que recibe aportes en un fondo de propiedad colectiva para destinarlos al pago de una jubilación y/o pensión, cuya cuantía dependerá de los beneficios previamente definidos en el diseño del plan. 



Régimen de capitalización individual o contribución definida: Sistema de financiamiento que recibe aportes, previamente definidos, en las cuentas individuales, propiedad de cada persona afiliada, los cuales se invierten y se capitalizan para destinarlos al futuro pago de una jubilación y/o pensión cuya cuantía dependerá del capital acumulado. 



Riesgo de crédito: El riesgo de que una contraparte no pueda cumplir sus obligaciones financieras al vencimiento o en cualquier momento en el futuro. 



Riesgo de liquidez: Riesgo de que los fondos administrados no dispongan de recursos líquidos suficientes para cumplir las obligaciones financieras cuándo y cómo se espera. Incluye el riesgo por la venta anticipada o forzosa de activos para hacer frente a las obligaciones, que conlleven descuentos inusuales, o bien, por el hecho de que una posición no pueda ser oportunamente enajenada, adquirida o cubierta mediante el establecimiento de una posición contraria equivalente. 



Riesgo de mercado: Riesgo por variaciones en los precios de mercado, tales como: tasa de interés, tipo de cambio, precio de las acciones u otros. 



Riesgo de valuación de obligaciones: Riesgo de que los métodos y supuestos usados para estimar el valor de los activos y obligaciones del plan resulten en valores que difieran de la experiencia. Este riesgo puede incrementarse por un diseño complejo del beneficio o por supuestos inadecuados. 



Riesgo estratégico: Riesgo que proviene de la dificultad o incapacidad de la entidad regulada para definir e implementar las políticas o estrategias para la entidad y los fondos administrados, tomar decisiones, asignar recursos o adaptarse a cambios en el entorno. 



Riesgo Inherente: Es aquel riesgo intrínseco de un producto, actividad, proceso o sistema, entre otros, al que se enfrenta una entidad en ausencia de acciones o controles tendientes a modificar su probabilidad o impacto.  



Riesgo legal: Riesgo debido a la inobservancia o aplicación incorrecta o inoportuna de disposiciones legales o normativas, instrucciones emanadas de los organismos de control o como consecuencia de resoluciones judiciales, extrajudiciales o administrativas adversas, o de la falta de claridad o redacción deficiente en los textos contractuales que pueden afectar la formalización o ejecución de actos, contratos o transacciones. 



Riesgo operativo: Riesgo por fallas o deficiencias en los sistemas de información, controles internos, procesos internos, errores humanos, fraudes, fallos de gestión o alteraciones provocadas por acontecimientos externos. Incluye el riesgo de tecnologías de información, el cual consiste en riesgo por daños, interrupción, alteración o fallas derivadas en los sistemas físicos e informáticos, aplicaciones de cómputo, redes y cualquier otro canal de distribución necesarios para la ejecución de procesos operativos por parte de las entidades reguladas. 



Riesgo residual: El riesgo residual es el riesgo remanente, una vez efectuada la mitigación de los riesgos inherentes por parte de la gestión operativa y las funciones de control y supervisión. 



Supen: Superintendencia de Pensiones, entidad encargada de autorizar, regular, supervisar y fiscalizar los planes, fondos, gestores y regímenes contemplados en el marco normativo que regula el Sistema Nacional de Pensiones en Costa Rica.



[bookmark: _Toc488003813][bookmark: _Toc527033022]Artículo 4.- Marco Legal 



El Poder Judicial, bajo el que se sustenta legalmente el FJPPJ, es Tercer Poder de la República Costarricense, según lo dispuesto en el Artículo N° 9 de la Constitución Política y en la Ley Orgánica del Poder Judicial y sus reformas (LOPJ), el cual goza de independencia administrativa y está sujeto a la ley en materia de gobierno. 



Por autorización expresa de ley, la Junta Administradora del FJPPJ, tiene la administración del FJPPJ, cuyo patrimonio es de exclusiva propiedad, de las personas beneficiarias para operar y generar inversiones que le den sostenibilidad a dicho fondo, en distintos ámbitos del mercado financiero nacional. 



· Reglamentos de Organización interna:

1. Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial

2. Reglamento de Organización y Funcionamiento de la Junta Administradora del FJPPJ

3. Reglamento para el otorgamiento de créditos a instituciones bancarias del estado, cooperativas, cajas de ahorro, asociaciones y sindicatos de personas servidoras judiciales y de la población jubilada y pensionada y al Poder Judicial con recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones Judiciales (artículo 240 bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial)

4. Reglamento de Gobierno Corporativo emitido por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (Conassif)

5. Reglamento de Gestión Integral de Riesgos Superintendencia de Pensiones (Supen)

6. Reglamento de Gestión de Activos (Supen)

7. Reglamento Actuarial (Supen)

8. Reglamento para la regulación de los Regímenes de Pensiones creados por leyes especiales y regímenes públicos sustitutos al Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte 

9. Reglamento de Información Financiera.



[bookmark: _Toc488003814][bookmark: _Toc527033023]Artículo 5.- Informe anual de gobierno corporativo 



[bookmark: _Toc488003815]La Junta Administradora aprobará, remitirá y publicará dentro de los primeros tres meses del año, por los medios que disponga, el informe anual de gobierno corporativo con corte al 31 de diciembre de cada año. 







[bookmark: _Toc527033024]CAPÍTULO II



[bookmark: _Toc488003816][bookmark: _Toc527033025]Órganos de Gobierno



[bookmark: _Toc488003817][bookmark: _Toc527033026]SECCIÓN I



[bookmark: _Toc488003818][bookmark: _Toc527033027]Organización de Gobierno Corporativo relativo al FJPPJ



[bookmark: _Toc488003819][bookmark: _Toc527033028]Artículo 6.- Estructura de Gobierno Corporativo 



La estructura de gobierno corporativo del FJPPJ, está compuesta por diferentes órganos, las cuales se integran en la siguiente figura.



Estructura de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones:



[image: cid:image004.jpg@01D5D040.C5A95170]





En cuanto a la transición de los procesos adscritos al Poder Judicial sobre las funciones propias de la Junta Administradora, se mantiene el siguiente organigrama:

[image: cid:image003.png@01D5D040.C5A95170]





[bookmark: _Toc488003823][bookmark: _Toc527033029]Artículo 7.- Junta Administradora del FJPPJ



[bookmark: _Toc488003824]La Junta Administradora es presidida por su presidente y está formada por tres personas integrantes electas democráticamente por el colectivo judicial, así como por tres personas integrantes designadas por la Corte Plena. Contará con completa independencia funcional, técnica y administrativa, para ejercer las facultades y atribuciones que le otorga la ley en los artículos 239, 240 bis y 242 de la L.O.P.J.



Le corresponde administrar el Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, de acuerdo con las políticas de inversión y riesgos, establecidas por ella misma, reconocer a las personas servidoras judiciales, el tiempo laborado en el sector público para efectos de jubilación y ordenar el reintegro que corresponde al Fondo; resolver sobre la devolución de cuotas del FJPPJ a otros regímenes de seguridad social, estudiar, conocer y resolver las solicitudes de jubilación y pensión judiciales que se le presenten; dirigir, planificar, organizar y coordinar las actividades administrativas del FJPPJ y proponer y aprobar los reglamentos correspondientes y cualquier otra que le atribuya la L.O.P.J.



Las personas integrantes de la Junta Administradora obran de buena fe y con la diligencia de un buen hombre de negocios. Sus actuaciones se cumplen en interés del FJPPJ, evitando incurrir en situaciones que configuren conflictos de interés, con el compromiso de manejar con prudencia la información confidencial y promoviendo el mejor trato y atención a las partes interesadas. La Junta Administradora es la responsable de la estrategia, la gestión de riesgos, la solidez financiera, la organización interna y la estructura de Gobierno Corporativo.

[bookmark: _Toc488003825]

[bookmark: _Toc527033031]Artículo 8.- Idoneidad y perfil de las personas integrantes de la Junta Administradora del FJPPJ 



El perfil de las personas integrantes de la Junta Administradora se encuentra establecido en la L.O.P.J, e igual el proceso de elección de estos y las prohibiciones para participar como integrante.



[bookmark: _Toc488003826][bookmark: _Toc527033032]Artículo 9.- Operación 



Para cumplir adecuadamente con sus funciones y responsabilidades, la Junta Administradora se reunirá con la frecuencia que le permita asegurar el seguimiento adecuado y permanente de los asuntos relacionados con el FJPPJ, según lo establecido en la L.O.P.J, y sus reglamentos, así como la normativa que al efecto emita el Conassif y la Supen.



[bookmark: _Toc488003827][bookmark: _Toc527033033]Artículo 10.- Funciones de la Junta Administradora



Sin perjuicio de las funciones y responsabilidades que asignan las leyes, reglamentos y otros órganos administrativos de supervisión y fiscalización a la Junta Administradora para el FJPPJ, esta cumplirá con las siguientes funciones: 



1. Aprobar y supervisar la aplicación de un marco sólido de Gobierno Corporativo, así como el informe anual de Gobierno Corporativo que le someta el Comité de Riesgos, junto con la Gerencia.



2. Establecer la visión, misión estratégica y valores del FJPPJ; con los respectivos objetivos estratégicos, mediante el desarrollo de un marco estratégico, conforme al Modelo de Negocio, que defina las actividades principales, los retornos esperados; estableciendo los mecanismos de aprobación requeridos para gestionar las desviaciones de la estrategia de gestión de riesgos respecto de la Declaración de Apetito de Riesgo, que le someta el Comité de Riesgos.



3. Vigilar que las acciones de la Alta Gerencia sean consistentes con la normativa, el plan estratégico, las políticas y otras disposiciones aprobadas por la Junta Administradora.



4. Aprobar la estructura organizacional y funcional del FJPPJ y proporcionar los recursos necesarios para el cumplimiento de sus responsabilidades, dándole autonomía al Proceso de Riesgos.



5. Administrar el FJPPJ, a través de la Gerencia y de acuerdo con las políticas de inversión y de riesgos, establecidas por la Junta Administradora, para mantener:



a) La relación con las personas beneficiarias, representantes gremiales relacionados, personas integrantes externas de los comités de apoyo y otras partes involucradas. 



b) Las relaciones de interés. 



6. Reconocer a las personas servidoras judiciales, para efectos de jubilación, el tiempo laborado en el sector público y ordenar el reintegro que corresponde al FJPPJ; otorgándoles las jubilaciones y pensiones que les correspondan.



7. Aprobar las operaciones de crédito con los recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, conforme lo establece el artículo 240 bis de la L.O.P.J.



8. Revisar que el tamaño y composición de la estructura organizacional está acorde con las necesidades del FJPPJ y garantizar que el poder no se concentre de manera indebida, evitando conflictos de interés entre las personas servidoras y las funciones delegadas. 



9. Definir los requisitos personales, académicos, técnicos y de experiencia necesarios para cada uno de los puestos claves que conforman la estructura organizacional. Además, establecer mecanismos que garanticen la revisión del cumplimiento de estos requisitos en el proceso de contratación del recurso humano y durante la relación de servicio, de manera que el Órgano se asegure que las personas colaboradoras cuentan, en todo momento, con el perfil requerido.



10. Aprobar los roles y responsabilidades, la rendición de cuentas y la cadena de delegación, y asegurar que se comunique estos aspectos para que sean conocidos y entendidos por todas las personas que laboran para el FJPPJ; por lo que deberán aprobar la selección y remoción de las personas responsables de los puestos de confianza y Órganos de Control (Comités de Riesgos e Inversiones), definiendo las condiciones para mantener sus nombramientos o sustitución; para lo que debe realizar una evaluación periódica de su desempeño, dando a conocer sus resultados en forma previa para garantizar cambios y mejoras de sus resultados.



11. Constituir y establecer la conformación del Proceso de Riesgos y es responsable de la función de cumplimiento como de los comités de apoyo que considere pertinente para la establecer las Líneas de Defensa de gestión de riesgos, con la apertura de canales de comunicación directos; para ello, deberá dotar de los recursos, independencia, autoridad y jerarquía necesarios para su operación; así como los recursos para lograr una buena gestión del FJPPJ; con la creación de procesos y cualquier otra instancia que considere oportuna, manteniendo la independencia jerárquica del Comité y del Proceso de Riesgos y del Comité de Cumplimiento, otorgándole una jerarquía de Staff, dependiente de la Junta Administradora; válido para el resto de los comités de apoyo, en el entendido de que son Líneas de Defensa y de vigilancia de la administración activa y de riesgos en protección de los miembros de la Junta Administradora.



12. Nombrar a las personas integrantes de los Comités de Apoyo, necesarios para el cumplimiento eficiente de los objetivos asignados a dichos comités. 



13. Mantener una relación de comunicación directa, los informes que les remitan los Comités, los órganos supervisores y la Auditoría Interna y Externa, para analizar con sus integrantes y tomar las decisiones que se consideren procedentes. 



14. Designar la firma auditora externa o la persona profesional independiente, de conformidad con la propuesta previamente emitida por el Comité de Auditoría y del Comité de Riesgos en esta materia; lo mismo que nombrar las personas integrantes externas de los comités de apoyo, estableciendo el marco normativo de sus funciones y procesos de incumplimiento.



15. Conocer el plan anual de trabajo de la Auditoría Interna u órgano de control que aplique y solicitar la incorporación de los estudios que se consideren necesarios. 



16. Ejecutar las responsabilidades y funciones que se atribuyen en el marco normativo específico del FJPPJ. 



17. Aprobar los niveles de la Declaración de Apetito de Riesgo, que le someta el Comité y Proceso de Riesgos, supervisando su cumplimiento; así como los planes de contingencia y de continuidad del negocio de las operaciones presentados por el Comité de Riesgos.



18. Dar seguimiento a los informes de la Auditoría Interna, del Comité de Riesgos, Comité de Inversiones u otro órgano de control que aplique relacionados con la atención, por parte de la administración, de las debilidades y riesgos comunicados, como por parte de los órganos supervisores, auditores y demás entidades de fiscalización. 



19. Aprobar las políticas establecidas e implícitas en el presente Código, dentro de ellas las necesarias para procurar la confiabilidad de la información financiera y un adecuado ambiente de control interno y cultura de riesgos, así como las políticas de los Comités de Apoyo. En los casos en que aplique, se deben aprobar los procedimientos respectivos.



20. Apoyarse en cumplimiento de sus funciones respecto a la información de los estados financieros en los controles internos. Evaluar periódicamente sus propias prácticas de gobierno corporativo y ejecutar los cambios a medida que se hagan necesarios, lo cual debe quedar debidamente documentado. 



21. Asegurar que el FJPPJ, cuente con un sistema de información gerencial íntegro, confiable y que permita tomar decisiones oportunas y adecuadas, considerando la gestión integral de los riesgos; velando porque se incluya en el informe anual a la Junta Administradora y a las personas beneficiarias, los aspectos relevantes de los trabajos realizados por cada uno de los comités durante el periodo y realizando un seguimiento de las recomendaciones del Comité de Riesgos, de seguimiento, los auditores internos y externos.



22. Mantener un registro actualizado de las políticas y decisiones acordadas en materia de gobierno corporativo. 



23. Promover una comunicación oportuna y transparente, sobre situaciones, eventos o problemas que afecten o pudieran afectar significativamente al FJPPJ  



24. Velar por el cumplimiento de las normas dictadas por la Junta Administradora y por todo el Sistema de Gestión Integral de los Riesgos, reuniéndose periódicamente con el responsable de la función de cumplimiento y de la jefatura del Proceso de Riesgos, el Comité de Riesgos y la persona que funge como miembro externo del mismo, para establecer y acordar mejoras.



25. Analizar los estados financieros trimestrales intermedios y aprobar los estados financieros auditados.



26. Reunirse regularmente con la Alta Gerencia para dar seguimiento a la gestión del FJPPJ



Adicionalmente, la Junta Administradora, debe garantizar entre otros:



a) [bookmark: _Toc488003828]Efectividad del Gobierno Corporativo:



La Junta Administradora, es la responsable de revisar y ajustar periódicamente el Gobierno Corporativo, a ser presentado por el Comité de Riesgos, para que se adapte a los riesgos y cambios del entorno, a que está sometido el FJPPJ, considerando todas las interrelaciones con la Gerencia, como con las personas beneficiarias y demás involucrados.



b) Política de gestión de riesgo 



La Junta Administradora es responsable de aprobar y controlar la gestión de riesgos y la política asociada, que le somete el Comité de Riesgos, definido por el Proceso de Riesgos; cerciorándose de su difusión e implementación por los restantes Procesos del FJPPJ, además, debe velar a través del Comité de Cumplimiento, por el desarrollo de una Cultura de Riesgos. Igual es responsable de la formulación de la Declaración de Apetito de Riesgo y de la definición de las responsabilidades sobre la gestión y control de riesgos, en manos del Proceso de Riesgos.



c) Declaración y el cumplimiento del Apetito de Riesgo



La Junta Administradora, deberá aprobar la Declaración del Apetito de Riesgos, que sea comprendida por las partes interesadas pertinentes, entre otros: la propia Junta, la Gerencia del FJPPJ, los Órganos de Control (Comités de Riesgos, de Inversiones, de Cumplimiento y Auditorías entre otros), las personas colaboradoras del Fondo y otras interesadas, así como estar disponible para la Supen, dando el seguimiento para garantizar su cumplimiento y asegurar su alineamiento con los objetivos, la estrategia, el capital, los planes financieros. De acuerdo con las políticas emanadas por la Junta, comunicando la Declaración de Apetito de Riesgo, garantizando que incluye, entre otros:



•	Consideraciones cuantitativas y cualitativas.

•	El nivel y tipos de riesgo que el FJPPJ está dispuesto a asumir con el fin de desarrollar sus actividades e inversiones dentro de su capacidad de riesgo.

•	Los límites y consideraciones de inversiones u operacionales, de conformidad con la estrategia de negocio o actividades sustantivas.



El Apetito de Riesgo debe comunicarse a toda la entidad, por medio del Proceso de Riesgos, a cada persona titular subordinada, quién debe garantizar que llega y es entendida por todas las personas colaboradoras a cargo, para que pueda ser vinculado a la toma de decisiones operativas diarias.



d) Gestión y control del riesgo



La Junta Administradora, por medio del Comité de Riesgos, debe definir y comunicar las responsabilidades en torno a la gestión y control de los riesgos, con copia a la persona responsable de la Función de Cumplimiento, sin detrimento del resto de la regulación específica sobre la materia a cada persona involucrada en su gestión. Esta responsabilidad implica el diseño del Marco de Gestión Integral de Riesgos del FJPPJ, de la identificación de las Líneas de Defensa, así como la formulación de políticas y controles apropiados y alineados a la Declaración de Apetito de Riesgo. Lo mismo que del desarrollo de los planes de contingencia y de continuidad del negocio del FJPPJ.

[bookmark: _Hlk487728525]

e) Desarrollo de una cultura corporativa sólida



La Junta Administradora debe asegurar la adopción de una cultura corporativa sólida, para ello:



· Se establece y controla el cumplimiento de los valores requeridos para el mejoramiento del FJPPJ, que aplican para sí mismo, las Direcciones, demás personas servidoras y partes interesadas que, por sus funciones o cargos, participen en el Gobierno Corporativo del  FJPPJ; incluye a personas miembros externos de los comités, como los compromisos y comportamientos para que las inversiones o actividades se lleven a cabo dentro de un marco de legalidad y ética, conforme a las políticas establecidas y aprobadas por la Junta Administradora.

· Promover una cultura de gestión de riesgo sólida, transmitiendo a las personas integrantes del FJPPJ, las expectativas de la Junta y la importancia para que opere conforme al Apetito de Riesgo declarado.

· Aprobar y supervisar la implementación de la política de divulgación a todas las personas servidoras, de los valores del FJPPJ, estándares profesionales, la resolución de los conflictos de Interés; Código de Ética, políticas y objetivos que rigen al Fondo.

· Establecer las medidas disciplinarias para la Direcciones y demás personas servidoras ante desviaciones y transgresiones a la cultura, políticas declaradas, código de Ética y valores corporativos establecidos.

· Deber de cuidado, deber de lealtad y deber de probidad. Las personas integrantes de la Junta Administradora actúan atendiendo sus deberes de cuidado y lealtad, cumpliendo la legislación y normativa aplicable, con la mayor honradez, integridad y rectitud en el actuar. El Órgano de Dirección tiene una participación activa de los principales asuntos del FJPPJ y además se mantiene al día con los cambios sustanciales en su actividad.



[bookmark: _Toc488003829][bookmark: _Toc527033034]SECCIÓN II



[bookmark: _Toc488003830][bookmark: _Toc527033035]Cultura y Valores Corporativos



[bookmark: _Toc488003831][bookmark: _Toc527033036]Artículo 11.- Código de Ética y Política de Conducta.



La Junta Administradora del Fondo, dictará una declaración de principios generales de ética y política de conducta; este instrumento responde a un mandato de la Ley de Control Interno y su manual que instauran a nivel de las organizaciones que la jerarquía y las personas titulares subordinadas deberán impulsar el fortalecimiento de la ética. Como parte de este proceso, se establece la elaboración de políticas para evaluar, actualizar y renovar el compromiso asumido por la Junta Administradora, las cuales incidirán en el quehacer promoviendo en el personal de la Junta, prácticas debidas y correctas en la consecución de sus labores cotidianas, con un impacto positivo en la calidad del servicio brindado a las personas que habitan el país.



Dicho texto será un instrumento que orientará la gestión de la Junta Administradora y al personal del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, en procura de contar con personas capaces de discernir lo debido y lo correcto. 

[bookmark: _Toc488003832]

[bookmark: _Toc527033037]Artículo 12.- Responsable de la implementación y mantenimiento del Código de Ética



El Comité de Cumplimiento y la persona con cargo de oficial de cumplimiento tienen a su cargo la revisión y actualización periódica del Código de Ética, en coordinación con la Gerencia del FJPPJ.



La Junta Administradora, es la responsable de aprobar el Código de Ética del FJPPJ y de girar las instrucciones para su aplicación. 



Las jefaturas de los procesos son las responsables de velar porque las personas servidoras cumplan con lo estipulado en el Código de Ética. Además, deben servir de vía de comunicación con la Gerencia y colaborar con éstas, en el conocimiento de los aspectos sensibles en materia ética y de conducta. 



La persona gerente del FJPPJ es responsable de: 



a) [bookmark: _Hlk487733195]Incluir en los procesos de inducción lo estipulado en el Código de Ética, para quienes ingresan a trabajar para el FJPPJ. 



b) Divulgar y capacitar a las personas servidoras del FJPPJ sobre el contenido de este Código. 



c) Definir e implementar indicadores como mecanismos de control para monitorear su cumplimiento, como establecer mecanismos de rendición de cuentas, de sanción y seguimiento del comportamiento de las personas servidoras para aprobación de la Junta Administradora y ponerlos en operación.



d) Dar a conocer el cumplimiento del Código de Ética.



[bookmark: _Toc488003833][bookmark: _Toc527033038][bookmark: _Hlk504462640]Artículo 13.- Valores organizacionales: 



Los valores compartidos corresponden al Plan Estratégico para la Administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.



A continuación, se detalla cada uno de ellos: 



[image: ]





Todas las personas involucradas, rechazan dentro de su accionar, cualquier tipo de práctica corrupta; para impedir, prevenir y combatir estos fenómenos, adoptando como mínimo las siguientes medidas:



1) Dirigir sus actuaciones por los principios y valores éticos establecidos en él Código del Gobierno Corporativo y los determinados por la Junta Administradora.



2) Divulgar y socializar el Código de Gobierno Corporativo, a todas las personas involucradas, advirtiendo sobre su estricto cumplimiento.



3) Garantizar que todos los procesos, procedimientos, requisitos y trámites sean claros, equitativos, y transparentes.



4) Denunciar toda conducta irregular, tanto para que las entidades competentes conozcan de los hechos, como para que la sociedad esté al tanto del comportamiento de sus servidores y servidoras.



5) Efectuar la rendición de cuentas a los grupos de interés incluyendo al público en general, garantizando la disposición a las personas beneficiarias de la información general del FJPPJ establece el artículo 31 del Reglamento para la Regulación de los Regímenes de Pensiones creados por leyes especiales y regímenes públicos sustitutos al IVM de la Supen.



6) En materia de contratación, dar cumplimiento al reglamento de contratación; publicar en forma permanente la contratación de servicios y la adquisición de bienes de acuerdo con lo prescrito por la normatividad que rige la administración pública y el presente Código de Gobierno Corporativo y definir mecanismos de seguimiento a los contratos.

[bookmark: _Toc527033040]

SECCIÓN III



[bookmark: _Toc527033041]Apetito de Riesgo



[bookmark: _Toc527033042]Artículo 14.- Estrategia de gestión de riesgo  



Las estrategias de gestión de riesgo del FJPPJ, están definidas en el Marco de Gestión Integral de Riesgos del FJPPJ, bajo la responsabilidad del Proceso de Riesgos y monitoreado por el Comité de Riesgos; manual en el que se consideran los perfiles de riesgo, las políticas, la declaración de apetito de riesgo, límites y las responsabilidades sobre la gestión y control de riesgos. Para la gestión integral de riesgos del FJPPJ, se debe estimar, comunicar y monitorear los riesgos y apoyar la toma de decisiones en las actividades de inversión, crédito, y en general de cada gestión en el mercado, en que incursione el FJPPJ, con el fin de que los niveles del Apetito de Riesgo, estén acordes con los niveles aprobados por la Junta Administradora, desarrollando para ello modelos de su gestión y tratamiento, acordes con las exigencias de las mejores prácticas, y a la vez cuenta con personal altamente calificado para cumplir con las funciones anteriores.



La difusión de la cultura de riesgo institucional se gestiona mediante un plan informativo a nivel interno para cerrar brechas de comunicación entre las personas beneficiarias y la Junta Administradora que tiene a cargo la administración del Fondo, de forma que la divulgación y discusión de los resultados de los informes sean efectivas y generen el impacto deseado.

 

Los riesgos propios de la Junta Administradora deberán ser gestionados por la persona responsable del Cumplimiento Normativo, generando los informes mensuales correspondientes.



[bookmark: _Toc527033043]Artículo 15.- Apetito de Riesgo 



El apetito de riesgo está relacionado con el nivel y tolerancia a los tipos de riesgos que el FJPPJ está dispuesto a asumir, el cual, será aprobado y revisado por la Junta Administradora, para alcanzar sus objetivos estratégicos y su modelo de negocio. 



La declaración del apetito por riesgo se basará en la construcción de un marco eficaz, límites de riesgo, debe estar directamente vinculada a la estrategia del FJPPJ, abordar sus riesgos importantes, tanto bajo las condiciones macroeconómicas y de mercado normales como bajo estrés, e implementar términos y expectativas claras mediante el establecimiento de límites cuantitativos y declaraciones cualitativas. 



La declaración de los niveles de apetito, tolerancia y capacidad se realiza mediante los límites definidos para tal efecto en cada tipo de riesgo. 



También se establecen parámetros o niveles de referencia, tomando en cuenta tanto aspectos normativos, como las mejores prácticas en la materia, para definir los criterios de aceptabilidad, para lo cual se compara con otras instituciones y mediciones del mercado por parte de los supervisores. 



Se establecen acciones mitigadoras y controles preventivos en el caso de aquellos riesgos identificados como críticos. Mediante la definición de modelos cuantitativos y no cuantitativos se establecen el diseño, selección, implementación y revisión constante de las medidas de riesgo que se utilizan para definir los apetitos. En resumen, se ejecuta una investigación constante, actualización y mantenimiento de modelos para la adecuada medición cuantitativa, sin descuidar elementos de medición cualitativos, garantizando que se siguen las mejores prácticas y los lineamientos normativos en tareas relacionadas con planeación estratégica y operativa del FJPPJ.



[bookmark: _Toc527033044]Artículo 16.- Gestión y control del riesgo 



[bookmark: _Hlk487734543]La primera línea de defensa incorpora a todas las áreas dueñas y gestoras del riesgo en los distintos procesos del FJPPJ, como segunda línea de defensa se establece el Proceso de Riesgo y se incorpora a los respectivos Comités de Apoyo y como tercera línea de defensa la Auditoría Interna. También hay una cuarta línea de defensa, que es la Auditoría externa.



Para garantizar que la Junta Administradora, asuma su responsabilidad en forma integral como órgano de control de la gestión de riesgo y en protección, se apoya en el Comité y el Proceso de Riesgos, que sirve para aplicar su línea de defensa; para garantizar los resultados legales, el cumplimiento de sus directrices y del Marco de Gestión Integral de Riesgos, se establece el Comité y a la persona responsable de la Función de Cumplimiento.



[bookmark: _Toc527033045]SECCIÓN IV



[bookmark: _Toc527033046]Comités de Apoyo de la Junta Administradora



[bookmark: _Toc527033047]Artículo 17.- Comités de apoyo 



La Junta Administradora establecerá los Comités de Apoyo que se requieran para la ejecución de las operaciones del FJPPJ, como para la dirección y control que considere oportuno en otros procesos del FJPPJ que le correspondan, de acuerdo con las normativas aplicables. En el control del FJPPJ, la Junta Administradora contará además de las unidades de staff; con comités, para lo cual se dejará constancia sobre su creación y sujeción a las disposiciones en sus actas. La creación y los lineamientos de funcionamiento de los comités es una atribución exclusiva de la Junta Administradora, siendo que los acuerdos adoptados son vinculantes para todas las personas servidoras del FJPPJ y la población beneficiaria del FJPPJ.



Los comités de apoyo cuentan con un reglamento que establece sus objetivos, funciones, esquema de votación, periodicidad de sus reuniones, evaluación de cumplimiento; entre otros. La información asociada a los comités se publicará en el sitio oficial definido por la Junta Administradora (pág. Web del FJPPJ), buscando la transparencia de su gestión. 



Además, se da la potestad a la Junta Administradora de poder constituir en forma independiente, los equipos de trabajo que requiera y considere oportunos, como apoyo a su gestión. Estos equipos pueden ser de carácter permanente o temporales. La creación y los lineamientos de funcionamiento de estos equipos son aprobados por la Junta Administradora y se publicarán en el sitio oficial definido por esta.



Los Comités se reúnen mensualmente de forma ordinaria y de forma extraordinaria cuando se requiera y serán los responsables de proponer a la Junta Administradora las políticas respectivas, información actualizada para su toma de decisiones, quienes velarán por el seguimiento y cumplimiento de las políticas, aprobadas por la propia Junta, rindiendo los informes mensuales que correspondan debidamente avalados para ser remitidos a la Junta Administradora.



[bookmark: _Toc527033048]Artículo 18.- Reglamentos internos y libros de actas 



Cada Comité de Apoyo operará conforme a su reglamento de trabajo, el cual debe contener al menos las políticas y procedimientos para el cumplimiento de sus funciones, esquema de votación, periodicidad de sus reuniones y los informes que se remitan a la Junta Administradora, según corresponda. Dicha propuesta se debe adecuar a las disposiciones establecidas en el marco jurídico que le resulte aplicable y en el Gobierno Corporativo. Los reglamentos y sus modificaciones deben ser aprobados por la Junta Administradora con copia a los entes reguladores, los reglamentos cuentan al menos con los siguientes aspectos: 



1) Propósito, ámbito de aplicación y responsabilidad del Comité y del miembro externo. 



2) Definiciones



3) Constitución legal (en caso de que aplique) 



4) Objetivos 



5) Conformación (indicar los puestos o unidad organizacional que deben estar representados en el Comité) 



6) Requisitos de idoneidad de las personas integrantes del Comité 



7) Roles y responsabilidades de las personas integrantes 



8) Evaluación del miembro externo, como medio y mecanismo para declarar incumplimientos y de defensa de los mismos; como medio de transparencia y como medio para evitar conflictos de interés, con las restantes personas integrantes de dichos comités.



9) Rotación de las personas integrantes



10)  Funciones del Comité 



11)  Aspectos relacionados con las sesiones: elaboración de orden del día, quórum, esquema de votación, periodicidad, levantamiento de actas haciendo constar aspectos medulares de la deliberación por parte de cada persona participante, definición de acuerdos tomados, responsables de la ejecución, definición de plazos razonables para la atención de los acuerdos, comunicación de acuerdos y seguimiento. Definición de los informes y contenido mínimo, que deben elaborarse de la gestión realizada, así como el destinario de estos. Los acuerdos adoptados en las reuniones de los Comités de Apoyo deben constar en un Libro de Actas, el cual deberá cumplir con la normativa aplicable emitida por la Superintendencia de Pensiones, estará a disposición de la Junta Administradora y la persona con cargo de oficial de cumplimiento; serán llevados en forma electrónica u otros medios, definitivos en limpio, máximo una semana después de realizada la sesión de trabajo.



[bookmark: _Toc527033049]

Artículo 19.- Idoneidad de las personas integrantes de los Comités de Apoyo.



Las personas integrantes de los Comités de Apoyo deben contar con el conocimiento y experiencia de acuerdo con la normativa aplicable y con los requisitos aprobados por la Junta Administradora.

[bookmark: _Toc527033050]

Artículo 20.- Comité de Riesgos.



El Comité de Riesgos se concibe como un órgano asesor técnico especialista, establecido por mandato de la Junta Administradora, conforme a mejores prácticas de Gobierno Corporativo y de Gestión Integral de Riesgos establecidos para el FJPPJ, que sirve como línea de defensa, que reporta y aconseja directamente a la Junta Administradora como órgano colegiado en materia de gestión integral de riesgos. 



Este Comité debe cumplir con las funciones y obligaciones previstas en la normativa para este cuerpo colegiado.  Es responsable de velar por el adecuado balance entre las estrategias del FJPPJ y su perfil de riesgo; de modo tal, que su accionar esté delimitado por una adecuada gestión integral de los riesgos, en cumplimiento del Marco de Gestión Integral de Riesgos del FJPPJ; considerando los indicadores financieros, de mercado, operativos y otros riesgos relacionados con el Fondo, bajo un proceso de gestión y tratamiento para minimizar su impacto, desde la definición de los riesgos inherentes y residuales; con una orientación de sostenibilidad en el largo plazo. Los acuerdos de este Comité son aplicables para toda la gestión del FJPPJ, emitiendo directrices con los acuerdos relacionados a través de la Jefatura del Proceso de Riesgos, en forma directa a las Jefaturas de los procesos involucrados, con copia a la Junta Administradora para garantizar su cumplimiento, acuerdos y directrices que deben ser supervisadas por el Comité de Cumplimiento.



Le corresponde remitir a la Junta Administradora para aprobación el Marco de Gestión Integral de Riesgos del FJPPJ y sus componentes; así como el nivel del Apetito de Riesgos del FJPPJ, además de los planes de contingencia y de continuidad del negocio, que le proponga el Proceso de Riesgos, todos deberán ser revisados y actualizados en caso de que correspondan por lo menos una vez al año.  



El Comité de Riesgos deberá revisar y aprobar los informes de riesgos mensuales del Proceso de Riesgos y cualquier otro documento relacionado con la gestión de riesgos que deberán ser canalizados por este Proceso; igual debe revisar y aprobar, previamente al conocimiento de la Junta Administradora, el Marco de Gestión Integral de Riesgos, los niveles de Apetito de Riesgos, así como los planes de contingencia y de continuidad de negocio y cualquier cambio que se considere oportuno realizar a estos documentos; y enviar a conocimiento de la Junta Administradora, las actas de cada sesión efectuada, a más tardar 10 días hábiles después de efectuadas, así como, cualquier otro informe que consideren. 



El Comité de Riesgo estará conformado por un Miembro Externo el cual deberá presidir el Comité en todas las sesiones y por dos personas integrantes de la Junta Administradora, con voz y voto; además participan únicamente con voz: la jefatura del Proceso de Riesgos y una persona profesional del Proceso de Riesgos. 



El Comité de Riesgo tendrá la potestad de incorporar a otras personas si a bien lo estima, a la persona responsable de la función de cumplimiento y personas servidoras del FJPPJ, que ameriten estar presentes en las sesiones del Comité y éste los convoque como invitados. Esos invitados gozarán de voz, pero no derecho a voto. 



Sesionará mensualmente para ver los temas de riesgos, orientar las decisiones en materia de Riesgos que puedan afectar la gestión del FJPPJ; y en forma extraordinaria cuando así lo considere la persona con cargo de presidencia del Comité. 

[bookmark: _Toc527033051]

Artículo 21.- Comité de Inversiones 



El Comité de Inversiones se concibe como un órgano asesor técnico especialista, establecido por mandato de la Junta Administradora, conforme a mejores prácticas de gobierno corporativo, a este órgano le corresponde definir las directrices generales de inversión, supervisar la labor de la gestión del portafolio, evaluar si las recomendaciones del Proceso de Riesgos son acogidas, velar por el desempeño adecuado del portafolio, entre otras.



Este Comité debe cumplir con las funciones y obligaciones previstas en la normativa para este cuerpo colegiado. Es responsable de velar por el adecuado balance entre las estrategias de inversión del FJPPJ y su perfil de riesgo; de modo tal, que su accionar esté delimitado por una adecuada gestión, en cumplimiento de la Política de Inversiones del FJPPJ. Los acuerdos de este Comité son aplicables para toda la gestión de inversiones del FJPPJ, emitiendo directrices con los acuerdos relacionados a través de la Jefatura del Proceso de Inversiones, con copia a la Junta Administradora para garantizar su cumplimiento, acuerdos y directrices que deben ser seguidas por el Comité de Cumplimiento.



El Comité de Inversiones estará conformado por dos personas integrantes de la Junta Administradora, una de ellas presidirá el Comité en todas las sesiones; y un miembro externo, con experiencia en Inversiones y Gestión de Portafolios, el cual no podrá ser sustituido, ni integrar otros comités de la entidad y deberá estar presente para poder sesionar, todos con voz y voto. 



El Comité de Inversiones tendrá la potestad de incorporar a otras personas servidoras del FJPPJ, además participan únicamente con voz, pero no derecho a voto: la jefatura del Proceso de Inversiones y una persona profesional de la Unidad de Gestión de Portafolios, que ameriten estar presentes en las sesiones del Comité y éste los convoque como invitados. 



Sesionará mensualmente para ver los temas de inversiones, para orientar las decisiones en materia de la gestión de las inversiones del FJPPJ; y en forma extraordinaria cuando así lo considere la persona con cargo de presidente del Comité. 







[bookmark: _Toc527033052]Artículo 22.- Comité de Auditoría 



La Junta Administradora integrará un Comité de Auditoría para el FJPPJ como órgano de apoyo para el control y seguimiento de las políticas, procedimientos y controles que se establezcan. Formado como un cuerpo colegiado integrado por personas de la Junta que se definirán reglamentariamente. El Comité de Auditoría debe realizar dentro de sus funciones, todas las estipuladas en esta normativa y las demás funciones y requerimientos de las normativas especiales que le sean aplicables al FJPPJ. Las personas que integren este Comité son responsables de cumplir a cabalidad las funciones encomendadas por la Junta Administradora. Las reuniones del Comité de Auditoría deben ser al menos cada tres meses, en las cuales pueden participar sin derecho a voto, el Auditor Interno y las personas servidoras que el Comité de Auditoría considere necesarias, así como la jefatura del Proceso de Riesgos o la Auditoría Externa cuando así lo requiera dicho Comité.



La Auditoría Interna le corresponde evaluar, el uso de los recursos del FJPPJ, generar informes y dar seguimiento a las recomendaciones emitidas.



[bookmark: _Toc527033053]Artículo 23.- Comité de Cumplimiento 



Considerando que la Junta Administradora no posee funciones ejecutivas y siendo necesario vigilar el cumplimiento de sus directrices, como de las normativas y aspectos legales, se integra el Comité de Cumplimiento, junto con la persona Responsable de la Función de Cumplimiento normativo, garante de promover y vigilar que el FJPPJ, opere con integridad y en el cumplimiento de las leyes, reglamentos, políticas y los objetivos del Plan Estratégico del FJPPJ y otras disposiciones internas; que tendrá autoridad e independencia de la Administración Activa; contando con los recursos y brindar reportes directamente a la Junta Administradora.



El Comité de Cumplimiento, tendrá como principal objetivo que la persona responsable de la Función de Cumplimiento apoye la optimización y ejecución del Programa de Cumplimiento de los acuerdos de la Junta Administradora y acuerdos de los Comités de apoyo, del Proceso de Riesgos e Inversiones y recomendaciones de la Auditoría Interna. El Comité de Cumplimiento está conformado por tres personas; una de la Junta Administradora, el gerente, la jefatura del Proceso de Riesgo. La persona responsable de la Función de Cumplimiento participará como invitada. El Comité de Cumplimiento se reunirá trimestralmente, salvo que se comunique de antemano lo contrario para analizar algún incumplimiento que deba ser conocido por dicho Comité.



Le corresponde informar a la Junta Administradora sobre desviaciones o incumplimientos en tiempo o ejecución de los acuerdos tomados tanto por la Junta Administradora, como por los órganos de control del FJPPJ, así como de los planes de contingencia y de continuidad del negocio.



[bookmark: _Toc527033054]SECCIÓN V



[bookmark: _Toc527033055]Administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial



[bookmark: _Toc527033056]Artículo 24.- Gerencia o Administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.



La Gerencia o Administración del FJPPJ, al igual que la Junta Administradora, son responsables de que la información financiera del FJPPJ sea razonable, confiable y procurando un adecuado ambiente de control interno. La persona con cargo de gerente tendrá dentro de sus potestades velar por el alineamiento de la estrategia del FJPPJ, de modo tal que se cumpla con las políticas de Gobierno Corporativo aprobadas por la Junta Administradora. Será su responsabilidad, en especial, velar por la integración de los procesos de inversiones y operativos, así como de los procesos financieros para lograr una mayor eficiencia y evitar la duplicación de actividades. 



[bookmark: _Toc527033057]Artículo 25.- Idoneidad y proceso de selección de la Administración Superior.



Para la selección de la persona que asumirá el puesto de Gerencia y otros, se determinará el perfil de competencias, conocimiento y experiencia requeridos, conforme las disposiciones que al efecto dicte la Junta Administradora. Una vez efectuado el nombramiento se deberá elaborar el plan de desarrollo que permita mantener actualizadas a las personas servidoras para atender los retos del plan estratégico del FJPPJ y sus respectivos riesgos asociados de dicho plan, y se aplicarán los mecanismos de evaluación de la gestión y de sus responsabilidades definidos. 



[bookmark: _Toc527033058]SECCIÓN VI



[bookmark: _Toc527033059]Gestión del Riesgo, Cumplimiento y Control



[bookmark: _Toc527033060]Artículo 26.- Proceso de Riesgos 



Es el encargado de estructurar, integrar y asegurar una adecuada gestión integral de riesgos, en que se apoya en los procesos relacionados con el FJPPJ, para identificar, medir, evaluar, monitorear, dar seguimiento; para informar a la Junta Administradora y a los Comités de Riesgos e Inversiones, de los riesgos que enfrenta el FJPPJ (en forma integral e incorpora todos los riesgos e indicadores de crédito, mercado, liquidez, operativos y otros) y apoyar la toma de decisiones de los procesos relacionados con las actividades de inversión, crédito y en general de cada mercado en que incursione el FJPPJ. 



Es el encargado de diseñar, estructurar e integrar el Marco de Gestión Integral de Riesgos del FJPPJ, las directrices, políticas y normativas relacionadas para su gestión estratégica y operación, colabora con los procesos sustantivos para definir el Apetito de Riesgos correspondiente a los riesgos que deban gestionar y asumir; lo mismo para definir el Plan de Contingencia y de Continuidad, que deberá asumir cada proceso, en caso de concretarse algún riesgo relevante, como cualquier otra orientación de mejora, que oriente y genere la vía más adecuada de administración y orientación en materia de riesgos, que disminuya el impacto en caso de concretarse un riesgo, para ello es necesario que su personal cuente con la actualización y capacitación en materia de riesgos y se relacione con autoridad como mandato de la Junta Administradora, en materia de riesgos, con todos los procesos sustantivos y de control relacionados con el FJPPJ o cualquier otro que pueda afectar su gestión o un riesgo del FJPPJ.



[bookmark: _Toc527033061]Artículo 27.- Responsable de la Función de Cumplimiento 



Es la persona encargada de vigilar la aplicación de leyes, reglamentos, códigos, normativa, acuerdos de la Junta Administradora, relacionados al FJPPJ. 



La función de cumplimiento debe, entre otras:



1. Asesorar a la Gerencia o a la persona administradora y otras relacionados con el FJPPJ, sobre el cumplimiento de leyes, reglamentos, códigos, normativa, acuerdos, políticas, procedimientos; relacionados al FJPPJ. 



2. Actuar como punto de contacto dentro de los procesos del FJPPJ para las consultas de cumplimiento de las personas colaboradoras del FJPPJ y proporcionar orientación y capacitación al personal sobre el cumplimiento de las leyes, reglamentos, códigos, normativa, políticas, procedimientos, objetivos estratégicos e indicadores de cumplimiento y otras normas y de controles internos, relacionados con el FJPPJ. 



3. Proporcionar informes por separado a la Junta Administradora sobre los esfuerzos de realizados en las áreas o procesos relacionados con el FJPPJ, sobre cómo estas administran los objetivos estratégicos y riesgo de cumplimiento relacionados



4. Cualquier otra función establecida mediante regulación específica de la Junta Administradora, relacionados con el FJPPJ.



Le corresponde informar a la Junta Administradora sobre desviaciones o incumplimientos en tiempo o ejecución de los acuerdos tomados tanto por la Junta Administradora, como por los órganos de control del FJPPJ, así como de los planes de contingencia y de continuidad del negocio.





[bookmark: _Toc527033062]SECCIÓN VII



[bookmark: _Toc527033063]Auditoría



[bookmark: _Toc527033064]Artículo 28.- Auditoría interna



La Auditoría Interna es el órgano interno de control, técnico e independiente, encargado de revisar y analizar en forma objetiva la ejecución de las operaciones del FJPPJ, de manera que facilita el enfoque sistemático para evaluar y mejorar la eficiencia de los sistemas de administración de riesgos, control y procesos de gobernabilidad; lo anterior de acuerdo con los principios de: diligencia, lealtad y reserva.



Asimismo, tendrá a cargo las siguientes funciones:



a) Desarrollar y ejecutar un plan anual de trabajo con base en los objetivos y riesgos del FJPPJ, de acuerdo con las políticas implementadas por la Junta Administradora, considerando las directrices de cumplimiento de los órganos de supervisión.



b) Establecer políticas y procedimientos para guiar la actividad de la Auditoría Interna del FJPPJ.



c) Informar periódicamente al Comité de Auditoría sobre el cumplimiento del plan anual de Auditoría.



d) Informar a la Junta Administradora sobre el estado de los hallazgos comunicados a la administración, como a los respectivos comités de apoyo.



e) Refrendar la información financiera trimestral. 



f) Evaluar la suficiencia y validez de los sistemas de control interno implementados que involucran las transacciones relevantes del FJPPJ, acatando las normas y procedimientos de aceptación general y regulaciones específicas que rigen a esta área.



g) Evaluar el cumplimiento del marco legal y normativo vigente aplicable al FJPPJ. Mantener a disposición de los órganos de supervisión, los informes y papeles de trabajo preparados sobre todos los estudios realizados.



h) Evaluar el cumplimiento de los procedimientos y políticas para la identificación de los riesgos del FJPPJ, conforme al Marco de Gestión Integral de Riesgos del FJPPJ, y al menos, los riesgos de crédito, legal, liquidez, mercado, operativos y otros.



i) Evaluar la idoneidad, suficiencia y cumplimiento de los procedimientos y políticas de las principales operaciones en función de los riesgos indicados en el literal anterior, incluyendo las transacciones que por su naturaleza se presentan fuera de balance, así como presentar las recomendaciones de mejora, cuando corresponda.



[bookmark: _Toc527033065]Artículo 29.- Auditoría Externa 



Es la actividad independiente y ajena a la que le corresponde auditar los estados financieros anuales del FJPPJ y transacciones, así como los estados financieros consolidados, todo ello, de conformidad con lo establecido en el acuerdo SUGEF 32-10 denominado “Reglamento de Auditores Externos Aplicables a los sujetos Fiscalizados por la SUGEF, SUGEVAL, SUPEN y SUGESE”. Adicionalmente, la Auditoría Externa realiza todos aquellos informes que así establezcan los entes reguladores.



[bookmark: _Toc527033066]SECCIÓN VIII

[bookmark: _Toc527033067]

Nominaciones, Retribuciones e Incentivos



[bookmark: _Toc527033068]Artículo 30.- Nominaciones y Retribuciones 



La Junta Administradora, es la responsable de la definición de los esquemas de remuneración fijo y variable del personal que labora para ella, por medio del comité que se establezca para dicha función. 



Artículo 31.- Comité de Nominaciones 



Es el responsable de identificar y postular a los candidatos al Órgano de Dirección, tomando en cuenta los criterios y disposiciones establecidos en la sección V del Capítulo II de este Reglamento. Su conformación debe incluir al menos un Director Independiente. 



Artículo 32.- Comité de Remuneraciones 



Es el responsable de supervisar el diseño y el funcionamiento del sistema de incentivos para que sea consistente con la cultura de la entidad, la declaración del Apetito de Riesgo y la estrategia. Debe estar constituido de una manera que le permita ejercer un juicio competente e independiente sobre las políticas y prácticas de remuneración y los incentivos creados para gestionar el riesgo, el capital y la liquidez. Su conformación debe incluir al menos un Director Independiente.



[bookmark: _Toc527033069]CAPÍTULO III



[bookmark: _Toc527033070]Políticas de Gobierno Corporativo



[bookmark: _Toc527033071]Artículo 33.- Políticas de Gobierno Corporativo y Conflictos de Interés 



Las políticas para la administración de los conflictos de intereses aplican tanto de los integrantes de la Junta Administradora, como personas en cargo de dirección y personas servidoras del FJPPJ; en las relaciones con las personas usuarias, beneficiarias, órganos reguladores, otras entidades vinculadas y otros sujetos con los que interactúa regularmente el FJPPJ y sus unidades o procesos de gestión. 



La Junta Administradora aprueba las políticas que regulan el accionar del FJPPJ y vela porque los procesos no solo respalden, sino que además garanticen el cumplimiento y aplicación de dichas políticas en todos los niveles. 



Le corresponde a la Junta Administradora resolver los conflictos de intereses que se identifiquen por las actuaciones de las unidades que integran el FJPPJ. 



[bookmark: _Toc527033072]Artículo 34.- Política de cumplimiento del marco regulatorio 



La Junta Administradora, el Comité de Cumplimiento y la Gerencia o Administración velan por el estricto cumplimiento de la legislación y normativa tanto interna como externa que le sea aplicable y verifica que los procedimientos internos y directrices del Gobierno Corporativo, sean coherentes con el objetivo de prevenir el incumplimiento de éstas, garantizando el cumplimiento de los objetivos estratégicos, en particular del FJPPJ. 





[bookmark: _Toc527033073]Artículo 35.- Políticas de selección, retribución, calificación y capacitación



1. La Junta Administradora, establece las responsabilidades y funciones de sus diferentes puestos de trabajo (para los de las personas integrantes de los Comités de Apoyo, incluyendo de las personas asesoras externas, se establece un reglamento para el cumplimiento de su gestión, asesoría, bajo parámetros y calificación de los servicios previamente aprobados), alineado a la estrategia del FJPPJ, definiendo el debido proceso en casos de considerar incumplimientos.



1. La Junta Administradora aplica lo establecido en las leyes; así como en la normativa y reglamento para el tema de incompatibilidades y prohibiciones, que originen conflictos de intereses en los colaboradores dentro del ejercicio de sus funciones e implementa un esquema de rendición de cuentas que garantiza la transparencia y el respeto al deber de probidad de cada una de las personas que integran los Comités de apoyo (incluyendo a las personas integrantes externas), orientando su gestión a la satisfacción del interés público. 



1. La Junta Administradora cuenta con políticas para gestionar eficientemente el crecimiento y la promoción interna de sus colaboradores y garantizar la continuidad de negocio, como parte de la gestión de riesgos.



1. La Junta Administradora gestiona el conocimiento de su personal a través de estrategias que le permiten fomentar la cultura de riesgos, e incorporar y desarrollar conocimientos relacionados con el giro de la función del FJPPJ, la legislación, la normativa, los procesos, los valores y las competencias organizacionales. 



La Junta Administradora, será la dependencia responsable de la aprobación de los esquemas de remuneración fija o variable.



[bookmark: _Toc527033074]Artículo 36.- Políticas sobre la relación con personas beneficiarias del FJPPJ



0. La Junta Administradora y el FJPPJ ofrece tanto a personas beneficiarias actuales como potenciales beneficiarios (personas servidoras actuales) un trato equitativo siempre fundamentado en la filosofía de la administración de las relaciones con transparencia hacia las personas beneficiarias del FJPPJ, tales como: Vinculación, Rentabilidad, Potencial.

 

Asimismo, informa a las personas beneficiarias en relación con los beneficios aplicables y rentabilidad del FJPPJ, como particular y en apego a las leyes y normativas previamente aprobadas.



0. Las personas integrantes de la Junta Administradora, las personas servidoras del FJPPJ, así como los asesores externos de los comités de apoyo, anteponen el interés del FJPPJ, a sus intereses propios y se abstendrán de tomar decisiones en las cuales puedan darse un conflicto con sus propios intereses.



0. Las personas integrantes de la Junta Administradora y del FJPPJ mantienen la confidencialidad de la información de su población beneficiaria y establecen las medidas de control necesarias para el impedimento de la utilización de sus datos para beneficio de terceros, conforme a las leyes y normativas vigentes. 



0. Las personas integrantes de la Junta Administradora y del FJPPJ escuchan y gestionan los incidentes (quejas, consultas, sugerencias y felicitaciones) provenientes de su población beneficiaria de una manera oportuna y personalizada con el fin de resolver sus necesidades de manera eficiente. 



0. La Junta Administradora y las personas servidoras del FJPPJ, promueven, reconocen y respetan los derechos y libertades de las personas, proclamados en la Declaración Universal de los Derechos Humanos, sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición, la inclusión y equidad en todo su actuar, con el fin de asegurar que los sistemas de gestión (financiera y administrativo-laboral), inclusive de contratación de las personas asesoras externas de los comités de apoyo; ofrecen acceso, trato igualitario y equitativo a todas las personas involucradas y no hace distinción alguna entre las personas colaboradoras, beneficiarias y proveedoras sin importar su condición o creencias de cualquier índole. 



0. La Junta Administradora y el FJPPJ, formula e implementa apropiadamente los planes de negocio, el modelo de negocio del FJPPJ, sus planes estratégicos corporativos, las decisiones de inversiones y de mercado y la gestión de apoyo de acuerdo con los cambios del entorno, bajo una visión de equilibrio entre rentabilidad y la gestión integral de riesgos. Además, propicia un ambiente de seguridad tanto física como de la información para la continuidad del negocio y la legitimación de la actividad financiera del FJPPJ.



[bookmark: _Toc527033075]Artículo 37.- Políticas sobre la relación con personas proveedoras



Las políticas sobre la relación con personas proveedoras se encuentran establecidas en la Ley de Contratación Administrativa y su Reglamento, considerando mecanismos para la resolución de conflictos de interés que puedan surgir con los miembros externos de los comités de apoyo, para garantizar que estos mantienen sus criterios para poder apartarse y mantener su neutralidad, con respecto a los criterios de las personas servidoras o de los niveles superiores que también integren o tengan influencia en dichos comités, estableciendo en forma previa, los criterios para su evaluación, garantizando la neutralidad de sus consideraciones y valoraciones en la materia que les corresponda, como principal filtro o línea de defensa de la Junta Administradora.



[bookmark: _Toc527033076]Artículo 38.- Política de revelación y acceso a la información



1. El FJPPJ aplica criterios y metodologías para determinar que los servicios e información que se suministra se brindan, en términos razonables de mercado; con el fin de garantizar que los servicios y la información a las personas beneficiarias se brinden en plazos y condiciones razonables y apegadas a las normativas de los órganos de supervisión.



1. El FJPPJ cuenta con lineamientos que garantizan la confidencialidad de la información total y particular del Fondo; así como la correcta administración de la información de las personas beneficiarias. 



1. El FJPPJ ante posibles conflictos de interés entre los procesos sustantivos, sus comités de apoyo o los servicios que administra, se regula de acuerdo con lo establecido en las leyes y las normas que emitan los reguladores.



La Junta Administradora del FJPPJ, como órgano del Poder Judicial, se encuentra sujeta a los principios constitucionales de la trasparencia y la publicidad que constituyen la regla de toda la actuación o función administrativa. Para ello, ofrece canales permanentes y fluidos de comunicación o de intercambio de información con los administrados, las personas beneficiarias del FJPPJ y los medios de comunicación colectiva (atención personalizada en la plataforma de servicio al cliente, correo electrónico, atención telefónica, entre otros) en aras de incentivar una mayor participación directa y activa en la gestión. Además, actúa con base en los principios de evaluación de resultados y rendición de cuentas, de conformidad con el artículo 11 de la Constitución Política.



Queda a salvo la información confidencial de las personas beneficiarias y de contrapartes o la documentación cuyo examen pueda conferir un privilegio indebido o una oportunidad para dañar ilegítimamente a la Administración o a terceros, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 173 de la Ley General de la Administración Pública y la jurisprudencia constitucional aplicable. 



[bookmark: _Toc527033078]Artículo 39.- Política de rotación



La política de rotación de las personas integrantes de la Junta Administradora se hará de conformidad con la L.O.P.J y reglamento, según corresponda. 



[bookmark: _Toc527033079]Artículo 40.- Política de Comunicación de la Junta Administradora 



La Junta Administradora del FJPPJ promoverá una comunicación estratégica clara, transparente, responsable y oportuna con las personas usuarias y público de interés, mediante una gestión ordenada y veraz, tendiente a la rendición de cuentas, a la democratización, educación de riesgos y financiera, en resguardo de la imagen institucional, en acatamiento a la legislación y normativas vigentes, para contribuir al mejoramiento de la calidad de vida, la competitividad de la sociedad costarricense y del interés público.





[bookmark: _Toc527033080]Artículo 41.- Política de interacción con los grupos de interés



La Junta Administradora interactúa con sus grupos de interés mediante la aplicación del Protocolo de Partes Interesadas, ejecutado bajo niveles estrictos de integridad y transparencia que facilitan el intercambio de conocimientos y experiencias; con el objetivo de crear beneficios compartidos a través de la consideración de las expectativas y necesidades de las partes, así como la reducción de los riesgos de las operaciones, para favorecer un clima y cultura de riesgos de confianza a partir del cual se desarrollan los resultados de transparencia en sus resoluciones judiciales, como financieramente sostenibles, en su gestión administrativa y del FJPPJ, evitando conflictos de interés entre las personas involucradas.





[bookmark: _Toc527033081]CAPÍTULO IV



[bookmark: _Toc527033082]Mecanismos y medios de control para acreditar el cumplimiento del Código de Gobierno Corporativo



[bookmark: _Toc527033083]Artículo 42.- Órganos de control del Código de Gobierno Corporativo.



Junta Administradora:



· Aprobar el Código de Gobierno Corporativo. 



· Aprobar el Informe Anual de Gobierno Corporativo



· Velar por la implementación de lo dispuesto en el Código de Gobierno Corporativo para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 



· Girar instrucciones a la Gerencia del Fondo y cualquier otro proceso relacionado para asegurarse la implementación del Código de Gobierno Corporativo en el FJPPJ



· Aprobar los informes de auditoría relacionados con gobierno corporativo.



Proceso de Riesgos:



· Proponer ante la Junta Administradora, la actualización del Código de Gobierno Corporativo, al menos una vez al año, una vez aprobado por el Comité de Riesgos.



· Comunicar a las personas colaboradoras la aprobación del Código de Gobierno Corporativo para su respectivo cumplimiento. 



· Mantener a disposición de las personas beneficiarias y público en general el Código de Gobierno Corporativo. 



· Elaborar el Informe Anual de Gobierno Corporativo y elevarlo ante la Junta Administradora para su respectiva aprobación, una vez aprobado por el Comité de Riesgos.



· Establecer los instrumentos de evaluación que consideren necesarios para verificar la aplicación del Código de Gobierno Corporativo.



· Elaborar los planes de acción en respuesta a las oportunidades de mejora que se detecten en la evaluación anual que aplique la Junta Administradora u otro ente fiscalizador. 



Desarrollar sus funciones alineados con el Código de Gobierno Corporativo aprobado por la Junta Administradora.



Gerencia del FJPPJ:



· Desarrollar sus funciones alineados con el Código de Gobierno Corporativo aprobado por la Junta Administradora. 



· Comunicar a las personas colaboradoras la aprobación del Código de Gobierno Corporativo para su respectivo cumplimiento. 



Velar por el cumplimiento del Código de Gobierno Corporativo.





[bookmark: _Toc527033084]Artículo 43.- Actualización 



El Código de Gobierno Corporativo se actualiza cada vez que la Junta Administradora genere acuerdos que impacten su contenido, donde se estipule que artículo se deroga o modifica. El documento actualizado estará disponible en la página web del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, y debe ser del conocimiento de todas las personas involucradas.



[bookmark: _Toc527033085]Artículo 44.- Vigencia del Código de Gobierno Corporativo 



[bookmark: _Hlk527033441]El Código de Gobierno Corporativo, fue aprobado por la Junta Administradora en sesión N.º 02-20 del 03 de febrero de 2020 artículo XVI y rige a partir de su publicación en la página del Fondo de Jubilaciones y Pensiones.
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DECLARACIÓN DEL APETITO POR RIESGO

Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial



DECLARACIÓN DEL APETITO POR RIESGO DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL 

DE COSTA RICA (FJPPJ)



Introducción



La gestión de riesgos constituye un enfoque fundamental para la medición de la incertidumbre en las organizaciones. El apetito por riesgo, la tolerancia y los límites conforman el primer paso para trabajar en esta gestión.



En la elaboración de este documento, se parte de la premisa de que las entidades están dispuestas a aceptar riesgos en la búsqueda de su misión y visión, vinculada a sus objetivos estratégicos, por tanto, el proceso de definición del apetito por riesgo para el FJPPJ, parte de sus objetivos estratégicos, sus políticas y sus procedimientos, planteamientos que determinan su conducta respecto a la gestión de sus exposiciones.



La adecuada implementación del perfil de riesgo del FJPPJ y su declaración del apetito por riesgo, lo coloca en una mejor posición para realizar una mitigación fundamental de los riesgos que enfrenta, en particular los riesgos de liquidez, de crédito y de tasas de interés, lo cual propicia un uso eficiente de los recursos y un mejor cumplimiento de sus obligaciones.



La definición, tanto del perfil como de la declaración del apetito por riesgo del FJPPJ, toma en consideración las características propias de la entidad, el fondo que administra, su complejidad, naturaleza, tamaño de las operaciones, perfil de riesgos y la normativa aplicable. Estas características y condiciones definen las pautas para plantear los objetivos de inversión y las estrategias que se van a implementar para el logro de los objetivos.



La declaración del apetito por riesgo que se presenta en este documento se fundamenta en las sanas prácticas de gestión de riesgos e inversiones[footnoteRef:1], provenientes principalmente de organismos internacionales, encargados de establecer las mejores prácticas de trabajo en materia de administración de riesgos como las normas ISO, el Comité de Basilea, COSO, entre otros. Estas referencias tienen como punto común la consideración de que la declaración del apetito por riesgo, junto con la elaboración de un perfil de riesgos, constituyen factores indispensables para delimitar la administración del portafolio y en general, la gestión de las organizaciones. [1: Financial Stability Board (FSB), Principles for an effective risk appetite framework – November 2013. Committee of Sponsoring Organizations of the Tradeway Comission (COSO) 2013. Basel Committee on Banking Supervision, Principles for effective risk data aggregation and risk reporting.
] 




Para la elaboración de este documento también se toman como referencia las disposiciones regulatorias dictadas por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF), en particular el Reglamento de Gobierno Corporativo y los reglamentos relativos a inversiones y riesgos, así como las directrices emitidas por las entidades supervisoras.



1. Propósito y alcance del documento y responsabilidades



Propósito del documento: emitir la declaración de apetito por riesgo del FJPPJ como parte del cumplimiento de la normativa. Este documento es complementario a la definición del perfil de riesgo del FJPPJ.



Alcance del documento: aplicable a todos los ámbitos de gestión del FJPPJ, principalmente al manejo de sus carteras de inversión y todos los aspectos operativos y organizativos relacionados.



Responsabilidades: corresponde a la Junta Administradora aprobar y dar seguimiento al apetito de riesgo, así como asegurar su alineamiento con los objetivos, la estrategia, el capital, los planes financieros y las prácticas de remuneración e incentivos de la entidad.



La declaración del apetito por riesgo debe formar parte de la planificación estratégica de las inversiones, de las funciones del Proceso de Riesgos, así como de las funciones de los Comités de Riesgos y de Inversiones, siendo el primero de estos el encargado de proponer el apetito de riesgo y de supervisar su ejecución. 





 (
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2. Definiciones



Riesgos financieros

1. Riesgo cambiario. Riesgo de que las fluctuaciones en los tipos de cambio de las divisas impacten adversamente en el valor de las inversiones o posiciones de las instituciones financieras. En el caso de los fondos y entidades inversionistas, el riesgo cambiario tiene su origen en las posiciones en moneda extranjera.

2. Riesgo de crédito. Posibilidad de pérdidas económicas debido al incumplimiento por parte del deudor, emisor y contraparte (cuando una de las partes de una operación mediante instrumentos financieros incumple sus obligaciones); una degradación de la calidad crediticia del deudor o de las garantías ofrecidas. Incluye riesgo de contraparte, el riesgo de concentración y en algunos aspectos, el riesgo país. Esta exposición puede incrementarse debido a movimientos en el tipo de cambio y las tasas de interés, cuando se realizan inversiones y créditos en moneda extranjera y créditos con tasas de interés ajustables.

3. Riesgo de liquidez. Riesgo de que una entidad o los fondos que administra no dispongan de recursos líquidos suficientes para cumplir las obligaciones financieras cuándo y cómo se espera. Incluye el riesgo por la venta anticipada o forzosa de activos para hacer frente a las obligaciones, que conlleven descuentos inusuales, o bien, por el hecho de que una posición no pueda ser oportunamente enajenada, adquirida o cubierta mediante el establecimiento de una posición contraria equivalente.

4. Riesgo de precio. Riesgo por variaciones en los precios de mercado, tales como: tasa de interés, tipo de cambio, precio de las acciones u otros. La posibilidad de que ocurra una pérdida económica debido a variaciones adversas en el precio de mercado de un instrumento financiero.

Riesgo de solvencia. Cuando los activos totales son menores que los pasivos totales. Se presenta cuando el nivel de capital de una entidad es insuficiente para cubrir las pérdidas no protegidas por las estimaciones, erosionando su base patrimonial. La determinación de las pérdidas estimadas se basa en la calidad y estructura de los activos, por lo tanto, el riesgo de solvencia incluye el riesgo de los activos.

5. Riesgo de tasa de interés. La posibilidad de que ocurra una pérdida económica debido a variaciones adversas en las tasas de interés.



Riesgos no financieros



1. Riesgo de conglomerado y grupo financiero. La posibilidad de pérdidas económicas debido al traslado no esperado de riesgos producto de la interdependencia entre la entidad y el resto de las empresas integrantes del grupo o conglomerado al que pertenece. Dichos riesgos pueden manifestarse en cualquiera de los riesgos definidos en la normativa.

2. Riesgo de legitimación de capitales. Posibilidad de pérdidas económicas debido a la pérdida de confianza en la integridad de la entidad por el involucramiento en transacciones o relaciones con negocios ilícitos y por sanciones por incumplimientos a la Ley 8204 y su reglamentación conexa.

3. Riesgo de reputación. La posibilidad de pérdidas económicas debido a la afectación del prestigio de la entidad, derivadas de eventos adversos que trascienden a terceros. Incluye la percepción de los “stakeholders” o grupos de interés.

4. Riesgo de tecnologías de información (TI). La posibilidad de pérdidas económicas derivadas de un evento relacionado con el acceso o uso de la tecnología, que afecta el desarrollo de los procesos del negocio y la gestión de riesgos de la entidad, al atentar contra la confidencialidad, integridad, disponibilidad, eficiencia, confiabilidad y oportunidad de la información. Forma parte del riesgo operativo.

5. Riesgo estratégico. Riesgo que proviene de la dificultad o incapacidad de la entidad para definir e implementar las políticas o estrategias, tomar decisiones, asignar recursos o adaptarse a cambios en el entorno.

6. Riesgo legal. Riesgo debido a la inobservancia o aplicación incorrecta o inoportuna de disposiciones legales o normativas, instrucciones emanadas de los organismos de control o como consecuencia de resoluciones judiciales, extrajudiciales o administrativas adversas, o de la falta de claridad o redacción deficiente en los textos contractuales que pueden afectar la formalización o ejecución de actos, contratos o transacciones. Forma parte del riesgo operativo.

7. Riesgo operativo. Riesgo por fallas o deficiencias en los sistemas de información, controles internos, procesos internos, errores humanos, fraudes, fallos de gestión o alteraciones provocadas por acontecimientos externos. Incluye el riesgo de tecnologías de información, el cual consiste en riesgo por daños, interrupción, alteración o fallas derivadas en los sistemas físicos e informáticos, aplicaciones de cómputo, redes y cualquier otro canal de distribución necesarios para la ejecución de procesos operativos.

8. Riesgo país. Riesgo que se asume al mantener o comprometer recursos en algún país extranjero, por los eventuales impedimentos para obtener su recuperación debido a factores que afectan globalmente al país respectivo. Comprende el "riesgo soberano" (cuando se invierte en un Estado o Gobierno y se presentan dificultades para ejercer acciones contra el prestatario por razones de soberanía) y el "riesgo de transferencia" (la posibilidad de que un deudor no pueda cumplir sus obligaciones o hacer frente a sus deudas, aunque tenga fondos para hacerlo, por la existencia de restricciones oficiales que se lo impidan).

9. Riesgo político, de cambio legislativo o regulatorio. Se refiere al riesgo de que acciones externas de política afecten adversamente los intereses de una entidad o de los fondos que administra, que produzcan cambios en la legislación o en la regulación, o que se adicionen nuevas disposiciones normativas que tengan un impacto adverso para su operativa o que impliquen amenazas o desventajas.





Riesgos especiales para el sector de pensiones



1. Riesgo actuarial. Categoría consolidada de riesgos para el sector de pensiones que incluye los siguientes tipos:



a) Riesgo de Evaluación del desempeño[footnoteRef:2]. Riesgo a que están expuestos los regímenes de beneficio definido, en los que la evaluación del desempeño constituye una estimación de la viabilidad del régimen, para lo cual se realiza una valuación actuarial con población cerrada y bajo los supuestos de que el régimen continúa en operación y que los requerimientos de fondeo son alcanzados. Esta evaluación toma en cuenta aspectos tales como indicadores de solvencia, tendencias de largo plazo y desempeño de las inversiones. [2:  Artículo 27 del Reglamento de Riesgos del Sector Pensiones.] 


b) Riesgo de valuación de obligaciones[footnoteRef:3]. Se refiere al riesgo de que los métodos y supuestos usados para estimar el valor de los activos y obligaciones del plan resulten en valores que difieran de la experiencia. Este riesgo puede incrementarse por un diseño complejo del beneficio o por supuestos inadecuados. [3:  Artículo 3 (definiciones) del Reglamento de Riesgos del Sector Pensiones.] 


c) Riesgo de fondeo[footnoteRef:4]. La evaluación de fondeo, en los regímenes de beneficio definido, está orientada a establecer la capacidad del régimen para acceder al financiamiento necesario en el futuro, incluso si ello implica un incremento en el nivel de cotización vigente. Este análisis prospectivo pretende evaluar cuán viable es para el régimen satisfacer los requerimientos mínimos de fondeo en el corto y el largo plazo[footnoteRef:5]. [4:  Artículo 28 del Reglamento de Riesgos del Sector Pensiones.]  [5:  Según el Reglamento de Riesgos del Sector Pensiones en la aplicación de este artículo, así como de los artículos 26 y 27, se deberá observar además lo establecido en el reglamento sobre la materia actuarial, emitido por el CONASSIF] 






2. Riesgo de solvencia[footnoteRef:6]. La evaluación de solvencia, para los regímenes de beneficio definido, considera el riesgo que enfrentarían los afiliados si el régimen cerrara inmediatamente, lo cual corresponde a una valuación con beneficios devengados. Los factores para calificar la solvencia incluyen la razón de solvencia basada en valoraciones a mercado de los activos del plan y cualquier estimación actual o futura de las razones de solvencia provista por el administrador del plan o calculada por la SUPEN. [6:  Artículo 26 del Reglamento de Riesgos del Sector Pensiones.] 




Otras definiciones



a) FJPPJ. Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial de Costa Rica.

b) Límites. Medidas cuantitativas desarrolladas con base en supuestos o metodologías específicas, utilizadas para la definición del apetito por riesgo.

c) Metodología General de Valoración de Riesgos. Metodología General fue aprobada por el Comité de Riesgos en la Sesión N°52 celebrada el día 12 de junio del 2018 y por el Consejo Superior en la sesión N°63-18 celebrada el 17 de julio de 2018, Artículo VIII, anterior administrador del Fondo de Jubilaciones y Pensiones.

d) Órgano de Dirección. Máximo órgano colegiado de la entidad responsable de la organización. El Órgano de Dirección del FJPPJ corresponde a la Junta Administradora.

e) Sistema Valmer. Plataforma que provee indicadores de riesgo financiero y otros indicadores relacionados con el mercado.

f) Valor en Riesgo o VaR. Es una aplicación de la teoría de probabilidad al análisis de riesgos que provee una medida estadística del riesgo de mercado que se traduce en una estimación sobre la probable pérdida en el valor de una inversión durante un intervalo de tiempo definido, con cierto nivel de probabilidad o confianza, bajo condiciones normales de mercado.





2. Apetito por riesgo, tolerancia y capacidad



Hablar de apetito al riesgo, implica necesariamente abordar los términos tolerancia al riesgo y capacidad del riesgo.



2.1 Apetito por riesgo.



Describe el nivel agregado y los tipos de riesgo que el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial está dispuesto a asumir, dentro de su capacidad de riesgo, para lograr sus objetivos estratégicos y plan de negocios. Su definición permite optimizar la relación riesgo-rentabilidad, controlar y mantener los riesgos en los niveles deseados.

Dado que el apetito por riesgo se refiere a la cantidad de exposición a impactos adversos potenciales que el Fondo está dispuesto a aceptar para alcanzar sus objetivos, el importe total de los riesgos asumidos será la base inicial para el desarrollo de todos los procesos de gestión de riesgos y de sus límites.






2.2 Tolerancia al riesgo.



Se refiere a un estado temporal, a un nivel de flexibilidad en materia de aceptación de riesgos, que sobrepasa el apetito declarado. Sirve como alerta para evitar que el Fondo llegue al máximo establecido por su capacidad. Se debe justificar y tomar medidas o acciones para no permanecer en ese nivel. Para determinar el nivel de riesgo de tolerancia (riesgo tolerable) se consideran tres elementos:

· El impacto del riesgo.

· La probabilidad del mismo.

· El umbral aceptable



El apetito es el nivel de riesgo que la entidad quiere aceptar, su tolerancia será la desviación con respecto a ese nivel.



2.3 Capacidad de riesgo.



Corresponde al límite máximo de riesgo aceptable, es decir el nivel máximo de riesgo que el Fondo es capaz de asumir en función de su gestión integral de riesgos, medidas de control, limitaciones regulatorias, base de capital u otras variables, de acuerdo con sus características. Así definida, corresponde al nivel máximo de riesgo que el FJPPJ puede asumir, dado su nivel actual de recursos, antes de sobrepasar las restricciones o requerimientos regulatorios, solvencia, necesidades de liquidez, ambiente operativo (infraestructura técnica, capacidad para la gestión de riesgo) y obligaciones.



En general, cuando se trata de límites máximos: Apetito  Tolerancia  Capacidad.



2.4 Relación de conceptos



El siguiente esquema ilustra la relación de estos tres conceptos, en términos de límites, tanto máximos (sección derecha) como mínimos (sección izquierda):
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El apetito representa, en sí mismo, el nivel agregado de los tipos de riesgos que el FJPPJ está dispuesto a asumir para cada uno de ellos, dentro de su “capacidad de riesgos”, con el fin de alcanzar sus objetivos estratégicos y desempeñarse dentro de los lineamientos de su misión, visión y valores.

La determinación de límites de gestión, indicadores de tolerancia al riesgo y la capacidad de riesgos implica el uso de análisis cualitativos y cuantitativos. De la manera que se formulan los objetivos estratégicos, se establecen límites de gestión para asegurar cumplimiento de las metas y proveer control a la operación; de esa forma se puede comprobar qué tan afianzado, robusto y confiable es el apetito por riesgo.

Visto en términos de exposición y tiempo, la capacidad de riesgo constituye el límite superior, como se muestra en el gráfico. Cuando el riesgo excede los límites deseables, podría llegar a sobrepasar temporalmente los límites de tolerancia. El apetito por riesgo se muestra en el área verde; por debajo de esta, la organización puede asumir más riesgo en procura de sus objetivos.
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4. La declaración de apetito por riesgo y su importancia



4.1. Definición



De acuerdo con el Reglamento sobre Gobierno Corporativo[footnoteRef:7], la declaración del Apetito por Riesgo se refiere a la articulación por escrito del nivel y tipos de riesgo que una entidad acepta o evita, con el fin de alcanzar sus objetivos. Incluye medidas cuantitativas expresadas en relación con los ingresos, el capital, medidas de riesgo, liquidez y otras mediciones pertinentes, según proceda, así como declaraciones cualitativas para hacer frente a los riesgos, que por su naturaleza o falta de información, no permiten medidas cuantitativas. También debe abordar riesgos que son más difíciles de cuantificar, tales como los de reputación y comportamiento, así como los de lavado de dinero y prácticas poco éticas. [7:  SUGEF 16-16, Reglamento sobre Gobierno Corporativo
] 




En concordancia con lo anterior, la declaración describe el nivel máximo de riesgo que el FJPPJ puede asumir, dado su nivel actual de recursos antes de transgredir las restricciones determinadas por el capital reglamentario y las necesidades de liquidez, el ambiente operativo, infraestructura técnica, capacidad para la gestión de riesgo, su conocimiento experto y sus obligaciones. También desde la perspectiva de su comportamiento frente a los distintos grupos de interés y a otros clientes y actores.



Para definir el apetito por riesgo del FJPPJ, se tomaron en cuenta los siguientes aspectos y supuestos:



· Es responsabilidad de la Junta Administradora.

· La fijación del apetito debe ser específica para cada tipo de riesgo reconocido.

· El FJPPJ debe focalizar sus esfuerzos en el desarrollo y uso de metodologías y técnicas que ayuden a medirlo.

· La Junta Administradora tiene clara la naturaleza de los riesgos a que está expuesto el FJPPJ.

· Se entiende la naturaleza cambiante de los riesgos, lo que implica su revisión de acuerdo con la evolución de la entidad, su estrategia y el entorno.

· Se considera la tolerancia y la capacidad para asumir riesgos.

· El marco de apetito por riesgo considera los riesgos, tanto financieros como no financieros, que enfrenta el FJPPJ, así como los que afectan la reputación de la entidad y a sus partes relacionadas.

· Se definen explícitamente los límites dentro de los cuales se espera que la gestión operativa desarrolle sus actividades con el fin de lograr el cumplimiento de la estrategia.





4.2. Importancia de la declaración de apetito por riesgo



La importancia de contar con una declaración de apetito por riesgo para el FJPPJ se puede resumir como:

· Incrementar la efectividad del proceso de toma de decisiones.

· Facilitar su incorporación dentro del conjunto de decisiones que toma el órgano colegiado para lograr su misión y objetivos.

· Alinear los objetivos de la entidad con su perfil de riesgo.

· Mejorar la planificación estratégica.

· Ayudar a identificar los riesgos que se pueden asumir de los que no.

· Asignar responsabilidades sobre los diferentes riesgos que se asumen.

· Definir una escala de delegación de responsabilidades y de gestión para los distintos riesgos.

· Desarrollar esquemas de seguimiento y medición de desempeño más eficientes, completos y equilibrados.



En síntesis, los principales beneficios que trae el establecimiento del apetito por riesgo consisten en que: apoya el diseño de la estrategia de inversiones y riesgos, contribuye a la asignación efectiva de recursos, provee criterios guía para la toma de decisiones en todos los niveles, fortalece el gobierno corporativo y la supervisión de riesgos por parte del órgano de dirección, facilita la comunicación de los riesgos, estimula una cultura de conciencia de riesgo y maximiza el valor para los stakeholders (partes interesadas).



La Declaración de Apetito por Riesgo se debe revisar o actualizar al menos una vez al año, esto debido a la naturaleza cambiante de los riesgos y la evolución de la entidad, su estrategia y el entorno.



4.3 Medidas del apetito por riesgo



La presente declaración contiene mediciones cuantitativas y cualitativas. Las primeras se dirigen a los riesgos significativos para la entidad, que puedan ser cuantificables o medibles mediante mecanismos o metodologías específicas, utilizando escalas o medidas predefinidas, evidenciando lo que está dispuesta a asumir y lo que debe evitar y/o transferir. Las segundas incluyen límites que expresan términos relativos o absolutos, con base en metodologías y criterios predefinidos. En ambos casos se procuran mediciones prospectivas que le permitan evaluar la capacidad de gestionar riesgos emergentes.



Las medidas de apetito de riesgo se vinculan a los principios de administración de riesgos, los objetivos del gobierno corporativo, financieros y estratégicos de la entidad a las actividades por medio de las cuales se asumen los riesgos.



5. Declaración del Apetito por Riesgo



5.1 Riesgos a ser cubiertos (reconocidos) y riesgos no cubiertos (no reconocidos)



Tomando como referencia la definición de los riesgos de la sección 1.1, el FJPPJ define su apetito por riesgo en relación con las siguientes exposiciones:



a) De los riesgos financieros definidos en la sección 1.1, se reconocen los siguientes:

1. Riesgo de crédito: riesgo de contraparte y el riesgo de concentración.

2. Riesgo de precio.

3. Riesgo de tasa de interés.

4. Riesgo cambiario.

5. Riesgo de liquidez.



Nota: En cuanto al riesgo de solvencia, producto del estudio actuarial realizado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones con corte al 31 de diciembre de 2018, específicamente en la recomendación N° 2, se solicitó a la empresa PIPCA presentar una propuesta de política, la cual se encuentra en revisión por las áreas correspondientes, para someter a la aprobación de la Junta Administradora del FJPPJ.   



b) De los riesgos no financieros definidos en la sección 1.1, se reconocen los siguientes:

1. Riesgo operativo.

2. Riesgo de tecnologías de información (TI).

3. Riesgo legal.

4. Riesgo político, de cambio legislativo o regulatorio.

5. Riesgo de reputación.

6. Riesgo estratégico.



Por el momento no se reconoce el riesgo país, puesto que el Fondo no realiza inversiones en mercados internacionales; se reconocerá y gestionará en el momento que lo haga. Tampoco se reconocen los riesgos de legitimación de capitales ni de conglomerado y grupo financiero por no ser pertinentes para el FJPPJ.



c) De los riesgos especiales para el sector de pensiones, se reconocen los siguientes:



Riesgo actuarial, con las categorías de riesgo de evaluación del desempeño, riesgo de valuación de obligaciones y riesgo de fondeo.



Riesgo de solvencia: En cuanto al riesgo de solvencia, producto del estudio actuarial realizado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones con corte al 31 de diciembre de 2018, específicamente en la recomendación N° 2, se solicitó a la empresa PIPCA presentar una propuesta de política, la cual se encuentra en revisión por las áreas correspondientes, para someter a la aprobación de la Junta Administradora del FJPPJ.   



Todos los riesgos reconocidos se expresan en términos de “riesgo residual”, es decir, el riesgo remanente después de haber aplicado medidas de mitigación y/o controles y evaluada su eficiencia.



En términos generales, el apetito por los riesgos a ser cubiertos seguirá los siguientes criterios:

· Los riesgos con valoración baja o leve se aceptan cuando se estima que la probabilidad de que tales riesgos se materialice es moderada, baja o mínima.

· Los riesgos con incidencia moderada se aceptan cuando se estima que la probabilidad de que se materialicen es baja o mínima.

· Los riesgos con incidencia crítica o alta no se aceptan.

Todo riesgo que vaya más allá del apetito por riesgo debe ser evaluado por el Comité de Riesgos, teniendo en cuenta la tolerancia al riesgo[footnoteRef:8]. Esos riesgos solo se aceptarán tras aprobación expresa, cuando estén comprendidos dentro de los niveles de delegación de atribuciones, en sintonía con el marco reglamentario de la organización y tras haberse cerciorado de que las medidas de mitigación aplicadas son pertinentes y adecuadas. [8:  La tolerancia al riesgo es el nivel de variación que la organización está dispuesta a aceptar en relación con objetivos concretos, para los cuales previamente se deben establecer niveles específicos de aprobación en el marco de la jerarquía institucional.] 




6. Criterios para determinar y medir el apetito por riesgo utilizando la metodología general



6.1 Perfil y apetito por riesgo



El límite de apetito por riesgo del FJPPJ lo define la Junta Administradora con base al perfil de riesgo definido[footnoteRef:9] y tomando como referencia la calificación del riesgo obtenida de la aplicación de la metodología general para la valoración de riesgos.[footnoteRef:10] [9:  Ver documento: Perfil de Riesgos para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial de Costa Rica (FJPPJ)]  [10:  La Metodología General de Valoración de Riesgos fue aprobada por el Comité de Riesgos en la Sesión N°.52
celebrada el día 12 de junio del 2018 y por el Consejo Superior en la sesión Nº.63-18 celebrada el 17 de julio de 2018, Artículo VIII] 




Para ello se utiliza el siguiente esquema que plantea la valoración de riesgos en cuatro niveles: el nivel bajo (que se identifica con el perfil conservador), el medio (con el perfil moderado) y los dos restantes, alto y crítico (identificados con dos formas de perfil agresivo):



Dado que el FJPPJ ha determinado su perfil de riesgos como moderado, ubicará su apetito por riesgo en los niveles de valoración medio y su capacidad en el límite de valoración de riesgo alto.







6.2 Criterio para riesgos no financieros y riesgos especiales del sector pensiones
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 (
13
)

Apetito, tolerancia y capacidad para riesgos no financieros y riesgos especiales:





		Riesgos no Financieros

		Apetito

		Tolerancia

		Capacidad



		1. Riesgo operativo

		25,0%

		40,0%

		41,0%



		2. Riesgo de TI

		25,0%

		45,0%

		50,0%



		3. Riesgo legal

		25,0%

		45,0%

		50,0%



		4. Riesgo político y regulatorio

		25,0%

		40,0%

		41,0%



		5. Riesgo de reputación

		25,0%

		45,0%

		46,0%



		6. Riesgo estratégico

		25,0%

		45,0%

		46,0%







		Riesgos Especiales (pensiones)

		Apetito

		Tolerancia

		Capacidad



		1. Evaluación del desempeño

		25,0%

		40,0%

		41,0%



		2. Riesgo valuación obligaciones

		25,0%

		45,0%

		46,0%



		3. Riesgo de fondeo

		25,0%

		45,0%

		46,0%







6.3 Criterio para riesgos financieros



En general, el riesgo financiero se define como la incertidumbre asociada con el valor y/o retorno de una posición financiera.



Dado que el FJPPJ invierte en los mercados financieros, está expuesto a los riesgos financieros citados anteriormente. Normalmente estos riesgos representan un alto impacto para las carteras de inversión y un elevado nivel de probabilidad, aspecto que toma en consideración, asignándoles los mayores niveles dentro de la escala.



Para efectos de definir el apetito de riesgo, la tolerancia y capacidad en el caso de los riesgos financieros, se utilizará la siguiente métrica de la Metodología General:
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Apetito, tolerancia y capacidad para riesgos financieros:





		Riesgos Financieros

		Apetito

		Tolerancia

		Capacidad



		1. Riesgo de crédito

		50,0%

		70,0%

		71,0%



		2. Riesgo de precio

		50,0%

		70,0%

		71,0%



		3. Riesgo de tasa de interés

		50,0%

		70,0%

		71,0%



		4. Riesgo de tipo de cambio

		50,0%

		70,0%

		71,0%



		5. Riesgo de liquidez

		50,0%

		65,0%

		71,0%







6.4 Criterio para riesgos financieros utilizando medidas cuantitativas



Utilizando el sistema Valmer para el Valor en Riesgo (VaR), se definen los siguientes límites para apetito, tolerancia y capacidad:



Riesgo de precio o de mercado

		VaR

		Apetito

		Tolerancia

		Capacidad



		HISTÓRICO

		

		

		



		VAR %

		2,75%

		3,00%

		3,50%



		

		

		

		



		MONTECARLO

		

		

		



		VAR %

		1,45%

		2,00%

		2,25%



		

		

		

		



		PARAMETRICO

		

		

		



		VAR %

		2,00%

		2,50%

		3,00%









Pruebas complementarias



Para los riesgos de mercado se utilizarán dos pruebas complementarias:



Prueba de estrés



Las metodologías de riesgo de mercado con Simulación Histórica, Simulación Montecarlo o el VaR Paramétrico, para los cuales se utiliza un nivel de confianza y cierto número de observaciones, utilizan cambios “usuales” en los factores de riesgo, es decir, no reflejan movimientos abruptos en los factores de riesgo como suele ocurrir en temporadas de mayor volatilidad o crisis financieras, a menos claro, que en el número de observaciones estén contenidos estos periodos de inestabilidad de los mercados financieros.



Por este motivo, se utilizarán pruebas de estrés que permitan estimar las pérdidas generadas por este tipo de movimientos atípicos en el mercado, para lo cual se utilizará la metodología para la realización de estas pruebas, provistas por el Sistema Valmer, que emplea las volatilidades generadas a partir del cálculo de precios, utilizando las variaciones históricas de los factores de riesgo con horizonte a un día.



Con este análisis, es posible valorar los portafolios administrados bajo escenarios a diferentes niveles de volatilidad impactando cada activo a través de la variabilidad de su precio y así, tratar de inferir las pérdidas que pudieran tener los portafolios en su valor de mercado, bajo escenarios de diferentes niveles de volatilidad.



Prueba de backtesting



Se utilizarán las pruebas revertidas (backtesting), que provee el Sistema Valmer y que permiten comparar y verificar los resultados estimados vs los resultados reales u observados, lo que hace posible la calibración de los modelos utilizados.





Riesgo cambiario





		Riesgo Cambiario

		Apetito

		Tolerancia

		Capacidad



		VAR Cambiario %

		0,75%

		1,00%

		1,50%









Riesgo de tasa de interés



Para la medición del riesgo de tasa de interés, el Proceso de Riesgos calcula el indicador de Duración Macaulay, Duración Modificada y la Convexidad, los cuales permiten estimar las posibles pérdidas o ganancias producto de las variaciones de las tasas de interés en los mercados financieros.

A estos indicadores se les dará seguimiento mensual con el fin de evaluar su impacto. No obstante, para los mismos no se establecen límites máximo ni mínimos por considerar que sus niveles apropiados dependen de la planificación estratégica de las inversiones y de la estrategia de inversiones, las cuales estarán en función de las características del Fondo, sus objetivos estratégicos y de sus necesidades de liquidez. Esto a la vez será determinado por las condiciones del mercado financiero, la evolución de las principales variables macroeconómicas y financieras, nacionales e internacionales y de las expectativas sobre las mismas, así como otros aspectos que pueden afectar el valor de los activos.





Riesgo de liquidez



		Indicador de Cobertura de Liquidez

		Apetito

		Tolerancia

		Capacidad



		

		

		Mínimo	Máximo

		Mínimo



		

		2,0%

		1,5%

		20%

		1,0%









Indicador de Liquidez de Mercado



El Indicador de Liquidez de Mercado refleja el porcentaje de la cartera de inversiones que se encuentra expuesto por la venta de una posición a descuentos inusuales, debido a condiciones extraordinarias de mercado. Sin embargo, considerando la naturaleza del FJPPJ no se va a incluir un límite para este indicador. No obstante, se le dará un seguimiento al resultado con el fin de evaluar el porcentaje que se encuentra expuesto.





Riesgo de Crédito



Coeficiente de Riesgo de Crédito



El Coeficiente de Riesgo de Crédito refleja el porcentaje del portafolio de inversiones que se encuentra expuesto, considerando los emisores y plazos de vencimiento de las emisiones contenidas en él.



En vista de que actualmente el cálculo del indicador no considera la totalidad del portafolio de inversiones a valor de mercado y que su efecto va de acuerdo con la estrategia del Proceso de Inversiones, considerando las alternativas de inversión desde el punto de vista de riesgo y rendimiento, no se va a incluir un límite para este indicador. No obstante, se le dará un seguimiento al resultado con el fin de evaluar el porcentaje que se encuentra expuesto, considerando los emisores y plazos de vencimiento de las emisiones.



Modelo de Selección, clasificación de emisores.



El Modelo para selección de emisores del Portafolio de Inversiones del FJPPJ fortalece la toma de decisiones sobre la elegibilidad y selección de emisores bancarios, entidades supervisadas por SUGEF y entidades no bancarias. En forma general, se obtiene una calificación total con su respectiva evaluación, considerando variables de acuerdo con la conveniencia, necesidad y confort del FJPPJ, para cual se estableció el siguiente criterio para aceptar o rechazar un emisor:



		Escala para la calificación general

		Criterio



		De 70.00% a 100.00%

		Aceptable



		De 60.00% a 69.99%

		Se valoran otros elementos de conveniencia



		De 0.00% a 59.99%

		No se invierte












Límites por sector según calificación de los emisores





		Valores emitidos por el sector privado

		100%



		



Límites por escala de calificación

		Escala de calificación

		Porcentaje máximo



		

		AAA

		100%



		

		AA

		70%



		

		A

		45%









Riesgo de Concentración:





Indicador de concentración por emisor o instrumento: índice Herfindahl- Hirschman (IHH)



Rango de Índices de Concentración





		Normal

		Grado 1

		Grado 2

		Grado 3



		IC de 0 a 0,30

		IC de 0,31 a 0,50

		IC de 0,51 a 0,70

		IC de 0,71 a 1







Para interpretar la calificación de concentración, se asigna un valor a cada uno de los componentes de la evaluación de acuerdo con su grado de concentración, de la siguiente forma:



		Grado de concentración

		Descripción e interpretación



		

Normal

		Un grado de concentración entre 0.01 y 0.30, se considera como una situación sana, interpretándose como una adecuada diversificación de su cartera.



		

1

		Una concentración entre 0.31 a 0.50, se considera también como sana, aunque presenta pequeñas debilidades en su

diversificación.



		



2

		Un grado de concentración entre 0.51 y 0.70 se interpreta como una situación que presenta debilidades en su concentración de la cartera, implicando cierto grado de

preocupación en cuanto a la política de inversión, por lo que la misma debe ser revisada.



		

3

		Una concentración entre 0.71 y 1.00 se interpreta como una condición insana, con serias debilidades financieras que pueden resultar en un manejo insatisfactorio de la cartera.







Nota: el indicador de riesgo de concentración por plazo o moneda depende de la estrategia de inversiones, por lo que no se definen rangos de concentración.





7. Deterioro de un Portafolio o cartera de Inversiones



Se creó una metodología llamada “Metodología de Deterioro Según Calificación de Emisores” para obtener el deterioro total de la cartera de inversiones a una fecha determinada. El modelo permite calificar y establecer el porcentaje de deterioro de la cartera producto de las variaciones en las condiciones de los emisores y emisiones que componen el portafolio de inversiones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, con el propósito de dar cumplimiento a las disposiciones normativas que al respecto ha dictado la Superintendencia de Pensiones (SUPEN).



La metodología para el establecimiento del deterioro consiste en definir un porcentaje por deterioro, de acuerdo con la calificación general obtenida por el emisor mediante la aplicación de un modelo de calificación. De manera que, permite estimar el deterioro total y por emisor de la carteta de inversiones.



Criterios de calificación		

							

1. No se considera la porción del portafolio clasificada como Costo Amortizado.

2. Fórmula general de cálculo: sumatoria del valor de mercado por emisor multiplicado por el ponderador de deterioro correspondiente.	

3. El ponderador para las inversiones en títulos del Banco Central de Costa Rica, emitidos en moneda nacional es de 0%.							

4. El ponderador de las inversiones en títulos del Gobierno de Costa Rica emitidos en moneda nacional es de 0,05%.							

5. El ponderador de las inversiones en títulos del Gobierno de Costa Rica y Banco Central de Costa Rica, emitidos en dólares es de 0,25%. Se considera el porcentaje más alto de la escala considerando la calificación soberana de CR (B+).

6. El ponderador de las inversiones en el ICE es de 0,05% en moneda nacional y 0,25% en dólares por su vínculo con el soberano de Costa Rica. Actualmente las calificaciones consideran la expectativa de soporte implícito y explícito que el soberano le brinda, así como la base de activos diversificados.			

7. Considerando la calificación de las principales agencias calificadoras, su sólida posición financiera y el respaldo de sus países miembros se asigna un ponderador del 0,05% al BCIE tanto en colones como en dólares.					



Aplicaciones del Modelo 



En los cuadros siguientes, se presentan los detalles de las dos versiones (Modelos de calificación):  









Versión 1: Entidades Financieras o Entidades Privadas supervisadas por SUGEF y SUGEVAL (4 variables)





[image: ]



























Versión 2: Fondos de Inversión (3 variables)





[image: ]



El porcentaje de deterioro de los emisores se asigna de acuerdo con la siguiente escala, y la relación con las calificaciones del Proceso de Riesgos obtenidas mediante los modelos de calificación.	El porcentaje de deterioro se define de acuerdo con el siguiente cuadro:



[image: ]                                         Elaboración Proceso de Riesgos.  



Los pasos para establecer el porcentaje del deterioro para cada emisor son los siguientes:



1. Se realiza el análisis de los emisores que conforman el Portafolio de Inversiones. 

2. Del modelo se obtiene una calificación del emisor, tanto en colones como en dólares.

3. De acuerdo con la calificación obtenida en cada moneda, se establece el porcentaje por deterioro, según lo indicado en el cuadro de Porcentaje por Deterioro.  	



 (
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PERFIL DE RIESGOS PARA EL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL DE COSTA RICA (FJPPJ)



Introducción



El perfil de riesgos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial de Costa Rica (FJPPJ) que se presenta en este documento se fundamenta en las sanas prácticas de gestión de riesgos e inversiones, que recomiendan contar con un perfil que delimite la administración del portafolio y el apetito por riesgo, factores indispensables en la gestión de carteras de fondos de pensión. 



Asimismo, se toman como referencia las disposiciones regulatorias dictadas por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF) y las directrices de la Superintendencia de Pensiones (SUPEN). 



La adecuada implementación de este perfil logrará que el FJPPJ realice una mitigación fundamental de los riesgos que enfrenta, en particular los riesgos de liquidez, de crédito y de tasas de interés, lo cual propicia un uso eficiente de los recursos y un mejor cumplimiento de sus obligaciones.



La definición del perfil de riesgo del FJPPJ toma en cuenta sus características, sobre las cuales se enmarca el perfil de inversión del portafolio. Estas características y condiciones definen las pautas para plantear los objetivos de inversión y las estrategias que se van a implementar para el logro de los objetivos.



La fortaleza del sistema de jubilaciones y pensiones del FJPPJ dependerá de la capacidad de invertir los recursos de manera tal, que permitan otorgar a sus afiliados y afiliadas, jubilaciones y pensiones de acuerdo con su nivel de ingreso y ahorro, por lo que es una necesidad, mantener una visión de largo plazo en el manejo de los recursos. 



[bookmark: _Toc518555886]1. Propósito y alcance del documento y responsabilidades



Propósito del documento: definir el perfil de riesgos del FJPPJ, es establecer los lineamientos que rigen la administración de las actividades de inversión de los recursos del Fondo en títulos valores. Este documento es complementario a la declaración del apetito por riesgo del FJPPJ. 



Alcance del documento: aplicable a todos los ámbitos de gestión del FJPPJ, principalmente al manejo de sus carteras de inversión y todos los aspectos operativos y organizativos relacionados.



Responsabilidades: el Órgano de Dirección del FJPPJ es la Junta Administradora, responsable de aprobar el perfil de inversiones y la administración del FJPPJ. En materia de inversiones, la implementación es delegada al Comité de Inversiones, mientras que la ejecución es encomendada al Proceso de Inversiones. 



[bookmark: _Toc518555889]2. Objetivo de inversión



En la elaboración de este documento se parte de las siguientes premisas en cuanto a los objetivos de inversión para un fondo de pensiones:



Objetivo principal



El objetivo principal del FJPPJ es procurar el beneficio de las personas afiliadas, así como las jubiladas y pensionadas, buscando un equilibrio entre el rendimiento y los riesgos asumidos. En línea con lo anterior, el FJPPJ se orientará a incrementar el valor para las personas afiliadas, cumpliendo el marco regulatorio vigente.

Objetivos secundarios 



Como parte del manejo de la cartera de inversiones se definen, los siguientes objetivos secundarios:

· Buscar las mejores opciones de inversión, asociadas a diferentes niveles de volatilidad.

· Ampliar la diversificación de las posiciones del portafolio, gestionando de esta forma el riesgo concentración.

· Gestionar la liquidez del fondo para hacer frente a las obligaciones de corto plazo.



Para lograr estos objetivos se establece una estructura de portafolio, con horizontes de corto, mediano y largo plazo; en el que el segmento de más corto plazo busca gestionar la liquidez del fondo, mientras que los tramos de mediano y largo plazo persiguen objetivos de diversificación y rentabilidad. 

3. Descripción del Fondo 

El Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se crea mediante la Ley N.º 34, Ley Orgánica del Poder Judicial, de 9 de junio de 1939, misma que modifica la Ley 8 de 29 de noviembre de 1937, para incluir el Título XI “De las Jubilaciones y Pensiones Judiciales”. Por sus características, se trata de un sistema de beneficio definido, dado que ofrece una pensión previamente definida, una vez cumplidos los requisitos establecidos. Se trata de un sistema de contribución tripartita (trabajador, patrono y estado).



Por autorización expresa de ley, se crea la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial como un órgano de este, con completa independencia funcional, técnica y administrativa, para ejercer las facultades y atribuciones. Le corresponde la administración del FJPPJ, cuyo capital es de exclusiva propiedad de las personas beneficiarias para operar y generar inversiones que le den sostenibilidad a dicho fondo, en distintos ámbitos del mercado financiero nacional. 



Además, le corresponde la inversión de los recursos del FJPPJ de conformidad con la ley y con la normativa que al efecto dicte el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero y la Superintendencia de Pensiones y de acuerdo con las políticas de inversión y riesgos establecidas por la ella; reconocer a las personas servidoras judiciales, el tiempo laborado en el sector público y ordenar el reintegro que corresponde al Fondo; resolver sobre la devolución de cuotas del FJPPJ a otros regímenes de seguridad social, otorgar toda clase de jubilaciones y pensiones judiciales; dirigir, planificar, organizar y coordinar las actividades administrativas del Fondo, así como aprobar los reglamentos correspondientes y cualquier otra que le atribuya la ley.



4. Definición de Perfil de Riesgos 



El Perfil de Riesgos se refiere a las características del inversionista en cuanto a la aversión al riesgo (muy conservador, conservador, moderado o agresivo), lo cual ayuda a definir la posible conformación del portafolio, la estrategia a seguir (instrumentos, mercados sectores, etc.), así como las herramientas a emplear para su gestión de riesgos. Incluye la identificación de los aspectos de exposición significativos para establecer prioridades y fijar la política de evaluación de riesgo y los elementos relevantes para la elección de normas de seguridad y opciones de manejo. Así definido, el perfil de riesgos contiene las características que guían la manera en que debiera tomar sus decisiones de inversión, incluido su nivel de tolerancia al riesgo, en relación con los diversos instrumentos de inversión que existen en el mercado. 



El establecimiento del perfil es un proceso que describe un problema y su contexto, con el fin de identificar los elementos de peligro o riesgo importante para varias decisiones de gestión de riesgos. 



Los niveles apropiados de apetito por riesgo dependerán de la naturaleza del negocio y los objetivos que se persiguen. En efecto, el conjunto de títulos de renta fija, variable o mixta, se suele estructurar según el perfil de riesgo del inversionista y sus preferencias por los distintos mercados y sectores que lo componen. Por otra parte, la gestión del riesgo se debe efectuar según el perfil que se tenga.



5. Criterios para definir el Perfil de Riesgo



El perfil de riesgo se puede definir utilizando los siguientes criterios principales y complementarios:



1. Objetivos que se persiguen con la inversión; principalmente: proteger el valor del dinero, protección extrema del capital y la liquidez, estabilidad del patrimonio, protección frente a la inflación, balance entre estabilidad, diversificación, apreciación de cartera, rentabilidad y diversificación. 

2. Asignación de activos: estrategias de inversión por sector, plazo, liquidez, tipo de instrumento, sofisticación y mercados. 



5.1 Estrategias de inversión (asignación de activos)

A continuación, se muestran las tres estrategias básicas de inversión, con ejemplos específicos sobre la asignación de activos o distribución de la inversión:
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5.2. Resumen de perfiles



Utilizando lo anterior se puede definir el perfil de riesgo en los siguientes términos:



		Perfil

		Objetivo principal

		Riesgo

		Preferencia de instrumentos



		Muy conservador

		Prioriza en estabilidad del patrimonio y protección extrema del capital y la liquidez.

El objetivo primordial es protege el valor del dinero.

		Prácticamente no toma riesgos.

		Instrumentos a la vista, con rentabilidad mínima y mínimo riesgo. Instrumentos a la vista, de liquidez inmediata o muy alta.



		Conservador

		Apunta a la estabilidad del patrimonio, procurando protección frente a la inflación, rentabilidad baja.

		Baja exposición al riesgo 

Bajo nivel de tolerancia al riesgo.

		Se asocia con inversiones de corto plazo (360 días o menos). 

La mayor proporción se ubica en deuda del gobierno y un porcentaje relativamente menor de deuda privada.



		Moderado

		Balance entre estabilidad, diversificación y apreciación de cartera. Apunta hacia una rentabilidad real positiva.

		Admite cierto nivel de riesgo en procura de lograr una tasa de retorno mayor a la inflación. 

Asume exposición normal o moderada al riesgo.

		Productos más sofisticados que el nivel conservador.

Dentro de este perfil se puede bajar la participación de deuda gubernamental e incrementar el componente de renta variable, incluso invertir un pequeño porcentaje en renta variable extranjera.



		Agresivo

		Rentabilidad y diversificación.

		Se asume mayor riesgo a cambio de crecimiento del capital. 

La tolerancia al riesgo permite exponerse más con el objeto de obtener mayor ganancia.

		Instrumentos más sofisticados y volátiles. Mayor participación en renta variable (el componente de mayor riesgo). Incluye el caso de inversiones en mercados internacionales con instrumentos más sofisticados y más volátiles









6. Definición del Perfil de Riesgo del FJPPJ



Una vez establecidos los elementos básicos (objetivos y asignación de activos para cumplirlos), se define el perfil de riesgos del FJPPJ, estableciendo el porcentaje del portafolio que se debe destinar a cada una de las categorías de riesgo. Cabe advertir, que la determinación del perfil de riesgo no significa que el portafolio total deba ser solo de riesgo conservador, moderado o agresivo, sino que puede ser una combinación de estos, como se muestra a continuación: 



[image: Imagen relacionada][image: Imagen relacionada]
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Para la definición del perfil de riesgo del FJPPJ se consideran las siguientes opciones: 



Portafolio conservador: aquel con un componente mayoritariamente conservador (80% o más). Nótese que el portafolio conservador admite un componente minoritario (máximo 20%) con características moderado-agresivo.



Portafolio moderado: con un componente mayoritariamente moderado-conservador (mínimo de un 55%). El portafolio moderado admite un componente agresivo considerable (máximo 45%). 



Portafolio agresivo: con un componente mayoritariamente agresivo (80% o más). Un portafolio agresivo puede tener un componente moderado-conservador minoritario (máximo 20%).



Dada la naturaleza propia del fondo: su operación en los mercados financieros, donde los riesgos de inversión son inherentes; su necesidad de visión de largo plazo y un horizonte congruente (que implica mayor exposición a los riesgos financieros y no financieros) y su exposición a riesgos especiales, como régimen de beneficio definido, sujeto a valuaciones actuariales y evaluación del desempeño para estimar su viabilidad, el perfil de riesgo para el FJPPJ se define como “moderado”.



De acuerdo con esta definición, la entidad contará con un componente mayoritariamente moderado-conservador y admite un componente agresivo, que puede incluir inversiones no convencionales e inversiones en mercados financieros internacionales. 



7. Determinación del perfil de riesgo utilizando la metodología general



Utilizando la metodología general actual[footnoteRef:1] es posible identificar el perfil de riesgos del FJPPJ. Para ello se utiliza el siguiente esquema que plantea la valoración de riesgos en cuatro niveles: el nivel bajo se identifica con el perfil conservador, el medio con el moderado y los dos restantes con dos formas de perfil agresivo. [1:  La Metodología General de Valoración de Riesgos que se encuentra vigente fue aprobada por el Comité de Riesgos en la Sesión No.52 celebrada el día 12 de junio del 2018 y aprobada por el Consejo Superior en la sesión N.º 63-18 celebrada el 17 de julio de 2018, Artículo VIII.
] 




[image: ]

Dado que el FJPPJ utiliza la Metodología General para la Valoración de Riesgos y que se identifica con un perfil de riesgo moderado, utilizará la calificación de riesgo en el rango 26-50%.
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Politicas contables del Fondo de Jubilaciones

e Reseiia historica

El Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial fue creado el 9 de junio de 1939, fecha en
que el presidente de la RepuUblica de ese entonces, Ledn Cortés Castro, aprobd el proyecto de Ley
para crear el Régimen de Pensiones del Colectivo Judicial, presentado por el diputado del Congreso
de la Republica, Teodoro Picado. Esto conllevd a la modificacion de la Ley Organica del Poder Judicial
(No. 8 de 1937) para incluir el Titulo: “De las jubilaciones y pensiones judiciales”. La ley fue
promulgada el 7 de julio de 1939 mediante el "Reglamento de la Ley de Jubilaciones y Pensiones”

Antes de la Ley 9544 el articulo 81 en su inciso 12 de la Ley Organica del Poder Judicial, indicaba lo
correspondiente al Consejo Superior:

"[...] Administrar el Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, de acuerdo con las
politicas de inversion de ese Fondo, establecidas por la Corte.”

Ya que la Ley 9544 en su capitulo IV en su articulo 239 referente a la Administracion del Fondo indica:

"[...] Se crea la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial
como un drgano del Poder Judicial, que contara con completa independencia funcional, técnica
y administrativa, para ejercer las facultades y atribuciones

qgue le otorga la ley.

Le corresponde a la Junta:

a) Administrar el Fondo de Pensiones y Jubilaciones de los Empleados del Poder Judicial.”

Ademas, en acuerdo del Consejo Superior en la sesion N © 53-18 del 19 de noviembre de 2018, en
el articulo XXI se acuerda:

'[...] 2.) El Consejo Superior del Poder Judicial tendré la competencia y responsabilidad de
implementar los alcances de la Ley 9544 en su integralidad, en tanto no se traslade la
competencia a la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder
Judicial...”

Segun Acuerdo tomado por la Corte Plena, en sesion N° 45-19 celebrada el 28 de octubre de 2019,
articulo VI, en noviembre 2019 se crea la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones
del Poder Judicial, la cual asumira funciones a partir del 3 de febrero de 2020.

¢ Aspectos Generales

A partir del 2007, considerando las recomendaciones de la Superintendencia de Pensiones (SUPEN)
y las observaciones del Despacho Carvajal & Colegiados, el Fondo de Jubilaciones y Pensiones decidid
adoptar con algunos ajustes el Manual de Cuentas para los Regimenes de Pensiones de Capitalizacion
Colectiva de la SUPEN. La adaptacion de esta normativa genera una operativa diferente, por cuanto
establece dos cuentas independientes para el control de los recursos disponibles en la atencién de
las jubilaciones y pensiones actuales y futuras, a saber:

Provision Para Pensiones en Curso de Pago: Pasivo actuarialmente necesario para atender los
beneficios con los jubilados y pensionados actuales, para un periodo determinado o en su defecto lo
constituye el total de los recursos acumulados, generados de las actividades del Fondo para el pago
de estos beneficios, cuando estos son insuficientes para cubrir el pasivo actuarial.





Segun lo dispuesto por la Superintendencia de Pensiones mediante oficio SP 236-2010 con fecha del
16 de febrero de 2010, a partir de marzo de 2010 se registraran en esta cuenta, todas aquellas
liquidaciones de sumas canceladas de mas a jubilados y pensionados, sin embargo, este rubro no
representa un incremento efectivo, hasta que las sumas en mencion sean recuperadas en el tiempo,
y en caso de no lograrse la recuperacion del monto, previa autorizacion de la Direccion Ejecutiva se
procedera con la respectiva reversion.

Con el fin de reflejar la cancelacion parcial de la Provision Para Pensiones en Curso de Pago, el
importe proveniente de la cancelacion mensual de la jubilacién, asi como el aguinaldo afectaran a la
sub-cuenta Pago Plan de Beneficios de dicha Provision.

Reserva en Formacion: Constituye los recursos destinados para el pago de las prestaciones
futuras, una vez cubierto el déficit actuarial de la Provisidn Para Pension en Curso de Pago. Para tales
efectos, las reservas en formacion se conformaran por:

Aporte de los Trabajadores
Aporte del Patrono

Aporte del Estado

Aporte del Jubilado y Pensionado
Rendimientos acumulados

Asimismo, el Manual de Cuentas de Capitalizacion Colectiva definia en forma independiente, cuentas
en el activo, en los ingresos y los gastos que permitian el registro de la adquisicion de instrumentos
financieros con recursos provenientes de la Provision Para Pensiones en Curso de Pago y de las
Reservas en Formacion, no obstante, en atencion al oficio SP-A-161-2012 emitido por la SUPEN el 23
de julio de 2012, mediante el cual se informa que a partir de enero de 2013 se modifica el “Manual
de cuentas para los regimenes de pensiones de capitalizacion colectiva”, con autorizacion de la
Direccién Ejecutiva segun oficio 1669-DE-2013, del 25 de febrero de 2013, se procede a la adaptacién
del manual de cuentas para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones en la contabilidad de enero de
2013.

En el Informe Actuarial elaborado por el Instituto de Investigaciones en Ciencias Econdmicas de la
Universidad de Costa Rica al 31 de diciembre de 2015, se determina la existencia de un déficit
actuarial bajo el sistema de grupo abierto, es decir, considerando la existencia de una generacion
futura como reemplazo de la generacion actual, por lo tanto, todos los recursos acumulados al cierre
del 2006, mas los aportes obrero — patronales y los rendimientos por la inversién de recursos, se han
destinado a partir del 2007, a las cuentas respectivas de la Provisién Para Pensiones en Curso de
Pago, hasta tanto se presente un nuevo estudio actuarial que determine un superavit actuarial y
permita crear la cuenta Reservas en Formacion.

La Asamblea Legislativa aprueba la Ley 9544 denominada “Reforma de Régimen de Jubilaciones y
Pensiones del Poder Judicial contenido en la Ley N° 7333 Ley Organica del Poder Judicial, del 5 de
mayo de 1993, y sus reformas”, publicada en el Diario Oficial la Gaceta N° 89 del 22 de mayo de
2018, por lo cual rige a partir de dicha fecha.

En virtud de lo anterior, el “Equipo de Traslado Ley 19922 del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del
Poder Judicial (FPPJP)”, se encuentra en proceso de elaboracion del respectivo reglamento de la Ley
citada.

Ademas, el Ultimo estudio actuarial del Fondo de Jubilaciones y Pensiones fue realizado por Proveedor
Integral de Precios Centroamérica S.A. (PIPCA), con corte al 31 de diciembre de 2018. El cual fue
presentado al Consejo Superior el 04 de setiembre 2019, por lo que el proyecto ya fue concluido.

Dentro de las conclusiones se menciona lo siguiente:





“[...]Es claro que la reforma ha sido muy positiva para sanear las finanzas del Fondo. La comparacion
entre este estudio, realizado tanto bajo el supuesto de poblacion cerrada como el de poblacion
abierta, muestra una diferencia marcada en el Superativit/Déficit, aunque en ambos estudios se
realizan valuaciones de distintas leyes, el del 2015 evalla la Ley 7333 y este estudio con la nueva
Ley 9544. Sin embargo, se evidencia la mejora que existe entre las dos leyes, en cuanto a los
resultados de un escenario base propuesto en cada estudio. En el modelo de 2015, se presenta un
monto de déficit de 6.37 billones (millones de millones), lo cual comparado con 0.62 de billones que
arrojo el estudio del 2019 bajo poblacién cerrada nos da un cambio de 5.75 MM, mientras que con
poblacién abierta da un cambio de 5.66 MM".

La Administracion del Fondo de Jubilaciones y Pensiones.

De conformidad con lo establecido en el articulo N° 239, Capitulo IV de la Ley N° 9544, se crea una
Junta Administrativa del Fondo, como drgano del Poder Judicial que contard con independencia
completa funcional, técnica y administrativa, en dicho articulo se regula las funciones de la citada
Junta.

El articulo N° 240 de la Ley en mencion, regula como se conforma la Junta Administrativa, siendo
que, serd "[...] por tres miembros que seran electos democraticamente por el colectivo judicial, asi
como por tres miembros designados por la Corte Plena, con perspectiva de género en ambos casos.”

La Junta Administrativa, segun el articulo N° 239, se financiara con '/...] una comision por gastos
administrativos que surgira de deducir un cinco por mil de los sueldos que devenguen los servidores
Judiciales, asi como de las jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo.”

Al respecto de la conformacion de la Junta Administrativa, el transitorio I de la Ley, indica:

"[...] La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial deberd estar
integrada en un plazo no mayor a seis meses, contados a partir de la entrada en vigencia de esta ley.
En tanto se Integre la Junta Administradora, el Consejo Superior del Poder Judicial continuard
ejerciendo las atribuciones a que se refieren los incisos 12, 13, 14 y 15 del articulo 81 de la Ley N.©
7333, Ley Organica del Poder Judicial, de 5 de mayo de 1993, y sus reformas.”

En acuerdo del Consejo Superior en la sesion N © 53-18 del 19 de noviembre de 2018, en el articulo
XXI se acuerda:

"[...] 2.) El Consejo Superior del Poder Judicial tendrd la competencia y responsabilidad de implementar
los alcances de la Ley 9544 en su integralidad, en tanto no se traslade la competencia a la Junta
Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial...”

Segun Acuerdo tomado por la Corte Plena, en sesion N° 45-19 celebrada el 28 de octubre de 2019,
articulo VI, en noviembre 2019 se crea la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones
del Poder Judicial, la cual asumira funciones a partir del 3 de febrero de 2020.

e Estado de Cambios en Activos Netos Disponibles para Beneficios

El Estado de Resultados el cual se presentd hasta el 31 de diciembre de 2006, tiene como finalidad
determinar el total de los recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones al cierre de cada periodo,
respecto a los ingresos por contribuciones obrero-patronales, los ingresos generados de la inversion
de los recursos y otros ingresos diversos con respecto a los gastos.

El estado financiero comprende el traslado del saldo del patrimonio registrado al 31 de diciembre de
2006 al pasivo denominado “Provisidon para Pensiones en Curso de Pago”, de conformidad con la
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nueva estructura definida en el manual de cuentas para los Regimenes de Pensiones de Capitalizacion
Colectiva de la SUPEN, el cual fue adaptado por el Poder Judicial, a partir de 2007.

A partir de enero de 2013, con la adaptacion del nuevo manual de cuentas emitido por la SUPEN, no
se considera dentro del estado en mencion la salida de recursos derivados del pago de la planilla, en
virtud de que éstos corresponden a la sub-cuenta de pasivo “Pago plan de beneficios”, la cual
disminuye contablemente a la cuenta de “Provisién para Pensiones en Curso de Pago”, ya que
pertenece al Estado de Activos Netos Disponibles para Beneficios.

Como parte de los cambios se registran los aportes en las cuentas de patrimonio creadas para tal
efecto segln el concepto de cada contribucion, siendo que en el mismo mes de registro se procede
con el traslado contable de dichos recursos a la “Provision para Pensiones en Curso de Pago”.

No obstante, el aporte correspondiente a la “Contribucion Especial” de los jubilados y pensionados
de conformidad con lo establecido en el articulo segun el art 236 bis de Ley 9544, se mantiene
registrado contablemente en la cuenta patrimonial respectiva y no se traslada a la “Provision para
Pensiones en Curso de Pago”, en tanto se resuelvan los recursos de amparo interpuestos ante la Sala
Constitucional al respecto.

e Estado de Activos Netos Disponibles para Beneficios

Sustituye el Balance de Situacion y muestra la situacion financiera del Fondo de Jubilaciones al cierre
de cada periodo. En él se resume el saldo de los activos propiedad de este Fondo, asi como el saldo
de las obligaciones adquiridas (pasivos), entre las cuales destaca la creacion de la Provision para
Pensiones en Curso de Pago, la cual sustituye al patrimonio, de acuerdo a la nueva nomenclatura del
Manual de Cuentas para los Regimenes de Pensiones de Capitalizacion Colectiva de la SUPEN.

e Politicas Contables

En las politicas contables se consignan las bases de medicidon empleadas en la preparacion de los
estados financieros, asi como los principios, reglas y practicas contables especificas, establecidas por
la entidad en la preparacion de sus estados financieros.

. Generales

 El ciclo econémico comprende del 1° de enero al 31 de diciembre de cada afio, con cierres
mensuales.

e Los registros contables se presentan en colones, moneda de curso legal en Costa Rica.

e Conforme el criterio emitido por el Despacho Carvajal & Colegiados, en lo que corresponde a la
valuacidn de activos monetarios en moneda extranjera, se debe utilizar el tipo de cambio para
la compra del coldn con respecto al ddlar estadounidense.

e Los pasivos monetarios en moneda extranjera se deben re-expresar, utilizando el tipo de cambio
de venta del colén con respecto al dolar estadounidense, este indice se constituye en la unidad
de referencia para el registro contable y liquidacién de esas transacciones. Igual principio
prevalece en el pago de los servicios facturados en dolares, segun criterio emitido por la Asesoria
Legal de la Direccién Ejecutiva, mediante oficio 920-DE/AL-05, del 24 de junio de 2005.

e Por otra parte, los gastos y los ingresos se registran al tipo de cambio del dia de la transaccion.
Lo anterior con base al criterio emitido por la Direccién General de Tributacién Directa en el
documento DGT-26-06, del 10 de noviembre de 2006 y con base a la Norma Internacional de
Contabilidad No. 21 “Efectos de las variaciones en los tipos de cambio de la moneda
extranjera”.





Segun se informd a la Direccion Ejecutiva mediante oficio 110-SC-2010, del 1° de marzo de
2010, a partir de junio 2008 el tipo de cambio utilizado para la conversion de las inversiones en
ddlares, es el de referencia del Banco Central de Costa Rica para el Sector Publico no bancario,
esto de conformidad con el articulo 89 de la Ley Organica del Banco Central de Costa Rica
“Transacciones del Sector Publico no Bancario” el cual literalmente indica:

"Las instituciones del sector publico no bancario efectuaran, sus transacciones de compra y
venta de divisas por medio del Banco Central de Costa Rica o de los bancos comerciales del
Estado, en los que este delegue la realizacion de tales transacciones. En todo caso, estas
transacciones se realizaran a los tipos de cambio del dia, fijados por el Banco Central para
sus operaciones”.

Mediante oficio 2326-DE-2010, del 9 de marzo de 2010, emitido por la Direccion Ejecutiva, se
avala el procedimiento para el registro contable, tanto de los pasivos como de la conversién de
las inversiones en moneda extranjera del FJP, anteriormente expuestos.

A partir de mayo de 2012, la valoracion de los movimientos de las cuentas bancarias en délares,
se utiliza el tipo de cambio de compra del coldn con respecto al délar estadounidense para el
sector publico no bancario segun lo informado a la Direccidn Ejecutiva mediante oficio 2085-TI-
2009 del 18 de agosto del 2009, que en los intereses cita:

'[...] se considera conveniente para el registro contable de las inversiones de dicho Fondo y
de los movimientos de las cuentas bancarias en dolares el tipo de cambio (TC) para el sector
publico no bancario (SPNB).”

Dicho indicador se aplica tanto a la valoracién de los intereses ganados sobre los saldos de las
cuentas corrientes en dodlares, asi como a la revaloracion de los saldos de las citadas cuentas
bancarias.

A partir de marzo 2015, el registro contable de la valoracion de las inversiones en dolares y
cuentas relacionadas, asi como de los saldos bancarios en délares, en los casos en que el Ultimo
dia del mes corresponda a un dia no habil, utilizara el tipo de cambio de compra del colén con
respecto al ddlar estadounidense para el sector publico no bancario del Gltimo dia habil del cierre
de cada mes.

Para el registro contable de las transacciones econémicas se empled la “base acumulativa”,
utilizando la partida doble.

Como medida de control interno, se considera la adecuada segregacion de funciones contables,
estableciendo rutinas de revision y verificacion de la informacion contenida en los estados
financieros, de manera tal que permita obtener mayor confiabilidad y razonabilidad de la
situacion real del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, a una fecha determinada.

Especificas

Disponibilidades:

Los registros de transacciones se contabilizan con una copia del estado de cuenta bancario.
Conforme las recomendaciones emitidas por el Despacho Carvajal & Colegiados, respecto a las
transacciones bancarias no identificadas y acreditadas en las diferentes cuentas corrientes del
Fondo, se registran transitoriamente en la cuenta denominada “Sumas en transito por aclarar”,
en tanto se gestiona, ante las instancias e instituciones internas y externas que correspondan,
las aclaraciones respectivas a efecto de determinar el origen y concepto de estos recursos.

Las cuentas bancarias y recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones son inembargables,
segun lo establecido en el articulo 233 de la Ley Organica del Poder Judicial y el articulo 170 del
Codigo Procesal Contencioso Administrativo.





Inversiones:

o El registro de las inversiones se realiza en la fecha de liquidacion de la transacciéon y no en la
fecha de negociacion.

» El registro de inversiones es al costo de adquisicion y no a su valor facial, es decir:
Valor facial + Primas - Descuentos

e Las sub-cuentas de Primas y Descuentos muestran el importe amortizado y no el monto
pendiente de amortizar.

» A partir de mayo de 2009, el registro de la amortizacion de las primas y descuentos se realiza
mediante el método de interés efectivo y no por linea recta como se venia efectuando, lo que
podria generar eventualmente una prima positiva 0 un descuento negativo, que se cargara o
acreditara en la cuenta analitica correspondiente, segun lo establece el "Manual de Cuentas para
los Regimenes de Pensiones de Capitalizacion Colectiva”y o indicado por la Superintendencia
de Pensiones (SUPEN) mediante oficio SP-001 del 4 de enero de 2010.

e La cuenta de Ingreso por Intereses se afecta por la amortizacion de la prima, comisiones y
descuentos, asi como los intereses por la inversion.

» El registro de intereses se ejecuta al dia siguiente de la compra y por consiguiente se registra
también el dia de vencimiento del periodo de pago para los intereses, tal como lo sefiala el
Manual de Informacion, capitulo de inversiones, emitido por SUPEN.

» La amortizacion de primas y descuentos, a partir de mayo de 2009 se efectla por la metodologia
de interés efectivo en vez del método de “Linea Recta” como se venia realizando. El
procedimiento para la aplicacion de la metodologia de interés efectivo fue ratificado por este
Macroproceso mediante oficio 1386-TI-2011/0244-SC-2011, del 5 de agosto de 2011, dirigido a
la Seccién de Auditoria Financiera.

e También, forma parte de las inversiones, las sub-cuentas de Plusvalia o Minusvalia no realizada
por valoracion y la estimacion por riesgo de crédito y deterioro.

« A partir de la contabilidad de Junio 2016, se logra dar inicio con los registros contables de
Inversiones subdivididos por sector emisor (Banco Central de Costa Rica, Gobierno, Entidades
Publicas no Financieras, Bancos Comerciales, Banco Publicos creados por Leyes Especiales) y no
acumulado en un Unico sector como se registraba antes de esta fecha.

« A partir de la contabilidad del mes octubre 2017, se da inicio al registro contable del sector
“Titulos de Participacion de Fondos de Inversion Cerrados” (Fondos Inmobiliarios).

« A partir de la contabilidad del mes noviembre 2017, se da inicio al registro contable del sector
“En Valores Emitidos por Bancos Privados”.

e A partir de la contabilidad del marzo 2019, se da inicio al registro contable de operaciones de
reportos, las mismas consisten en una negociacion de compra-venta, en la que el comprador a
hoy aporta el efectivo para la compra de un activo financiero y se compromete a venderlo en el
plazo pactado, recibiendo un rendimiento por la operacion, se debe destacar que se denominan
tripartitos porque los titulos valores en estas negociaciones son depositados en un fideicomiso
administrado por la Bolsa Nacional de Valores, la cual se encarga de administrar todo lo referente
a dicho titulo.





e A partir de la contabilidad del mes agosto 2019, se da inicio al registro contable del sector
“Titulos de Participacion de Fondos de Inversion Abiertos”. Los cuales son fondos de liquidez, y
su rendimiento se da por el aumento en el valor de la participacion que se tenga.

e El Despacho Carvajal y Colegiados, en el informe de auditoria externa carta de gerencia CG1-
2016, en la pagina 15, punto tercero denominado “Proceso de Tesoreria” menciona:

“De acuerdo con la normativa vigente de la SUPEN, el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder
Judicial esta obligado a valorar a precios de mercado su portafolio de inversiones y debe registrar el
resultado de esa valoracion”.

Adicionalmente se debe considerar lo dispuesto por la Contraloria General de la Republica en el
informe DFOE-EC-IF-03-2013, que en lo que interesa senala:

'[...] Sobre este particular, esta Contraloria General también es del criterio de que el FIPPJ debe
sujetarse a las disposiciones que sobre el particular apruebe e/ CONASSIF, salvo en lo gue
se refiere _a las politicas _de _inversion, las cuales, porley, es una facultad que ostenta /a
Corte Plena, posicion que igualmente es compartida por la Procuraduria General de la
Repuiblica, en su Dictamen No. 078-2002 del 21 de marzo del 2002 [...] “. (Subrayado no pertenece
al original)

En relacion con la carga del archivo de inversiones por medio de la VES, a partir de la carga de enero
2015, se remitié de forma oficial la informacidn de inversiones a la SUPEN utilizando la VES, ya que
anteriormente se remitia por correo electrénico. Sin embargo, en lo que respecta a la informacion de
los saldos contables se remiten mensualmente por correo electrénico, en el formato establecido por
SUPEN, debido a la imposibilidad de usar la VES, como se informd por parte de la Direccidon Ejecutiva
a la SUPEN con oficio N° 2651-DE-2015.

No obstante, con oficio N° 293-SC-2018 de fecha 26 de julio de 2018, se indicé a la Direccién
Ejecutiva, que en atencién a lo dispuesto por el Consejo Superior en sesion N°. 03-18, articulo XX,
celebrada el 16 de enero del 2018, el cual cita “elabore una propuesta del procedimiento
correspondiente para que la Superintendencia de Pensiones "SUPEN" supervise y fiscalice el fondo
de jubilaciones y pensiones del Poder Judicial”; este Macroproceso se encuentra trabajando en los
ajustes en normativa y operativos necesarios para efectuar la valoracion de los instrumentos a precios
de mercado, en apego a la normativa dictada por el CONASSIF, lo cual fue comunicado a la SUPEN
con oficio N° 3547-DE-2018.

Lo anterior, con el fin de realizar las pruebas necesarias para remitir por medio de la VES el archivo
de saldos contables.

El Comité de Inversiones del FIPPJ, en sesién N°. 072-CI-FC-2019 del 22 de julio del 2019, analiza
lo referente al comunicado del oficio N° SP-498-2019 del 30 de mayo de 2019 de la Superintendencia
de Pensiones (SUPEN) , donde sefialan los cambios a realizar por el proyecto de reforma al “Manual
de Informacion de Capitalizaciéon Individual”, el “Manual de Informacién de Capitalizacion Colectiva”
y un nuevo “Manual de Informacién Relativo a Saldos Contables e Inversiones”, elaborado como
consecuencia de la implantacién del modelo de supervisién basado en riesgos del CONASSIF y la
entrada en vigencia del “Reglamento de Informacién Financiera” y el “Reglamento de Gestion de
Activos”, cuya fecha de aplicacion es a partir del 1 de enero de 2020; del analisis efectuado en dicha
sesion se desprende el siguiente acuerdo:





“Se acuerda:

v’ Registrar contablemente el resultado de la valoracion del portafolio a precios de mercado, una
vez concluida la separacion de la cartera por modelo de negocio y entrada en vigor del
Reglamento de Informacion Financiera”.

En relacion con la venta de instrumentos financieros, la ganancia o pérdida se contabiliza en la
cuenta de ingresos o gastos por negociacion de instrumentos financieros y se determina
comparando la diferencia entre el valor de venta y el valor en libros, donde el valor en libros es
la sumatoria del costo de adquisicion mas el acumulado de las sub-cuentas de descuento o

primas amortizadas, conforme con el “Instructivo para registrar el efecto de la valoracion a
precios de mercado”.

A partir de junio de 2006, el registro de los intereses ganados de los titulos en la modalidad
“cero cupon”, se efectlia considerandose esos rendimientos como descuentos ganados, de tal
forma que una vez registrada la inversion a su valor facial, el reconocimiento de los intereses
mensuales, se presenta como un Ingreso por descuento en inversiones. Anteriormente se
reconocian como intereses ganados.

De conformidad con el acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesion 87-11 del 1° de
noviembre del 2011, articulo LXIII el Poder Judicial atendera las disposiciones del Banco de
Costa Rica de comunicar antes del mediodia las transacciones via SINPE por sumas iguales o
mayores a ¢1.000.000.000.000 y/o $2.000.000,00, en el entendido que si lo realiza luego de la
hora mencionada debido a circunstancias especiales, y dicha institucion no logra efectuar la
transferencia de los recursos, esta le reconocera al Fondo de Jubilaciones y Pensiones las sumas
dejadas de percibir por concepto de gastos o pérdidas que se causen. Adicionalmente el BCR
comercial mediante correo electronico del 24 de abril de 2019 indica lo siguiente: “[...] en la
plataforma de BCR comercial se realizan en la opcion de transferencias interbancarias y no
por la opcién de Sinpe en Linea, adicional para las transferencia a la cuenta reserva mantiene
diferentes horarios para recibir fondos adjunto detalle:”

Telefono COS 22433700 Hora Hora
Motivo Descripcion inicio final
Lig de divisas comg 'vendidas al sector
13 publico 7:00am| 3:00pm
15 Pago de diferencial cambiario por la venta de divisas 7:00am| 6:00pm
116 TEF para aplicar en cuentas de reseva 7:00am| 6:00pm
"7 Pago de op 1es de prestamos 7:00am | 3:00pm
Recuperacion sobre operaciones de credito del
124 fondoespafiol 7:00am| 3:00pm
125 Recaudacion venta de especies fiscales 7:00am| 12:00pm
127 Constitucion op del fondo espafiol 7:00am | 3:00pm
130 Depositos p/servicio de |a deuda extema en el exterior | 7:00am | 12:30pm
138 Traspaso de fondos a cuentas de diferente moneda 7:00am| 3:30pm
143 TEF Interbancariosdesde BCCR 7:00am | 6:00pm
47 Operaciones Especiales BCCR Tesoreria Nacional 7:00am | 5:00pm
Transferencia al exterior por operaciones Diversas
195 Dolares 7:00am | 12:30pm
196 Comision Servicio Deuda Int Afio en curso 7:00am| 3:30pm
157 Comision Servicio Deuda Interna Afios Anteriores 7:00am| 3:30pm
Transferencias al Exterior por operaciones Diversas en
199 Euros 7:00am | 4:00pm
166 Pagos diversos hacia el BCCR 7:00am | 5:00pm
Depositos pf servicio de la deuda externa en bancos
167 locales 7:00am | 3:00pm
Compra y venta de divisas del sector publico no
181 bancario dol y col 7:00am| 10:00am
198 Transferencias Regionales SIP 9:00am | 2:00pm
199 Transferencias recibidas del SIP 9:00am | 5:00pm

El Consejo Superior en sesién 27-16 celebrada el 17 de marzo de 2016, articulo LXXXV, se
aprobd el informe de la Direccidon Ejecutiva sobre la “Propuesta de Modificacion al Capitulo VIII
de las Inversiones” del reglamento al Titulo IX de la ley Organica del Poder Judicial de las
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, donde se aprobaron los cambios en cuanto a la
integracion, invitados y dinamica de reuniones de los Comités de Inversiones y Riesgos.

En acuerdo de Corte Plena, sesion N° 16-15, del 27 de abril de 2015, articulo IX, literalmente
dice:





"En sesion N° 31-12 celebrada el 3 de setiembre del 2012, articulo XXV, se aprobo la "Politica
de Riesgo para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial [...]".

En sesién 5-15 celebrada el 9 de febrero de 2015, articulo XVI, la Corte Plena aprobd la
propuesta de modificacién de la Politica de Inversidn del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del
Poder Judicial, dentro de la cual se incorpord la figura del canje de titulos valores.

e Mediante acuerdo del Consejo Superior N° 50-17, celebrada el 23-05-2017, se ratifica lo
dispuesto por la Corte Plena, en la sesidn N° 9-17 celebrada el 24 de abril del ano 2017,
articulo XXX, el cual aprueba la actualizacion de la Politica de Inversion! del FJPPJ, entre las
principales variaciones se encuentran las siguientes:

e El Perfil de Inversionista establecido para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder
Judicial es “Profesional-Conservador”.

e Aspectos de Aplicacion General:

1.

Los plazos de las inversiones responderan a las necesidades de rentabilidad, liquidez,
diversificacion, calce de plazos, condiciones de mercado y oportunidad. El analisis de
plazos respondera a normas prudenciales de riesgo aceptadas en los mercados
costarricenses.

Con el objetivo de desconcentrar la moneda de inversién, un porcentaje de la cartera
de inversiones del fondo de jubilaciones y pensiones se podra invertir en una moneda
extranjera fuerte, preferiblemente ddlar estadounidense o euros.

Las transacciones bursatiles en el ambito nacional que realice el Fondo de
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se realizaran con base en los contratos
establecidos con los diferentes Intermediarios Bursatiles y Custodios de Valores.

Los titulos valores deben ser de oferta publica en Costa Rica y estar inscritos en el
Registro Nacional de Valores e Intermediarios exceptuando: a) instrumentos emitidos
por el Banco Central; b) la banca estatal y publica supervisados por la SUGEF; c) los
negociados en forma directa con el Ministerio de Hacienda o Banco Central y d) las
inversiones realizadas a través de ventanilla a menos de un afio plazo (365 dias), los
que si podran ser objeto de inversion sin estar registrados en el RNVI.

Las operaciones que se realicen para la compra y venta podran realizarse conforme
a los medios de pago autorizados por la Bolsa Nacional de Valores o el Emisor que
con el cual se transe la inversion (sea al contado o a plazo).

e Tipos de Valores Autorizados:

1.

O O O O

Valores representativos de deuda emitidos en serie. Exceptuar:

Instrumentos emitidos por el Banco Central y Ministerio de Hacienda.

La banca estatal y publica supervisada por la SUGEF.

Bancos creados por leyes especiales supervisados por la SUGEF.

Los negociados en forma directa (ventanilla) con emisores autorizados,
aunque no sean emitidos en serie.

1 Mediante el siguiente enlace puede conocer mas sobre las politicas de Inversién aprobadas las cuales se encuentran publicadas en la
pag web del Fondo de Jubilaciones y Pensiones. ENLACE
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Valores de participacion en fondos de inversion “Financieros” con garantia estatal,
independientemente del grupo de interés econdmico al que pertenece la SAFI, con
la condicidn de que los portafolios de dichos fondos estén conformados en al menos
un 34 partes por instrumentos del sector publico costarricense.

Valores de participacion en fondos de inversion “No Financieros” (Inmobiliarios),
independientemente del grupo de interés econdmico al que pertenece la SAFI.

Titulos de deuda del sector privado con calificacién de grado de inversién igual a AAA
a nivel local.

Valores individuales de deuda emitido por las entidades financieras supervisadas por
la Superintendencia General de Entidades Financieras (CDP).

Valores o instrumentos de inversion estructurados producto de procesos de
titularizacion de obra publica, fideicomisos, vehiculos de propdsito especial y/o
similares.

Operaciones de recompras 0 reportos con valores estatales negociados a través de
Puestos de Bolsa con respaldo Estatal, realizados bajo las regulaciones establecidas
por las bolsas de valores autorizadas por la Superintendencia General de Valores.

e Tipos de transacciones autorizadas:

1.

Compra de instrumentos por medio de ventanilla (electrénica, fisica y/o emisiones
privadas).

Compra de instrumentos por medio de subasta (mercado primario) y/o a través de
los mercados secundarios de negociacion.

Venta de instrumentos.

Canje de operaciones.

Subastas inversas.

Operaciones de reporto.

Inversién en Fideicomisos de Titularizacion y/o Construccion de Obra Publica.
Adquisicion de participaciones en fondos de inversion “Financieros”.

Adquisicion de participaciones de fondos de inversion “No Financieros”.

e Transacciones NO autorizadas:

Los gestores de dicho (s) portafolio (s) NO podran efectuar las siguientes operaciones, salvo
autorizacion expresa del Comité de Inversiones y/o maxima autoridad jerarquica
administradora del FJPPJ:

1.

Compra/venta de acciones de cualquier tipo y/o emisor.
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2. Venta de instrumentos financieros con pérdidas de capital, salvo que haya sido
expresamente autorizado por el Comité de Inversiones y/o maxima autoridad
jerarquica administradora del FIPPJ.

3. Bonos u obligaciones convertibles en acciones comunes o preferentes.
4. Operaciones de reporto con garantia de instrumentos aca vedados.

5. Operaciones con derivados cambiarios.

6. Operaciones en mercados internacionales.

7. Todas aquellas que no hayan sido expresamente autorizado por el Comité de
Inversiones y/o maxima autoridad jerarquica administradora del FIPPJ.

Aportes por cobrar

Corresponde a los aportes pendientes de cobrar por el Fondo de Jubilaciones y Pensiones, del Estado
(1.24%), del Poder Judicial en su condicién de Patrono (14.36%) y aporte obrero (13%).

Aporte obrero:

Corresponde al aporte aplicado a las planillas quincenales de los servidores activos, jubilados y
pensionados, conforme lo establece el articulo N° 236 de la Ley N° 9544 “Reforma de Régimen de
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, contenido en la Ley N° 7333, Ley Organica del Poder
Judicial, del 5 de mayo de 1993, y sus reformas” (a partir de mayo 2018 corresponde a un 13%),
monto que se registra inicialmente en cuentas patrimoniales y en el mismo mes se traslada a la
cuenta “Provision para Pensiones en Curso de Pago”.

Adicionalmente, segun el articulo N° 236 bis de Ley 9544, se establece la “Contribucion Especial,
Solidaria y redistributiva de los pensionados y jubilados”, la cual cita en lo que interesa:

“[...] Ademas de la cotizacién comun establecida en el articulo anterior, los pensionados y
los jubilados, cuyas prestaciones superen los montos que se fijaran, contribuiran de forma
especial, solidaria y redistributiva, de acuerdo con la siguiente tabla:

a) Sobre el exceso del tope establecido en el articulo 225 y hasta por el veinticinco por
ciento (25%) de dicho tope, contribuiran con el treinta y cinco por ciento (35%) de tal
exceso.

b) Sobre el exceso del margen anterior y hasta por un veinticinco por ciento (25%) mas,
contribuiran con el cuarenta por ciento (40%) de tal exceso.

c) Sobre el exceso del margen anterior y hasta por un veinticinco por ciento (25%) mas,
contribuiran con el cuarenta y cinco por ciento (45%) de tal exceso.

d) Sobre el exceso del margen anterior y hasta por un veinticinco por ciento (25%) mas,
contribuiran con un cincuenta por ciento (50%) de tal exceso.

e) Sobre el exceso del margen anterior contribuirdn con un cincuenta y cinco por ciento
(55%)."”

Este monto, se mantiene registrado contablemente en la cuenta patrimonial respectiva y no se
traslada a la “Provision para Pensiones en Curso de Pago”, en tanto se resuelvan los recursos de
amparo interpuestos ante la Sala Constitucional al respecto.

Por otra parte, con la entrada en vigencia de ley N° 9544, en cuanto a los aportes de las personas
funcionarias del Tribunal Supremo de Elecciones, el transitorio II de dicha Normativa cita:

"TRANSITORIO II- Las personas funcionarias del Tribunal Supremo de Elecciones a los que
hacia referencia el articulo 242 de la Ley N.© 7333, Ley Orgadnica del Poder Judicial, de 5 de
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mayo de 1993, y sus reformas, que hayan cotizado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del
Poder Judicial de previo a la entrada en vigencia de esta ley, la presente reforma no les serd
aplicada en su perjuicio y en todo momento se les deberé respetar sus derechos adquiridos
de buena fe. No obstante, quedan facultados para solicitar, en los términos dispuestos en los
articulos 226 y 234 de esta ley, la devolucion de las cotizaciones obreras, estatales y
patronales realizadas al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, a fin de que
puedan trasladarse al Régimen de Pensiones, Invalidez, Vejez y Muerte, administrado por la
Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), si asi lo desean.”

Aporte estatal:

A partir de setiembre 2016 se establece un total de 1.24%, conforme al Alcance Digital N° 148 de la
Gaceta del 23 de agosto de 2016, donde se comunica la reforma de los articulos 5°, 24°, 29°, 33°,
transitorio XI y adicion de un Transitorio XV al Reglamento del Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte,
aprobado por la Junta Directiva en el articulo 9° de la sesién N°8856, celebrada el 25 de julio del afio
2016, dicho aumento fue informado al Consejo Superior del Poder Judicial mediante oficio 4355-DE-
2016 del 7 de setiembre de 2016 y su aprobacion se dio mediante el acta N°88-16 del 22-09-2016,
art LXXVIII.

El Consejo Superior mediante acuerdo de sesién No. 2-18 del 11 de enero de 2018, autorizé a la
Direccion de Gestion Humana realizar el pago del aporte estatal (0.58%), conforme el presupuesto
aprobado por el Ministerio de Hacienda.

En el Acuerdo del Consejo Superior, sesién N° 4-19 del 17 de enero de 2019 articulo XXXVI se acordo:

"Tomar nota de la comunicacion de la Direccion de Gestion Humana, en
oficio DGH-004-2019 del 10 de enero de 2019, referente a el cambio
realizado en el parametro del aporte estatal al Fondo de Jubilaciones y
Pensiones de un 0.58% a 1.24%, fundamentado en los recursos
asignados por el Ministerio de Hacienda en la subpartida 60404, segun
lo establecido en la Ley de Presupuesto Ordinario y Extraordinario de la
Republica para el Ejercicio Econdmico del 2019."

Aporte patronal:

A partir del 01 de octubre de 2016, se efectla el aumento del aporte patronal para un ajuste total
del 14.36%, generandose un incremento del 0.61% en comparacion al 13.75% que se venia
cancelando hasta el 30 de setiembre del 2016, de conformidad con el acuerdo de Corte Plena, sesion
N° 30-16 celebrada el 3 de octubre de 2016 lo anterior en base al estudio “Incremento proporcional
del aporte patronal al Fondo de Jubilaciones y Pensiones” realizado por la Auditoria Judicial N° 972-
62-SAFIP-2016 del 26 de setiembre de 2016, dicho aumento al aporte patronal encuentra su
fundamento en la errénea interpretacion al inciso 2, articulo 236 de la Ley Organica del Poder Judicial,
el cual indica lo siguiente:

“2.- El monto establecido como aporte del Estado para el Régimen de Invalidez, Vejez y
Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social, y el que determine el Poder Judicial
como patrono. Estos porcentajes se ajustaran proporcionalmente, conforme a los
incrementos que la Corte acuerde junto con el aporte de los trabajadores.”

A partir del mes noviembre 2017, se realiza el cambio en el procedimiento de registro de los aportes
por cobrar, debido a la implementacion del Sistema Contable.
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Aporte estimacion sobre salario escolar:

Se registra la contribucion obrera (13%), el aporte del estado (1.24%) y el aporte patronal (14.36%)
del salario escolar pendiente de cobrar, siendo que, a partir de la segunda quincena de enero 2015,
el calculo de dichos rubros se basa en el reporte confeccionado por el equipo técnico del Sistema
Contable y Direccion de Tecnologia de la Informacidn, segun lo informado mediante correo
electronico del lunes 27/11/2017 de la Licda. ELR.

Por otra parte, segun Decreto Ejecutivo N° 39202-MTSS-H en su articulo 2, publicado en la Gaceta
N° 170 del martes 01 de setiembre del 2015, aprobado por Corte Plena en sesion 41-15 del 16 de
noviembre de 2015, articulo XIV, se dispone a ajustar el salario escolar en forma paulatina, segin
los siguientes porcentajes:

e Para el afio 2016: 8.23%
e Para el afio 2017: 8.28%
e Para el afio 2018: 8.33%

Aporte por reconocimiento de tiempo servido:

Se registran los aportes por cobrar que se originen del reconocimiento de tiempo servido fuera del
Poder Judicial de aquellos funcionarios que ingresan a laborar a la Institucion provenientes de otras
Entidades del Estado.

Sumas canceladas de mas:

Se registran las deudas como resultado del fallecimiento de beneficiarios del Fondo, calculos
incorrectos, asi como el total de sumas a recuperar derivados de los estudios por sumas giradas de
mas a jubilados y pensionados que se encontraban laborando para otra institucion del Estado
mientras recibian el beneficio de este Fondo de conformidad con lo establecido en el articulo N° 233
de la Ley 9544, o cuando se han girado sumas de mas a sus beneficiarios, cuando estos hayan
alcanzado la mayoria de edad, salvo que sean invalidos o que no hubieren terminado sus estudios
para una profesion u oficio, mientras obtengan buenos rendimientos en ellos y no sobrepasen la edad
de veinticinco anos conforme lo estipulado en el articulo 228 de dicha Ley, y otros ajustes en el monto
de la jubilacién o pension.

Hasta febrero de 2010 todas estas transacciones se registraban en la cuenta complementaria de
cuentas por cobrar denominada “Estimacion de Riesgo de Crédito y Deterioro”, sin embargo, a partir
de marzo 2010, en atencion a la recomendacion efectuada por la Superintendencia de Pensiones
mediante oficio SP-236 del 16 de febrero 2010, y segln se indicé en el oficio 244-SC-2010 del 4 de
mayo 2010 emitido por este Macroproceso y remitido a la Direccién Ejecutiva, se procedié con la
reclasificacion del saldo al 28 de febrero 2010 de la cuenta denominada “Estimacion de Riesgo de
Crédito y Deterioro” a la cuenta 241.00.00 “Provisidén para Pensiones en Curso de Pago”.

A partir de enero de 2013, si el registro de la reversion del aporte obrero corresponde a una deuda
por pagos en demasia del mismo mes se procede con la reversion de la cuenta de patrimonio
respectiva, no obstante, si obedece a una suma cancelada de mas en periodos anteriores se registrara
en la cuenta de “Provision para Pensiones en Curso de Pago”, dado que los recursos son
contablemente trasladados de las cuentas patrimoniales a dicha cuenta mensualmente.

En caso de no recuperacion, con previa autorizacion de la Direccion Ejecutiva, se procedera con la
reversion contable.

Segun lo indicado por la Direccion Ejecutiva mediante oficio 9781-DE/CA-06, del 28 de noviembre del
2006, '(...) el registro de las deudas que son remitidas a la Procuraduria General de la Republica,
debe ser eliminado por ese Departamento...”
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Cuando un servidor (a) o jubilado (a) judicial fallecido presente deudas por RTSFPJ], de conformidad
con lo establecido en el "Reglamento para el reconocimiento de Tiempo Servido en el Poder Judicial,
en el Estado y sus Instituciones para efectos del Pago de Anualidades y Jubilacion en el Poder Judicial”
en su Capitulo V, articulo 17, los beneficiarios deberan seguir cancelando el saldo para obtener los
beneficios de la pensién.

En caso de servidor (a) o jubilado (a) judicial fallezca y presente alguna deuda pendiente con el Poder
Judicial (incluyendo el Fondo de Jubilaciones y Pensiones), el Macroproceso Financiero Contable
aplicara los procedimientos técnicos establecidos por medio de las liquidaciones del Fondo de Socorro
Mutuo, siendo que, se procedera con la invitacion a los beneficiarios a cancelar voluntariamente las
sumas adeudadas.

Aunado a lo anterior, de existir anuencia o negativa por parte de los beneficiarios, a cancelar las
sumas pendientes, el Subproceso Contable, lo informara a la Direccion Ejecutiva, mediante el oficio
de remision de la respectiva liquidacion del Fondo de Socorro Mutuo.

De no existir gestion por parte de algun beneficiario para el eventual giro del beneficio del Fondo de
Socorro Mutuo, durante un tiempo prudencial de 15 dias habiles, este Macroproceso a través del
Subproceso de Ingresos, dara respuesta al comunicado de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones de
la Direccion de Gestion Humana, informando lo pertinente a la Seccién de Administrativo de la
Direccion Ejecutiva, para lo que a bien tenga resolver.

Respecto al oficio citado, la Direcciéon Ejecutiva con oficio 7803-DE/CA-2013, del 5 de setiembre de
2013, informo aviso de recibo de lo comunicado por parte del Macroproceso Financiero Contable.

Otros aportes por cobrar a Entidades Deductoras:

Corresponde a cuentas por cobrar a las entidades deductoras por conceptos diversos entre los cuales
los mas relevantes son producto de la anulacion de pagos por concepto de asignaciones por exclusion
de beneficiarios del Fondo (fallecimiento, mayoria de edad, matrimonio o cuando el beneficiario se
encuentra laborando para otra Institucion del Estado mientras recibia el beneficio de su jubilacién
por parte de este Fondo), diferencias en la aplicacion de ajustes en los montos de las jubilaciones y
pensiones que corresponden a deducciones en planilla que ya han sido giradas a dichas Entidades,
cuando el Fondo se entera del suceso.

En virtud de la imposibilidad de recuperar los montos girados de mas a Caprede, Anejud y
Coopejudicial, a partir de setiembre de 2007 se incorporan dichas deudas dentro de la obligacion del
jubilado o pensionado.

En caso de existir cuentas por cobrar al Ministerio de Hacienda, con fundamento en la resolucion N°
DGT-20-2006 del 28 de agosto del 2006 publicado en el Diario Oficial la Gaceta No 179 del 19 de
setiembre del 2006 y considerando lo establecido en los articulos 45 y 46 del Cédigo de Normas y
procedimientos Tributarios N° 4755, este Macroproceso una vez revisados los casos de sumas
pagadas de mas por concepto de impuesto de renta, procede a realizar la rectificacion procedente.

Obligaciones por liquidar

Las transferencias emitidas a favor de terceros y que no hayan sido retirados en el plazo de los tres
meses siguientes a la fecha de su emisién, seran anulados registrandose un pasivo que se mantendra
durante un afio desde la fecha de su pago, en espera de su reposicion. Una vez cumplido ese plazo,
se registrara el importe del pasivo como un ingreso del Fondo de Jubilaciones y Pensiones
considerando el criterio emitido por la Asesoria Legal de la Direccién Ejecutiva en su oficio 339-DE/AL-
07, donde indica que las sumas que le adeuda el Fondo de Jubilaciones y Pensiones a los jubilados y
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pensionados fallecidos, o a sus beneficiarios, prescriben el término previsto en el articulo 607 del
Cddigo de Trabajo.

Las deudas provenientes de liquidaciones cuyo saldo sea a favor de los beneficiarios se registraran
como pasivo hasta cumplir un afio de haberse determinado esta obligacion. Posteriormente, se
registran como un ingreso considerando el criterio emitido por la Asesoria Legal de la Direccidn
Ejecutiva, del cual se hizo referencia en el parrafo anterior.

Se implementa, el control de las sumas trasladadas al ingreso por los conceptos aludidos
anteriormente, mismo que significara “control administrativo histérico” permanente, el cual tiene
como objetivo realizar un control cruzado entre los Subprocesos de Contabilidad y Egresos de este
Macroproceso, para los controles internos pertinentes.

Pasado un afio y trasladado el monto al ingreso, seguin el procedimiento mencionado en el parrafo
anterior, y si se recibiera diligencia por parte de un Notario PUblico o bien Resolucion Judicial del
Juzgado correspondiente para el pago de las sumas a favor de los beneficiarios, se debera realizar la
reversion contable afectando la cuenta “Recursos Recibidos en Reservas en Formacion”, en vez de la
cuenta “Ajustes de Periodos Anteriores”, segun lo acordado en reunion del 16 de noviembre 2017
entre las Jefaturas del Macro Proceso Financiero Contable y el equipo técnico del Sistema Contable.

Traslados de cuotas del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial a otros
regimenes de pensiones del Estado:

A partir de la publicacion de la Ley N° 9544 “Reforma de Régimen de Jubilaciones y Pensiones del
Poder Judicial, contenido en la Ley N° 7333, Ley Organica del Poder Judicial, del 5 de mayo de 1993,
y sus reformas” en el capitulo II Articulo 234 se indica que las personas que hayan laborado en el
Poder Judicial y que hayan cesado en el ejercicio de sus cargos sin haber obtenido los beneficios de
jubilacion o pension podran tener derecho a que se les devuelva el monto de las cuotas.

El calculo de las cuotas aportadas por los exservidores seran trasladas mediante una liquidacion
actuarial a la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), o a la institucidon administradora del
régimen basico en el que se les vaya a otorgar la jubilacion o pension. Considerando lo citado en el
articulo:

“[...] si lo determinado actuarialmente como cotizado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones

del Poder Judicial fuera mayor que lo solicitado, la diferencia de la cuota obrera se

trasladara al Régimen Obligatorio de Pensiones (ROP), administrado por la operadora de

pensiones complementaria en la que se encuentra afiliada la persona que labord en el

Poder Judicial.”

Aporte Patronal (*) | Aporte Obrero | Total Periodos

10% 5% 15% | Hasta dic de 1966

15% 5% 20% | Desde 1-1-67 hasta 31-12-80
17.50% 5% 22.50% | Desde 1-1-81 hasta 31-12-93

14% 7% 21% | Desde 1-1-94 hasta 15-7-96

12% 9% 21% | Desde 16-7-96 hasta 31-12-2009
12.16% 9% 21.16% | Desde 1-1-2010 hasta 31-12-2012
12.66% 9% 21.66% | Desde 1-1-2013 hasta 31-01-2013
12.81% 9.50% 22.31% | Desde 1-2-2013 hasta 30-6-2013
13.47% 10% 23.47% | Desde 1-7-2013 hasta 31-12-2013
14.12% 10.50% 24.62% | Desde 1-1-2014 hasta 30-6-2014
14.77% 11% 25.77% | Desde 1-7-2014 hasta 31-12-2014
14.94% 11% 25.94% | Desde 1-1-2015 hasta 31-8-2016
15.60% 11% 26.60% | Desde 1-9-2016 hasta 21-5-2018
15.60% 13% 28.60% | Desde 22-5-2018

(*) Incluye el aporte del Poder Judicial en si condicion de patrono y su condicion de estado
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El traslado de cuotas es un evento en el cual la Institucién no cuenta con los elementos
necesarios para confirmar la ocurrencia de solicitud, ni esta bajo su control la frecuencia del
tramite de los otros regimenes de pensiones, aunado a lo anterior, el Fondo de Jubilaciones y
Pensiones del Poder Judicial no realiza provisiones individuales pues no cuenta con los insumos
necesarios para este fin y resulta impracticable para este Fondo la recopilacién de los datos, por
lo anterior y en base a la Norma Internacional de Contabilidad 8 conocida por “Politicas
Contables, Cambios en las Estimaciones Contables y Errores”, en el apartado 50 denominado
“Impracticabilidad de la aplicacién y de la reexpresién retroactivas”, se menciona lo siguiente:

"En algunas circunstancias, cuando se desea conseguir la comparabilidad con el periodo
corriente, el ajuste de la informacion comparativa de uno o mds periodos anteriores es
impracticable. Por ejemplo, los datos podrian no haberse obtenido, en el periodo o
periodos anteriores, de forma que permitan la aplicacion retroactiva de una nueva
politica contable (incluyendo, para el proposito de los parrafos 51 a 53, su aplicacion
prospectiva a periodos anteriores), o la reexpresion retroactiva para corregir un error de un
periodo anterior, como consecuencia de lo cual la reconstruccion de la informacion

es impracticable.”

A nivel de revelacion de los Estados Financieros, el monto total de los traslados de cuotas
efectuados se puede identificar en la nota 22 denominada “Provision para Pensiones en Curso
de Pago”, dicha nota muestra el monto total trasladado a otros Regimenes de Pensiones, el
detalle del mismo estard en custodia del Subproceso de Contabilidad, mediante el auxiliar
contable respectivo, de conformidad con la Ley N.° 8968 Proteccion de la Persona frente al
tratamiento de sus datos personales, segun el articulo 1 que tiene como objetivo:

"... garantizar a cualquier persona, independientemente de su nacionalidad, residencia o
domicilio, el respeto a sus derechos fundamentales, concretamente, su derecho a la
autodeterminacion informativa en relacion con su vida o actividad privada y demas derechos
de la personalidad, asi como la defensa de su libertad e igualdad con respecto al tratamiento
automatizado o manual de los datos correspondientes a su persona o bienes.”

Es importante mencionar que el articulo 240 de la Ley Organica del Poder Judicial menciona:

"[...] Los funcionarios y empleados que hubieran retirado sus cuotas e ingresen de nuevo
al Poder Judicial, tendrén derecho a que se les compute el tiempo anteriormente servido,
si ellos o la entidad publica respectiva reintegran al Fondo de Jubilaciones y Pensiones el
monto de las cuotas que hubieran recibido. El Consejo podrd dar facilidades para el
reintegro de esas sumas.”

Reconocimiento del tiempo servido fuera del Poder Judicial:

El reconocimiento del tiempo servido fuera del Poder Judicial se hara conforme lo establecido
en el articulo 226 de la Ley 9544.

En atencion a lo recomendado por la Auditoria Judicial mediante oficio 1003-131-AF-2011 del
10 de agosto del 2011, a partir de junio del 2012 se dio apertura a cuentas de orden en las
cuales se registran los saldos de las cuentas por cobrar por concepto de reconocimiento de
tiempo servido de servidores en condicion de propietarios que renunciaron al Poder Judicial.

Lo anterior, en virtud de que no existe una certeza razonable sobre la recuperacion de dichos
saldos, y segun lo que establece la NIC 37 “Provisiones, Pasivos y Activos Contingentes” en
cuanto al tratamiento contable para aquellos activos surgidos a raiz de sucesos pasados, cuya
existencia depende de la ocurrencia, de uno o varios eventos inciertos en el futuro, que no estén
bajo el control de la entidad, que en lo que interesa indica:
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"Los activos contingentes no son objeto de reconocimiento en los estados financieros,
puesto que ello podria significar el reconocimiento de un ingreso que quizad no sea nunca
objeto de realizacion”.

Con respecto a lo anterior, con el fin de tener un mayor control sobre las cuentas cobrar por el
concepto citado en el Subproceso de Ingresos se establecié como medida establecer una mejora
de control interno via sistema de Gestion Humana, con el objetivo de que si el ex servidor
reingresa a laborar al Poder Judicial se reactive la deuda, para lo cual el Subproceso de Ingresos
confecciond un auxiliar para efectos de registro.

En Minuta 302-SC-2017 de fecha 26 de julio de 2017, se acordd en lo referente a la
recomendacién del punto 4.5 del informe de Auditoria Interna N° 634-32-SAFJP-2017, definir
como politica contable “reversar y trasladar a un Auxiliar de “Cuentas de Orden”, aquellos
interinos que transcurrido el plazo de un afio, presenten cuentas por cobrar por Reconocimiento
de Tiempo Servido y que no se les haya aplicado rebajos por dicho concepto.”

Segun el articulo N° 226 de la Ley 9544, cita “[...] el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del
Poder Judicial, al momento de otorgar la jubilacion, tendrd derecho a exigir y la respectiva
institucién o dependencia estara obligada a girar el monto de esas cotizaciones (obrero, patronal
y estatal) mediante una liquidacion actuarial.”

La Corte Plena en sesion 13-14 del 31 de marzo del 2014, articulo XVI, aprobd el “Reglamento
para el Reconocimiento de Tiempo Servido en el Poder Judicial, en el Estado y sus Instituciones
para efectos del Pago de Anualidades y Jubilacion en el Poder Judicial”, mismo que se dio a
conocer a las Instituciones, servidoras y servidores judiciales y publico en general mediante
circular 73-2014.

Mediante acuerdo del Consejo Superior del Poder Judicial, en sesién N° 30-15 celebrada el 7 de
abril de 2015, articulo XXVI, se acordd aprobar el manual de procedimientos del “Reglamento
para el reconocimiento de tiempo servido en el Poder Judicial y en otros entes publicos para
efectos del pago de anualidades y la jubilacion en el Poder Judicial”.

En sesion de Corte Plena N°23-2016 celebrada del 11 de julio de 2016, art XXV, se modifico el
acuerdo adoptado por ese dérgano en la sesion N°13-14 celebrada el 31 de marzo del 2014,
articulo XVI, en el sentido de que el “Reglamento para el Reconocimiento de Tiempo Servido en
el Poder Judicial”, se incluird el reconocimiento de tiempo servido en las corporaciones
municipales para efectos del pago de Anualidades y jubilacion, en razon de que, conforme lo
establece el articulo 2 del Codigo Municipal “La Municipalidad es una persona juridica estatal”.

Calculo y pago de las jubilaciones y Pensiones

El procedimiento para el calculo de las jubilaciones y pensiones, los ajustes por costo de vida y
cualquier otro ajuste relacionado, lo realiza la Direccion de Gestion Humana del Poder Judicial y
es aprobado por el Consejo Superior, esa Direccion comunica lo resuelto al Macroproceso
Financiero Contable para que efectue el pago correspondiente.

Préstamos

De conformidad con lo establecido en el inciso a) del articulo 240 de la Ley 9544 que entrd en vigencia
el 22 de mayo 2018, se dispone lo siguiente en lo referente a la inversién de los recursos del Fondo:

"[...] Hasta un veinticinco por ciento (25%,) del Fondo, en operaciones de crédito por intermedio de
instituciones bancarias del Estado, cooperativas, cajas de ahorro, asociaciones y sindicatos de
servidores, jubilados o pensionados del Poder Judicial, que cuenten con la plataforma que les permita
administrar dichos recursos y estén supervisadas y autorizadas por la Superintendencia General de
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Entidades Financieras (Sugefr), lo anterior para financiar préstamos para construccion o mejoramiento
de vivienda y otros de cardcter social para sus asociados, segun el reglamento que al efecto debe
dictarse, asi como para la compra de terrenos, ampliacion, remodelacion, reforzamiento y
construccion de edificios destinados al Poder Judicial, conforme a la reglamentacion que se emita al
efecto.”

Activos Intangibles

Corresponde al registro de la compra del Sistema de Inversiones a la empresa Internet Systems
Development Insyde S.A. con un valor de $14,750.00, valorado al tipo de cambio de la fecha de
adquisicion del activo (15 de agosto de 2007) de ¢516.52, para un total de ¢7,618,670. A dicho
monto se descuenta la amortizacién acumulada al cierre del presente mes que asciende a ¢7,618,670
para un activo neto de ¢0.00. La vida Util del sistema en mencion es de 5 afos y considerando que
fue registrado en setiembre del 2007 se encuentra depreciado en su totalidad, no obstante, a la fecha
de este informe se encuentra en funcionamiento.

Con oficio 425-SC-2015 de 26 de agosto del 2015, se realizd la consulta a la Superintendencia de
Pensiones (SUPEN) sobre la forma de registro contable de la informacién suministrada por la
Direccion de Tecnologia de Informacion, en virtud de que, en el Manual de Cuentas para el Régimen
de Capitalizacion Colectiva emitido por dicha Superintendencia, no se observa alguna cuenta contable
para el registro de la reevaluacion de activos intangibles.

La SUPEN ante la consulta realizada, indicd lo siguiente:

“[...] conforme lo establecido en las Normas internacionales de Informacion Financiera (NIIF), se le
comunica que no existe forma alguna de atribuir costo a un activo intangible luego del final de su
vida (til: aunque esté en operacion y generando beneficios, su valor en libros debera seguir siendo
cero...”

Activos y pasivos contingentes

De acuerdo con la Norma Internacional de Contabilidad No. 37 “Provisiones, Activos Contingentes y
Pasivos Contingentes”, este Macroproceso remite semestralmente consulta a la Direccion Juridica del
Poder Judicial solicitando informacién de los pasivos y activos de caracter contingente, incluyendo
litigios, litigios pendientes, demandas, avallios, recursos de amparo, u otros asuntos legales donde
figure como demandado o demandante el Fondo de Jubilaciones y Pensiones.

De lo cual mediante oficio DJ-4070-2019 del 22 de octubre 2019 la Direccion Juridica indica:

"[...] segun nuestros registros los casos que se encuentran en la via jurisdiccional y que involucran
al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, son los sigulentes:

- Juicio Monitorio que se tramita en el Juzgado Especializado de Cobro del Segundo Circuito Judicial
de San José€, Seccion Tercera, expediente 18-003030-1765- CJ, donde parece como actor el Ministerio
de Hacienda y como demandado el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, la pretension
economica es de ¢ 41.342.128,00.

- Juicio Ordinario que se tramita en el Tribunal Contencioso Administrativo, del Segundo Circuito
Judicial de San Jos€, expediente 13-001595-1027-CA, donde aparece como actor la Asociacion
Costarricense de la Judicatura (ACOJUD) y como demandada la Asociacion Nacional de Empleados
Judiciales y el Estado.

- Recurso de Amparo N° 18-008357-0007-CO interpuesto por Ana Eugenia Romero Jenkins, contra e/

Ministerio de Hacienda con motivo del reajuste del aporte estatal al Fondo de Jubilaciones y Pensiones
del Poder Judicial 0.58% a un 1.24%".
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Cuentas de Orden Deudoras y Acreedoras.

A partir de junio del 2012, en esta cuenta se registran los saldos de las cuentas por cobrar por
concepto de reconocimiento de tiempo servido en otras dependencias o instituciones publicas, de
aquellos servidores en condicidon de propietarios que renunciaron al Poder Judicial.

Lo anterior, en atencion a la recomendacion realizada por Auditoria Judicial mediante oficio 1003-
131-AF-2011 del 10 de agosto del 2011, con el fin controlar dichos saldos.

Adicionalmente atendiendo, las recomendaciones emitidas por la Auditoria Judicial, en el informe N°
634-32-SAFJP-2017, denominado “Evaluacion sobre reconocimiento de tiempo servido”, se indica que
en los casos de interinos con corte de nombramiento continuo, que tienen periodos extensos de no
ser nombrados, y dada la probabilidad baja de recuperacién de la cuenta por cobrar, se incorporan
en cuentas de orden aquellos que transcurrido un plazo de un afio, presenten cuentas por cobrar por
Reconocimiento de Tiempo Servido y no se les haya aplicado rebajos.

Estudio Actuarial.

El Gltimo estudio actuarial del Fondo de Jubilaciones y Pensiones fue realizado por Proveedor Integral
de Precios Centroamérica S.A. (PIPCA), con corte al 31 de diciembre de 2018. El cual fue presentado
al Consejo Superior el 04 de setiembre 2019, por lo que el proyecto ya fue concluido.

Dentro de las conclusiones se menciona lo siguiente:

“[...JEs claro que la reforma ha sido muy positiva para sanear las finanzas del Fondo. La comparacion
entre este estudio, realizado tanto bajo el supuesto de poblacion cerrada como el de poblacion
abierta, muestra una diferencia marcada en el Superativit/Déficit, aunque en ambos estudios se
realizan valuaciones de distintas leyes, el del 2015 evalla la Ley 7333 y este estudio con la nueva
Ley 9544. Sin embargo, se evidencia la mejora que existe entre las dos leyes, en cuanto a los
resultados de un escenario base propuesto en cada estudio. En el modelo de 2015, se presenta un
monto de déficit de 6.37 billones (millones de millones), lo cual comparado con 0.62 de billones que
arrojo el estudio del 2019 bajo poblacion cerrada nos da un cambio de 5.75 MM, mientras que con
poblacion abierta da un cambio de 5.66 MM”.

Las nueve conclusiones restantes, asi como el estudio completo se encuentra publicado en la pagina
oficial del Macroproceso Financiero Contable en la siguiente direccién: Financiero Contable/Estados
Financieros/Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial/Estados Financieros/Estudios
Actuariales Fondo de Jubilaciones/Estudio Actuarial 2019.

Otras condiciones

e Desde el 2006 el periodo de célculo del aguinaldo se realiza obteniendo la doceava parte o
fraccion menor de las asignaciones devengadas en los doce meses comprendidos entre el 1° de
noviembre hasta el 31 de octubre del afio siguiente.

e Para efectos de registros contables, no se realiza un calculo y registro de provision para
aguinaldo, debido a que segun el manual de la Supen, dicho rubro se encuentra contenido en
la cuenta provision para pensiones en curso de pago.

e A partir de enero del 2013 y producto de los cambios realizados en el manual de cuentas emitido
por la SUPEN se eliminan las cuentas Ingresos o Gastos de Ejercicios Anteriores, por lo cual los
ajustes que se relacionan con periodos anteriores deben constituir un ajuste a los saldos de las
utilidades retenidas, no obstante, por cuanto mensualmente dicha utilidades son trasladadas a
la sub-cuenta “Recursos Recibidos en Reservas de Formacion” la cual forma parte de la cuenta
de Provisién, dichos ajustes afectaran directamente la citada sub-cuenta segln su procedencia.

e En caso de existir ajustes en la cuenta de “Ajustes de Periodos Anteriores”, se requerira:
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— Hasta el treinta de junio del 2014 (Contabilidad de mayo 2014), la firma del jefe o jefa del
Macroproceso.

— Hasta el 31 de julio de 2017 ademas de contener la firma de aprobacion de la Jefatura del
Macroproceso, debe incluir las firmas del jefe (a) del Subproceso y del Proceso del area
donde se genere el asiento de no contar con las mismas procede a devolver el asiento al
Subproceso que lo generd para lo que corresponda. Esto en atencion a la recomendacion
efectuada de la Auditoria Judicial segun oficio 661-67-AFJP-2014 del 3 de julio del 2014.

— A partir del mes agosto 2017, segun lo acordado en la minuta 32-FC-2017 con fecha del 25
de agosto de 2017, los ajustes de la cuenta “Ajustes de Periodos Anteriores”, seran firmados
por la Jefatura del Subproceso Contable, siempre y cuando se considere lo siguiente:

a. Que el ajuste no implique omisiones o errores de registros de meses anteriores, por
parte del Subproceso Contable, en cuyo caso el jefe de ese Subproceso debe revisar
y aprobar dicho ajuste y proceder a comunicarlo a la jefatura de Proceso, asi como
su efecto en meses o periodos pasados y futuros.

b. En caso que el ajuste implique cambios importantes, que deban ser autorizados o
comunicados a la Direccion Ejecutiva, previo a esto, el jefe de Subproceso Contable,
debe comunicarlo mediante correo electronico tanto al jefe de Proceso como el del
Macroproceso.

c. Los ajustes producto de procesos de depuracion y conciliacion tales como el SICA-
PJ e intangibles deben, llegar hasta la jefatura del Subproceso siempre que no
impliquen cambios en informacion remitida a entes externos como la Direccion de
Contabilidad Nacional, Tributacién Directa o cualquier otro.

d. Todo ajuste, producto de depuracion de cuentas, por diferencias en saldos o
auxiliares, deberan ser trasladados a la Jefatura de Proceso y Macroproceso
independientemente de la cuantia.

De presentarse diferencias minimas en los saldos contables con los auxiliares contables, se
procederd a ajustar contra la cuenta de “Ingresos diversos” u “Gastos diversos” segun
corresponda, considerando el principio de importancia relativa y autorizado por el Master WS,
segun correo electronico del 12 de agosto de 2011.

Segun reunion del 06 de diciembre de 2017 entre la Jefatura del Subproceso Contable, Jefatura
del Proceso Presupuestario-Contable, Jefatura del Proceso de Inversiones, Jefatura del
Macroproceso Financiero Contable y el equipo técnico del Sistema Contable, se acordd realizar
los registros contables correspondientes a los errores bancarios en cuentas en ddlares con el
tipo de cambio del ddlar para el Sector Publico no Bancario, con el movimiento del primer
registro, para asi evitar que en el Sistema Contable se presenten diferencias por diferencial
cambiario y el ajuste a la cuenta bancaria y el reconocimiento de pérdidas o ganancias se
realizara mediante el proceso de revaloracion

Los activos netos disponibles para beneficio (Reservas en Formacion y utilidad o déficit por
valoracion) estan conformados por los recursos netos con que cuenta el Fondo de Jubilaciones
y Pensiones para el cumplimiento del perfil de beneficios futuros establecidos.

Hasta diciembre del 2012, el Fondo no registra Activos netos disponibles para beneficios

(Reservas en Formacion). Lo anterior con base en lo indicado en el oficio 885-SC-2006 del 7 de
setiembre del 2006 remitido a la Direccidn Ejecutiva, en el que se indicd lo siguiente:
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"En principio este Departamento trabajard, unicamente con la cuenta de Provision para
Pensiones en Curso de Pago, sin perjuicio de ajustes posteriores que se originen del futuro
estudio actuarial.”

En virtud de lo expuesto, todos los recursos generados de los ingresos operativos del Fondo
seran contabilizados en la “Provisién para Pensiones en Curso de Pago” hasta contar con nuevos
estudios actuariales que revelen la existencia de un superavit actuarial. Lo anterior, basados en
el criterio emitido por la SUPEN con oficio del 6 de octubre de 2005, suscrito por R.G.V.,
funcionario de esa Superintendencia.

Dado lo anterior, con la implementacion a partir de enero 2013 del nuevo Manual de Cuentas
de la Superintendencia de Pensiones y a solicitud de dicha dependencia, se registran en cuentas
de la “Reserva en Formacidn” los aportes obreros, patronales y estatales al Fondo, siendo que
en el mismo mes son trasladados contablemente a la “Provision para Pensiones en Curso de
Pago.”

Con respecto a los rendimientos netos mensuales, a partir de enero del 2013 se registran en
una subcuenta de “Reservas en Formacion”, y en atencion a la solicitud realizada por el Lic. C
O, Supervisor de la Superintendencia de Pensiones designado a esta Institucién, a partir de
octubre del 2013 se trasladan a la “Provisién para Pensiones en Curso de Pago” en el mes
siguiente, lo cual fue avalado por la Direccion Ejecutiva con oficio 9872-DE-2013 del 7 de
noviembre del 2013.

De conformidad con el acuerdo tomado por la Corte Plena, en la sesion 32-10 celebrada el 8 de
noviembre del 2010, articulo XXIII, todas aquellas sumas que se deben girar a los tribunales
cuando éstos lo ordenan y se trate de salarios, jubilaciones u otros rubros, debe serlo en el
monto que el fallo dispone depositar. En consecuencia, la Administracion debe girar el monto
bruto que se ordend en sentencia judicial a la cuenta del despacho, advirtiéndole que en la suma
depositada no se aplicaron las cargas sociales para lo que a bien estime resolver. Esto en los
casos en que el despacho ordene girar alguna suma que no considere cargas sociales.

La Corte Plena en sesion 8-14 del 3 de marzo del 2014, articulo XL dispuso en lo que interesa lo
siguiente:

4.) La Direccion de Gestion Humana y Departamento Financiero Contable de previo a ejecutar
el pago de una sentencia judicial en la que no se realizo la indicacion expresa de las
deducciones de ley, causando una afectacion economica al Fondo de Jubilaciones y
Pensiones, asi como a las entidades del Estado que no recibieron las cargas sociales y
tributarias correspondientes, deberan informar esa situacion al Consejo Superior, para que
tome una decision al respecto, en cuanto a la recuperacion de los recursos correspondientes.

En sesion 54-17 del Consejo Superior celebrada el 02 de junio de 2017, articulo XXIX se acordd
acoger la recomendacion de la Direccion Ejecutiva y aumentar a ¢174.000,00 el monto para el
archivo de aquellos expedientes por concepto de cobro administrativo de sumas giradas de mas
y dafio o pérdida de patrimonio judicial, lo anterior luego de realizar al menos dos gestiones de
cobro para recuperar sumas adeudadas que no superan dicho monto, valore la razon
costo/beneficio del tramite de cobro y disponga, si es procedente, la incobrabilidad de la suma
de que se trate y el archivo de las diligencias. Mediante oficio 428-SC-2015 del 09 de setiembre
2015, se procede a solicitar criterio a la Direccion Ejecutiva en cuanto al registro de las cuentas
por cobrar, especificamente aquellas donde existe una resolucion de archivo definitivo por costo
beneficio o economia procesal de la deuda neta contraida por la persona, con oficio de respuesta
3219-DE/CA-2015 del 13 de octubre 2015, dicha Direccion indica:

"/...JLos esfuerzos de recuperacion que realiza el Area de Cobro Administrativo de la Direccion
Juridica corresponden al monto neto de la suma adeudada por el jubilado o pensionado segun
corresponda y no contempla las cargas de ley correspondientes al Fondo de Jubilaciones y Pensiones
y a la Caja Costarricense del Seguro Social, por tanto, esta Direccion estima que tales rubros deben
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seguir su proceso de recuperacion normal y debe ese Macroproceso realizar el tramite de cobro
correspondiente, entendiéndose que el archivo definitivo lo es unicamente del monto neto pagado de
mas.”

Las jubilaciones y pensiones percibidas por los beneficiarios del Fondo estan sujetas a la
aplicacion del impuesto de renta de conformidad con lo establecido en el articulo 32 de la Ley
7092 “Ley del impuesto de renta” que en lo que interesa cita:

"A las personas fisicas domiciliadas en el pais se les aplicard, calcularé y cobrard un impuesto
mensual, de conformidad con la escala que se sefialard sobre las rentas que a continuacion se detallan
y cuya fuente sea el trabajo personal dependiente o la jubilacion o pension u otras remuneraciones
por otros servicios personales:

ch) Las jubilaciones y las pensiones de cualquier régimen. [...]”

Con la entrada del Sistema Contable se vieron afectados los saldos contables entre auxiliares y
analiticos por diferencias en decimales. De lo cual en minuta de reunion de fecha 04 de abril de
2017, en la que se trato en la Direccidn Ejecutiva el tema de diferencias en el Sistema Contable,
siendo que entre los principales acuerdos se indico:

"En relacion con las diferencias por temas de redondeo, se acuerda que este tema no sera
prioritario y que se autoriza por parte de la Direccion Ejecutiva a mantener diferencias por
redondeo entre auxiliares y saldos contables.”

Mediante oficio N° 439-SC-2019 del 3 de diciembre de 2019 enviado a la Direccion Ejecutiva, se
retoma nuevamente el tema para que se valore solicitar a la Direccion de Tecnologia de
Informacion la revisién correspondiente, con el fin de procurar la exactitud de la informacion
contable, tal como lo establece la normativa. Del cual mediante oficio N° 5689-DE-2019 del 10
de diciembre 2019, la Direccion Ejecutiva lo remite a la Direccion de Tecnologia de Informacion,
para que valore la revision del Sistema Contable referente a este tema. Del cual se esta a la
espera de la respuesta.

De conformidad a la recomendacion emitida por la Auditoria Judicial con informe N°1022-125-
AFJP-2014 denominado “Evaluacion de las cuentas por pagar del Fondo de Jubilaciones y
Pensiones, su presentacion y revelacion en los estados financieros” y segun oficio Direccion de
Tributacion Directa del Ministerio de Hacienda N° DGT-386-2015 del 22 de abril de 2015, a partir
de febrero de 2017 se instala en produccion en el sistema SIGA-FIP la mejora correspondiente
a la modificacion en el calculo de impuesto sobre la renta, siendo que, toda la poblacién jubilada
y pensionada judicial que reciba en un mismo periodo (mensual) pago por parte de la Direccion
de Gestion Humada del Poder Judicial y del Fondo de Jubilaciones y Pensiones de dicho Poder,
se deducira el impuesto sobre la renta unificando el monto que recibe por cada concepto (salario
y jubilacion y/o pension), con el fin de aplicar los topes del impuesto citado a un solo monto y
no en forma individual.

Mediante acuerdo del Consejo Superior del 27 de febrero del 2014, tomado en sesion 18-14,
articulo LVIII, se conocid el “Reglamento Comité de Vigilancia del Fondo de Jubilaciones y
Pensiones del Poder Judicial”.

A partir de enero 2016 los gastos en que incurre el Fondo de Jubilaciones y Pensiones,
para los estudios actuariales, auditorias externas y asesoria externa en riesgos e
inversiones, de conformidad con lo acordado por el Consejo Superior en sesion N° 99-
15 del 10 de noviembre del 2015, articulo LXXXIII, se cancelan con presupuesto del
Poder Judicial.

Al respecto, el Consejo Superior en sesion 99-15 del 10 de noviembre del 2015, articulo
LXXXIII acordd lo siguiente:
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1) Acoger el informe rendido por la master Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora
Ejecutiva y con base en el Dictamen Juridico DJ-AJ-1468-2015, disponer que
esa Direccion, en coordinacion con el Departamento Financiero Contable, incluya
para el presupuesto 2017 los recursos para cubrir, con cargo al presupuesto del
Poder Judicial, los gastos por concepto de servicios profesionales del Fondo de
Jubilaciones y Pensiones. En cuanto al periodo 2016, coordinara lo correspondiente
para incluir los recursos necesarios, para ese mismo propdsito, mediante
modificaciones presupuestarias, ya que no fueron formulados. 2) Hacer este
acuerdo de conocimiento de la Direccion de Planificacion y del Departamento
Financiero Contable.”

* Con la entrada en vigencia del sistema contable en el 2017 en la cuenta por cobrar del
aporte obrero quedan saldos pendientes, lo cual fue comunicado a la Direccién Ejecutiva y solicitado
a la Direccion de la Gestion la revision de los sistemas, sin embargo, indican que los pagos realizados
por ese concepto son correctos y no tienen nada pendiente y dan la explicacién técnica mediante
oficio 358-UD-AS-2019 del porque no puede remitir o revisar los saldos detalladamente. Por lo que
con oficio N° 5028-DE-2019 la Direccion Ejecutiva lo remite al Consejo Superior el cual mediante el
acuerdo de la sesion 98-19 celebrada el 7 de noviembre de 2019, acordd: a- Proceder a reversar los
saldos existentes en las cuentas por cobrar por aporte obrero al Fondo de Jubilaciones y Pensiones.
b- En lo sucesivo, mensualmente la cuenta por cobrar que se genere producto del procedimiento
seguido de registro previo de la reserva, se reversara por los motivos aludidos en el punto anterior.

Cobro por conceptos de servicios de supervision del Fondo de Jubilaciones y Pensiones
del Poder Judicial

Mediante Decreto Ejecutivo N° 38292-H la Presidencia de la Republica y el Ministerio de Hacienda en
su Articulo N°12 “Remisién de informacién para el calculo” indica:

'[...] Las cuentas de ingresos o gastos utilizadas para el calculo de la liquidacion final
del cobro por servicios de supervision, deberédn ser certificadas por un auditor” "Dicha
certificacion deberd de presentarse en la misma fecha en que se remita el informe que
contiene la opinion de razonabilidad de los estados financieros auditados”.

Mediante oficio N° 2883-DE-2019 del 20 de agosto de 2019 se remitié a la Superintendencia de
Pensiones la certificacién de ingresos y la certificaciéon de gastos emitida por la firma Despacho
Carvajal & Colegiados, del auditoraje externo practicado a la Estados Financieros del Fondo de
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, periodo 2018.

Ademas, se transcribe los indicado en el oficio DJ-3301-2019 con fecha 18 de octubre de 2019 de la
Direccion Juridica referente al tema:

'"[...] para los montos que reclama la Superintendencia de Pensiones previos al afo 2010 es
improcedente el pago al haberse declarado en resolucion judicial firme ndmero 30-2018-VI del
Tribunal Contencioso Administrativo, Seccion Sexta de las nueve horas veinticinco minutos del trece
de marzo de dos mil dieciocho. Ademads, de que los montos posteriores a esa fecha por estar en
pendencia de la prescripcion establecida en el articulo 51 del Codigo de Normas y Procedimientos
Tributarios es prudente no hacer los pagos salvo resolucion judicial que asi lo ordene, aunado a que
se encuentra en tramite el expediente No. 18-003030-1765-CJ-2 y no existe resolucion en firme que
asi lo ordene. Asi se sostiene lo indicado por el Consejo Superior en sesion N°26-19 del 21 de marzo
2019:

'[...] deberd la Direccion Ejecutiva continuar con el rechazo de los cobros reclamados por la
Superintendencia de Pensiones, hasta tanto se cuente con una sentencia en firme que dictamine su
cancelacion, lo anterior bajo el amparo del Principio Pro Fondo y con €l fin evitar una afectacion a los
intereses econdmicos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones de este Poder de la Republica”

Bajo ese contexto, en beneficio del Principio Pro Fondo no resulta procedente realizar pago requerido
por la Superintendencia de Pensiones en este momento, sobre todo teniendo en cuenta que existen

24





montos en disputa judicial, a este respecto, en virtud de los cambios correspondientes al Fondo de
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial contenidos en la Ley 9544 que cambia el articulado de Ia
Ley 7333 en su titulo IX, debe esperarse, para efectos de legitimacion y defensa del fondo, a la
conformacion de la Junta Administradora creada en el Capitulo 1V de esa ley, para que sea esa junta
la que, al contar con personalidad juridica instrumental establecida en el articulo 239 de la ley citada
tome las decisiones correspondientes para el buen desempefio del Fondo de Jubilaciones y Pensiones
del Poder Judicial como lo estatuye ese mismo articulo en su inciso a) en el que delega la
administracion total del fondo a esa junta y sea esta la que determine la procedencia o no de pagos
actuales y futuros que se le requieran”.

Cabe senalar que el rechazo del cobro se fundamenta en lo dispuesto por el Consejo Superior en
sesion celebrada el 21 de marzo de 2019, articulo XX

Para efectos de cobro la Superintendencia remite oficios al Poder Judicial, cuyos calculos y datos
suministrados son cotejados por el Subproceso Contable, y se remite lo correspondiente a la
Direccion Ejecutiva.

25






